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Proyectos de Ley:



IV - 	De los señores diputados Ciccarelli, Drincovich y Altare, por el que se dispone la formalización de un convenio entre la Dirección Provincia de Transporte y la autoridad de aplicación de la Ley Nº 24.051, en lo que refiere al Transporte de Residuos Peligrosos.



V - 	De los señores diputado Buyatti y Sánchez, por el cual se modifican los artículos 4 y 15 de la Ley Nº 9282.



VI - 	Del señor diputado Rébola, por el que se implementa la Mediación Escolar como procedimiento de resolución de conflictos.



Proyecto de Declaración:



VII - 	Del señor diputado Giorgetti, por el que se adhiere al Seminario Internacional “Posibilidades y Mecanismos para la Comercialización de Alimentos en el Mercado del Sur de Brasil”, a realizarse en Capital Federal.



Proyectos de Comunicación:



VIII - 	Del Bloque Partido Demócrata Progresista, por el cual se solicitan informes sobre el funcionamiento de la Dirección Provincial de Vialidad.



IX - 	Del señor diputado Marinozzi, por el cual se solicita se otorgue un subsidio al Club Atlético Villa Prado, de Capitán Bermúdez, Departamento San Lorenzo.

X - 	Del señor diputado Cecchi, por el cual se solicita se informe qué cantidad de cargos de la planta del personal permanente del Poder Judicial, están cubiertos por hombre y que cantidad por mujeres.



XI - 	Del señor diputado Alvarez, por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Subcomisaría 11º, ubicada en el Barrio Nueva Pompeya, de Santa Fe.



XII - 	Del mismo señor diputado, por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Especial Nº 2009 “Dr. B. De Monteagudo”, de Santa Fe.



XIII - 	Del señor diputado Delbianco, por el cual se solicita se ponga en funcionamiento un comedor escolar en la Escuela Nº 844 “Carlota Garrido de la Peña” de Campo Vicens, de Coronda, Departamento San Gerónimo.



XIV - 	Del señor diputado Barquín, por el cual se solicita la creación de un cargo de bibliotecaria para la Escuela Nº 1321 “Esperanza Solidaria”, de Santa Fe.



XV - 	De los señores diputados Sánchez y Alvarez, por el cual se solicita se disponga un control policial en horarios de ingreso y salida, del Establecimiento Educativo Nº 869 “Julio Argentino Roca” de Colastiné Norte Km 4. Santa Fe.



XVI - 	Del señor diputado Sánchez, por el cual se solicita ayuda para los alumnos carenciados de la Escuela Nº 524 “Estanislao Pando”, de Rosario; para solucionar distintas necesidades fundamentalmente calzado y útiles.



XVII - 	Del mismo señor diputado, por el cual se solicita se disponga de una partida de refuerzo para la Escuela Nº 617 “Gobernador Domingo Crespo”, de Rosario.



XVIII - 	Del señor diputado Sánchez, por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Sociedad Protectora de Animales “Encuentro Proteccionista Dian Fossey”, de Rosario.



XIX - 	Del mismo señor diputado, por el que se requiere se resuelva el expediente iniciado ante el Ministerio de Educación, por la Docente Marcela C. Coria.



XX - 	Del mismo señor diputado, por el cual se solicita se otorgue una ayuda especial a la Escuela Especial Nº 2009, de Santa Fe.



XXI - 	De los señores diputados Sánchez , Alvarez y Buyatti; por el cual se solicitan informes sobre el alcance del Decreto Nº 355/97 y la Resolución Nº 377/97, que reglamentan las libretas de evaluación.

XXII - 	De los señores diputados Buyatti y Sánchez, por el cual se solicitan informes en torno al funcionamiento de la E.P.E.



XXIII - 	De los señores diputados Buyatti, Alvarez y Sánchez, por el cual se solicitan informes sobre la obra de reconstrucción de la Avenida 7 Jefes de la ciudad de Santa Fe.



XXIV - 	De la señora diputada Jove, por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Biblioteca Popular “Juan B. Alberdi”, de Juan B. Molina; Departamento Constitución.



XXV - 	Del señor diputado Giorgetti, por el cual se solicita se incremente los controles estatales, a fin de evitar el cuatrerismo en todo en territorio provincial.



XXVI - 	Del señor diputado Marinozzi, por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Escuela de Enseñanza Media Nº 325 de Capitán Bermúdez, Departamento San Lorenzo.



XXVII - 	Del mismo señor diputado, por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Escuela de Educación Técnica Nº 2028 “San Lorenzo” de la ciudad de San Lorenzo.



XXVIII - 	De los señores diputado Pinasco de Julierac, Drincovich, Sánchez, Rava de Carreras, Arcando y Millet; por el cual se solicitan informes sobre el Decreto Nº 1560/97 (condiciones de la licitación para la privatización del “Nuevo Banco de Santa Fe S.A.”).



XXIX - 	Del Senado.



XXX - 	De los Particulares.



4 - 	Asuntos Entrados fuera de lista.



XXXI - 	Proyecto de comunicación de los señores diputado Mionis de Galotto y Delbianco, referido a la habilitación del frigorífico Chelcouno S.A., sito en la localidad de Maciel; Departamento San Jerónimo.



XXXII - Proyecto de comunicación del señor diputado Cuñado, por el cual se solicitan informes sobre la evaluación del Producto Bruto Industrial, de la Provincia desde el 1º de enero de 1996 a la fecha, con un detalle según su origen: agropecuario, no agropecuario y global.



XXXIII - 	Proyecto de comunicación de los señores diputado Favario, Bullrich, Martínez y Merino; por el cual se requiere a la Corte Suprema de Justicia, que provea la infraestructura técnica necesaria y profesional a los efectos de que el Juez de instrucción de la Tercera Nominación, doctor Julio César Costa, pueda profundizar la investigación relativa al Banco Provincial de Santa Fe.

XXXIV - 	Proyecto de declaración de los señores diputados Rodríguez, Venesia, Mionis de Galotto y Delbianco; por el que se adhiere a la campaña que está llevando a cabo la Lotería de Santa Fe, con el fin de intensificar la lucha contra el juego clandestino.



XXXV - 	Proyecto de ley de la señora diputada Grande, referido a las pequeñas y medianas empresas (PYMES).



XXXVI - 	Proyecto de ley de los señores diputado Alvarez, Buyatti y Sánchez; 	



XXXVII - 	Proyecto de comunicación de la señora diputada Rosenthal, por el que se solicita informes sobre las actividades de la Mutual de Ayuda Recíproca Entre Asociados del Independiente Football Club, de la ciudad de Villa Cañás.



XXXVIII - Proyecto de comunicación de la señora diputada Rosenthal, por el cual se requiere un aporte económico para el Jardín de Infantes Nº 76 “Ursula Chichester” de Diego de Alvear; Departamento General López.



XXXIX - 	Proyecto de comunicación del señor diputado Bearzotti, por el cual se solicitan informes relacionados con la educación primaria para adultos.



5 - 	IV Conferencia Industrial Argentina. Manifestación de la señora diputada Grande.



6 - 	Cargos de infraestructura en Aguas Provinciales. Manifestación del señor diputado Martínez.



7 - 	 Homenaje al Senador Deolindo Felipe Bittel.



8 - 	Se considera y aprueba sobre tablas el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre Decreto Nº 355/97 y Resolución Nº 377/97.



9 - 	Se considera y aprueba sobre tablas el proyecto de comunicación referido a la realización de las pericias sobre presuntas irregularidades en el Banco de Santa Fe.



10 - 	Adhesión a campaña de la Quiniela de Santa Fe.



11.	Cuarto Intermedio. Luego del cuarto intermedio se considera y aprueba el pedido de preferencia para la próxima sesión para el proyecto mencionado en el punto anterior.



12 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre la creación del Registro Provincial de Reincidencia Contravencional.



13 - 	Se considera y aprueba el traslado de la preferencia, para el proyecto de ley por el cual se incorpora el inciso 4º) al artículo 338 del Código Procesal Penal de la Provincia

14 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión, para el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre el sistema de contratación e implementación de servicios médicos de alta complejidad.



15 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión, para el proyecto de ley por el cual se declara de propiedad provincial intransferible, las obras de arte pertenecientes al Banco de Santa Fe.



16 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión, para el proyecto de ley por el cual se dona una fracción de terreno a la Comuna de Tacuarendí.



17-	Se considera y aprueba el proyecto de ley por el cual se autoriza a la Comuna de Tacuarendí a donar un terreno a Empresa Industrial José Juan Yapur S.A.



18 - 	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita se resuelva la situación legal existente en la Escuela Nº 2013 de Rosario.



19 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión, para el proyecto de ley por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a suscribir un convenio sobre protección contra inundaciones.



20 - 	Se considera y aprueba el traslado de preferencia para la próxima sesión, para el proyecto de resolución de descentralización y mejoramiento de la educación secundaria.



Orden del Día Nº 18:



21 - 	Adhesión a la Ley Nacional de Tránsito.



22.-	Cuarto Intermedio. Al reanudarse la sesión, se considera y aprueba con modificación el proyecto de ley de adhesión a la Ley Nacional de Tránsito.



23.-	Se considera y aprueba el proyecto de resolución por el que se crea una comisión para el estudio y redacción de un proyecto de Ley General de Aguas.



24.-	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre prevención y manejo de suelos.



25.-	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes sobre el Túnel Subfluvial “Uranga - Silvestre Begnis”.



26.-	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita se declare de interés provincial el IX Concurso Internacional de Posgrado en Carreteras.



27.-	Se considera y aprueba el proyecto de comunicación por el cual se solicita se otorgue un subsidio a la Comuna “La Brava”.

1

izamiento de la bandera nacional



-	En la ciudad de Santa Fe, a los 25 días del mes de setiembre de 1997, se reúnen en su Sala de Sesiones los señores diputados.

-	Siendo las 17 Y 20., dice el:



SR. PRESIDENTE (Castro) - Con quórum legal, declaro abierta la sesión.

	Invito a los señores diputados Ángel Piaggio y Francisco Pividori a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

-	Así se hace. (Aplausos.)



2

versión taquigráfica



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se encuentra a consideración del Cuerpo la versión taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 18 del corriente mes.

	Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

-	Resulta aprobada.



3

asuntos entrados



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

I

Comunicaciones Oficiales:



El señor Presidente del Tribunal de Cuentas de la Provincia, remite la Memoria Anual de dicho Cuerpo, correspondiente al Ejercicio Año 1996. (Nº 1000/97).-

- A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos, eleva respuestas a las siguientes minutas de comunicación :



Expte. Nº 3895 - U.C.R. :�informe respecto de deudas, del Ejecutivo Provincial, Período 1987 - 1991, con empresas contratistas por obras públicas. (Nº 1001/97).-��Expte. Nº 3816 - U.C.R. :�informe en referencia a los hechos cometidos con utilización de armas de fuego durante el año 1996 y hasta la fecha de respuesta al pedido. (Nº 1007/97).-��Expte. Nº 3959 - U.C.R. :�informe respecto de las denuncias que, por amenazas, formularon los periodistas Carlos Velloso Colombres y Raúl Alberto Cerliani. (Nº 1008/97).-��Expte. Nº 4125 - U.C.R. :�informe respecto de la vigencia del Programa de Dinamización Productiva. (Nº 1009/97).-��Expte. Nº 1717 - P.S.D. :�informe sobre los estudios de control realizados a la población infantil vacunados contra la meningitis meningocóccica. (Nº 1010/97).-��Expte. Nº 4215 - F.P.S. :�proponga una instancia de conciliación, ante el conflicto suscitado por sanciones impuestas a maestros de la Escuela 1346 “Dr. Francisco Netri”, de Rosario. (Nº 1011/97)��- A sus Antecedentes -

El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos, remite fotocopia autenticada del Mensaje Nº 1888, de fecha 18 de Setiembre de 1.997, por el cual se ratifican las “Modificaciones de Contratos de Mutuo”, suscriptos entre las autoridades Municipales y Comunales, el Secretario General y Técnica de la Gobernación y el Ministro de Hacienda y Finanzas. (Nº 1002/97).-

- A las Comisiones de Asuntos Comunales y de Presupuesto y Hacienda - 

El Tribunal de Cuentas de la Provincia, eleva copia del siguiente expediente:



Observación Legal Nº 010/97 T.C.P. :�s/ resolución Nº 138/97 Directorio de la E.P:E. - Aprobación Ejecución de Trabajos Adicionales Obra Estación Transformadora 132/13,2 - 11,4 Kv Pcias. Unidas. (Nº 1003/97). - ��- A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

La Cámara de Diputados de la Provincia de La Pampa, remite copia de la Resolución Nº 55/97, por la cual se solicita la designación de un veedor, que controle y verifique las tareas a realizar y los resultados que se obtengan en relación al “Estudio Sistemático de la Cuenca Hidrológica del Río Atuel Inferior”. ( Nº 1012/97).-

- Al Archivo - 

La Cámara de Diputados de la Provincia de La Pampa, remite copia de la resolución nº 54/97, por la cual se rechaza la prórroga de los beneficios de la Promoción Industrial establecida por los decretos de necesidad y urgencia Nros. 804/96, 1125/96 y 69/97 del Poder Ejecutivo Nacional. (Nº 1013/97).-

- Al Archivo - 

La Cámara de Senadores de la Provincia, remite copia de la resolución Nº 0028/97, por la cual se adhiere al Día Internacional de la Preservación de la Capa de Ozono. (Nº 1014/97).-

- Al Archivo -



II

Dictámenes de Comisión 



De las de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General; expidiéndose en el siguiente proyecto de ley:

Venido en revisión, Mensaje Nº 1838; donando a la Comuna de Salto Grande, Departamento Iriondo, las Manzanas 37 y 104, correspondientes a la Plaza Pública y Cementerio. (Expte. Nº 4224 - P.E.R.).-

- Al Orden del Día -

De las de Agricultura y Ganadería y de Asuntos Constitucionales y Legislación General; expidiéndose en los siguientes proyectos de ley:

Mensaje Nº 1810; aprobando el convenio suscripto entre la Gerencia Regional de Promoción de Empleo de la Provincia de Santa Fe del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación y el M.A.G.I.C. (Programa Forestar). (Expte. Nº 3375 - P.E.).-

- Al Orden del Día -

Mensaje Nº 1884; aprobando el convenio de Asistencia Técnica suscripto entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio de la Provincia y el Instituto Argentino de Sanidad y Calidad Vegetal. (Expte. Nº 4183 - P.E.).-

- Al Orden del Día -

De la de Asuntos Constitucionales y Legislación General; expidiéndose en los siguientes proyectos:



De Declaración 



Del señor diputado Giorgetti; declarando su preocupación por los recientes hechos de violencia juvenil, ocurridos en la sociedad santafesina. (Expte. Nº 4212 - C.S.F.).-

- Al Orden del Día -



De Comunicación :



De la señora diputada Rava de Carreras; solicitando a través del Gobierno Nacional, informe sobre aspectos vinculados a la Ruta Nacional 95. (Expte. Nº 4243 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

De los señores diputados Drincovich, Altare y Ciccarelli; solicitando gestione ante el Ejecutivo Nacional para que prorrogue los plazos establecidos para el reempadronamiento automotor. (Expte. Nº 4269 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

De los mismos señores diputados; solicitando informe respecto de la instalación de stands para la comercialización de libros en el Hospital Centenario de Rosario. (Expte. Nº 4248 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Marinozzi; solicitando informe en torno a los hechos de violencia ocurridos el 26 de agosto de 1997, en la Unidad Regional XVII de San Lorenzo. (Expte. Nº 4235 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

De la señora diputada Vallejos; solicitando gestione ante el Poder Judicial para que se reglamente la Ley Nº 11.326 (estudios de Histocompatibilidad y de Inmunogenética). (Expte. Nº 4158 - P.J.).-

- Al Orden del Día -

De la de Presupuesto y Hacienda, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación :

De los señores diputados Mionis de Galotto, González, Ciccarelli, Sánchez, Martínez, Di Pollina, Altamirano y Rébola; solicitando patrocine la delegación de docentes que participarán del “XV Encuentro Nacional de Educadores de Nivel Inicial”, a desarrollarse en Trelew. (Expte. Nº 4218 - D.B.).-

- Al Orden del Día -

De las de Educación y de Presupuesto y Hacienda, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación :

Del Bloque Partido Demócrata Progresista; solicitando proceda a la creación de un cargo de maestro de grado para la Escuela Provincial 6169 “General Manuel N. Savio” de Sunchales. (Expte. Nº 4190 - P.D.P.).-

- Al Orden del Día -

De la de Cultura y Medios de Comunicación Social, expidiéndose en el siguiente proyecto de comunicación :

De la señora diputada Gurdulich; solicitando declare de interés provincial el Primer Congreso sobre Historia del Transporte y su participación en el desarrollo de las Comunidades a realizarse en Rosario. (Expte. Nº 4241 - P.J.).-

- Al Orden del Día -

De la de Salud Pública y Asistencia Social, expidiéndose en los siguientes proyectos de comunicación :

De la señora diputada Gastaldi; solicitando informe en torno a los establecimientos de salud que prestan servicio a personas con discapacidad física y/o mental. (Expte. Nº 4209 - C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

De los señores diputados Marinozzi y Ciccarelli; solicitando informe en torno al funcionamiento del Hospital “Dr. Carlos Goytía” de Carcarañá. (Expte. Nº 3924 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

De la señora diputada Pinasco de Julierac; solicitando provea de elementos técnicos indispensables, al hospital de Niños “Dr. Ricardo Gutiérrez” de Santa Fe. (Expte. Nº 3359 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Giorgetti; solicitando disponga prevenir una epidemia de la enfermedad denominada DENGUE, transmitida por el mosquito Aedes Aegypti. (Expte. Nº 3729 - C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

Del mismo señor diputado; solicitando garantice la normal entrega de medicamentos contra el SIDA, a quienes lo requieran. (Expte. Nº 3616 - C.S.F.).-

- Al Orden del Día -

De la de Obras y Servicios Públicos, expidiéndose en los siguientes proyectos de comunicación :

De los señores diputados Ciccarelli y Drincovich; solicitando efectúe un control del estado de las defensas para inundaciones, ante la posible crecida a registrarse en los primeros meses del próximo año, (fenómeno climático denominado “El Niño”). (Expte. Nº 4242 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

De los señores diputados Gurdulich, González y Venesia; solicitando proceda a ejecutar la obra del denominado “Parque Metropolitano Saladillo”. (Expte. Nº 4276 - D.B.).-

- Al Orden del Día -

De la de Asuntos Comunales, expidiéndose en los siguientes proyectos de comunicación :

De los señores diputados Cuñado y Drincovich; solicitando coordine con las Municipalidades de Rosario y Funes, la utilización de la Avda. Fuerza Aérea, en el período comprendido entre noviembre y abril de cada año. (Expte. Nº 4246 - U.C.R.).-

- Al Orden del Día -

Del señor diputado Bearzotti; solicitando otorgue un subsidio a la Comuna de Las Bandurrias, departamento San Martín. (Expte. Nº 4261 - P.P.S.).-

- Al Orden del Día -

iii

Mensaje  Nº 1897

Santa Fe, 18 de setiembre de 1997



A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones

	Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley de aprobación del Convenio Marco de Colaboración suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la Universidad Austral de Rosario, el día 12 de diciembre de 1996 e inscripto en fecha 18-12-96, en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales al Folio 100, Tomo II.

	Mediante el mismo las partes se comprometen a colaborar recíprocamente en las respectivas acciones de promoción de la ciencia y la tecnología, como instrumentos para el desarrollo económico , educativo, sanitario y social, mediante estudios, investigación, cursos de formación y capacitación, conferencias y programas especiales que integren aspectos teóricos-prácticos, la asistencia técnica y todas aquellas acciones innovadores que redunden en el logro de un mayor bienestar del Pueblo Argentino y del Mercosur.

	Para el cumplimiento de esos fines la Provincia y la Universidad podrán formalizar acuerdos específicos que deberán ser suscriptos por las autoridades respectivos cuando fuere necesario.

	Se adjunta expediente Nº 00701-0028349-4, del sistema de Información de Expedientes.

	Dios guarde a V.H.

OBEID

Omar Angel Perotti

Ministro de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio



LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

L E Y :



Artículo 1.- Ratifícase el Convenio Marco de Colaboración suscripto el día de diciembre de 1.996, entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la Universidad Austral de Rosario, inscripto en fecha 18-12-96 en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, al Folio 100, Tomo II, que se agrega como anexo y forma parte integrante de esta ley.



Artículo 2.- Delégase en el Gobernador de la Provincia la facultad de suscribir acuerdos específicos en el marco del presente convenio.



Artículo 3.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

OBEID

Omar Angel Perotti

Ministro de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio



CONVENIO MARCO DE COLABORACIÓN ENTRE LA PROVINCIA DE SANTA FE Y LA UNIVERSIDAD AUSTRAL DE ROSARIO



	Entre el Superior gobierno de la Provincia de Santa Fe, en adelante “La Provincia”, representada en este acto por el Gobernador, Ing. Jorge Obeid, con domicilio en Casa de Gobierno de la ciudad de Santa Fe por una parte, y la Universidad Austral de Rosario, en adelante “La Universidad”, representada en este acto por el señor. Decano de la Facultad de Ciencias Empresariales C.P.N Omar Enrique Carranza, con domicilio en calle Paraguay 1950 de la ciudad de Rosario por la otra, acuerdan celebrar el presente convenio marco que se regirá por las siguientes cláusulas.



Primera: Las partes se comprometen a colaborar recíprocamente en las respectivas acciones de promoción de la ciencia y la tecnología, como instrumentos para el desarrollo económico, tecnológico, educativo, sanitario y social, mediante estudios, investigación, cursos de formación y capacitación, conferencias y programas especiales que integren aspectos teóricos-prácticos, la asistencia técnica y todas aquellas acciones innovadoras que redunden en el logro de un mayor bienestar del Pueblo Argentino y del Mercosur.



Segunda: El contexto del presente convenio marco, La Provincia y La Universidad convienen en establecer acuerdos específicos para la ejecución de actividades, para los cuales establecerán los detalles de su ejecución. Dichos acuerdos podrán ser suscriptos por : Autoridades de la provincia autorizados por el Poder Ejecutivo a tales efectos, y las diferentes Unidades Académicas de la Universidad. Deberán ser ratificados por las autoridades correspondientes, cuando sea necesario.



Tercera: Las partes observarán en sus relaciones el mayor espíritu de colaboración, teniendo en cuenta que la finalidad de este convenio marco tiende al beneficio de la comunidad.



Cuarta: el presente convenio tendrá vigencia por cuatro (4) años, a partir de la fecha de su firma, prorrogables por iguales períodos por acuerdo de las partes. No obstante podrá ser denunciado por cualquiera de ellas mediante notificación fehaciente a la restante con una antelación no inferir a tres (3) meses. La denuncia no dará derecho a las partes a reclamar indemnización de cualquier naturaleza. Los trabajos en ejecución de los convenios específicos al producir efecto la denuncia, serán finalizados dentro del período anual en la que fuera formulada, o dentro de los límites permitidos por los recursos asignados.



	En prueba de conformidad, las partes suscriben dos (2) ejemplares de un mismo tenor y a un solo efecto, en la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, a los doce días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y seis.

-	A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

iv

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :



Artículo 1º: Dispónese que el Poder Ejecutivo deberá formalizar un convenio entre la Dirección Provincial de Transporte y la Autoridad de Aplicación de la Ley Nacional Nº 24.051, en lo que refiere específicamente al transporte de residuos peligrosos.

Artículo 2º: Establécese que el Poder Ejecutivo deberá formalizar un convenio entre la Dirección Provincial de Transporte y la Secretaría de Transporte de la Nación para que se haga efectiva en nuestra jurisdicción la aplicación del Reglamento de Transporte de Materiales Peligrosos, creado de acuerdo a lo establecido en el artículo 5º, inciso a) de la Ley Nacional Nº 24.653.



Artículo 3º: Para el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos precedentes, dispónese un plazo no superior a los noventa (90) días de promulgada la presente.



Artículo 4º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	El Decreto Reglamentario Nº 831/93 de la Ley de Residuos Peligrosos y el Reglamento de Materiales Peligrosos establecen acabadamente cuales son las normas adecuadas para el transporte de esos elementos.

	Decíamos en oportunidad de presentar un proyecto de comunicación relacionado con esta temática -Expte. 3.920 U.C.R. - que “cuando existe un accidente, por lo general existen derramamientos de sustancias o dispersión de residuos o materiales en el medio ambiente. Esto requiere que quienes se ocupan de intervenir en estas situaciones cuenten con la capacitación y los medios adecuados para reducir los daños que pueden ser de magnitudes importantes y en algunos casos irreversibles.”

	Esas situaciones en nuestra jurisdicción ocurren a menudo y es debido a que en nuestra provincia los organismos a cargo del control del tránsito no disponen de la infraestructura necesaria para ejercer una tarea de verificación de estado de unidades, capacitación y prevención de accidentes en esta materia.

	Es por ello que creemos necesario que el Poder Ejecutivo celebre convenios con la Secretaría de Transporte de la Nación a través de la Dirección Provincial de Transporte para que en nuestra jurisdicción se haga efectiva la aplicación del Reglamento de Transporte de Materiales Peligrosos y las disposiciones referidas a transporte de residuos peligrosos enmarcadas en el Decreto Reglamentario de la Ley 24.051.

	Creemos que de esta manera facilitaremos el accionar del organismo provincial que entiende en esta cuestión que sin lugar a dudas tendrá que disponer con una estructura de funcionamiento acorde a las nuevas necesidades. Al respecto hay que destacar que existe una gran cantidad de disposiciones en las normas señaladas anteriormente, como las fichas de intervención que caracterizan el elemento que se está transportando, el equipo necesario y las medidas a adoptar para que el personal intervenga en caso de accidentes, que de concretarse exigirán tareas de inspección y divulgación importantes para que se realicen con eficiencia.

	Por las razones expuestas es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de ley.

Altare - Drincovich - Ciccarelli

-	A las Comisiones de Transporte y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

v

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

l e y :



Artículo 1º - Modifícase el Artículo 4º de la Ley Nº 9282, agregándole como inciso “I” el siguiente:



Para ingresar o continuar desempeñando funciones en la Administración Pública Provincial, en el área de salud, en un cargo que implique jerarquía, cualquiera sea el tipo de establecimiento o forma de designación, los agentes deberán presentar una declaración jurada, que deberá verificar la Fiscalía de Estado, que detalle la totalidad de sus actividades e indique su eventual participación en sociedades comerciales con fines de lucro en funcionamiento en los dos últimos años anteriores a la fecha de promulgación de la presente ley.



Artículo 2º - Modifícase el Artículo 15 de la Ley Nº 9282, incorporándose como inciso “J” el siguiente:



No podrán ingresar o continuar desempeñando funciones en un cargo jerarquizado quien declare o sea comprobada su participación accionaria o patrimonial, o desempeñe funciones gerenciales, de auditoría o equivalentes, en instituciones privadas con fines de lucro que sean oferentes o brinden servicios como efector de la seguridad social.



Artículo 3º - Dentro de los treinta (30) días posteriores a la entrada en vigencia de la presente el Ministerio de Salud y medio Ambiente deberá exigir al personal jerarquizado bajo su dependencia, cualquiera sea su situación de revista, la presentación de la declaración jurada a que refiere el Artículo 1º.



Artículo 4º - El incumplimiento en tiempo y forma de las obligaciones establecidas en la presente dará lugar a la aplicación de las sanciones previstas en la legislación vigente e implicará la inmediata separación del cargo quien las hay incumplido.



Artículo 5º - Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	Las transformaciones que en los últimos años tuvo la sociedad en general y la atención médica en particular, ha determinado la necesidad de adaptación de la legislación vigente con el objeto de preservar los servicios de salud estatales, obligados a competir con los privados, previniendo la posible existencia de prácticas desleales por parte de quienes cumplen el doble rol dentro del sector público y del privado.

	Hoy los servicios de salud del sector público, que fundamentalmente fueron creados para la atención del indigente, han alcanzado niveles de complejidad tales que les permiten competir de igual a igual con el sector privado. Esta capacidad para competir se manifiesta tanto en lo que refiere a recursos humanos como a infraestructura.

	Entendemos que el Estado debe desarrollar actividades de fomento, protección, recuperación y rehabilitación de la salud en toda la población, con un principio de equidad, manteniendo la accesibilidad y la gratuidad a sus instituciones para quienes no disponen de los medios, o que, a pesar de tenerlos, consideran pertinente o conveniente confiar su salud a las instituciones del Estado.

	Pero este criterio general no nos debe llevar a caer en ingenuidades y debemos evitar que, por prácticas viciosas, las prestaciones más rentables se deriven a las instituciones privadas, y solo las menos convenientes y deficitarias sean atendidas por el hospital público.

	La legislación vigente incorpora al hospital dentro del sistema de seguridad social, permitiéndole, a través de la autogestión y la descentralización, el cobro de prestaciones brindadas a los individuos, generando un fondo que constituye una invalorable ayuda para equilibrar sus magras finanzas.

	A fin de evitar la dicotomía de intereses y responsabilidades en aspirantes a desempeñar cargos en el sector salud, y con la intención de preservar el bien de todos, se plantea el siguiente proyecto que modifica la Ley Nº 9282, con el objeto de que los que detentan cargos jerárquicos en la estructura de salud estatal les esté vedada la posibilidad de ocupar cargos o tener intereses en conflicto con su desempeño en la función pública.

	Tenemos la convicción de que, con las modificaciones propuestas, evitaremos muchas conductas ambiguas o dudosas, llevando transparencia al sistema y jerarquizando la carrera hospitalaria de aquellos que han decidido brindar sus conocimientos y esfuerzos para la optimización del sistema de salud pública.

	Por las razones expuestas, solicitamos a los señores legisladores la aprobación del presente proyecto.

Sánchez - Buyatti.

-	A las Comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión; de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

vi

la legislatura de la provincia de santa fe sanciona con fuerza de 

l e y :



Artículo 1 : Conceptualización. La Mediación Escolar es un procedimiento no adversarial de resolución de los conflictos generados entre los integrantes de la comunidad educativa, en el cual, un tercero neutral llamado mediador conduce un proceso de negociación asistida a fin de que las partes lleguen a un acuerdo.



Artículo 2: Objetivos. Mejorar la capacidad de los miembros de la comunidad educativa para comunicarse y explorar las actitudes para resolver por si mismo los conflictos que cotidianamente se presentan.



Artículo 3: Sujetos involucrados. A través del Programa de Formación de Mediadores implementados por el Ministerio de Educación y Cultura se capacitarán a alumnos, personal directivo, docente, administrativo y padres de los niveles primario y secundario.

Artículo 4: Aplicación. La Mediación Escolar será aplicable a los conflictos que se presenten: 



a) 	Entre alumnos.

b) 	Entre docentes. 

c) 	Entre alumnos y docentes

d) 	Entre padres y miembros de la institución educativa.



Artículo 5: No obstante la numeración precedente, el procedimiento de la Mediación podrá aplicarse en cualquier otro conflicto que así lo decida el Ministerio de Educación y Cultura.



Artículo 6: Implementación. La formación del personal directivo y docente se implementará a través de la Red Federal de Capacitación Docente y su reglamentación correspondiente. Los alumnos podrán lograr su capacitación a través de los Contenidos Transversales o de las Asignaturas afines según el nivel de la enseñanza. La formación de los padres quedará sujeta a la voluntariedad de las Asociaciones Cooperadoras, quienes podrán recibir un subsidio del Ministerio de Educación y Cultura para su capacitación.



Artículo 7: Aplicación Experimental. El Ministerio de Educación y Cultura seleccionará los establecimientos educativos para la implementación de este proyecto. Esta experiencia deberá ser evaluada, reajustada y extendida progresivamente a un número mayor de establecimientos luego de los dos años de su aplicación.



Artículo 8: El Ministerio de Educación y Cultura podrá sugerir la implementación del Programa de Formación de Mediadores en el marco de los Proyectos Educativos Institucionales(PEI).



Artículo 9: Disciplina. El Ministerio de Educación y Cultura podrá ordenar a los establecimientos a través de normativas legales, la utilización de la mediación como instancia previa a la aplicación de los métodos disciplinarios vigentes para resolver los conflictos estudiantiles.



Artículo 10: De los Mediadores. El Ministerio de Educación y Cultura dará pautas a los establecimientos educativos que implementen esta experiencia, sobre la creación y reglamentación de los Registros de Mediadores.



Artículo 11: Del Procedimiento. El procedimiento de la mediación que utilizarán los mediadores para la resolución de los conflictos obedecerán a las técnicas de prácticas aprendidas y a las pautas administrativas que para su mejor desarrollo y contralor establezca el Ministerio de Educación y Cultura.



Artículo 12: Solicitud. La mediación podrá ser solicitada a las autoridades educativas por las partes en conflictos como instancia previa como procedimiento administrativo.

Artículo 13: El desistimiento de la mediación o el incumplimiento del acuerdo faculta a las partes o a la autoridad educativa correspondiente a iniciar las acciones administrativas pertinentes.



Artículo 14: Acta acuerdo. El Acta Acuerdo Final celebrado por las partes será homologado por la autoridad educativa que corresponda y archivado en la institución escolar donde se realizó la mediación.



Artículo 15: El Ministerio de Educación y Cultura dictará las normativas legales necesarias para la implementación de este proyecto pudiéndose atenerse a la Ley Nacional de Mediación vigente.



Artículo 16: Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	Este proyecto de ley pretende ser un punto de partida para la necesaria transformación que hoy deben darse las instituciones educativas.

	La dinámica escolar nos manifiesta cotidianamente y cada vez con más frecuencia, una cantidad innumerable y variable de conflictos que se producen como consecuencia de una “ agresiva comunicación” entre los integrantes de la comunidad educativa. Cada día y más asiduamente observamos violencia entre los niños y los adolescentes , en forma incontrolable para el personal administrativo, docente y directivo. Parecería que el régimen legal vigente, no estaría dando respuesta a esta problemática y de ella creemos que son conscientes nuestras autoridades educativas, cuando documentos curriculares dicen” en la actualidad, la gestión institucional, está menos ligada a la idea de administración y más próxima a la dirección y gobierno destinado a generar procesos de transformación de la realidad como producto de una participación colectiva”.

	La mediación escolar, en este marco, es una nueva propuesta, para implementar en el ámbito de la institución educativa, para resolver los conflictos que se generan entre los miembros que la componen. Estas técnicas, son referidas, generalmente, al tema de la comunicación. Esto posibilitará el acceso a códigos de comunicación que facilitarán la comprensión de los conflictos que se presentan a diario en la red de relaciones que cotidianamente se intentan establecer en una institución y que muchas veces fracasan en su intento.

	Este proyecto de ley se propone potenciar la capacidad de los miembros de la Comunidad Educativa para comunicarse y autogestionar la resolución de los conflictos que se generan dentro de la institución, a través de un Programa de formación de Mediadores. Este debe girar en aprendizajes que tengan como eje la adquisición de habilidades para la negociación y la cooperación que apunten a la elaboración de una alternativa posible de solución de los conflictos y que beneficie a todos.

	La inclusión de la temática de la Mediación en el ámbito escolar, no solo se propone a que los integrantes de la Comunidad Educativa, aprendan a solucionar los conflictos por ellos mismos, sino que además implica una transformación de la cultura que tiene que ver con un elemento relevante para la pacificación social. Desde un punto de vista formativo la mediación tiende a que las personas que tienen un conflicto en común puedan comprenderse a partir de ver las cosas desde otro lugar.

	La mediación se implementará con mayor facilidad en aquellas comunidades educativas que habiendo estudiado la realidad institucional. la procesaron, descubrieron su problemática y están en la búsqueda de nuevas alternativas de solución.

	El Ministerio de Educación y Cultura en documentos curriculares y acerca de la gestión institucional que es necesario encarar hoy, dice “ debe ser comprensiva de las acciones pedagógicas y administrativas, de nueva formas de intervención en el proceso educativo y de las relaciones entre los agentes educativos que se dan como consecuencia de la dinámica escolar”

	La Ley Federal de Educación constituye un punto de partida importante para la implementación de la mediación. Esta ley, rescatada por algunos y resistida por otros desde el punto de vista presupuestario fundamentalmente, revaloriza el protagonismo de los alumnos, de los docentes y de los padres en la construcción de una nueva entidad escolar.

	Todo esto implica aprender a vivir dentro de otra comunidad educativa, donde su identidad pase por una conciencia democrática, ajena a mensajes autoritarios, a veces no claro y que entorpecen el funcionamiento de la escuela. Alcanzar este objetivo, supone transitar un proceso paulatino pero certero porque la democratización de los conflictos a través de la mediación, ya es una realidad en la Sociedad Argentina. Las leyes 24573 de “Mediación”, 24028 de “Riesgo de Trabajo”, 24635, de “Conciliación Laboral Obligatoria”, la de “Mediación Familiar” y los proyectos de leyes con estado parlamentario que existe en nuestra Legislatura , avalan, la implementación de la mediación en distintos ámbitos en el que el tema escolar no puede estar exento más, si consideramos que países de avanzada en la solución de conflictos, como Estados Unidos ha comenzado su implementación el 1965 para tratar la violencia entre niños y jóvenes que al igual que hoy , en nuestras escuelas y portando armas, llegaban a cometer crímenes y atentados de toda índole. A través de un programa de mediación, se llegó no solo a reducir el índice de peligrosidad sino que además se mejoró el nivel académico. Es también interesante en Estados Unidos, la aplicación de la mediación, en las escuelas especiales, donde padres preocupados por la atención de sus hijos acorde a sus necesidades especiales, realizan asiduamente reclamos a la institución educativa.

	Señor presidente, este proyecto de ley pretende ser un nuevo punto de partida para la transformación cultural de las comunidades educativas de la cual están comprometidas nuestras autoridades en la materia. Estamos convencidos de esta propuesta será facilitadora de la nueva gestión que hoy necesitan las escuelas. Por ello, me parece importante den aprobación a la misma.

Alejandro Rébola

-	A las Comisiones de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

vii

Proyecto de Declaración



	La Cámara de Diputados declara su beneplácito y adhesión al Seminario Internacional “Posibilidades y Mecanismos para la Comercialización de Alimentos en el Mercado del Sur del Brasil” que se realizará el día 14 de octubre en el Salón de Actos del Colegio de Graduados en Ciencias Económicas, sito en Viamonte 1592 de la Capital Federal.

Señor presidente:

	La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la Nación a través del Programa de Promoción de Exportaciones de Base Agrícola no Tradicionales (PROMEX), realiza este seminario con el objetivo de analizar las oportunidades, mecanismos operacionales y obstáculos para la comercialización de productos alimenticios en el sur de Brasil.

	Durante el desarrollo del mismo se abordarán los siguientes temas: la demanda de productos alimenticios en el sur de Brasil, identificación de oportunidades y obstáculos, mecanismos de inserción y cooperación empresaria y experiencia empresarial. Este Seminario Internacional está destinado a las empresas dedicadas a la producción y/o a la exportación de alimentos, a profesionales y agentes de comercio exterior, que para mayor información deben contactarse con el teléfono 01-342007.

	Considerando que Santa Fe es una de la principales productoras de alimentos del país como también una de las provincias pampeanas mas cercana al sur del Brasil, es que solicito la aprobación de este proyecto que favorecerá un comercio mas fluido, continuo y transparente a través de la capacitación y la superación de obstáculos reales que aun subsisten.

Jorge Giorgetti.

-	A la Comisión de Industria y Comercio.
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Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio de los organismos que corresponda se sirva informar lo siguiente:



1 - 	Qué monto recibe la Provincia por la Ley Nº 23.966 - Impuestos a los Combustibles líquidos.

2 - 	Cuál es el destino de los mismos.

3 - 	Cuáles son los montos que se abonan por convenios para el mantenimiento de rutas entre Vialidad Provincial y las Comunas y en los Municipios .

4 - 	Si se realizaron obras con las dos recicladoras que pertenecen a DPV.

5 - 	Si se utilizaron las plantas elaboradoras de mezcla asfáltica de la DPV

6 - 	En caso que no se utilizaran, a que costo se compran las mezclas asfálticas para el bacheo.

7 - 	Cuáles son los destinos de los fondos del canon que produce la Autopista Santa Fe  - Rosario-

8 - 	Si existe algún convenio entre la DPV y la empresa AUFE sobre la recicladora

9- 	Cuántas y cuáles son las rutas provinciales a concesionar a las Unidades Ejecutoras formadas por Comunas y Municipios.

10- 	Qué tránsito medio diario anual (T.M.D.A.) tiene cada ruta a concesionar.

11- 	Qué subvención aportaría la Provincia para cada ruta.



Señor presidente:

	Es de público conocimiento la crisis que sufren los empleados de la DPV con las autoridades y que comenzó a manifestarse en los últimos años como consecuencia de un cambio profundo ocurrido en el medio en el cual deben desempeñarse, en el contexto local, provincial y nacional y que ha hecho eclosión en las últimas semanas.

	Los empleados de la DPV manifiestan que se está desactivando la mencionada repartición en detrimento de la economía de la Provincia.

	Es por ello que es necesario tener una clara idea de la utilización de los recursos específicos para poder evaluar la existencia de los reclamos expresados.

Martínez - Merino- Favario - Bullrich

-	A la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

ix

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través de quien corresponda, arbitre las medidas necesarias para otorgar un subsidio al Club Atlético Villa Prado, de la localidad de Capitán Bermúdez, Departamento San Lorenzo.-



Señor presidente:

	El club Atlético Villa El Prado, está asentado en un barrio de bajos recursos económicos en la localidad de Capitán Bermúdez, y alberga deportivamente a casi quinientos atletas de los cuales una gran cantidad de ellos se dedican especialmente a la práctica de Vóley.

	Fundamenta éste pedido de subsidio solventar los gastos de un viaje a Chile donde éstos chicos que practican éste deporte tan poco difundido, nos representen en otro país y además como no escapará al conocimiento de todos, la importancia que tiene la práctica de deporte para nuestra juventud, de ahí la obligación de todos nosotros de incentivarlos en éstas competencias internacionales.-

	Por las razones expuestas es que solicito a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Rubén Marinozzi

-	A la Comisión de Promoción Comunitaria.

x

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del organismo que corresponda, proceda a informar:



1 - 	Qué cantidad de cargos de la planta de personal permanente del Poder Judicial (empleados y ordenanzas), están cubiertos por hombres y qué cantidad por mujeres.-

2 - 	Del total de vacantes producidas en los años de la presente década en ese Poder (empleados y ordenanzas) - sea por la razón que fuere -, cuántas representaron el retiro de personal masculino y cuántas el retiro de personal femenino.-

3 - 	De las vacantes producidas en ese lapso en el mismo Poder (empleados y ordenanzas), cuántas fueron cubiertas por hombres y cuántas por mujeres.-



Señor presidente:

	En honor a la brevedad cabe advertir que resulta sobreabundante ensayar aquí una defensa teórica de la legitimidad de los esfuerzos contra toda y cualquier forma de discriminación. Nos ocupa una de las formas social y culturalmente superadas, al menos en la discusión, como lo son las distintas formas de discriminación contra la mujer.-

	En ese sentido, nuestra Constitución Nacional establece en su Artículo 16º que “todos los habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad ...”.-

	También la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la IX Conferencia Internacional Americana, de Bogotá, Colombia, en 1948, - con jerarquía constitucional desde la reforma de 1994, Artículo 75 -, establece en su Artículo 2º que “todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna”, mientras que la Declaración Universal de Derechos Humanos establece en su Artículo 2º, que no habrá discriminación “alguna de raza, color, sexo, idioma, religión ...”, y en el Artículo 21.2 que “toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país”.-

	El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos - también como los anteriores, con jerarquía constitucional - viene a reafirmar lo dicho antes, especificando que “los Estados partes en el presente Pacto, se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos ...” (Artículo 3º).-

	Aunque ya transformada en una verdad de perogrullo, vale recordar el Artículo 1º de la Ley Nº 11.357, que reza textualmente: "la mujer mayor de edad (soltera, divorciada o viuda), tiene capacidad para ejercer todos los derechos y funciones civiles que las leyes reconocen al hombre mayor de edad”.-

	Esta disposición con valor de axioma encuentra un particular nivel de explicitación a través de la Ley Nº 23.179 por medio de la cual nuestro país aprobó la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, aprobada por Resolución Nº 341/180 de la Asamblea General de las Naciones Unidas del 18 de diciembre de 1979.-

	En su artículo 1º, esta Convención establece que “a los efectos de la presente, la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción, basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.-

	En 1994, esta Convención Internacional fue elevada a rango constitucional. Vale enfatizar acerca de la gravedad que - entonces - su violación conlleva. Si bien violar una ley es siempre grave, violar la "ley de leyes”, reviste aún mayor gravedad.-

	Pero esta cuestión de la gravedad en tal violación puede exhibir un grado más significativo en función de quién es el sujeto responsable de tal o tales actos.-

	Reiterando que violar una ley es, lisa y llanamente, violar una ley, vale señalar que si tal violación tiene por responsable al Poder del Estado encargado de vigilar por su cumplimiento, estamos ante una situación sumamente grave que exige una urgente intervención.-

	Hacemos referencia a la política de selección de personal que el Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe se ha dado a si mismo a través del Acta Nº 31 del 31-07-97, por la que la Corte Suprema de Justicia aprueba el Régimen de Ingreso de Empleados del Poder Judicial, que en su Artículo 11º establece que “sobre la base del resultado del concurso, la Corte Suprema de Justicia confeccionará listas por orden de mérito para las designaciones a proponerse, .... distinguiendo (sic) entre varones y mujeres. Las propuestas para cubrir una vacante dejada en su origen por un varón, provendrán de la lista de varones; las destinadas a cubrir una vacante dejada en su origen por una mujer, provendrán de las listas de mujeres".-

	No se necesita un análisis demasiado profundo como para detectar que la mecánica establecida por este artículo tiene como primer efecto el congelamiento del número de oportunidades que las mujeres tendrán en relación al total de vacantes que se produzcan. Y existe una fuerte presunción de que tal número es notoriamente más bajo que el destinado a varones. Ello surge de una simple observación de la constitución por sexo del plantel actual, el que se integraría aproximadamente en un 70% con varones y un 30% con mujeres.-

	Resulta cuanto menos particularmente dificultoso encontrar una explicación al por qué se confeccionan listas de varones y listas de mujeres. 0 sea, no se entiende desde el punto de vista lógico qué razones existirían para tal "distinción". ¿Por qué razón no se confecciona una lista única? ¿No se garantizaría de esta manera con mayor eficacia el principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley?.-

	La precitada norma constitucional es contundente en relación a esta cuestión desde el momento mismo en que define a qué se refiere cuando habla de discriminación, al manifestar - reiteramos - que "... la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción (sic), exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer ...".-

	Entendemos, señor presidente, que debemos asumir con profunda preocupación, énfasis y atención, la lamentable coincidencia entre el reglamento dictado por la Corte Suprema de Justicia de Santa Fe y la norma constitucional, registrada en el término distinción, que aquella obliga ha hacer y ésta a no hacer.-

	Así, la Corte, en un sepulcral canto al anacronismo, al retrogradismo, comente un repugnante acto de discriminación contra la mujer, al ordenar en su reglamento lo que la Constitución Nacional prohibe.-

	Aunque por el enorme valor que la Convención representa en la evolución de la humanidad hacia formas más evolucionadas de convivencia, ella merecería ser citada en su totalidad, nos damos por satisfecho recordando algunas exigencias estrechamente ligadas al tema que nos ocupa. Así el artículo 11º, inciso b, está escrito para defender, sin posibilidad de otra interpretación, "el derecho (de la mujer) a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo” (sic).-

	¿ Queda alguna duda, ante este artículo, que la confección de listas conlleva un tratamiento diferencial ?.-

	Se ha oído afirmar en no pocas ocasiones respecto de la vigencia de ciertas normas "no escritas”, según las cuales ciertos Fueros de la Justicia no resultan recomendables para mujeres. Más allá de que precisamente, quizás, estas normas nunca llegaron a ser escritas por su bajo contenido de racionalidad y justicia, cabría mencionar además que son violatorias del artículo 15º de la Convención, que obliga que "los Estados partes reconocerán a la mujer igualdad con el hombre ante la ley".-

	La violación a esta exigencia de igualdad como concepto genérico deviene en violaciones particulares que afectan notoriamente las posibilidades de desarrollo integral de la mujer. En las puertas del siglo veintiuno, que los legisladores se tengan que ocupar de un procedimiento responsabilidad de uno de los Poderes del Estado que afecta "el derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho al acceso a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el adiestramiento periódico; ... así como igualdad de trato con respeto a la evaluación de la calidad del trabajo; ...” (artículo 11º, incisos c) y d)), hace sentir vergüenza ajena.-

	Máxime si tenemos en cuenta que en la última producción constitucional de los argentinos - la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires -, por unanimidad, se incluyó el Capítulo IXº, “Igualdad entre Varones y Mujeres”, por el que se “garantiza en el ámbito público y promueve en el privado la igualdad real de oportunidades y trato entre varones y mujeres en el acceso y goce de todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, a través de acciones positivas que permitan su ejercicio efectivo en todos los ámbitos, organismos y niveles y que no serán inferiores a las vigentes al tiempo de sanción de esta Constitución” (Artículo 37º).-

	Tras establecer que “las listas de candidatos a cargos electivos no pueden incluir más del setenta por ciento de personas del mismo sexo con probabilidades de resultar electas”, ni podrán “incluir a tres personas de un mismo sexo en orden consecutivo” - lo que en la práctica, más que la vigencia de un cupo con redacción más sutil, implica un intento de equilibrio entre los sexos más justo y superador -, el citado Artículo finaliza con un párrafo que los santafesinos deberíamos tener muy en cuenta ante una eventual reforma constitucional, habida cuenta de la integración de nuestra Corte Suprema: “En la integración de los órganos colegiados compuestos por tres o más miembros, la Legislatura concede acuerdos respetando el cupo previsto en el párrafo anterior”.-

	Sr. Presidente: Como quedó dicho, nos preocupa el aspecto sustantivo del problema descripto, o sea, la evidente discriminación de la que son objeto las mujeres en el Poder Judicial de la Provincia de Santa Fe. Por tratarse de este último es que no podemos dejar de insistir en que esto en sí mismo, o sea, el hecho de que el Poder encargado de velar y juzgar en su caso el incumplimiento de la legislación vigente sea el que viola una norma constitucional, transforma en sustantivo también este aspecto.-

	Aceptar en silencio esta política de selección de personal en el Poder Judicial de la Provincia, sería convalidar un retroceso y la instalación de una visible discriminación contra la mujer, que hiere y lacera el espíritu de igualdad y libertad que preside la República y cimenta toda convivencia civilizada, que nosotros no estamos dispuestos a dejar pasar por alto.-

Alfredo Cecchi

-	A las Comisiones de Derechos y Garantías, de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión.
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda otorgue un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Subcomisaría 11a., ubicada en San Lorenzo y Larrea, Barrio Nueva Pompeya, de la ciudad de Santa Fe, para ser destinado a la adquisición de una unidad móvil.

Señor presidente:

	La Subcomisaría 11a. se encuentra ubicada en un barrio muy poblado de esta ciudad y la misma no cuenta con un vehículo permanente para patrullar la extensa superficie de su jurisdicción, que en su mayoría son calles de tierra habitadas por personas de condición humilde que padecen la falta de seguridad personal y no están en condiciones de colaborar con los gastos que demanda la compra de un vehículo.

	Las tareas del personal policial de tan extensa jurisdicción se verían simplificadas con un móvil, que no sólo ayudaría a la prevención de los delitos, si no además de transporte en los casos de urgencia que así lo requieran los vecinos de este barrio.

	Por los argumentos expuestos solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.-

Martín Alvarez

-	A la Comisión de Promoción Comunitaria.
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, otorgue un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Especial Nº 2009 “Dr. B. de Monteagudo” de la ciudad de Santa Fe, destinado a cubrir las necesidades de los pre-talleres de mantenimiento, huerta, jardinería, servicios y cocina que allí funcionan.-



Señor presidente:

	Los niños que asisten a la Escuela Nº 2009 “Dr. B. de Monteagudo” durante la mañana realizan las actividades de aprendizaje normales y por la tarde las referidas a la formación preocupacional: orientación manual y pre-talleres. Estas últimas actividades son las que les posibilitan el acceso a aprendizajes polivalentes y requieren el esfuerzo económico de padres, docentes y cooperadores para de esta manera brindar una mejor educación y procurar la inserción de los niños especiales en nuestra sociedad.

	Las necesidades más urgentes son las de los pre-talleres de mantenimiento, huerta y jardinería, servicios y cocina que necesitan imperiosamente para su funcionamiento contar con remachadora manual, caladora, taladro eléctrico, soldadora, guantes y delantales de descarne, máscara y auriculares de protección, cortadora de césped, tijeras de podar, carretillas, palas y rastrillos, mangueras, regaderas, botas de goma, máquinas de coser, lavarropas, secarropas etc. Como se puede apreciar las urgencias son numerosas, pero teniendo en cuenta el objetivo que se persigue, sería importante colaborar con ellos.-

	Por los argumentos expuestos solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.-

Martín Alvarez

-	A las Comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

SR. DI POLLINA.- Pido la palabra.

	Este asunto se refiere a la escuela especial 2.009 y el proyecto individualizado como número 46 de la nómina de Asuntos Entrados, también refiere a dicha escuela, por tal razón solicito que sean unificados.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En la respectiva comisión se resolverá al respecto.

	Continua la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo dispusiera lo pertinente a los fines de que se asigne a la Escuela Nº 844 “Carlota Garrido de la Peña” de Campo Vicens, Coronda, Departamento San Jerónimo, la partida presupuestaria suficiente para la puesta en funcionamiento en le establecimiento de un comedor escolar para los alumnos que a la misma concurren.



Señor presidente:

	El presente proyecto recepciona la iniciativa de la propia comunidad educativa de la Escuela Nº 844 de Campo Vicens, Coronda.

	La escuela cuenta con un número de 23 alumnos en el corriente año, cifra que se incrementa periódicamente con el arribo a la zona de familias que vienen a incorporarse al trabajo estacional de recolección de frutillas.

	La puesta en funcionamiento de un comedor escolar constituiría un acto solidario trascendente, importante para quienes allí concurren, todos miembros de familias humildes, y serviría para un eficaz control sanitario de los habitantes del lugar.

Jorge Delbianco.

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, proceda a la creación de un cargo de bibliotecaria, para la Escuela Nº 1321 “Esperanza Solidaria”, del barrio Acería, de la ciudad de Santa Fe.



Señor presidente:

	La Escuela “Esperanza Solidaria” fue inaugurada hace dos años y cuenta con toda la infraestructura necesaria para desarrollar adecuadamente la tarea educativa, para una población de 474 alumnos. 

	Lo mismo cabe decir respecto del material didáctico, provisto a través del Programa Social Educativo. En virtud de ello cuenta con textos escolares, TV y videograbadora, en la sala de biblioteca pero su aprovechamiento se ve restringido a dos o tres horas semanales, cuando pueden hacerse cargo algunos docentes del establecimiento.

	Creemos que contar con un personal especializado permitiría potenciar el aprovechamiento de estos recursos y ampliar notoriamente las posibilidades de aprendizaje de los alumnos; por otra parte, significa optimizar los planes que viene implementando el área educativa, en este caso a través del Plan Social Educativo.

	En virtud de lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Orlando Barquín

-	A las Comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda.

SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	Solicito que este proyecto no sea girado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda por cuanto se trata de una expresión de deseo sobre la que debe resolver en última instancia el Ministerio de Educación, por lo tanto pasarlo por dicha comisión demoraría innecesariamente el trámite.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Así se hará, señor diputado.

	Continua la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

xv

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo dispusiera de control efectivo policial, en el los horario de entrada y salida del Establecimiento Educativo Nº 869 “Julio Argentino Roca” Colastiné Norte Km. 4 Sta. Fe, a fin de evitar accidentes e inconvenientes que a diario se suscitan en dicho cruce de ruta.



Señor presidente:

	Se hace indispensable atender el reclamo de los docentes de este establecimiento que a diario sufren los inconvenientes que trae aparejado el cumplir con el cruce de los niños a la entrada y salida de la escuela. El no respeto por el semáforo existente, lleva a incidentes y accidentes que hasta el momento no han sido graves tanto a alumnos como docentes de la escuela, pero sí conflictivos. 

	De tomarse esta medida preventiva, de vigilancia y observación de las normas, en la entrada y la salida, entendemos se evitaría el peligro de integridad física a los que están sometidos y llevaría tranquilidad a quiénes muy preocupados observan el devenir de riesgo a diario. Llegamos a presentar este pedido en el recinto de la Cámara de Diputados, por que hasta el presente, pese a todas las gestiones realizadas no se ha obtenido respuesta y dado que la ruta es provincial, es el Poder Ejecutivo, quién tiene que tomar cartas en el asunto.

	Es por lo antes expuesto que solicito el voto afirmativo de mis pares.

Alvarez - Sánchez

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, concurriera en ayuda de los alumnos carenciados de la Escuela Nº 524 “Estanislao Pando” de la ciudad de Rosario, para solucionar distintas necesidades, fundamentalmente calzado y útiles, a fin de garantizar su asistencia diaria a clases. Así como elementos que hacen al desenvolvimiento de la escuela, como equipo de audio, micrófono, amplificador indispensable en los actos escolares y tareas curriculares.



Señor presidente:

	Nadie ignora la difícil situación que atraviesan muchos hogares argentinos, por la desocupación o bajos salarios. Ello indudablemente es motivo que no puedan brindar a sus hijos todos los elementos necesarios haciendo que no concurran diariamente a clases.

	Esta escuela cumple su 70º Aniversario y necesita reparar el equipo de sonido, amplificador, micrófono y demás elementos que hacen a su funcionamiento que a la fecha no pueden ser usados, elementos mínimos para el vital accionar diario de la misma.

	Por una educación que nos iguale y dignifique a todos en igualdad de oportunidades es que solicito el voto de mis pares a este proyecto de comunicación.

Ediberto Sánchez

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, dispusiera a través del Ministerio de educación de una partida de refuerzo para la Escuela Nº 617 “Gobernador Domingo Crespo” de la ciudad de Rosario, a los efectos de solucionar distintas necesidades de la escuela y de los alumnos.



Señor presidente:

	Las características de la población escolar que asiste a la escuela es de muy bajo nivel económico, atravesando muchos hogares la desocupación y el bajo salario. Esto hace que muchísimos niños no cuenten con los elementos mínimos para el desempeño de las tareas diarias.

	Haciéndose imprescindible el otorgamiento de una ayuda escolar, a fin de suplir en parte, las urgentes necesidades de los alumnos, para poder realizar experiencias educativas contando con los elementos y medios indispensables para ello.

	Por lo antes expuesto solicito el voto afirmativo de mis pares al siguiente proyecto de comunicación 

Ediberto Sánchez

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo dispusiera de un subsidio para la Sociedad Protectora de Animales sin fines de lucro, “Encuentro Proteccionista Dian Fossey” Certificación 1460757, a fin de continuar la tarea de protección y defensa de animales, en beneficio de todos.



Señor presidente:

	La entidad “Encuentro Proteccionista Dian Fossey” foja notarial de certificación 1460757 es una institución sin fines de lucro que brega por el bienestar de los animales realizando tareas que cotidianamente se concreta en los animales de la calle fundamentalmente perros y gatos. Entre las diversas tareas se encuentran esterilizaciones, castraciones, a fin de controlar la población canina y felina, amputaciones de miembros a animales accidentados o con severas infecciones, tratamiento contra sarna en gran cantidad de animales callejeros, desparasitaciones y demás controles.

	El esfuerzo individual no alcanza al no contar con aportes societarios ni de otra naturaleza, por lo cual sería inestimable contar con esta ayuda a fin de poder continuar la tarea.

	Es por lo antes expuesto que solicito el voto afirmativo de mis pares a este proyecto de comunicación.

Ediberto Sánchez

-	A la Comisión de Promoción Comunitaria.
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, resuelva en tiempo y forma el expediente, iniciado por la docente Marcela Claudia Coria, D.N.I Nº 18533574 , Nº 00416-0015430-6 , iniciado el 14 de marzo de 1996 relativo a cesantía en el cargo por aplicación del decreto 4762/82, en la escuela 6418 “Rosario Vera Peñaloza”, de Granadero Baigorria.



Señor presidente

	No es la primera vez que reclamamos en este recinto por las demoras en los distintos pedidos que hacen los docentes ante el Ministerio de Educación, con los pertinentes expedientes. No abrimos juicio de valor sobre el tema controversial, pero si nos preocupa de sobremanera que un expediente iniciado en marzo de 1996, a esta altura de los acontecimientos, no haya tenido aún resolución. Esta demora , arbitraria y burocrática, máxime en un caso de cesantía, irrita de sobremanera y habla mal de la función del Estado en la atención de los requerimientos individuales. Por ello instamos al Poder Ejecutivo, a que tome medidas para corregir la presente situación.

Ediberto Sánchez

-	A la Comisión de Educación.
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que dispusiese a través del Ministerio de Educación de una partida de ayuda especial para la Escuela Especial Nº 2009 de la ciudad de Santa Fe, que ayude al funcionamiento y equipamiento de la institución escolar.



Señor presidente:

	La población que asiste a la escuela, setenta alumnos/as de 5 a 14 años, presenta carencia de todo tipo. La situación económica por la que atraviesan los papás de los mismos hace que la contribución a la misma sea nula y que la escuela no pueda responder a las múltiples demandas que a diario se plantean.

	Los alumnos ingresan a clases a las 8 y 30 hs. y se retiran a las l6 y 30 hs., por la mañana desarrollan actividades relacionadas con los aprendizajes básicos, y por la tarde las referidas a la formación preocupacional, organizada en grupos de orientación Manual y Pre talleres.

	La estructura curricular requiere múltiples recursos que posibiliten el acceso a aprendizajes polivalentes. Considerando solamente las necesidades de los pre talleres de Mantenimiento, Huerta y Jardinería, Servicio y Cocina múltiples son los elementos que se necesitan: remachadora manual, caladora, taladro eléctrico, soldadora, guantes y delantales de descarne, máscara y auriculares de protección, cortadora de césped, tijeras de podar, carretillas, palas y rastrillos, mangueras, regaderas, botas de goma, máquinas de coser, lavarropas, secarropas, planchas, tablas de planchar, heladera, horno pizzero, cocina industrial, elementos de cocina varios.

	Por una educación que nos integre a todos en igualdad de oportunidades, ofreciendo calidad y dignidad de vida, es que solicito el voto afirmativo de mis pares al siguiente proyecto de comunicación.

Ediberto Sánchez

-	A la Comisión de Educación.
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� EÍ "cinformes sobre decreto 355/97 y resolución 377/97" �

	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, informara a la comunidad educativa sobre los alcances del Decreto 355/97 y Resolución 377/97, que reglamentan las denominadas Libretas de Evaluación, sobre la vigencia o no de las mismas, reformas que se hubiesen efectuado, cambios sobre regímenes de promoción, en forma urgente, dado que el 30 de septiembre termina el tercer bimestre.-



Señor presidente:

	Conocidos son los conflictos que ha originado la aplicación de la denominada libreta de evaluación, que califica a los alumnos del ciclo primario, que incluso ha determinado un acta acuerdo firmada por el Ministerio con el gremio Amsafe. Ello solucionó un conflicto en la Escuela Nº 1346 de la ciudad de Rosario, así como el compromiso de analizar al finalizar el presente ciclo lectivo de continuidad o no de este elemento. Sin embargo, no tenemos seguridad que esta situación de no calificar materias en las que no se cuenta con el personal docente especificado se haya clasificado. El régimen de promociones exige para lograr la misma la calificación en todas las asignaturas, con otras series de condicionantes que hacen a la totalidad de los bimestres. Que sucederá con aquellos alumnos que no han tenido calificación completa. La angustia de los padres y la inseguridad de los docentes, que recibieron solo las primeras instrucciones y a partir de ellas, ninguna en sentido contrario, por sentido común y criterio exige que en forma urgente el Ministerio de Educación informe a la comunidad educativa provincial sobre cuales son los fines y metodología. Caso contrario es entrar en la anarquía, proceder de distintos modos en todo el territorio y dejar librado al criterio de cada uno la mejor forma interpretar un elemento tan importante en la vida escolar, como es la promoción. Por todo ello es que solicito el voto afirmativo de mis pares para el presente proyecto.-

Alvarez - Buyatti - Sánchez

-	A la Comisión de Educación.

SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	Solicito se reserve en Secretaría el proyecto citado precedentemente.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Queda reservado, señor diputado.

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Directorio de la Empresa Provincial de la Energía, proceda a informar sobre los siguientes aspectos vinculados a la contratación de gerentes a través de la consultora IBERSIS:



1.- 	Que se adjunte una nómina de los contratados para ocupar las ocho gerencias para las que se solicitaron postulantes, con indicación de los cargos ocupados por cada uno de ellos.

2.- 	Que se adjunten los curriculum vitae de los contratados como gerentes.

3.- 	Que se informe si las designaciones se han concretado fijándose para cada gerente $80.000 por año, más un pago adicional de $ 16.000 anuales, con el agregado de la entrega de dos pasajes aéreos semanales Santa Fe - Buenos Aires.

4.- 	Cuales han sido las razones por las que se han admitido y reconocido como domicilio de los postulantes el de su lugar de residencia en lugar del correspondiente al del lugar del trabajo, según se especificó en la convocatoria a los interesados, lo que ha dado lugar a pagos por sobre los $80.000 fijados como asignación.

5.- 	Que se indique si es cierto que además de los pagos y adicionales mencionados los gerentes cobran viáticos durante el cumplimiento de sus funciones en Santa Fe.

6.- 	Que se informe cuales han sido las nuevas funciones asignadas a los gerentes cuyos cargos fueron cubiertos por el concurso mencionado y si es cierto que continúan percibiendo iguales remuneraciones a las que percibían cuando ocupaban las gerencias.

7.- 	Que se informe detalladamente sobre los reclamos administrativos y/o judiciales que pudieran existir ante el desplazamiento de gerentes ante las nuevas designaciones.



Señor presidente:

	Aristóteles ha expresado en “La Política”, que:

	“Todo Estado es una asociación, y solo en vista de algún bien las asociaciones se forman, puesto que lo único que a los hombres mueve es la esperanza de algo que les parece bueno. Todas las asociaciones tienden sin duda a un bien determinado, y el más importante de todos los bienes debe ser objeto de la más importante asociación, de la que comprende a todas las demás y puede llamarse asociación política, ciudad o mas propiamente Estado”.

	La Empresa Provincial de la Energía es una empresa del Estado, es parte del Estado, y como tal, sus eventuales administradores no tienen otra alternativa lícita que actuar en favor del bien común, que no es el bien común de los nuevos gerentes; el de los que han sido desplazados o el del personal en su conjunto (que nos merece el máximo respeto).

	Las anómalas circunstancias en que ha sido contratada la empresa IBERSIS, los riesgos implícitos en esta contratación y una serie de interrogantes que ha hecho suyos esta Cámara aún esperan respuesta del Poder Ejecutivo.

	Sin embargo el proceso continúa, y el “espectáculo” montado para que la sociedad se vea inducida a creer en una administración que “encauzaría” a la E.P.E. se ven desvirtuados a la luz de los acontecimientos, que no son expuestos a la sociedad, sino que aparecen cuando los Diputados deben asumir roles de detectives para indagar sobre las realidades, que siempre difieren de los anuncios.

	Esta sociedad ha denostado hasta el cansancio, y en muchos casos injustamente, a muchos gerentes y a la totalidad del personal de la empresa.

	Periódicamente, y cuando la queja y el descontrol se hacen inocultables aparecen “interventores de uso múltiple”, que sirven para privatizar y para no privatizar, y directorios que van a borrar un pasado indeseable fijando nuevos rumbos que nos llevarán a la felicidad, y considerando solo una parte de los dichos de Aristóteles tienen especialmente en cuenta “... que lo único que a los hombres mueve es la esperanza de algo que les parece bueno...”

	El caso que nos ocupa encuadra en estas circunstancias, se “vendió” como bueno y barato algo que por lo menos es extremadamente caro, se pregonó la reducción de gerencias y en realidad se amplió el número de quienes reciben pagos por dichos cargos, se generaron nuevos reclamos que derivarán en nuevos juicios ante desplazamientos arbitrarios. Todo esto había sido advertido.

	Debemos sin embargo reconocer que no creíamos que se podrían repetir las prácticas para el pago de viáticos que se aplicaran en el caso del Ing. Alonso, sobre lo que esta Cámara indagó y aún espera respuesta.

	¿Qué pasaría si los tres poderes del Estado Provincial admitieran como domicilio de cada uno de sus empleados el que corresponde a su residencia particular? ¿Cuánto le costaría a los santafesinos semejante criterio? Creemos que a ningún empleador sensato se le ocurriría semejante despropósito, ni a ningún empleado con vocación de servicio se le ocurriría reclamarlo.

	Sin embargo en este caso lo insólito parece ser lo normal, y los ahorros anunciados se han transformado en erogaciones adicionales disimuladas y ocultadas, pues además se han adoptado medidas tendientes a evitar que la información vinculada a los pagos al personal jerarquizado sean de conocimiento y estén sometidas al control de las áreas internas que cumplen tales funciones.

	El caso del Banco Provincial de Santa Fe, vaciado y quebrado por la ineficacia, y quizás por el dolo y el delito, parece no constituir suficiente ejemplo para demostrar de carácter inconducente de actuar en forma tardía, o de ser cómplice de los malos manejos aunque más no sea por omisión.

	No queremos que lo ocurrido en el Banco se repita en la E.P.E., no queremos que los responsables se liberen por la simple renuncia, no nos interesa que dentro de una década o más se constituya una Comisión Investigadora para saber porqué no tenemos más una empresa provincial para proveer energía, ni tampoco le interesa a nadie que durante décadas se deban contraer compromisos y deudas para sanear desmanejos.

	Los señores Diputados Oficialistas, el Gobernador de la Provincia, y el personal de la E.P.E. deben entender que éste y los anteriores pedidos de informes no procuran entorpecer y sabotear a la empresa.

	Quienes lo hacen son otros. Son los responsables de los malos manejos, son aquellos que dicen una cosa y hacen otra, son aquellos que no abrazan con pasión y desinterés la administración de los bienes de la comunidad. Es hacia ellos que se orientan nuestras acciones, para que el poder administrador reciba colaboración para la identificación de las conductas viciosas o indeseables y tenga la oportunidad de aplicar los correctivos, que solo son tales si se materializan en tiempo y forma.

	Por las razones expuestas, se solicita a los señores diputados la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Sánchez - Buyatti -

-	A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Solicito que este proyecto sea girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos, en lugar de ser remitido a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no hay oposición, así se hará.

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Obras, Servicios Públicos y Vivienda, informe sobre los siguientes aspectos vinculados a las obras Reconstrucción de la Avenida 7 Jefes de la ciudad de Santa Fe:



1.- 	Cuáles han sido los mecanismos utilizados para la contratación de la consultora que tomó a sus cargo los estudios de la obra, el proyecto ejecutivo y cobró los honorarios. Cuál es la responsabilidad civil y/o penal asumida. Adjuntar la nómina y montos de las ofertas recibidas y los montos pagados a la consultora INCOCIV para la elaboración de los estudios técnicos y el proyecto para la ejecución de la obra citada. Adjuntar copia del contrato celebrado con INCOCIV, de los antecedentes profesionales, empresarios y las referencias a experiencias en obras similares aportados por la consultora en ocasión de la cotización de los trabajos.

2.- 	Considerando que, iniciados los trabajos y según lo ha reflejado la prensa reproduciendo declaraciones del Señor Ministro, el proyecto original debió ser replanteado por la existencia de “barros” que imposibilitaban la aplicación de las soluciones propuestas por la consultora, indicar:

	

2.1.- 	Qué acciones, administrativas y/o judiciales ha concretado el Poder Ejecutivo ante las imprevisiones de la consultora que derivaron en daños y perjuicios para la Provincia por sobrecostos significativos imprevistos y demoras en las obras.

	

2.2.- 	Indicar el estado actual de las gestiones de reclamo impulsadas.

2.3.- 	En caso de no haberse efectuado reclamos, dar cuenta de las razones de ello y los fundamentos jurídicos de la inacción.



3.- 	Quién tomó a su cargo el replanteo del proyecto elaborado por INCOCIV, proponiendo el uso del tablestacado como solución técnica, cuáles han sido los mecanismos para su contratación y que montos ha debido pagar la Provincia, o asumir como costos propios, por tal concepto. Indicar si las tareas estuvieron a cargo de la Dirección Provincial de Obras Hidráulicas o se contrató una consultora al efecto. En este último caso detallar los pasos seguidos que culminaron en la contratación.

4.- 	Tomando en consideración que el plazo inicialmente previsto para la ejecución de la obra era de 11 meses y el presupuesto oficial de $ 9.508.285; los que en definitiva resultaron para la Provincia $12.500.000.- (cifra publicitada por el Poder Ejecutivo) y 28 meses de retraso en la ejecución de la obra respecto de lo previsto en el pliego licitatorio, informar:

	

4.1.- 	Cuáles han sido los montos acordados con la contratista para la ejecución de las obras. Adjuntar copia del contrato suscrito.

4.2.- 	Cuáles han sido las causas de las demoras incurridas en la ejecución de la obra, adjuntando copia de todas y cada una de las disposiciones en la que se reconocieron demoras no imputables o imputables a la contratista.

4.3.- 	Sobre los certificados de obra y por mayores costos pagados, adjuntando copias de los mismos.

4.4.- 	Tomando en consideración que el Pliego de Licitación de la obra en sus condiciones generales no admitía como argumento para la contratista el desconocimiento de las condiciones en que debía ejecutarse la obra, salvo expresa previsión escrita en contrario antes de la apertura de las ofertas por expresar textualmente el pliego:

“Pliego de Condiciones Generales; Punto 1.11: Conocimiento de Antecedentes: Quién concurra a la Licitación, no podrá alegar en caso alguno, falta o deficiencia de conocimiento de las leyes, de sus Reglamentaciones, de este Pliego y sus aclaraciones, y el solo hecho de concurrir implica el perfecto conocimiento y comprensión de las cláusulas del Pliego, como asimismo de los lugares donde la obra debe ejecutarse, de sus condiciones, de los precios de los materiales, fletes, medios de transporte, derechos aduaneros, impuestos nacionales, provinciales y municipales, de las condiciones de trabajo, aprovisionamiento de materiales y mano de obra, naturaleza de los terrenos, régimen de los cursos de agua, agua de construcción, condiciones climáticas y otras condiciones locales. No se admitirá reclamo que se relacione con alguno de estos puntos.” 

“Pliego de Condiciones Generales; Punto 2.2.- Informaciones Suplementarias: Las dudas que pudieran originarse en la interpretación por parte de los interesados en formular propuestas, de los planos, cómputos métricos, pliegos y demás elementos de Legajo, deberán presentarse por escrito a la SUPCE, solicitando concretamente la aclaración que estimen necesaria. Dicha solicitud podrá realizarse hasta siete (7) días hábiles antes de la fecha fijada para abrir la propuesta y la SUPCE comunicará a todos los adquirentes del Legajo, al domicilio consignado en el recibo del mismo, el resultado de la consulta por lo menos dos (2) días hábiles administrativos antes de la mencionada fecha. En ningún caso se identificará el origen de la consulta.”

“Pliego de Condiciones Generales; Punto 5.3.: El Contratista y su Representante Técnico son responsables... Asimismo son responsables de cualquier defecto de construcción y de las consecuencias que se pueden derivar de la realización de los trabajos basados en proyectos o planos con deficiencias o errores que no denuncien por escrito a la SUPCE antes de iniciar los respectivos trabajos”.

	Se requiere que se indiquen las causas del apartamiento de tales condiciones que derivaron en pagos en exceso para la Provincia, y se adjunten, en caso de haber existido, los escritos presentados por la empresa referidos a las carencias del proyecto licitado. 



4.5.- 	Teniendo en cuenta que existe un extensión significativa en el plazo de ejecución, que más allá de los sucesivos anuncios de inauguraciones por parte de distintas autoridades del Poder Ejecutivo, se prolongó mucho más de lo que las crecientes del río y los “barros” podrían justificar; indicar los montos por multas aplicados por la provincia al contratista por los excesos en los plazos en que ha incurrido y si en la liquidación de éstos se aplicaron las disposiciones del Pliego Licitatorio (Punto 12.2 -Condiciones Generales) que las fijaba en el 1 por mil diario (de acuerdo al valor final de obra anunciado, $ 12.500 por día). En caso negativo exponer las razones por las que se ha eximido a la contratista de tales compromisos. 

4.6.- 	Considerando que entre las causales para la extensión de los plazos de obra se encontraban las vinculadas al nivel de las aguas, indicar a que cota del Dique I del Puerto de Santa Fe corresponde la cota I.G.M. (Instituto Geográfico Militar) 14 metros. 



5.- 	Tomando en consideración que se ha recurrido a contrataciones directas, sin llamado a concurso de precios o licitación en diversos ítems, entre ellos con “Pilotes Trevi”; y además por algunas obras de arquitectura y por iluminación, dar cuenta de cada una de estas contrataciones indicando el concepto de cada una, la empresa contratada y los montos pagados en cada caso. Se requiere además que se indiquen las razones por las que se ha recurrido a estos contratos en atención a que el Pliego (punto 1.3) indicaba que la contratista debía tomar a su cargo la totalidad de los trabajos”...para que las obras queden total y correctamente terminadas, de acuerdo a su fin y a las reglas de arte a construir.”

6.- 	En atención a lo expuesto en el punto anterior, se requiere que se informe por qué razones la Municipalidad de Santa Fe afectó, entre los días 17 y 20 de junio de 1997, alrededor de 150 operarios por día para la finalización de los trabajos de iluminación, parquización y jardinería, limpieza general del área de la obra y tareas destinadas a desmontar el obrador de la empresa, indicando si tales tareas fueron autorizadas por la Inspección de Obra, si se han valorado los trabajos realizados, si se han incluido tales ítems en los certificados de obra pagados a la empresa y si la contratista ha efectuado pagos por los servicios recibidos de la Municipalidad de Santa Fe. 

7.- 	Considerando que en las etapas de ejecución de las obras, por diversos medios, se han señalado carencias constructivas, entre ellas la ausencia de juntas de dilatación en veredas y carencias en el asentamiento del suelo a la altura de los desagües pluviales, indicar si la inspección de obra y/o el organismo responsable del contralor de la obra han adoptado las medidas correctivas que permitan asegurar la solución de tales inconvenientes. 

8.- 	Respecto del financiamiento de la obra, indicar los montos recibidos del Banco Mundial (Préstamo 3521 - AR - Banco Mundial) y los aportes realizados por la Provincia como contraparte; y además los costos del servicio del crédito y los plazos de amortización del mismo. 

9.- 	Considerando los costos financieros involucrados se requiere además que se informe sobre el costo final de la obra, incluidos los pagados a la contratista original, a los responsables de la elaboración del proyecto y sus correcciones, a otros contratistas y los servicios financieros comprometidos hasta el pago total de la obra.

10.- 	Informar en detalle sobre los ítems que integran el contrato adicional suscrito con la contratista principal, que según la prensa ascendió a U$S 2.500.000, con motivo de la “aparición” de barros en un sector de la obra. Dar cuenta del porcentaje de obra que representa el incremento pactado e indicar si el mismo no supera los márgenes permitidos por el Pliego de Licitación y la Ley de Obras Públicas de la Provincia. 

11.- 	Se requiere que se envíe copias de los libros “de Actas”; “de Órdenes de Servicio” y “de Notas de Pedido” a que refiere el punto 6.4 de Pliego de Condiciones Generales.

12.- 	Informar sobre la fecha cierta de recepción provisoria de los trabajos para cada uno de los contratistas que actuaron en la obra, indicando en cada caso los plazos de garantía acordados y exigibles y las responsabilidades que alcanzan a los mismos durante este período. 



Señor presidente: 

	Los santafesinos están contentos por haber recuperado un paseo público de importancia para la capital de la provincia, y las autoridades lo exhiben como el logro de una gestión eficaz. 

	No pretendemos que la población avalúe técnica y económicamente lo realizado, aunque algunas entidades vecinalistas, en una tarea encomiable, lo han intentado. 

	Nuestras funciones de legisladores son otras. Debemos saber si lo hecho ha sido correcto y si se ha pagado lo que se debía. 

	Un conjunto de hechos nos plantean serias dudas, empezando por un primer llamado a licitación declarado desierto por supuestas carencias en el proyecto que derivó en obras cuyos costos fueron significativamente mayores; por la contratación de una consultora que elaboró un nuevo proyecto que mostró evidentes falencias y por el que se pagó entre $ 300.000 y $ 400.000; por un desmesurado incremento en los plazos de obra y en los montos pagados por la misma; por la no aplicación de cláusulas expresas del pliego licitatorio que no daban lugar a interpretaciones ambiguas que justificaran desconocimiento por la contratista; por no haberse aplicado multas ante la mora; por no haberse accionado ante la consultora, por haberse manifestado carencias serias en las obras a pocos días de su inauguración que con premura se justificaron públicamente por la SUPCE y por último, porque el mismo organismo informa que existe un período de garantía de 12 meses, el doble del que efectivamente se consignó en los pliegos. 

	Sabemos también de muchos otros aspectos que le han sido señalados a los funcionarios, que no han sido contemplados, entre ellos falencias en la construcción de las juntas de dilatación en veredas; imprevisiones en la construcción de los desagües pluviales; ignorancia de la existencia de socavones resultado de anteriores inundaciones debajo de la calzada Este de la Avenida Costanera, y podríamos seguir con las enumeraciones, incluidas las reservas que se tienen sobre los empalmes entre distintos sistemas constructivos de las defensas. 

	No hemos incluido algunos de estos aspectos en el interrogatorio, pues sabemos que los funcionarios negarán los potenciales problemas, pues aún no se han manifestado, pero tenemos suficientes elementos como para saber que estas carencias se pondrán en evidencia en el corto y mediano plazo, y las respuestas las deberán dar a su debido tiempo. 

	Había que inaugurar la obra y la empresa no la culminaba en los plazos anunciados, entonces nada mejor que la Municipalidad de Santa Fe asuma el rol de “contratista” afectando 150 personas cada día, del 17 al 20 de junio, para realizar las obras de iluminación; efectuar la parquización de la zona y desmantelar hasta el obrador de la contratista. ¿Quién ha pagado esto? ¿Quién ha ordenado tal intervención? Queremos saberlo. 

	También resulta de interés conocer el costo final de la obra, incluidos los servicios financieros resultantes de los compromisos a futuro asumidos. 

	Por último, y como colofón de tanta desprolijidad, la obra que ha pagado y pagará la comunidad de toda la provincia, se constituyó en escenario de una “guerra de pasacalles” donde el gobernador saliente y el actual pretendían atribuirse el logro y dirimir sus diferencias internas en una grosera mezcla de lo público con lo partidario, llegando incluso a declarar “bienvenido” al Intendente de la ciudad de Santa Fe. 

	Pasada la algarabía y los fuegos de artificio, el show partidario y los amplios anuncios pagos en los medios de comunicación escritos, nos corresponde indagar sobre las incidencias presupuestarias actuales y futuras de esta obra que, más allá de las bondades estéticas debe satisfacer otras necesidades, cuáles son las de servir de adecuado control para el embate de las aguas. 

	A pocos días de los actos oficiales (el 3/8/97) el diario El Litoral titulaba “Siete Jefes alerta sobre un socavón en la Costanera” y pocos días después (el 8/8/97) un nuevo título pretendía llevar tranquilidad: “El Gobierno niega que exista un socavón en Av. Siete Jefes y Maipú”. 

	De esta última publicación, como si las dudas fueran pocas, surgen dichos de la SUPCE: “...las tareas que se vienen realizando en el sector reconstruido de 7 Jefes estaban programadas desde antes de su habilitación oficial, para completar los trabajos ya desarrollados. Una de ellas fue la terminación de la colocación de piedras contra las tablestacas en la zona de anclaje de la cubierta flexible”, para informar luego “Con respecto a las obras de arquitectura, se indica que “las reparaciones menores en ejecución son tareas previas a la recepción provisoria, debiendo la empresa contratista encargarse de la conservación y eventuales reparaciones, durante un período de 12 meses...”

	Si no se ha procedido a la recepción provisoria de la obra, corresponde entonces indagar cuándo se hará, pues esta cuestión resulta sustancial a los fines de determinar los períodos de garantía acordados, que según el artículo es de doce meses, pero según el Pliego de Condiciones Particulares (Punto 29) “El plazo de conservación y garantía será de (6) meses.”

	Como visualizarán los señores diputados, hay mucho por preguntar y el Poder Ejecutivo tiene muchos aspectos que aclarar. Por estas razones solicitamos la aprobación del presente pedido de informes. 

Sánchez - Álvarez - Buyatti - 

-	A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Solicito que este proyecto también sea girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos, en lugar de ser remitido a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no hay oposición, así se hará.

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación y Cultura, otorgue un subsidio a la Biblioteca Popular “Juan B. Alberdi” de la localidad de Juan B. Molina.-



Señor presidente:

	La Biblioteca “Juan B. Alberdi” de la localidad de Juan B. Molina cumple una importante función social y educativa ya que, por ser la única en la zona, brinda un servicio cultural y científico a un amplio sector de la población, incluyendo escuelas primarias, secundarias y rurales de la zona.

	Cabe destacar que esta biblioteca es una entidad pública y recibe material de la Comisión Nacional Protectora de Bibliotecas Populares (CONABIP). Sin embargo, el único ingreso económico que percibe para afrontar el costo de funcionamiento, es el de las cuotas sociales abonadas por sus socios, lo cual no alcanza para cubrir el mantenimiento de la misma.

	Teniendo en cuenta que a través de la cultura, el conocimiento y la educación lograremos formar los hombres del mañana y lo dispuesto por el art. 19 de la Constitución Provincial, se pide el subsidio para poder sostener un espectro cultural importante para la localidad de Juan B. Molina y zona de influencia.

	Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares de esta Cámara la aprobación del presente proyecto de comunicación.- 

Isabel Jove

-	A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los Organismos correspondientes, arbitre las medidas necesarias para incrementar, en forma urgente, los controles estatales en todo el territorio provincial a fin de evitar el cuatrerismo, delito que ha motivado preocupación de trece sociedades rurales del norte santafesino, quienes solicitan medidas concretas contra el abigeato y sus derivados.



Señor presidente:

	Es realmente alarmante el cuadro de situación que se presenta en estos momentos, expresado por numerosas entidades ruralistas de nuestra provincia, quienes han manifestado a través de un documento la necesidad imperiosa de arbitrar medidas policiales o de contralor contra un delito histórico como lo es el cuatrerismo, que de acuerdo a estadísticas de las mismas autoridades reviste carácter alarmante en algunos departamentos del norte provincial.

	Es preocupante el abigeato como tal pero asimismo, en un marcado crecimiento, los otros delitos paralelos como la comercialización, etc., de la carne robada y su expendio a consumidores mediante los negocios del ramo.

	Las entidades ruralistas hablan de un comportamiento mafioso que va creciendo y que genera temor en las víctimas y riesgo concreto de represalias, tanto contra el productor como su propio personal, planteándose una situación difícil, que no podemos dejar de contemplar desde nuestra labor legislativa. Esta situación se ve reforzada por las estadísticas policiales de casos registrados durante los primeros siete meses de este año, las que arrojan cifras sin lugar a dudas preocupantes y la proporción de casos resueltos es mínimo.

	Según estas estadísticas, desde el 1º de enero hasta el 31 de julio de este año se denunciaron ante las autoridades policiales 635 casos de sustracción de ganado, lo que significa un promedio de 3 (tres) casos diarios, cifra que habla a las claras de la necesidad imperiosa de incrementar los controles en la materia.

	Más allá del hurto menor para alimentarse, el delito que realmente preocupa a los productores es el que persigue propósitos de venta irregular y que se ejecuta por algunas bandas organizadas. Situación en paralelo con los numerosos casos de enfermedades (triquinosis, etc.) que aparecen por el faenamiento de animales sin control alguno y su posterior consumo por parte de aquellos que los adquieren en los centros de comercialización regulares.

	Se supone que la cantidad de delitos reales son mayores, ya que se sabe que numerosos casos no son denunciados a la policía por sus damnificados. Por los motivos expuestos precedentemente, señor presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.-

Jorge Giorgetti.

-	A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. GIORGETTI.- Pido la palabra.

	Solicito que el proyecto que acaba de leerse por Secretaría sea tratado con carácter preferencial en la próxima sesión.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción de tratamiento preferencial para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Castro).- Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:
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	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación, arbitre las medidas necesarias a los fines de otorgar un subsidio a la Escuela de Enseñanza Media Nº 325, de la localidad de Capitán Bermúdez, Departamento San Lorenzo.-



Señor presidente:

	Continuamente escuchamos pregonar que la educación es una herramienta fundamental en la formación del recurso humano, para reactivar y fortalecer el aparato productivo de nuestra comunidad.

	Sin embargo, nos encontramos con escuelas como la de Enseñanza Media Nº 325, que habiendo venido a llenar una necesidad y teniendo en cuenta el trabajo solidario de docentes, cooperadores y padres, tiene grandes necesidades en el equipamiento del establecimiento.-

	Mi pedido de subsidio se fundamenta en estas carencias, y poder contribuir con la finalidad de esta sociedad educativa, que es afrontar el ciclo lectivo con la condiciones de equipamiento mínimas y necesarias por la actividad propia del establecimiento.-

	Por todo lo que antecede, no dudo del voto favorable de mis pares para el presente proyecto de comunicación.-

Rubén Marinozzi

-	A la Comisión de Educación.

xvii

Proyecto de Comunicación 



	La  Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación arbitre las medidas necesarias para otorgar un subsidio a la Escuela de Educación Técnica Nº 2028 “San Lorenzo”, de la localidad San Lorenzo, Departamento San Lorenzo.



Señor presidente:

	La comunidad educativa de la Escuela de Educación Técnica Nº 2028 “San Lorenzo”, tiene como objetivo principal resguardar, cuidar y agrandar los espacios físicos, por tal motivo, en el espacio cedido por un centro comunitario del barrio San Lorenzo donde desean implementar un curso de carpintería y herrería para los adolescentes y jóvenes que hoy se dedican al ocio o inviertan su tiempo en otras actividades relacionadas con la delincuencia, drogadicción y prostitución.-

	Para el funcionamiento de este curso son necesarios innumerables herramientas y máquinas que por los costos que tienen, escapan a los bajos sueldos de esta comunidad, y de esta manera estaríamos colaborando con la posibilidad de darles una capacitación que los inserte en el plano laboral.-

	Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares el voto favorable del presente proyecto de comunicación.-

Rubén Marinozzi

-	A la Comisión de Educación.

xxviii

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Hacienda y Finanzas, en relación al Decreto Nº 1560 de fecha 18/09/97 (Aprobación del Pliego de Bases y Condiciones que rige la licitación para la privatización del “Nuevo Banco de Santa Fe S.A.”), informe:



1) 	Cuáles son los inmuebles excluidos de la “Unidad de Negocio”.

2) 	De los inmuebles que el “Nuevo Banco de Santa Fe S.A.” puede incorporar a su activo, que tasación tienen los mismos y donde se ubican.

3) 	Con qué criterio se estimó un valor de $ 20.000.000 para que el “Nuevo Banco de Santa Fe S.A.” pueda incorporar a su activo inmuebles como parte de la Unidad de Negocio.

4) 	Si dentro de la Unidad de Negocio se incluyen inmuebles que no estén radicados en la provincia y que sean propiedad del actual Banco.

5) 	Cuales son los muebles, instalaciones, máquinas, equipos y vehículos que el “Nuevo Banco de Santa Fe S.A.” recibirá. A tal fin se remitirá el inventario “preliminar” y su estimación de costo.



Señor presidente:

	Es de público conocimiento que la venta del Banco de Santa Fe SAPEM, se hará en $ 54 millones, monto que había sido previamente estimado antes de la aprobación del Pliego Licitatorio (El Litoral 10/09/97 - pag. 1 y 14).-

	El día 18/09/97, por decreto 1560, se dispone la creación de una S.A., cuya denominación social es “Nuevo Banco de Santa Fe S.A.”, se aprueba el Pliego de Bases y Condiciones que regirá la licitación pública nacional e internacional y se convoca a licitación pública nacional e internacional, de conformidad a lo establecido en el pliego; entre otros aspectos.-

	Lo importante y que es objeto de este pedido de informes, es que en la Unidad de Negocio (conjunto de activos y pasivos que serán aportados por el Banco de Santa Fe SAPEM), se incluyen como Anexo XII-5 (“Bienes de Uso”), los inmuebles y muebles que se transferirán al nuevo titular, pero sin detallar ni especificar cuáles son.-

	Pero más curioso resulta que en el Anexo XII-5 art.5.1, se emplea una redacción de futuro en cuanto al detalle de los inmuebles, ya que los mismos “se detallarán en el listado a que se hace referencia en el art. 2.5 del Pliego” (sic.), y cuando uno se remite a la referencia eludida (2.5), observa que para tener acceso a esa información, previamente hay que comprar el Pliego y que sólo los adquirientes del mismo podrán efectuar consultas relativas a ello. Todo parece indicar que sólo a quien pueda realizar una consulta se le “detallarán” los inmuebles.-

	Por otra parte, inmediatamente al inicio de las operaciones, el “Nuevo Banco de Santa Fe S.A.” recibirá en comodato gratuito los inmuebles que actualmente usa el Banco de Santa Fe SAPEM y un mes antes del vencimiento del comodato podrá seleccionar entre los inmuebles “Incluidos” en este anexo, los que incorporará a su activo hasta un valor de $ 20.000.00 (Anexo XII -9.5). En relación a esto, se advierte que no existe en el Anexo, ni en el Pliego, inducción ni detalle de inmuebles y que no se sabe a ciencia cierta cual es el criterio adoptado para valuarlos en $ 20.000.000.-

	Por estas razones que resultan hasta contradictorias; por no incluirse un Inventario de los Bienes Muebles a transferir, por no quedar claro que bienes inmuebles se van a transferir y fundamentalmente por no poderse acceder a la información si no se adquiere previamente el pliego, es que como resorte de control, se presenta este pedido de informes.-

	Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares de esta Cámara la aprobación del presente proyecto.-

	Rava de Carreras - Sánchez - Pinasco de Julierac - Arcando - Millet - Drincovich.

-	A la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

XXIX

Del Senado



Proyecto de ley, venido en revisión; aprobando el convenio celebrado entre la Universidad Nacional de Rosario y el Ministerio de Salud y Medio Ambiente de la Provincia. (Mensaje Nº 1865 - Expte. Nº 4319 - P.E.R.).-

- A las Comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

Proyecto de ley, venido en revisión; aprobando el convenio suscripto entre la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la U.N.L., la Facultad de Derecho de la U.N.R., la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Santa Fe, la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la Pontificia Universidad Católica Argentina y el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia. (Mensaje Nº 1881 - Expte. Nº 4320 - P.E.R.).-

- A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

Proyecto de ley, venido en revisión; aprobando el convenio celebrado entre el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación y la Provincia de Santa Fe (Programa Nacional de Talleres Ocupacionales). (Mensaje Nº 1870 - Expte. Nº 4321 - P.E.R.).-

- A las Comisiones de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

Proyecto de ley, venido en revisión; ratificando el convenio de cooperación técnica financiera entre el Ministerio de Cultura y Educación de la Nación y el Gobierno de Santa Fe (Programas Especiales de Desarrollo Educativo). (Mensaje Nº 1831 - Expte. Nº 4322 - P.E.R.).-

- A las Comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

Proyecto de ley, venido en revisión; aprobando el convenio suscripto entre el Instituto Nacional de Estadística y Censos INDEC y la Subsecretaría de Planeamiento y Control de Gestión de la Provincia. (Mensaje Nº 1869 - Expte. Nº 4323 - P.E.R.).-

- A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

Proyecto de ley, venido en revisión; aprobando el convenio suscripto entre el Registro Nacional de las Personas y el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia. (Mensaje Nº 1878 - Expte. Nº 4324 - P.E.R.).-

- A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General -

Proyecto de ley, venido en revisión; promocionando las exportaciones de las pequeñas y medianas empresas radicadas en la Provincia. (Expte. Nº 4326 - Senado).-

- A las Comisiones de Industria y Comercio, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General -



XXX

De los Particulares :



Asociaciones de Bancos Públicos y Privados de la República Argentina, remiten nota en referencia a la Ley Nº 24.760 - Factura de Crédito - Aplicación del Impuesto de Sellos. (Nº 195/97).-

- A la Comisión de Presupuesto y Hacienda -

Empresarios del Transporte Urbano de Pasajeros de Santa Fe, remiten a la Presidencia de este Cuerpo, anteproyecto, en el que detallan los inconvenientes que padece el sector y las propuestas para solucionarlas. (Nº 196/97).-

- A la Comisión de Transporte -



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Quiero se  aclare a qué anteproyecto se hace referencia en este punto, señor presidente. 

SR. BUYATTI.- Integrantes de la Dirección de Transporte tanto de Rosario como de Santa Fe se entrevistaron con diputados de nuestro bloque y nos anticiparon la semana pasada que iban a presentar este anteproyecto de ley para modificar algunas contribuciones impositivas de los medios de transporte urbano e interurbano de la Provincia de Santa Fe. Ellos creen que la situación por la que están atravesando es bastante difícil.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Tal como lo plantea el señor diputado Buyatti, el tema tendría que ser tratado en las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General, porque hay una modificación presupuestaria. 



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Lo que sucede es que se trata de un anteproyecto de ley de terceros, el que para convertirse en un proyecto de ley y pasar a ser expediente de la Cámara de Diputados debería ser tomado por algún diputado o bien por la Cámara en su conjunto y ser transformado en proyecto de ley. Así sí podría ser girado a las comisiones, pero ahora, evidentemente, tiene que pasar a la Comisión de Transporte para ver si alguno lo toma para presentarlo como proyecto de ley. 



SR. PRESIDENTE (Castro).- Es correcta su aclaración, señor diputado.

	Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

-	Se lee:

El señor Presidente de la Comisión Permanente Pre-Cosquín Sub-Sede de Villa Constitución, remite copia del acta documento del Noveno Encuentro Nacional de Sub-Sedes, realizado en Campana (Provincia de Buenos Aires). (Nº 197/97).-

- A la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social -

Nota del señor Angel Rómulo Miretti, reiterando pedido de reincorporación a esta Cámara de Diputados. (Nº 198/97).-

- A la Presidencia -

El señor Socio Gerente de la Clínica Psiquiátrica “La Gallareta“, de la ciudad de Reconquista, solicita la intervención de este Cuerpo Legislativo ante autoridades del I.A.P.O.S.. (Nº 199/97).-

- A la Comisión de Seguridad Social -

El señor Presidente del Colegio de Abogados de la ciudad de Rosario, remite nota donde adjunta fotocopia de un pedido de distintos abogados de esa ciudad, referido a la Ley Provincial Nº 10.000. (Nº 200/97).-

- A la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General -



4

asuntos entrados fuera de lista



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación relativo a que el Poder Ejecutivo Provincial requiera a los funcionarios competentes del Servicio Nacional de Sanidad Animal (SENASA) por qué no procede a habilitar el frigorífico conocido como Frigorífico Maciel, hoy administrado por una empresa que lleva el nombre de CHELCOUNO S.A., que se sitúa en la localidad de Maciel, a los fines de que se reinicien sus actividades habituales, habiendo de por medio un oficio del juez de San Nicolás que así lo indica y ordena, con fecha 8 de agosto, y hasta ahora las autoridades del SENASA no dieron muestras de cumplimiento de lo ordenado por el juez. 

	Como además, junto con el proyecto acompaño el oficio del juez y las pruebas concernientes al mismo, para el cual hoy íbamos a solicitar tratamiento sobre tablas, requerimos el tratamiento preferencial para la próxima sesión, con el dictamen exclusivo de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, en virtud de que se trata de analizar el oficio, precisamente, de un juez, o sea que es la orden emanada por un poder ajeno al Poder Legislativo, que debe ser analizada en la mencionada comisión. 



SR. PRESIDENTE (Castro).- Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxi

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la Provincia solicite al Poder Ejecutivo Nacional informe por qué los funcionarios competentes del Servicio Nacional de Sanidad Animal (SE.NA.SA) no proceden a habilitar el frigorífico “CHELCOUNO S.A.”, sito en la localidad de Maciel, Departamento San Jerónimo, para que reinicien sus actividades normales, desobedeciendo la expresa orden emanada del señor Juez Civil y Comercial Nº 5, Secretaría Nº 3 del Departamento Judicial de San Nicolás.



Señor presidente: 

	La empresa CHELCOUNO S.A. se encuentra, en virtud del contrato de explotación debidamente homologado en sede judicial, explotando el frigorífico sito en la localidad de Maciel, Depto. San Jerónimo. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación, por intermedio del ONCCA otorgó a la firma citada matrícula comercial como MATADERO en fecha 23/06/97, supeditada a la obtención de la autorización sanitaria por la autoridad competente. 

	Por razones harto sospechosas, SE.NA.SA se opone a habilitar sanitariamente el establecimiento, lo que dio lugar a la tramitación de los autos “CHELCOUNO S.A. c/ RINERSOL S.A. s/ Cumplimiento de Contrato Medida Cautelar”, de trámite ante el Juzgado Civil y Comercial Nº 5, Secretaría Nº 3, del departamento judicial de San Nicolás, donde el Juez interviniente, el 8 de agosto ppdo. dispuso la cautelar solicitada y ordenó al ONCCA y a la SE.NA.SA. que levantara las clausuras existentes y arbitren los medios pertinentes para que CHELCOUNO S.A. pudiera explotar la planta frigorífica. El 15 de agosto del corriente el ONCCA cumplió con la orden judicial, pero a la fecha, injustificada y sospechosamente, SE.NA.SA. no acató lo solicitado, pese a que se le cursaron tres oficios judiciales en este sentido.

	CHELCOUNO S.A. faena 11.000 cabezas por mes y da trabajo a 300 personas, cumpliendo todas las obligaciones fiscales y previsionales a las que está obligada, manteniendo las habilitaciones pertinentes para exportar vigentes a la fecha, pero la actitud de SE.NA.SA. ha generado que se paralice la actividad, lo que ocasiona una situación social gravísima en la zona y perjuicios económicos, financieros y comerciales que amenazan con producir el cierre de la planta en forma definitiva. 

	Por lo expuesto es imprescindible que se brinden las explicaciones suficientes y se investigue a los funcionarios que injustificadamente desoyen una orden judicial. Por esto solicitamos se dé aprobación al presente proyecto de comunicación.

Mionis de Galotto - Delbianco.

SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.

SR. CUÑADO.- Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación —pedido de informes— relacionado con el tema que a continuación explico.

	Preocupado por una noticia publicada ayer en el diaria La Capital, fundada en un indicador realizado por una de las fundaciones con más sólido prestigio de nuestra ciudad, que es la Fundación Libertad, que hace referencia a la caída alarmante de la actividad industrial en nuestra provincia, elaboramos este pedido de informes para que se nos diga qué es lo que está creciendo en Santa Fe, señor presidente. 



SR. PRESIDENTE (Castro).- Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará entrada.

-	Asentimiento.

-	Se lee:
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	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda informe:



1.- 	Evolución del Producto Bruto Industrial de la provincia desde el 1º de enero de 1996 a la fecha, con un detalle según su origen: agropecuario, no agropecuario y global.

2.- 	Actividades o ramas relevantes, indicando valores y unidades físicas más importantes (el detalle deberá ser mensual, e indicar diferencias absolutas y relativas, con las explicaciones pertinentes).

3.- 	Destino de la producción (mercado interno o exportación).

4.- 	Evolución de los precios de mercado de todos los rubros relevados.

5.- 	Número de establecimiento industriales en la provincia, por actividades o rama, consignando si se trata de P.Y.M.E.S. o no P.Y.M.E.S., durante el período bajo análisis, citando las fuentes de información correspondientes.



Señor presidente:

	El motivo de este pedido de informes, es conocer las cifras reales de la producción industrial santafesina, a partir de parámetros objetivos y de las fuentes pertinentes, con datos inobjetables que puedan ser procesados con rigor científico.

	Traigo a colación este tema, porque la opinión pública, y cualquiera de nosotros como simples ciudadanos, nos vemos día a día bombardeados con publicidades, donde se invierten grandes sumas de dinero, para contarnos que estamos en “una provincia en crecimiento”, cuando la realidad nos muestra mayor número de desocupados, establecimientos cerrados, ollas populares, cortes de rutas, aumento de la marginación, etc.

	Por otra parte de acuerdo con el E.M.I. (Estimador Mensual Industrial) la actividad industrial creció en el país en los últimos 8 meses, mientras que en Santa Fe, según el informe de la Fundación Libertad, esta actividad muestra una marcada tendencia a la desaceleración, registrándose en los últimos 2 meses una caída que ubica a la situación general de la industria en el nivel más bajo de su serie histórica.

	Las tendencias de los últimos meses señalan a partir del mes de marzo, una alarmante baja de los indicadores.

	Por otra parte, los empresarios temen perspectivas muy negras para su actividad, ya que sus empresas se ven afectadas por productos provenientes de otros países, con los cuales resulta muy difícil competir.

	La necesidad de contar con información detallada sobre este tema, es perentoria, a fin de no seguir mostrando una verdad a medias y que tiene una contraparte oscura que se traduce en mayor desasosiego para una gran parte de la población que se ve afectada por la falta de trabajo.

	Por todo lo expuesto, solicito a mis pares su voto favorable a este pedido.

Vicente Cuñado

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación—y que el mismo quede reservado en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas- por el cual se requiere a la Corte Suprema de Justicia que provea la infraestructura técnica necesaria y profesional a los efectos de que el juez de instrucción de la Tercera Nominación, doctor Julio César Costa, pueda profundizar la investigación relativa al Banco Provincial de Santa Fe.

	El Gobierno Provincial y el Directorio del Banco acompañaron a la Justicia todo el informe que se presentó el mes pasado, pero el doctor Costa ha manifestado a través de los medios de comunicación que no tiene el personal idóneo suficiente para continuar con esta investigación. Este requerimiento fue avalado por el fiscal y presidente de la Cámara de Apelaciones, pero hasta ahora la Corte no se ha expedido al respecto. Urge que la Corte Suprema provea de los profesionales necesarios, porque hay causas que están a punto de prescribir. 



SR. PRESIDENTE (Castro).- Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada.

-	Asentimiento.

-	Se lee:
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� EÍ "cpericias sobre presuntas irregularidades en el bco. de santa fe" �

	La Cámara de Diputados, vería con agrado que la Corte Suprema de Justicia, apruebe el requerimiento del señor Juez de Instrucción de la 3a. Nominación de la ciudad de Santa Fe, autorizando la infraestructura técnica y profesional solicitada, en la causa vinculada a las irregularidades cometidas en el seno del ex-Banco Provincial de Santa Fe.



Señor presidente:

	El señor Juez de Instrucción de la 3ra. Nominación de Santa Fe, Dr. Julio César Costa que interviene en la causa sobre irregularidades cometidas en el ex-Banco Provincial de Santa Fe, ante la recepción del informe final de la Comisión Investigadora, ha solicitado por vía jerárquica correspondiente, el refuerzo de infraestructura técnica y profesional para la prosecución de la misma.

	La actual situación del juzgado y del mismo Poder Judicial en materia de peritos profesionales, dificulta al magistrado proseguir las investigaciones, las cuales, por imposibilidad material y ante la falta de medios técnicos y humanos puede fracasar.

	Esta investigación es de trascendental importancia para la salud de toda la provincia, por lo tanto es necesario que la Corte Suprema de Justicia, haga lugar a lo solicitado por el señor Juez de Instrucción y que fuera avalado por la presidencia de la Cámara de Apelaciones en lo Penal y por el señor Fiscal.

	Urge dotar al juzgado de profesionales que puedan coadyuvar con la tarea del magistrado, ya que los complejos informes técnicos y su valorable contenido económicos -financieros necesitan ser investigados en su real dimensión, para llegar a conclusiones que fundamenten los pasos procedimentales y las resoluciones judiciales incriminatorias si se constatan la existencia de delitos. Caso contrario, si no se apoya al juzgado en esta ardua tarea, por el transcurso del tiempo y ante la imposibilidad material de investigar, prescribirán los mismos y por ende las acciones correlativas.

	La credibilidad de toda la comunidad santafesina y la misma credibilidad del Poder Judicial están en juego. Ante tantos hechos que favorecen la impunidad y atentan contra la seguridad jurídica es necesario que nuestra Corte Suprema, con la urgencia del caso, tome las medidas conducentes que permitan la investigación adecuada y eficaz de la causa. 

Favario - Bullrich - Martínez - Merino

SR. VENESIA.- Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada al proyecto de declaración por el que se adhiere a la campaña que está llevando a cabo la Lotería de Santa Fe, con el fin de intensificar la lucha contra el juego clandestino.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si hay asentimiento, así se hará.

-	Asentimiento.

-	Se lee:
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	La  Cámara de Diputados adhiere a la campaña El Boom de la Quiniela de Santa Fe, encarada como programa para intensificar la lucha contra el juego clandestino.



Señor presidente:

	La decisión de oficializar el juego de Quiniela se funda en dos cuestiones básicas: la necesidad de que sea el Estado quien regule los modos de juego en la sociedad y la justificación moral del juego a partir del destino final de las utilidades que produce. 

	Desde 1991 a la fecha se vienen desarrollando distintas medidas, tendientes a erradicar la existencia del juego no oficial, completando los aspectos represivos, con otros de tipo comercial para que la lucha se plantee de modo integral y no se limite a un solo aspecto.

	En tal sentido, se consignan el aumento del pago de premio, que fue llevado primero de 500 a 600 veces en la apuesta a tres cifras, y luego de 600 a 700 los días sábado. Estas medidas fueron tomadas como iniciativa propia de la Institución Oficial, y la corrección de las mismas pueden verse reflejadas en las estadísticas de juego: de un promedio de 20.000.000 recaudados en 1991, se pasó a 141.000.000 en 1997, es decir un aumento del 500 %. Al aumento en los premios se agregó la posibilidad de jugar a varias loterías en forma simultánea, y más recientemente, la instalación de máquinas para jugar en línea.

	Esto produjo un impactante aumento en los porcentajes de juego oficial de quiniela, que se vio reforzado en casos puntuales por una acción de inspección por parte de la Lotería, y de represión policial, en aquellas ciudades o departamentos donde existía indicio de mantenerse altas las jugadas no oficiales. 

	Conscientes de que la lucha contra el juego clandestino está lejos de haber concluido, ahora se plantean nuevas medidas por parte de la Lotería. Concretamente, aumentar como medida experimental durante octubre -mes de la Lotería- los premios a 700 veces en jugadas a tres cifras, todos los días. De esta manera, se coloca a la Lotería en ventaja competitiva sobre cualquier modalidad de juego clandestino y se alienta al apostador a jugar limpio. 

	Pero estas medidas comerciales -al igual que las represivas- deben ir acompañadas de un fuerte apoyo social, que haga tomar conciencia al ciudadano que juega, que cada vez que -muchas veces de manera inconsciente- realiza una apuesta fuera del circuito legal, está produciendo efectos negativos en el cuerpo social y privando a la Provincia de recursos que deben ir a Salud, Educación, Deportes y Municipios y Comunas. 

	Dos son los efectos del juego clandestino: por un lado, disminuyen los ingresos por ganancias en la Lotería Oficial. Si bien dichos ingresos han tenido un fuerte aumento en los últimos dos años, lo que habla de una buena administración de la Institución, los mismos podrían ser aumentados aún significativamente si todos los apostadores jugaran siempre por el sistema oficial. 

	Pero además de este efecto, la apuesta en el juego clandestino genera una masa de recursos en negro, que es la que permite financiar distintos modos de corrupción.

	El Estado está asumiendo a través de esta campaña su responsabilidad en la lucha contra el juego clandestino. Corresponde que todas las instituciones se sumen a ella, para que las medidas lleguen efectivamente a conocimiento del apostador, de manera que también éste, al tomar su decisión individual de jugar, sea consciente de que puede y debe participar de esta lucha. 

	Se acompañan al presente, como datos ilustrativos, algunos cuadros con datos estadísticos oficiales de la Lotería, que marcan los aspectos más salientes del proceso constante de lucha contra el juego clandestino que se lleva a cabo desde esa institución.

	Por lo expuesto se solicita la aprobación del presente proyecto.

	Rodríguez - Venesia - Mionis de Galotto - Delbianco.

SRA. GRANDE.- Pido la palabra.

	Solicito se dé ingreso a un proyecto de ley que tiene que ver con las PYMES. Todos sabemos que son una herramienta adecuada para llegar a la meta de disminuir el desempleo.

	Vengo en esta línea trabajando a través de la financiación del IVA para los bienes de capital, o como en este caso, este proyecto de ley que habla de usar el pago de ganancias como recurso provincial dentro del estrecho margen de generación económica que tienen las administraciones provinciales. Es un mecanismo útil en este diagnóstico nacional en que hoy por hoy apuntamos en el mismo sentido, que es bajar el desempleo a través del refuerzo de las PYMES.

SR. PRESIDENTE (Castro).- Si hay asentimiento, así se hará.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxv

la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

l e y :



Artículo 1º: Las pequeñas y medianas empresas que adquieran tecnología para el desarrollo de su capacidad productiva y mantuvieren su capacidad laboral o la aumentasen, serán beneficiarias de un programa provincial de amortización del impuesto a las ganancias.



Artículo 2º: El mecanismo consistirá en el pago del total o parte de la contribución, según los casos, del mencionado impuesto nacional por el Ejecutivo provincial, a través del instrumento de débito de lo percibido por éste en materia de coparticipación.



Artículo 3º: Los recursos que se afectan para este programa serán exclusivamente los provenientes de la coparticipación nacional de impuestos.



Artículo 4º: El Poder Ejecutivo Provincial realizará, por vía de la reglamentación respectiva, las calificaciones para tabular el grado de subsidio de este gravamen nacional que recibirán las empresas.



Artículo 5º: Los criterios a aplicar serán principalmente la capacidad laboral y la participación regional de la producción respectiva en el Producto Bruto Provincial.



Artículo 6º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	En el actual estado de la economía, donde los grandes indicadores movilizan cuantiosos ingresos, es necesario reducir la brecha que se produce entre grandes actores del ciclo económico y PYMES generadoras del empleo tan necesario para ampliar franjas de nuestra población.

	Siendo la tecnología un factor importante en la modernización empresaria queremos dejar a salvo la mano de obra ocupada y aún ampliarla con incentivos que despierten el interés por el factor humano productivo.

	Por otra parte los recursos destinados a estos mecanismos son rápidamente recuperados por la contribución impositiva que generan las PYMES produciendo o radicándose en la provincia.

	Es por eso que recomendamos aprobar este proyecto de ley de amortización del impuesto a las ganancias para aquellos agentes económicos que mantengan o aumenten la capacidad laboral.-

María Herminia Grande

SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada a un proyecto de ley que incorpora algunos elementos al ordenamiento jurídico en la Provincia respecto a las contrataciones, fundamentalmente la publicidad, la equidad y la eficiencia en un todo de acuerdo con el resultado con la Fundación Interamericana en la Lucha Contra la Corrupción, en la que nuestro país es signatario.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si hay asentimiento, así se hará.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxvi

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

L E Y  :



Artículo 1: La presente ley será de aplicación dentro de la administración pública centralizada y descentralizada, inclusive entes autárquicos y dentro los órganos legislativos y judiciales, siempre que se traten de actos con contenidos administrativos.



Artículo 2: Incorpóranse como parte del ordenamiento jurídico provincial los siguientes principios jurídicos: “la publicidad “ “ la equidad “ “ la eficiencia “ y serán obligatorios para todos los funcionarios provinciales, municipales y comunales en relación a las contrataciones públicas.



Artículo 3: El principio de “ publicidad “ establece que debe publicarse de manera idónea para conocimiento público toda contratación administrativa, hecha con licitación pública o sin ella, sin perjuicio de lo que está regulado por la legislación administrativa ordinaria. Implica como mínimo la publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Santa Fe y por los medios de comunicación de las adjudicaciones, su precio y especificaciones, como así también los presupuestos asignados y ejecutados.



Artículo 4: Es obligatorio antes de efectuar una contratación directa, realizar una audiencia pública en la cual los terceros interesados puedan hacer sugerencias y objeciones



Artículo 5: La omisión de publicar los anexos de un decreto o resolución resulta violatorio del principio jurídico de publicidad.



Artículo 6: Para tener condición de validez, se impone que toda contratación administrativa debe tener sustento equitativo o justo .



Artículo 7: El principio de eficiencia implica para el funcionario actuante en la contratación administrativa una obligación de resultados. Es decir, que la eficiencia del gasto o la inversión y el óptimo cumplimiento del objeto del contrato administrativo serán los criterios para evaluar la conducta del funcionario público en cuestión y determinar en su caso si se ha configurado un supuesto de responsabilidad legal atribuible a dicho agente.



Artículo 8. Los regímenes de contrataciones públicas y de deberes y facultades de los funcionarios públicos quedan alcanzados por los principios expresados en la presente Ley.

Artículo 9. El Poder Ejecutivo tendrá 90 días a partir de su aprobación para reglamentar la presente ley.



Artículo 10: Comuníquese al Poder Ejecutivo.



Señor presidente:

	Resulta más que obvio que los recursos que la provincia dispone para el desarrollo de los derechos económicos y sociales se ven notoriamente disminuidos por la pérdida de recursos estatales a través de la corrupción.

	Un manejo más honesto y eficiente de los fondos públicos puede significar una mejor atención de algunas de las funciones sociales que el Estado provincial cumple mal y asimismo le permitiría maximizar fondos para atender sus deberes en materia de seguridad, educación y justicia.

	Esta Ley tiene su basamento en la Convención Interamericana contra la corrupción. Esta Convención tiene íntima conexión con los tratados de derechos humanos, por lo que aún ante la falta de una norma interna que lo contemple, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso Ekmekdjian estableció que las obligaciones que asumen los estados partes es a través de sus tres órganos ejecutivo, legislativo y judicial. Y ante la ausencia de una norma reglamentaria, el estado parte debe resolver los problemas que se le presenten por aplicación directa de la norma superior.

	Es por ello que resultaría muy beneficioso para el interés y patrimonio de todos los santafesinos incorporar los principios que emanan de esta Ley, pues reforma substancialmente los regímenes de contrataciones públicas y los deberes y facultades de los agentes públicos y entes reguladores en la tutela de los derechos de los usuarios y consumidores. Además podría incidir en la relación con los usuarios de los concesionarios en situación de monopolio en la prestación de servicios públicos. Tienen efectos sobre la ganancias de éstos que exceda límites objetivos justos y razonables (principio de equidad).

	Es fundamental destacar una fuerte limitación a la discrecionalidad administrativa que esta Ley pretende incorporar en nuestro ordenamiento jurídico. Varios nuevos principios o conceptos jurídicos vigentes que son obligatorios para todos los funcionarios públicos provinciales, municipales y comunales.

	Especialmente en materia de contrataciones públicas se hace referencia a principios jurídicos indubitables cuyo incumplimiento comporta violación del orden jurídico. Ellos son la publicidad, la equidad y la eficiencia.

	Con el principio de publicidad no pierde la administración la facultad de contratar directamente, pierde la facultad de hacerlo en secreto y sin debate.

	Esto permitiría las comparaciones objetivas de precios por la opinión pública y los organismos de control, como así también el ejercicio de acciones en defensa de los derechos de los usuarios y consumidores al amparo de la Ley de protección de dichos usuarios y consumidores. Esta forma de control y participación ciudadano de la eventual violación estatal de los principios jurídicos de la contratación pública es un elemento fundamental del sistema actual.

	Con la equidad se garantiza que una concesión de servicios públicos debe tener tarifas justas y razonables que impida una ganancia exorbitante del contratista en detrimento del usuario.

	Respecto de la eficiencia como principio se refiere a la eficiencia del gasto o la inversión pública en la contratación estatal. El sistema actual exige solamente una obligación de medios, cumplir un procedimiento de contratación (licitación) y de adjudicación (la oferta más conveniente). Por ende, la ineficiencia sería ilegal y generaría responsabilidad para el funcionario que viole este requisito.

	Incorporando expresamente los principios que emanan de esta Ley dentro del ordenamiento jurídico santafesino, constituiría una alternativa sumamente válida a los efectos de contribuir a neutralizar este flagelo que amenaza la existencia misma del estado en su genuina función de garantizar la educación, la seguridad y la justicia.

Alvarez - Buyatti - Sánchez.

SRA. ROSENTHAL.- Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada a dos proyectos de comunicación: uno de ellos relacionado con el aporte económico al Jardín de Infantes Nucleado de Alvear; y el otro por el que se piden informes sobre las actividades de la Mutual de Ayuda Recíproca del Independiente Football Club, de Villa Cañás.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si hay asentimiento, así se hará.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxvii

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección General de Mutualidades, informe sobre los siguientes aspectos vinculados a las actividades de la Mutual de Ayuda Recíproca entre Asociados del Independiente Football Club, de la ciudad de Villa Cañás y remita las constancias que en cada caso se requieren:



1) 	Resolución del Instituto Nacional de Acción Mutual (INAM) por la que se autoriza el funcionamiento de la Mutual. 

2) 	Resolución del Organismo Provincial por la que se autoriza su funcionamiento como Mutual en el ámbito de la provincia.

3) 	Nómina de los integrantes del organismo de Dirección en los tres períodos anteriores y nombres de quienes ocupan los cargos actualmente.

4) 	Capital con el que cuenta la Mutual, fijo y de giro.

5) 	Copias de las tres (3) últimos Balances, detalle de sus reservas (legales, estatutarios, facultativas).

6) 	Nómina de empleados en relación de dependencia (inscripciones y aportes etc.).

7) 	Detalle de las actividades desarrolladas por la mutual (donaciones, aportes subsidios, etc.).

8) 	Padrón de asociados, última asamblea realizada, cumplimiento en materia de libros y registraciones exigidas por el INAM (de asamblea, de actas, padrón, libros contables, etc.)

9) 	Sede/s o lugar/es de actuación de la mutual, indicando si son propios, alquilados, donados u obtenidos por otro medio.

10) 	Si a la fecha realiza actividades de Ayuda Económica a sus socios. En caso afirmativo, informar con que capital y respaldo cuenta; si cumple con la ley de entidades financieras; si el capital es el exigido por la ley.

11) 	Informar sobre el destino dado a los ahorros de terceros captados por la entidad y si se ha cumplido, en tiempo y forma, con los reintegros de las sumas depositadas y el pago de intereses comprometidos.

12) 	Indicar si entre las actividades de la mutual se encontraba la de descontar cheques y otros documentos de terceros, dando cuenta de las características de la actividad desarrollada.



Señor presidente:

	Desde hace dos años la Mutual de Ayuda Recíproca entre Asociados del Independiente Football Club de la ciudad de Villa Cañás, no responde a los requerimientos de muchos de sus asociados, planteándose la imposibilidad de parte de los ahorristas de retirar el dinero que depositaron en la institución, el que es retenido por la Mutual sin mediar explicaciones de parte de sus directivos.

	Este Pedido de Informe tiene como finalidad aclarar cual es la verdadera situación de la Mutual y cuales son sus actividades reales, dónde funciona; que libros utilizan y si cumple con los requisitos exigibles por las leyes y resoluciones vigentes, entre ellas la Ley de Mutuales Nº 20321 (deberes formales de constitución, responsabilidad de los directores, capital de la Mutual); la Resolución Nº 410/80 INAM (garantía de los ahorros de los asociados); la Resolución Nº 115/88 INAM (libros que deben llevar las Mutuales); la Resolución Nº 117/88 INAM ( retiro de autorización para funcionar como Mutual. Causales); y la Resolución Nº 299/89 INAM (servicio de ayuda económica, plazo fijo, saldos a favor en cuentas corrientes y préstamos a terceros, documentación y control de operaciones de toma de capital (plazos fijos) y aportes de capital (descuentos de cheques de terceros); responsabilidad de los directivos.

	Muchos asociados realizaban aportes de dinero al Departamento de Ayudas Económicas de la Mutual mediante depósitos a plazo fijos, en calidad de “ahorros mutuos”, por los que reciben a cambio una promesa de pago en calidad de intereses, pero a partir de 1995, se ha hecho imposible el retiro de los fondos que distintos asociados tienen registrados y reconocidos por la mutual a favor de los mismos.

	Si bien la Mutual sigue en aparente actividad, hasta el día de la fecha no existe una explicación sobre el porqué no se puede retirar el dinero, de la misma forma no se sabe quienes son las autoridades que integran el Consejo Directivo de la Mutual.

	Ante el grave situación, que en muchos casos implica perjuicios económicos a los asociados que tienen el dinero retenido en la mutual, los diputados provinciales, debemos intervenir a fin de aclarar esta confusa situación; es por ello que le solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Claudia Rosenthal

xxxviii

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y de Cultura, realice un aporte económico al Jardín de Infantes Nº 76 “Ursula Chichester” de Diego de Alvear, Departamento General López, para la construcción de rejas, que cubrirán la totalidad de las aberturas del nuevo edificio escolar.

Señor presidente:

	El Jardín de Infantes Nucleado Nº 76 “Ursula Chichester” de Diego de Alvear, fue un proyecto ambicioso concretado por la Comuna, con los aportes de la comunidad, legisladores provinciales y la invalorable contribución de la Estancia “La Catalina”,

	Hoy podemos decir, que los esfuerzos mancomunados de distintos sectores de la sociedad dieron sus frutos.

	Pero hechos vandálicos ocurridos en otras escuelas, hacen que se deba prevenir para que, en este flamante edificio, no ocurra lo mismo. Es necesaria la protección porque las aberturas (para una mejor y mayor iluminación) son muy amplias y la construcción de 27 rejas cubrirá la totalidad de esas aberturas y evitaría posibles desmanes.

	La seguridad es una preocupación constante y para que sea efectiva todos debemos colaborar; comunidad y autoridades provinciales.

	Es por ello que solicito a mis pares, la aprobación del presente proyecto. 

Claudia Rosenthal

SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	Solicito se dé entrada a un proyecto de comunicación dirigido al Poder Ejecutivo, para que remita algunos informes relacionados con la educación primaria para adultos.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si hay asentimiento, así se hará.

-	Asentimiento.

-	Se lee:

xxxix

Proyecto de Comunicación



	La Cámara de Diputados vería con agrado que por intermedio del Ministerio de Educación, se informe: 



1) 	Si existe en el ámbito educativo provincial un esquema de capacitación específico para maestros para adultos.

2) 	Si los docentes que se desempeñan en escuelas nocturnas cuentan con la debida actualización.

3)	Si los cargos docentes para adultos están cubiertos con personal titular, y en caso negativo, explique las causas.



Señor presidente:

	La educación primaria para adultos, llamada a nivel de la UNESCO “Educación fundamental para adultos”, debe revestir la máxima atención del Estado. En primer lugar, porque todos sus ciudadanos tienen elemental y básico derecho al acceso a la instrucción y además, porque el progreso de los Estados se produce en la medida en que sus habitantes alcanzan un elevado nivel de educación. 

	Noticias que logran recepción en los medios provinciales informan que hace 12 (doce) años no se efectúan concursos para acceder a la titularidad de cargos docentes para adultos. Estos cargos están cubiertos con personal interino o suplente, sin derecho a la promoción ni a un mínimo avance.

	Las escuelas primarias para adultos, normalmente nocturnas, carecen de locales propios para su funcionamiento, debiendo hacerlo en las aulas pertenecientes a las escuelas diurnas para niños de escuelas primarias. 

	Se podrá argüir que los locales escolares pertenecen al Estado provincial y que todas las escuelas, diurnas y nocturnas, tienen derecho a desarrollar sus actividades en estos recintos. Es del caso aclarar, sin embargo, que son completamente distintas las necesidades de los adultos, comparándolas con las de los niños. Necesidades que difieren desde las sillas o bancos donde permanecen sentados todo el tiempo que dura la clase, hasta la forma como debe producirse el acto educativo. 

	Los intereses de los adultos son completamente distintos de los de los niños, y aquéllos deben tener recepción en el contenido educativo que se transfiere. 

	Resulta baladí comentar que mientras el tradicional “mamá” es la primera palabra a que acceden los párvulos, no es ésta la que concita el interés de los adultos que aprenden la lectoescritura.

	Ni tampoco los procesos mentales de los adultos son iguales a los de los niños de corta edad. De lo que se deriva que los métodos y contenidos de la enseñanza son completamente diferentes. 

	Por ello resulta muy doloroso observar que esta área no recibiría, aparentemente, toda la atención que merece por parte del Estado. De esa manera se pierde en la práctica una rica fuente de recursos humanos que debe provenir del aprovechamiento de esta oferta educativa, si se efectuara en forma completa y correcta.

	El Estado Provincial no sólo debe proveer la infraestructura adecuada, sino que tiene que procurar que los docentes a cargo de esta área accedan a la titularidad por medio de los saludables y democráticos concursos. Pero además, ofrecer la posibilidad de perfeccionamiento docente dirigido a la docencia para adultos, mediante cursos destinados a los docentes provinciales, para enriquecer, si cabe, su mensaje educativo. 

Hugo Alberto Bearzotti.
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iv conferencia industrial argentina



SRA. GRANDE.- Pido la palabra.

	Quiero informar al Cuerpo con respecto a unos apuntes y reflexiones que traje de la IV Conferencia Industrial Argentina, que se desarrolló la semana pasada en Bariloche, a través de la Unión Industrial Argentina.

	Hay un tema de lo más importante en este momento de globalización, cual es encontrar el concepto de Nación. Allí, como es de público conocimiento, no solo se habló y debatió técnica sino políticamente, porque estaban expresados los partidos o propuestas políticas, se coincidió en ese sentido, en la planificación de un país con sentido de Nación, que tal vez sea lo más importante en este momento: poder encontrar esa tendencia futura.

	Creo que un capítulo importante mereció la primera encuesta que se hace a las PyMES, aquellas generadoras de empleo que tienen entre 10 y 200 trabajadores. Como nuestra Provincia tiene una especial participación y especial peso, me parece importante compartir con ustedes estos datos. En esta primera encuesta, a cargo del profesor Vicente Donato, de la Universidad de Bologna, de Italia, se extrajo un promedio de lo que son las empresas generadoras de empleo en nuestro país, facturas de más de 1.300.000 pesos, mientras que en nuestra Provincia el promedio es de 1.280.000, y tiene un promedio de 23 trabajadores, en nuestra Provincia es de 21.

	Un tema que tampoco nos es ajeno es el problema de no tener acceso a los créditos. Están endeudados a través de los que pueden ser deudas con la D.G.I., pero no con el sistema financiero, porque no hay documentación de este tipo en las empresas. Las exportaciones han aumentado, estas empresas Pymes han incorporado en este último año 6 por ciento de mano de obra, prácticamente no hay diferencia con las grandes empresas y a la hora de la productividad hay un 4 por ciento anual.

	Otro que me parece importante y que me parece difícil, no se cuantifica la incidencia de la capacitación en la productividad creciente. Esta es una deuda pendiente a nivel nacional de todos los sectores, la capacitación, se coloca un monto importante de dinero, pero aún no sabemos qué significa a la hora del producido. Simplemente quería hacer este comentario, dada la importancia para nuestra Provincia.



6

cargos de infraestructura en aguas provinciales



SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	 Voy a hacer una brevísima referencia para ubicarnos en el cuadro de situación del tema sobre el que quiero expresarme.

	A fines de febrero y ante el reclamo generalizado de vecinos de la ciudad de Rosario, San Lorenzo y Reconquista y otros puntos, donde es prestadora del servicio de aguas y cloacas la Empresa Aguas Provinciales, presentamos en este recinto un proyecto destinado a la creación de una comisión renegociadora de los cargos por infraestructura. Este proyecto no fue tratado en comisión. El Poder Ejecutivo se nos adelantó sancionando un decreto de renegociación. Desde aquí, por unanimidad —creo— planteamos la incorporación parlamentaria a esas renegociaciones e hicimos distintos tipos de sugerencias, tendientes a que el Poder Ejecutivo las volcase en la mesa de la renegociación. Hasta el día de hoy, por lo menos, siguiendo los Asuntos Entrados, el Poder Ejecutivo no ha dado a esta Cámara ni arte ni parte en esta cuestión tan importante que es la renegociación de  cargo  de infraestructura con la Empresa Aguas Provinciales.

	Estoy preocupado. En el diario Clarín de hoy —y fíjese qué contradicción— leo lo siguiente: “Al pasar el tema para después de las elecciones de octubre, la Comisión Bicameral de Reforma del Estado frenó, por ahora, los aumentos en las tarifas de aguas y cloacas que prevé el nuevo contrato de concesión de la Empresa Aguas Argentinas.” “La Secretaria de Medio Ambiente, María Julia Alsogaray y el titular de Obras Públicas, Eugenio Pendás fueron ayer a la Bicameral a explicar los alcances del preacuerdo alcanzado con la empresa concesionaria de los servicios sanitarios.” “Consiste, básicamente, en la aplicación de un incremento generalizado de cuatro pesos por bimestre a todos los clientes, a cambio de la eliminación del Cargo de Infraestructura que deben pagar los nuevos usuarios.” “Para firmar el nuevo contrato con Aguas Argentinas, el gobierno necesita el visto bueno de los legisladores.” Esto es en Buenos Aires, cargos por infraestructura. Una empresa que está constituida por el mismo capital que está formarda la empresa de la Provincia de Santa Fe.

	En el diario Castellanos, que se edita en la ciudad de Rafaela, en el día de ayer, en una noticia fechada en Santa Fe y firmada por el corresponsal del diario Juan Carlos Tizziani, se lee lo siguiente: “El ministro de Obras y Servicios Públicos, Juan José Morín, reveló ayer que Aguas Provinciales reanudará antes de fin de mes el tendido de redes de agua potable y cloacas que dejó inconclusas en varios lugares del territorio santafesino [...( y dijo que el problema se solucionará cuando el gobierno finalice con la empresa la renegociación de los cargos de infraestructura que permitían solventar aquellas obras. Luego, entre comillas, «Estamos conversando y antes que finalice setiembre saldrá el decreto», señaló ayer el funcionario en un diálogo con Castellanos.”

	Señor presidente: esta Cámara fue la primera en inquietarse frente a los cargos de infraestructura; esta Cámara pidió la participación parlamentaria; esta Cámara le hizo sugerencias al Poder Ejecutivo; esta Cámara tiene facultades, no se puede modificar básicamente la relación contractual con la empresa Aguas Provinciales sin la participación parlamentaria. Leía antes lo que está ocurriendo en Buenos Aires: la Comisión Bicameral de Seguimiento de las Privatizaciones frenó ayer hasta después de las elecciones esta propuesta que hacía el Poder Ejecutivo, que no sé si es buena, mala o regular, pero es una alternativa. El control ciudadano evidentemente está dado a través del Parlamento plural en la Capital federal para una situación exactamente igual a la de la provincia de Santa Fe, y aquí, sorpresivamente, antes de fin de mes —estamos a 25, está terminando el mes— se va a redactar el decreto. ¿Qué es lo que ha renegociado el señor ministro Morín? ¿Qué contenido tiene ese decreto, señor presidente?

	Por eso, para concluir con esta manifestación, le voy a pedir a usted que interceda, porque la empresa estatal prestadora de un servicio sustancial como es la energía eléctrica, la EPE, no ha contestado un pedido de informes de nuestra bancada aprobado en el mes de diciembre,  y además, esta otra empresa prestadora privada —por supuesto que a ella no nos dirigimos, sino al Poder Ejecutivo— hay dos solicitudes de esta Cámara que no han sido contestadas. El ministro anunció que la renegociación está prácticamente concluida y que el Poder Ejecutivo va a dictar un decreto. Le pido a usted, señor presidente, que en representación de esta Cámara le requiera al Poder Ejecutivo que haga conocer a esta Cámara de Diputados, antes de firmar esta resolución, el contenido de la misma para ver si tiene o no facultades para ello, cuáles son las distintas variantes en esta renegociación que ha encarado con la empresa Aguas Provinciales con respecto a los cargos de infraestructura, a qué preacuerdo se ha llegado y, finalmente, cuál es la resolución que se va a tomar sobre el particular. Por otra parte, en función de ese informe que tiene que llegar antes de la firma de este decreto, analizaremos si el Poder Ejecutivo tiene o no facultades para renegociar por sí y ante sí una cuestión tan fundamental al interés de los usuarios santafesinos.

	De todas maneras, tenemos derecho a saber en qué consiste esta renegociación que el señor ministro —reitero— anunció ayer en un diario de Rafaela agregando que está prácticamente terminada y que antes de fin de mes se va a dictar el decreto respectivo.

	Desde ya, agradezco la buena disposición del señor presidente.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Señor diputado Martínez: para hacer un pedido de informes, la Cámara tiene que votarlo. 

	Por Secretaría se dará lectura al artículo...



SR. MARTÍNEZ.- Permítame una brevísima interrupción, señor presidente.

	No estoy haciendo un pedido de informes, le estoy pidiendo que sea usted un interlocutor ante el Poder Ejecutivo para que sean contestados estos dos pedidos de informes votados por unanimidad por la Cámara: uno, sobre la participación parlamentaria en la Comisión Renegociadora, y el otro, en el que sugerimos al Poder Ejecutivo algunos elementos a introducir en esa renegociación. Ese es el sentido de mi propuesta.



SR. PRESIDENTE (Castro).- De acuerdo, señor diputado.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Quiero hacer una pregunta porque no entendí bien: ¿lo que usted está diciendo es que en esa renegociación el Poder Ejecutivo haga participar a la Cámara de Diputados?



SR. MARTÍNEZ.- Sí, eso es lo que votamos oportunamente.
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homenaje a deolindo f. bittel



SR. PRESIDENTE (Castro).- A pedido de los bloques del Partido Justicialista, el de Creo en Santa Fe va a realizar un homenaje al Senador Deolindo Felipe Bittel, recientemente fallecido.



SRA. GONZÁLEZ.- Pido la palabra.

	En esta semana ha fallecido en su Chaco querido un hombre grande de este país, todos los argentinos sintieron esa muerte pero los que más doloridos nos encontramos, somos los que hemos abrazado la causa de la política y las banderas indelegables del Justicialismo.

	Hace sólo tres días ha fallecido el compañero senador Bittel, y este homenaje quiere tener un significado especial, no sólo por su trayectoria institucional, quien fuera varias veces gobernador del Chaco, intendente de la ciudad de Resistencia, diputado y senador nacional, entre otros muchos cargos partidarios y políticos. No queremos valernos de este sentimiento intimista, dada su estrecha vinculación con nuestra Santa Fe, porque él cursó la escuela primaria y secundaria en el Colegio San José de Esperanza, se graduó de escribano público en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, o sea que las calles de Esperanza y Santa Fe conocieron de sus pasos juveniles, de sus anhelos, de su formación inclaudicable en la causa nacional, en el concepto de la patria grande y la justicia social.

	Pocas horas antes del malestar después del cual sobrevino su muerte, acompañaba a nuestro conductor el senador nacional Carlos Reutemann en su visita a la ciudad de Roque Sáenz Peña. Como mujer, como madre, como justicialista y argentina, quiero rendir homenaje al senador Bittel por lo que yo quiero recordarlo, por su enorme valor para defender la causa de los derechos humanos en una época en que muchos se había borrado o trataban de pasar desapercibidos. Él puso el pecho a la responsabilidad de defender a miles de jóvenes víctimas del exceso de la represión ilegal que sufrió nuestro país.

	Quiero recordar que cuando María Estela Martínez de Perón se encontraba detenida, fue el senador Bittel, vicepresidente a cargo de la presidencia del Partido Justicialista quien en tal carácter, en la época de la más cruda represión en el año 1979, dio su valiente testimonio ante la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos que visitaba nuestro país, denunciando las atrocidades cometidas y suscribió aquella famosa solicitada: “Dentro de la ley todo, fuera de la ley nada”, junto a otros compañeros. Fue Saúl Ubaldini —en aquel momento titular de la CGT— quien llevó adelante la primera huelga general contra el régimen militar para dar más fuerza al reclamo.

	Como decía, Deolindo “Chacho” Bittel fue un grande de la política argentina, un piloto eficaz en época de tormenta más trágica de nuestra historia. Que descanse en paz. Este es el homenaje de Creo en Santa Fe.

	

SR. PIAGGIO.- Pido la palabra.

	En el mismo sentido creo realmente que queda muy poco para agregar a lo dicho. Todos los peronistas tenemos un recuerdo emocionado de Bittel, un hombre que peleó desde las fuerzas políticas en las instancias difíciles que significaron el retorno a un período democrático frente a los recurrentes gobiernos militares. Un hombre valiente como bien lo definió la diputada preopinante, que además estaba en cada momento en el lugar que debía estar y no donde le convenía, por eso en algún momento fue gobernador, en otro intendente, en otro legislador nacional.

	Creo que cuando tantas veces escuchamos publicitar los malos ejemplos de los políticos, esta vez nos duele que no haya su fallecimiento la repercusión que merecía dada la trayectoria de Bittel, porque estamos convencidos que fue un ejemplo de trayectoria política.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	En nombre del bloque de la Unión Cívica Radical adhiero al homenaje con motivo de la desaparición de un hombre que no solamente es querido por los peronistas , diputado Piaggio. Fue un caballero, adversario político, tuve la suerte de conocer a Bittel tal vez por la cercanía de nuestras ciudades, de nuestra Provincias, y debo decir que la Unión Cívica Radical de la provincia del Chaco reconoció en él a un político excepcional, a un caballero dentro y fuera del campo político y también ha expresado oportunamente su reconocimiento importante para este hombre de la democracia.

	La desaparición de Bittel no solamente es lamentable que haya pasado relativamente desapercibida, sino que ha dejado un vacío importante en lo que hace a los hombres de la democracia. Fue absoluta y totalmente desprejuiciado, era senador nacional cuando fue candidato a intendente y luego intendente de la ciudad de Resistencia; una intendencia que en la provincia del Chaco solamente dura dos años. Esto nos muestra, de alguna manera —quería citar el hecho que en su momento fue sorprendente para la actividad política en su conjunto— la grandeza de estirpe y el sacrificio de militante que tenía Deolindo Felipe Bittel.



SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	En nombre del bloque de la Democracia Progresista adhiero al duelo cívico que sin lugar a dudas ha provocado la muerte de Bittel, por encima de las discrepancias o de las coincidencias que con este militante de la idea de la libertad política que fue Deolindo Felipe Bittel,  pudimos haber tenido durante su existencia.

	Creo que vale a la hora de su muerte el reconocimiento cabal de que fue, como señalaba el diputado Piaggio, un hombre de convicciones firmes, un hombre de tolerancia, de diálogo y de convivencia. Vale decir, estos son los hombres que hacen falta para afianzar el sistema democrático.



SR. DI POLLINA.- Pido la palabra.

	En nombre del bloque del Frepaso expreso nuestro adhesión al homenaje al fallecido senador Bittel, un militante de la causa nacional y popular, un hombre de bien que a aportado mucho a la historia política de nuestro país.



SR. RÉBOLA.- Pido la palabra.

	Señor presidente, creo que se han dicho cosas fundamentales de lo que ha significado en vida el senador Deolindo Felipe Bittel. Sólo quiero agregar una cosa; en épocas donde la gente se plantea con mucha preocupación que algunos políticos usufructúan de la función pública para tener un standard de vida que no tenían antes y enriquecerse a costilla del sacrificio y de la injusticia que existen a nivel de la población.

	El señor Deolindo Felipe Bittel creo que fue un ejemplo, como se dice aquí, pero no fue totalmente publicitado, propagandizado, de lo que debería ser un dirigente político. Un hombre honesto, un hombre transparente, que murió prácticamente con lo puesto.
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informes sobre decreto Nº 355/97 y resolución Nº 377/97



SR. PRESIDENTE (Castro).- Corresponde considerar los asuntos reservados en Secretaría. 

	En primer lugar, el proyecto de comunicación por el cual se solicitan informes respecto del alcance del Decreto Nº 355/97 y de la Resolución Nº 377/97.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee. (Ver punto XXI.)

SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración el proyecto.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.
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pericias sobre presuntas irregularidades en el bco. de santa fe



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de comunicación por el cual se solicita que la Corte Suprema apruebe los requerimientos realizados por el juez de la tercera nominación a fin de posibilitar la realización de las pericias necesarias de las presuntas irregularidades cometidas en el Banco de Santa Fe.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee. (Ver punto XXXIII.)

SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración el proyecto.



SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.

� EÍ "cpericias sobre presuntas irregularidades en el bco. de santa fe (modificación propuesta por el señor diputado esquivel)" �

	Señor presidente, con la anuencia de los autores del proyecto sugiero que —basado en los fundamentos del propio proyecto— en el último párrafo del mismo se agregue “ ... ex Banco de la Provincia de la Santa Fe”

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Estamos de acuerdo con la sugerencia del señor diputado pero consideramos que debe decir “ Banco Provincia” porque todavía es propiedad del Estado provincial.

	No habría problemas porque la Corte Suprema aún no designó los peritos contadores para revisar toda la documentación que se presentó a la Procuración de la Corte. Esto es así porque había manifestado el juez en numerosas oportunidades la imposibilidad técnica de entrar a hacer evaluaciones sobre la presunta existencia de delitos. Hay expectativa por esta demora por cuanto los plazos de prescripciones están corriendo y es muy posible que estas expectativas queden frustradas. 

	Asimismo al principio de la investigación de la Comisión Nogueras concurrimos con los diputados Cecchi y Cuñado y el senador Beccani a una entrevista con el presidente de la Corte. Le solicitamos una audiencia y preocupados por el futuro de lo que iba a ser el informe final de la Comisión Nogueras, el doctor Ulla nos manifestó, que en su oportunidad iba a proveer los elementos necesarios. El juez hizo los requerimientos, obviamente lo hizo el superior jerárquico, que es el presidente de la Cámara de Apelaciones en lo Penal, quien a su vez lo elevó a la Corte y hasta la fecha no ha habido respuesta al respecto.

	Es por eso que necesitamos que esta Cámara se expida al respecto y muestre a través de la aprobación de este proyecto de comunicación, la voluntad para que la Corte Suprema de Justicia haga el esfuerzo necesario y se pueda llegar a una investigación feliz.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el proyecto con la modificación propuesta por el señor diputado Esquivel.

-	Resulta aprobado.
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adhesión a campaña de la quiniela



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se encuentra reservado en Secretaría el proyecto de declaración por el cual la Cámara adhiere a la campaña de la quiniela de Santa Fe para la lucha contra el juego clandestino.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee. (Ver punto XXXIV).

SR. VENESIA.- Pido la palabra.

	Solicito que por Secretaría se dé lectura a los fundamentos del proyecto para graficar los motivos por los cuales solicitamos el apoyo de la Cámara.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará lectura a los fundamentos del proyecto.

-	Se lee nuevamente.

SR. VENESIA.- Pido la palabra.

	Creo que queda claro que a través de la fundamentación del proyecto, el tratamiento sobre tablas que solicitamos tiene que ver con que esta campaña oficial se va a iniciar en los primeros días de octubre, por lo que creemos necesario acompañarla y adherir a la misma. Este es el verdadero motivo por el que requerimos este tratamiento sobre tablas para la urgente adhesión a esta campaña.



SR. DRINCOVICH.- Pido la palabra.

	He escuchado los argumentos de este proyecto y los fundamentos de apoyo a la política que realiza la Lotería Provincial. 

	Desde la bancada radical creemos que con estos argumentos se está fundamentando la forma de combatir el juego clandestino a través de la competencia con el juego oficial. Creemos que en este momento no es el camino adecuado competir con el juego clandestino, sino combatirlo, por lo tanto, vamos a solicitar que este proyecto sea girado a comisión para estudiar con más detenimiento. 



SR. PASCUTTO.- Pido la palabra.

	Si no he escuchado mal, cuando se estaban leyendo los argumentos se mencionó que la recaudación aumentó en un 500 %, por el solo hecho de haber elevado el premio 600 veces y los sábados y domingos 700 veces. Entiendo lo que manifestó el señor diputado preopinante, pero si hacemos un raconto de todos estos últimos años en lo que respecta a los reclamos que se hicieron del control policial, nos vamos a encontrar con que los señores capitalistas cada vez engordan más, de modo que veo bien que trate de combatirse al juego de esta forma, que es la que más les va a doler. De cualquier manera, repito que estoy de acuerdo con lo solicitado, en el sentido de que se dé tratamiento sobre tablas a este proyecto.



SR. VENESIA.- Pido la palabra.

	No creemos conveniente lo que expresó el diputado Drincovich porque justamente en las expresiones que se vierten en la fundamentación del juego clandestino, esto está destinado a apoyar la campaña para combatirlo. Y no sólo se lo hace a través de medidas represivas que lleva adelante el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia de Santa Fe, sino también posibilitando que el juego oficial se fortalezca ante la competencia desleal que produce el juego clandestino. 



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Simplemente quiero complementar lo manifestado por los diputados Venesia y Pascutto. Lógicamente, esto será parte también de una modificación que luego se va a proponer al Código Penal, para que se establezcan las penas como corresponde.



SR. FAVARIO.- Largan a los delincuentes y quieren meter presos  a los quinieleros.
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cuarto intermedio



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Solicito un cuarto intermedio de cinco minutos en las bancas, señor presidente.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción de cuarto intermedio.

-	Resulta afirmativa.

-	Eran las 18 y 16.

-	Siendo las 18 y 20, dice el:

SR. PRESIDENTE (Castro).- Se reanuda la sesión.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Nosotros desearíamos compartir la propuesta del diputado Venesia, en el sentido del tratamiento sobre tablas, pero pedimos una preferencia para la próxima sesión, no porque no compartamos el concepto de combatir hasta sus últimas consecuencias el juego clandestino.

	Hemos hecho desde este bloque muchos pedidos de informes y hemos tirado al Poder Ejecutivo ideas respecto a combatir el juego clandestino, lo que sucede es que quisiéramos interiorizarnos un poco más de lo que significa la campaña a la que está por adherir la Cámara de Diputados. 

	Como bien decía el diputado Venesia recién dentro de dos semanas se iniciaría la campaña, por lo que estaríamos en término, si es que los alcances de esta campaña, nos satisface y tendríamos tiempo de aprobar el proyecto, antes de que lancen desde la Lotería de la Provincia, esta Campaña, para combatir el juego clandestino. Por lo que le pediría al diputado Venesia que nos dé una semana más y lo tratemos con preferencia en la próxima sesión.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Vamos a aceptar la preferencia que está solicitando el diputado Buyatti. Lamentamos que un tratamiento sobre tablas, no pueda llevarse adelante debido a los fundamentos, que son a veces, las posiciones de las bancadas en determinadas circunstancias o acción.

	En este sentido hemos acompañado pedido de informes, no estando de acuerdo con los fundamentos y haciendo la salvedad. Recién, gracias a la gentileza de la bancada Demócrata Progresista, ante una solicitud del diputado Esquivel, se corrigió un tema, quizás en un pedido de informes que no compartimos la totalidad de las argumentaciones expuestas por el bloque Demócrata Progresista.

	Como el objetivo es clarificar y nos pongamos en tema, habíamos hecho este proyecto de declaración en forma abarcativa, tal es así que no veníamos a hacer mención de las utilidades obtenidas por la Lotería en estos primeros meses, haciéndolo comparativamente con los años que han transcurrido y ahora otorgando la preferencia que tomó estado público, me voy a permitir leerles las utilidades que ha tenido la Lotería durante los últimos tiempos.



SR. CUÑADO.- Después vamos a tener suficiente tiempo para verlo.



SR. MEHAUOD.- Siempre se le ha dado la palabra a todo el mundo para las argumentaciones.



SR. BUYATTI.- Quiero aclararle que no tengo ningún inconveniente en escuchar las argumentaciones y las cifras.

	No estamos pidiendo una preferencia; además, coincido con el señor diputado Mehauod en el sentido de que no son los fundamentos los que se votan en el recinto, sino que éstos tienen la caracterización que cada diputado les da y no tienen nada que ver con el voto se emite aquí sobre la parte resolutiva. Lo que estamos pidiendo es una semana de prórroga para conocer los fundamentos, en qué consiste esta campaña, porque tampoco queremos, desde la Unión Cívica Radical, para combatir el juego clandestino, que la provincia quede convertida en un festival de juego y diversión. Nada más.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Quiero manifestar que en el período enero-agosto de 1996 se recaudaron 6.070.000 pesos, fueron al Ministerio de Salud y Medio Ambiente de nuestra Provincia. En el mismo período, pero de 1997, la cifra fue de 8.520.000 pesos; para Educación y Cultura, en el período enero-agosto de 1996, fueron 6.070.000 y, en el mismo período pero de 1997, fueron 8.520.000 pesos; para municipios y comunas —tanto radicales, peronistas, como es nuestra obligación— fueron en el período 1.610.000 pesos. En este período, lo que se lleva recaudado son 2.580.000 pesos. Para el Fondo Provincial del Deporte, en el período enero-agosto de 1996 se recaudaron 251 pesos y en este período, 400.000 pesos.

	Estas son las cifras con las que nos manejamos. Estamos dispuestos a que se investigue, o que se solicite la información, perdón por la terminología, como fue costumbre en esta Cámara, porque jamás hemos demorado las solicitudes de este tipo de información, salvo en cuestiones —como ha ocurrido— donde la Cámara pudo llegar a quedar involucrada, como en la competencia de una juez.



SR. DRINCOVICH.- Pido la palabra.

	Le agradezco al señor diputado preopinante haber brindado las cifras sobre la Lotería, pero quiero recordar a la Cámara que hace cuatro meses, acompañado por el señor diputado Altare, hemos pedido un informe sobre las utilidades y la explotación de la misma y todavía no hemos tenido respuesta.

	Le pido al señor presidente que haga los esfuerzos necesarios para que tengamos esa información.



SR. VENESIA.- Pido la palabra.

	Aceptamos el pedido de preferencia del señor diputado Buyatti; pero el sentido de esto era tan solo acompañar una iniciativa de gobierno que nos parece puntual y claramente sustancial, porque no es que solamente podamos combatir al juego clandestino con medidas represivas, sino con una campaña de concientización a la sociedad sobre lo que es el juego y, fundamentalmente, sobre los beneficios que puede dejar el juego que puntualmente nos puede dar para las distintas áreas de gobierno, como salud, educación y recreación, para poder contar con masas de dinero que no se pierdan en el juego clandestino.

	Aceptamos, insisto, el pedido de preferencia para una semana.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción de preferencia para la próxima sesión, con dictamen de comisión.

-	Resulta afirmativa.
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registro provincial de reincidencia contravencional



SR. PRESIDENTE (Castro).- De conformidad con lo resuelto oportunamente, la Cámara debe tratar los asuntos que tienen acordada preferencia.

	Por Secretaría se dará lectura al proyecto de comunicación que requiere que el Poder Ejecutivo informe sobre la creación del Registro Provincial de Reincidencia Contravencional.

-	Se lee.



Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 4105 -letra UCR), autoría del diputado Altare, por el cual se solicitan informes en relación a la creación del Registro Provincial de Reincidencia Contravencional - Ley Nº 11.207. Y, atento a los estudios realizados, las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto introducir modificaciones al texto propuesto, por lo que os aconseja le presteís vuestra aprobación al siguiente:

� EÍ "cregistro provincial de reincidencia contravencional" �

	La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe sobre los siguientes puntos relacionados con la creación del Registro Provincial de Reincidencia Contravencional - Ley Nº 11.207.



1. 	Motivos que impidieron la creación e implementación del Registro Provincial de Reincidencia Contravencional.

2. 	Indicar si se realizó alguna evaluación sobre el perjuicio social que ocasiona la inexistencia de este Registro y si hubo algún reclamo del Poder Judicial respecto a la necesidad de contar con el mismo a efectos de que el dispositivo contenido en el Código de Faltas pueda ser aplicado con eficacia.

3. 	Si el Poder Ejecutivo está abocado a la tarea de realizar los estudios pertinentes a fin de que se proceda a la creación del Registro. Indicar el grado de desarrollo de los mismos y las fechas previstas para la creación reglamentación y puesta en funcionamiento.

Sala de la Comisión, 25 de setiembre 1997.

	Grande - Esquivel - Rodríguez - Delbianco - Favario - Rava de Carreras - Álvarez.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado
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MODIFICACIÓN articulo 338 del CÓDIGO procesal penal



SR. PRESIDENTE (Castro).- Corresponde considerar el proyecto de ley por el cual se incorpora el inciso 4º) al artículo 338 del Código Procesal Penal de la Provincia.



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	En nombre del bloque demócrata progresista, solicito autorización para abstenernos en esta votación y quiero explicar las razones. 

	En la reunión celebrada por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General cuando se trató este tema, señor presidente, algunos diputados -que no éramos nosotros- plantearon algunas dudas, motivo por el cual se acordó en la Comisión postergar para la semana que viene el tratamiento del tema. En ese sentido, solicitamos una copia del proyecto para analizarlo en el seno de nuestro bloque y hacer las debidas consultas y en ese entendimiento nos retiramos de la reunión; es decir, que hoy después de la asistencia del señor Ministro a la Cámara, prosiguió la reunión y fue allí que nos enteramos que se había acordado suscribir el dictamen. Como no hemos tenido oportunidad de analizar debidamente este proyecto, aún sin abrir juicio sobre el particular,  porque en principio nos parecería que podríamos coincidir, solicitamos -reitero -  autorización para abstenernos.



SRA. RAVA DE CARRERAS.- Pido la palabra.

	Es para ratificar lo que ha expresado el diputado Favario y manifestar la postura de nuestro bloque en el mismo sentido. Coincidimos en que este proyecto sea tratado la próxima semana, no porque no estuviéramos de acuerdo con el mismo sino por las implicancias que podría tener con otros cuerpos del mismo Código.

	Hoy nos encontramos con que se quiere llevar adelante su aprobación y por otra parte es posición de nuestro bloque solicitar la autorización para abstenernos.



SR. BARQUÍN.- Pido la palabra.

	En el día de la fecha me presenté en la reunión de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General a explicar las razones por las cuales pedía la preferencia para el día de hoy y en ese sentido hay una razón que es fundamental en la urgencia que este proyecto se apruebe, es que está comprobado que los delitos por el tráfico de niños y la pornografía han descendido en los últimos dos años y medio en la Capital Federal y en la provincia de Entre Ríos al haber aprobado este agravamiento de la pena contra estos delitos.

	Esta fue la razón por la cual solicité se mantenga la preferencia para el día de la fecha y creo que también lo es para que la mayoría de los miembros de esa comisión haya firmado el dictamen, pero dado el pedido solicitado por el bloque radical y de la Democracia Progresista para abstenerse en la votación, voy a proponer que se traslade la preferencia para la próxima semana, con o sin dictamen de comisión.

	Hago esto porque creo que el tema no solo lo debemos conocer y votar todos los legisladores, sino que también se tiene que hacer carne en la comunidad.



SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.

	Saludo con beneplácito lo que acaba de decir el autor del proyecto, por dos razones que son ciertas. En la reunión de ayer, evidentemente, habíamos quedado para tratar hoy este tema, que es muy importante, la reforma al Código de Procedimiento Penal, con relación al tráfico de bebes. Celebro que sea la semana que viene porque hay algunos diputados que quieren interiorizarse mejor del proyecto. Por otra parte en el en el día de la fecha, después de la visita del señor ministro, volvimos a la comisión y adherí al dictamen porque ya conocía el tema, pero también estuve de acuerdo en tratarlo la semana que viene. Es cierto que el autor insistió en el tratamiento en el día de la fecha y sus palabras textuales fueron: “considerar la operatividad de esta norma lo antes posible” porque había estado en Capital Federal y los resultados que se habían obtenidos eran óptimos.

	Las dos cosas son ciertas, suscribí el dictamen por la urgencia del tema pero también estoy de acuerdo en que se trate la semana que viene, ya que hay diputados que no lo conocen, esperando que se pueda aprobar en forma unánime dada la trascendencia de esta problemática como es el tráfico de bebés.



SR. CUÑADO.- Pido la palabra.

	Acompaño calurosamente lo expresado por el señor diputado Barquín, y esta es una de las cosas que hoy le decía al señor ministro Rossúa, hablo de la excesiva benignidad de las leyes, tanto de fondo como de forma, y en ese sentido hago votos para que la semana que viene sea aprobado el proyecto.



SR. RÉBOLA.- Pido la palabra.

	Solicito al señor diputado Barquín que la preferencia sea con dictamen de comisión, ya que nosotros hemos manifestado en Reunión de Labor Parlamentaria que no íbamos a votar ninguna que sea con o sin dictamen de comisión, por entender que por algo van a la comisión, para discutirlas. Además, no queremos que esto quede como un antecedente para el futuro.



SR. BARQUÍN.- Pido la palabra.

	Estoy de acuerdo, señor diputado.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace uso de la palabra se va a votar el traslado de la preferencia solicitada por el señor diputado Barquín.

-	Resulta afirmativa.
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servicios médicos de alta complejidad



SR. PRESIDENTE (Castro).- El proyecto de .comunicación por el cual se solicitan informes sobre el sistema de contratación e implementación de servicios médicos de alta complejidad en los hospitales de la provincia, no cuenta con dictamen de comisión.



SR. CICCARELLI.- Pido la palabra.

	Solicito el traslado de la preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el traslado de preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.
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obras de arte pertenecientes al banco provincial



SR. PRESIDENTE (Castro).- El proyecto de .ley por el cual se declara de propiedad provincial intransferible, el mobiliario y las obras de arte que se encuentran en las distintas dependencias del Banco de Santa Fe, no cuenta con dictamen de comisión.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Este expediente iba a ser tratado en forma conjunta con el 4.307, U.C.R., más allá que el Cuerpo otorgó una preferencia con o sin dictamen de comisión y teniendo en cuenta que el mismo puede llegar a ser acompañado por todos los sectores políticos, porque están interesados en promover este patrimonio cultural, solicitaría el traslado de esta preferencia una semana más, con dictamen de comisión, a los efectos de lograr que todos los bloque acompañen este proyecto.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Cecchi.

-	Resulta afirmativa.
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donación de terreno a la comuna de tacuarendí



SR. PRESIDENTE (Castro).- El proyecto de ley por el que se dona una fracción de terreno a la comuna de Tacuarendí, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Solicito que sea renovada la preferencia para la próxima sesión con despacho de comisión dado que este proyecto es sumamente importante para la comuna de Tacuarendí porque se trata de la cesión de un terreno para la construcción de viviendas.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Buyatti.-

-	Resulta afirmativa.
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donación de terreno a empresa industrial de tacuarendí



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará lectura al proyecto de ley que autoriza a la Comuna de Tacuarendí a donar un inmueble.

-	Se lee:



Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado el Proyecto de Ley (Expte. Nº 2387 -letra UCR), autoría del diputado Buyatti, por el cual se autoriza a la Comuna de Tacuarendí, Departamento General Obligado, a donar un inmueble ubicado en dicha localidad. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará el miembro informante, esta Comisión ha resuelto introducirle modificaciones al texto original, por lo que os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:



la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de 

l e y :

� EÍ "ldonación de terreno a empresa industrial de tacuarendí" �

Artículo 1º: Autorízase a la Comuna de Tacuarendí, a donar en los términos de los artículos 2 y 3 de la Ley Nº 10.062 a la Empresa Industrial José Juan Yapur S.A. el inmueble con todo lo en él edificado, clavado y plantado descripto como lote A -Polígono A B F G A del plano Nº 106.787 del Servicio de Catastro e Información Territorial de la Dirección Topocartográfica de la Administración Regional Santa Fe, cuya superficie es de 3.317, 71 m2; consta inscripto el dominio al Tomo 204 Par, Folio 463 Nº 45.520 del Registro General de Propiedades Departamento General Obligado de Santa Fe, y registrado a los fines del pago del impuesto inmobiliario bajo partida Nº 03-07-00-013780/0006.



Artículo 2º: La donación que se dispone en el artículo 1º, lo es con cargo de que la Empresa Industrial José Juan Yapur S.A. destine el inmueble a la ampliación de sus actividades industriales, en un todo de acuerdo con la Ordenanza Nº 4/96 de fecha 23 de abril de 1996. La respectiva escritura traslativa de dominio estará a cargo en su totalidad de la donataria.



Artículo 3º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 25 de setiembre 1997.

	Delbianco - Grande - Álvarez - Venesia - Favario - Esquivel - Rava de Carreras - Rodríguez.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, este proyecto tiene despacho favorable de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y seguramente va a ser aprobado a continuación.

	No se si todos los diputados han tomado conciencia de lo que significa este proyecto de ley. Se trata de autorizar a la Comuna de Tacuarendí a donar un terreno, una localidad muy pequeña del norte de la provincia de Santa Fe, precisamente es la localidad que menos coparticipación percapita recibe de la Provincia, alrededor de dos pesos por habitante.

	Decía que se trata de la donación de un terreno para la radicación de una empresa importante en una localidad muy pequeña donde va a dar mano de obra a una cantidad considerable de gente de la región con todo lo que esto significa para una localidad donde antiguamente funcionaba un ingenio azucarero. Hoy, por los esfuerzos de su gente y de su conducción política está teniendo esta localidad una reconversión industrial por lo que con esta cesión la Provincia va a favorecer aún más esa gestión.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va votar el proyecto, en general.

-	Resulta aprobado.

-	En particular se aprueban sin observaciones los artículos 1º y 2º, siendo el 3º de forma.
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situación legal escuela Nº 2013



SR. PRESIDENTE (Castro).- Corresponde considerar en forma preferencial el proyecto de comunicación por el cual se solicita se resuelva la situación legal existente en la escuela 2.013 de Rosario.

	Por Secretaría se dará lectura.

-	Se lee.



Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el Proyecto de Comunicación (Expte. Nº 4204 -Letra UCR), solicitando al Poder Ejecutivo resuelva la situación legal existente en la Escuela Nº 2013, para niños sordos de Rosario y atento a los estudios realizados, y las que dará el miembro informante os aconseja prestéis aprobación al siguiente texto:

� EÍ "csituación legal escuela 2013" �

	“La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo que la relación a la situación existente en la Escuela Nº 2013 para niños sordos de la ciudad de Rosario, proceda a:



Resolver la situación generada a los educandos de dicha escuela ante el grave deterioro y peligro existente en el edificio alquilado donde actualmente funciona (calle Juan Manuel de Rosas 1882 de la ciudad de Rosario), adoptando todas las medidas necesarias a los fines de contar con la debida seguridad para las personas

Informar qué intervención le cupo al Ministerio de Educación y Cultura en la adquisición del inmueble de calle Moreno Nº 364/66 de la ciudad de Rosario y en la decisión de su compra con recursos del Fondo de Asistencia Educativa (FAE), indicando las razones de la no escrituración a nombre de la Provincia.

Qué medidas adoptará a los fines de ocupar efectivamente el inmueble descripto en el punto 2, si ello así correspondiere legalmente.

Sala de la Comisión, 25 de setiembre 1997.

	Grande - Rava de Carreras - Esquivel - Favario - Álvarez - Delbianco - Rodríguez.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.



SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	No quiero dejar pasar esta oportunidad sin agradecerles a los integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General la redacción final que le dieron al proyecto, atendiendo fundamentalmente a la situación que pasan los niños discapacitados de la Escuela 2013. Lo considero honesto y coherente a este reconocimiento porque han enriquecido un proyecto con el agregado de un pedido de informes al Ministerio de Educación.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

-	Resulta aprobado.
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convenio sobre protección contra inundaciones



SR. PRESIDENTE (Castro).- El proyecto de ley por el cual se autoriza al Poder Ejecutivo a suscribir un convenio con el Estado nacional subrogando sus derechos y obligaciones relacionados con el proyecto de protección contra inundaciones no cuenta con dictamen de comisión.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Formulo moción de orden, señor presidente. Esta mañana luego de la reunión con el señor ministro, por unanimidad, todos los concurrentes a la reunión de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General decidimos solicitar la remisión de este expediente nuevamente a comisión para poder generar la posibilidad de tener una entrevista previa a la emisión del dictamen con el señor Ministro de Obras Públicas, ingeniero Morín. Habida cuenta de que algunos diputados que no habían intervenido nunca en el análisis de este proyecto teníamos algunas dudas que nos hace necesario evacuar con el mencionado funcionario. Por eso, concretamente mociono la vuelta a comisión de este proyecto y el consiguiente traslado de preferencia, con dictamen de comisión, para la próxima sesión.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Si mal no entendí, se va a citar a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General al ministro Morín.



SR. RODRÍGUEZ.- Eso es lo que acordamos los miembros de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. BUYATTI.- Sugiero que también se inviten a los integrantes de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.



SR. RODRÍGUEZ.- Como no, señor diputado.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	No estoy de acuerdo con que se invite como lo sugiere el diputado Buyatti, porque con ese criterio tendríamos que invitar a los integrantes de la Comisión de Obras y Servicios Públicos y las demás. Cuando funciona una comisión todos los señores diputados tenemos la posibilidad dadas las características de este recinto, de participar, por lo que le pido al señor diputado Buyatti retire la moción y que la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General informe el día y la hora en que recibirá al señor ministro para que los diputados que crean conveniente puedan asistir.



SR. BUYATTI.- Estoy de acuerdo, señor presidente, pero que nos informen...



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	La convocatoria está fijada para la reunión de comisión del próximo día miércoles a las 10 y 30.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la vuelta a comisión del proyecto.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el traslado de preferencia para la próxima sesión.

-	Resulta afirmativa.
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descentralización educación secundaria



SR. PRESIDENTE (Castro).- El proyecto de resolución por el cual se cita a la ministra de Educación de la Provincia para que nos informe sobre el proyecto de descentralización y mejoramiento de la educación secundaria no cuenta con dictamen de comisión.



SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	Solicito traslado de preferencia para la próxima semana con el compromiso público de mi parte de empezar a hacer los aportes jubilatorios para este proyecto porque está desde el mes de junio en tratamiento. Tiene la antigüedad suficiente para cumplir con este requisito. Tanto es así que al primer pedido tuve que agregar nuevos expedientes y voy a seguir agregando temas hasta el día que se apruebe que la señora ministra venga a darnos las explicaciones solicitadas.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Nuestro bloque en una nota dirigida a usted señor presidente solicita la incorporación del diputado Pividori como integrante de la Comisión de Educación ante la renuncia del diputado Delbianco. Por ello, no creo que este proyecto puede ser tratado la próxima semana. Solicito que el traslado de la preferencia sea para dentro de dos semanas.



SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	Tendré que hacer los aportes jubilatorios...

	La Comisión de Educación cuenta con los integrantes necesarios como para dar quórum. El hecho de que no se reúna no es culpa de la renuncia del diputado Delbianco y la incorporación del diputado Pividori. Insisto con el traslado de preferencia para la próxima semana.



SR. SUBSECRETARIO (Bonaveri).- Se encuentra reservada en Secretaría la siguiente nota: “Santa Fe, 25 de setiembre de 1997. Al Presidente de la Cámara de Diputados, señor Daniel Castro. Su despacho: Atento a la vacante producida en la Comisión de Educación, motivada por la renuncia del señor diputado Jorge Delbianco, propongo en su lugar al señor diputado José Pividori, a fin de completar dicha comisión. Sin otro particular, lo saluda atentamente, Rubén Mehauod, diputado provincial.”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el traslado de la preferencia para la próxima sesión. 

-	Resulta afirmativa.

SR. MEHAUOD.- ¿Contó los votos, señor presidente?



SR. PRESIDENTE (Castro).- La votación ha arrojado el siguiente resultado: 20 votos por la afirmativa y 10 votos por la negativa.
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adhesión a la ley nacional de tránsito

(Orden del Día Nº 18)



SR. PRESIDENTE (Castro).- Corresponde considerar el Orden del Día Nº 18.

	Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1, proyecto de ley que cuenta con el dictamen en mayoría de la Comisión de Transporte y dos dictámenes, uno en mayoría y otro en minoría, de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

-	Se lee:

Señores diputados :

	Vuestra Comisión de Transporte ha considerado el proyecto de ley, (Expte. Nº 3707 - Letra C.S.F. ) adhiriendo a las disposiciones de la Ley Nacional de Tránsito Nº 24.449 y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja aprobéis el siguiente texto: 



LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :



Artículo 1º: Adhiérase a las disposiciones de la Ley Nacional de Tránsito, Nro. 24.449, Títulos I (Artículos 1º a 5º), II (Artículos 6º a 8º), III (Artículos 9º a 20º), IV (Artículos 21º a 27º), V (Artículos 28º a 35º), VI (Artículos 36º a 68º), VII (Artículos 69º a 74º) y VIII (Artículos 75º a 90º).

	Exclúyese de esta adhesión, los requisitos exigidos en el Artículo 35º de la ley Nacional.



Artículo 2º: En lo referente a las funciones de prevención y control de tránsito en las rutas nacionales y otros espacios del dominio público nacional por parte de la Gendarmería Nacional, establécese que dicha fuerza no podrá interferir en la competencia provincial en esa materia, en virtud de tratarse de una facultad no delegada al Gobierno Federal, sin perjuicio de los convenios celebrados o que pudieran celebrarse oportunamente con la provincia.-



Artículo 3º: A los efectos de cumplimentarse lo establecido en el Título II (Artículos 6º a 8º) de la Ley Nacional de Tránsito Nro. 24.449, el Poder Ejecutivo Provincial dispondrá la participación e integración de la Provincia de Santa Fe al Consejo Federal de Seguridad Vial.-



Artículo 4º: Créase el Consejo Provincial de Seguridad Vial, dentro de la órbita del Poder Ejecutivo, quién determinará que el mismo se integre con representantes de las distintas jurisdicciones que tengan incumbencia en lo que es materia de esta ley. Será coordinado por el titular de la Dirección Provincial de Transporte o el titular del organismo que lo sustituya en el futuro. Sus funciones serán las siguientes:

	

a) 	Fiscalizar la aplicación de la ley y sus resultados, siendo la autoridad de aplicación en la materia, a través de la Dirección Provincial de Transporte o el organismo que lo sustituya en el futuro.

b) 	Proponer políticas de prevención de accidentes de tránsito.

c) 	Alentar y desarrollar la educación vial.

d) 	Coordinar la acción de las autoridades de tránsito de las jurisdicciones nacional, provincial, municipal y comunal, a los efectos de lograr un efectivo control de lo dispuesto en las normas legales a las cuales se adhiere la Provincia.

e) 	Promover la capacitación de los técnicos y funcionarios a cargo de la aplicación y comprobación de las faltas previstas por la legislación vigente.

f) 	Fomentar y desarrollar la investigación accidentológica, a través de la creación de un Registro Provincial de Antecedentes del Tránsito.

g) 	Garantizar la participación en calidad de asesores, de las entidades que representen a los sectores de la actividad privada directamente vinculados a la materia.

h) 	Proponer al Poder Ejecutivo un proyecto de reglamentación de la presente Ley.



Artículo 5º: El Poder Ejecutivo Provincial, a propuesta de la Autoridad de Aplicación, establecerá lo necesario para la inclusión de contenidos básicos de educación vial en los niveles de enseñanza preescolar, primaria, secundaria y terciaria. 

	Asimismo, dispondrá la realización permanente de campañas de difusión dirigida a toda la comunidad sobre el uso de la vía pública, condiciones de seguridad, circulación, reglas de velocidad, régimen de sanciones, procedimientos y demás alcances de la Ley Nacional Nro. 24.449. Realizará los cursos de capacitación previstos en su artículo 10º como así también, los programas de prevención de accidentes y de seguridad en el servicio de transporte acorde al artículo 9º de la mencionada Ley Nacional. 

	A los efectos del párrafo anterior, podrá invitar a entidades intermedias y empresas de seguros.



Artículo 6º: Incorpórase al Título III, Capítulo V, del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe, el siguiente artículo:

	“Artículo 328 Bis: En las causas por infracción a los arts. 84 y 94 del Código Penal, cuando las lesiones o muertes sean consecuencia del uso de automotores, el Juez podrá en auto de procesamiento inhabilitar provisoriamente al procesado para conducir, reteniéndole a tal efecto la licencia habilitante y comunicando la resolución al Registro Nacional de Antecedentes del Tránsito, y a la Autoridad de Aplicación.

	Esta medida cautelar durará como mínimo un mes y puede ser prorrogada por períodos no inferiores al mes, hasta el dictado de la sentencia. La medida y sus prórrogas pueden ser revocadas o apeladas.

	El período efectivo de inhabilitación provisoria puede ser computado para el cumplimiento de la sanción de inhabilitación si el imputado aprobare un curso de los contemplados en el artículo 83, inciso d), de la Ley de Tránsito y Seguridad Vial Nro. 24.449” .-



Artículo 7º: A los fines de la Revisión Técnica Obligatoria (R.T.O.) a que refiere el art. 34 de la Ley Nacional Nro. 24.449, delégase la tarea de verificación en Municipios y/o Comunas de la Provincia, en forma individual o agrupadas, por sí o por terceros en concesión, o mediante convenio con Instituciones de Educación Técnica Oficiales.



Artículo 8º: Autorízase a los Municipios y/o Comunas que lo dispongan, a realizar el correspondiente llamado a licitación pública nacional y/o internacional para concesionar el servicio a que refiere el artículo anterior, por un plazo máximo de diez (10) años con opción a la prórroga que fije la reglamentación.



Artículo 9º: Se deja establecido que independientemente del domicilio del usuario, la R.T.O. del automotor será válido cualquiera sea el taller en que se hubiese verificado, ubicado en el territorio provincial.

	Lo que se recaude en concepto de canon de concesión, o cualquier modalidad de retribución de la concesión o convenio que se establezca, será coparticipada entre Municipios y Comuna por una parte, y la Provincia por la otra en partes iguales.

	El 50% ( cincuenta) que corresponde a la Provincia será depositada por los Municipios y Comunas en una cuenta especial, que se denominará “Fondo Provincial del Transporte, Tránsito y Seguridad Vial”, cuya apertura se autoriza por la presente, y el destino de esos fondos será exclusivamente sufragar los gastos del cumplimiento de las normas legales nacionales a las cuales se adhiere por la presente ley.



Artículo 10º: Respecto de los Talleres de Reparaciones (T.D.R.) a que refiere el artículo 35º de la Ley Nacional Nº 24449, establécese la incompatibilidad total y absoluta de los referidos establecimientos con los futuros talleres destinados a la Revisión Técnica Obligatoria ( R.T.O. ) prevista en el artículo 34º de mencionada ley nacional.



Artículo 11º: Respecto de la antigüedad del parque automotor requerida en el art. 53 de la Ley Nº 24.449, la misma será exigible en el territorio provincial a los tres (3) años de entrar en vigencia la presente ley.

Artículo 12º: En razón de no adherir al Decreto Reglamentario Nacional, el Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley. 



Artículo 13º: Invítase a los Municipios y Comunas de la Provincia a adherir a las disposiciones de la presente ley.-



Artículo 14º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

Sala de la Comisión, 12 de Junio de 1997.-

González - Bullrich - Marinozzi - Altare.

Señores diputados :

	Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha recibido el proyecto de ley (Expte. Nº 3707 - C.S.F.), presentado por la diputada González, que viene con dictamen de la Comisión de Transporte, así como el proyecto de ley (Expte. Nº 3289 - P.J.), presentado por el diputado Rodríguez, que viene sin dictamen. Tratándose de dos temas análogos, esta Comisión manifiesta no tener observaciones que formular en lo atinente a los temas a considerar por esta Comisión, por lo que se remite el proyecto de Ley Nº 3707 - C.S.F. a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, adicionándole el proyecto de Ley Nº 3289 - P.J., por entender que se trata de un tema de decisión de técnica legislativa para la emisión del correspondiente dictamen definitivo.

Sala de la Comisión, 2 de Julio de 1997.-

	Bearzotti - Rodríguez - Rosenthal - Martínez - Venesia. 

Señores diputados :

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado los Proyectos de Ley: Expte. Nº 3289 - letra PJ - autoría del diputado Rodríguez - por el cual se instituye un marco regulador del Tránsito y la Seguridad Vial, en el Territorio de la Provincia, y Expte. Nº 3707 - letra CSF - autoría de la Diputada González - por el cual se adhiere a las disposiciones de la Ley Nacional de Tránsito - Nº 24.449.- Y, atento al análisis exhaustivo y la compatibilización de ambos Proyectos, esta Comisión ha resuelto emitir el presente despacho, que a continuación se transcribe y al cual os aconseja le prestéis vuestra aprobación:



LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE 

L E Y:

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito)" �

LEY DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAl - TITULO I

PRINCIPIOS BÁSICOS - CAPITULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 1º: Ámbito de Aplicación. La presente ley y sus normas reglamentarias regulan el uso de la vía pública, y son de aplicación a la circulación de personas, animales y vehículos terrestres en la vía pública, y a las actividades vinculadas con el transporte, los vehículos, las personas, las concesiones viales, la estructura vial y el medio ambiente, en cuanto fueren con causa del tránsito. Quedan excluidos los ferrocarriles. Será ámbito de aplicación de la presente, todo el territorio que sea jurisdicción de la Provincia de Santa Fe.-

Artículo 2º: Competencia. Es autoridad de aplicación y comprobación de las normas contenidas en ésta ley, el Consejo Provincial de Seguridad Vial, y los organismos municipales y comunales que determinen las respectivas jurisdicciones, que adhieran a ésta.

	En lo referente a las funciones de prevención y control de tránsito en las rutas nacionales y otros espacios del dominio público nacional por parte de la Gendarmería Nacional y otros organismos existentes de jurisdicción nacional, establécese que los mismos, no podrán interferir en la competencia provincial en la materia, sin perjuicio de los convenios celebrados o que pudieran celebrarse oportunamente, entre la Provincia y la Nación.

	La autoridad correspondiente podrá disponer por vía de excepción, exigencias complementarias a las de esta ley y su reglamentación, cuando así lo impongan fundadamente, específicas circunstancias locales. Podrá dictar también normas exclusivas, siempre que sean accesorias a las de esta ley y se refieran al tránsito y estacionamiento urbano, al ordenamiento de la circulación de vehículos de transporte, de tracción a sangre y a otros aspectos fijados legalmente.



Artículo 3º: Garantía de libertad de Tránsito. Queda prohibida la demora del conductor y/o la retención de su vehículo, la documentación de ambos y/o la licencia habilitante para conducir, salvo los casos expresamente contemplados por esta ley, ordenanzas municipales y comunales u ordenados por Juez competente.



Artículo 4º: Convenios Internacionales. Las convenciones internacionales sobre tránsito vigentes en el país, son aplicables a los vehículos matriculados en el extranjero en circulación por el territorio provincial.-



Artículo 5º: Definiciones: A los efectos de esta ley se entiende por:



Automóvil: el automotor para el transporte de personas de hasta ocho plazas (excluido conductor) con cuatro o más ruedas, y los de tres ruedas que excedan los mil kilogramos de peso.

Autopista: una vía multicarril sin cruces a nivel con otra calle o ferrocarril, con calzadas separadas físicamente y con limitación de ingreso directo desde los predios frentistas lindantes.

Autoridad jurisdiccional: la del Estado provincial , municipal o comunal.

Autoridad local: la autoridad inmediata, sea comunal, municipal, provincial, o de jurisdicción delegada a una de las fuerzas de seguridad.

Baliza: la señal fija o móvil con luz propia o retrorreflectora de luz, que se pone como marca de advertencia.

Banquina: la zona de la vía contigua a una calzada pavimentada, de un ancho de hasta tres metros, si no está delimitada.

Bicicleta: vehículo de dos ruedas que es propulsado por mecanismos con el esfuerzo de quien lo utiliza, pudiendo ser múltiple de hasta cuatro ruedas alineadas.

Calzada: la zona de la vía destinada sólo a la circulación de vehículos.

Camino: una vía rural de circulación.

Camión: vehículo automotor para transporte de carga de más de 3.500 kilogramos de peso total.

Camioneta: el automotor para transporte de carga de hasta 3.500 kilogramos de peso total.

Carretón: el vehículo especial, cuya capacidad de carga, tanto en peso como en dimensiones, supera la de los vehículos convencionales.

Ciclomotor: una motocicleta de hasta 50 c.c. de cilindrada y que no puede exceder los 50 kilómetros por hora.

Triciclo: todo vehículo de tres ruedas, con motor a tracción propia.-

Cuatriciclo: todo vehículo de cuatro ruedas con motor a tracción propia, de entre 175 c.c. de cilindrada como mínimo y 400 c.c. de cilindrada como máximo, con hasta cinco marchas y que puede desarrollar velocidades superiores a 50 kilómetros por hora.

Concesionario vial: el que tiene atribuido por la autoridad estatal la construcción y/o el mantenimiento y/o explotación, la custodia, la administración y recuperación económica de la vía pública mediante el régimen de pago de peaje u otro sistema de prestación.

Maquinaria especial: todo artefacto esencialmente construido para otros fines y capaz de transitar.

Motocicleta: todo vehículo de dos ruedas con motor a tracción propia de más de 50 cc. de cilindrada y que puede desarrollar velocidades superiores a 50 kilómetros por hora.

Ómnibus: vehículo automotor para transporte de pasajeros de capacidad mayor de ocho personas y el conductor.

Parada: el lugar señalado para el ascenso y descenso de pasajeros del servicio pertinente.

Paso a nivel: el cruce de una vía de circulación con el ferrocarril.

Peso: el total del vehículo más su carga y ocupantes.

Semiautopista: un camino similar a la autopista pero con cruces a nivel con otra calle o ferrocarril.

Senda peatonal: el sector de la calzada destinado al cruce de ella por peatones y demás usuarios de la acera. Si no está delimitada es la prolongación longitudinal de ésta.

Servicio de transporte: el traslado de personas o cosas realizado con un fin económico directo (producción, guarda o comercialización ) o mediando contrato de transporte.

Vehículo detenido: el que detiene la marcha por circunstancias de la circulación (señalización, embotellamiento) o para ascenso o descenso de pasajeros o carga, sin que deje el conductor su puesto.

Vehículo estacionado: el que permanece detenido por más tiempo del necesario para el ascenso o descenso de pasajeros o carga, o del impuesto por circunstancias de la circulación o cuando tenga el conductor fuera de su puesto.

Vehículo Automotor: todo vehículo de más de dos ruedas que tiene motor y tracción propia.

Vías multicarriles: son aquellas que disponen de dos o más carriles por manos.

Zona de camino: todo espacio afectado a la vía de circulación y sus instalaciones anexas, comprendidas entre las propiedades frentistas.

Zona de seguridad: área comprendida dentro de la zona de camino definida por el organismo competente.

TITULO II - COORDINACIÓN PROVINCIAL

CAPITULO ÚNICO - CONSEJO PROVINCIAL DE SEGURIDAD VIAL



Artículo 6º: Créase el Consejo Provincial de Seguridad Vial dentro de la órbita del Poder Ejecutivo, quien a su vez dispondrá la participación e integración del mismo, en el Consejo Federal de Seguridad Vial.

	Estará integrado por representantes del Poder Ejecutivo, de Municipalidades y Comunas con incumbencia en lo que es materia de ésta ley, en la forma y número que establezca la respectiva reglamentación.

	Se invitará a participar en calidad de asesores del Consejo a las entidades intermedias no gubernamentales, que representen a los sectores de la actividad privada más directamente vinculados a la materia.



Artículo 7º: Funciones.

	El Consejo Provincial de Seguridad Vial tendrá las siguientes funciones:

	

a) 	Fiscalizar el fiel cumplimiento de la Ley de Tránsito.

b) 	Propender a la armonización de intereses y acciones de todas las jurisdicciones de la provincia, a fin de obtener la mayor eficacia en el logro de los objetivos perseguidos por esta ley.

c) 	Fomentar y desarrollar la investigación accidentológica, a través de la creación de un Registro Provincial de Antecedentes de Accidentes de Tránsito.

d) 	Proponer políticas de prevención de accidentes de tránsito.

e) 	Alentar y desarrollar la educación vial.

f) 	Aconsejar medidas de interés general según los fines de esta ley.

g) 	Evaluar permanentemente la efectividad de las normas técnicas y legales.

h) 	Promover la capacitación técnica de los funcionarios a cargo de la aplicación y comprobación de las faltas previstas en la presente legislación.

i) 	Instrumentar el intercambio de información entre las autoridades de tránsito de las jurisdicciones nacionales, provinciales, municipales y/o comunales.

j)	Proponer la actualización de la legislación vial.-



Articulo 8º: Registro Provincial de Antecedentes y Accidentológico de Tránsito.

	Créase el Registro Provincial de Antecedentes y Accidentológico de Tránsito, el que dependerá y funcionará en el ámbito que determine el Poder Ejecutivo, debiendo coordinar sus acciones con el Consejo Provincial de Seguridad Vial, quien tiene derecho a su uso.

	Dicho Registro coordinará directamente, con el Registro Nacional de Antecedentes, y con municipios y comunas, el intercambio inmediato de datos referidos a: licencia de conducir; presuntos infractores prófugos o rebeldes; sanciones aplicadas; y demás información útil a los fines perseguidos por la presente ley.-

	Previo a cada obtención y/o renovación de licencia deberá ser consultado. De igual manera, para cada proceso contravencional o judicial relacionado a la materia.

	Tendrá a su cargo la elaboración de estadísticas accidentológicas, de seguros y de todo lo relacionado al parque automotor.-

	Deberá implementar una red informática que permita el flujo de datos y de información lo más ágil y rápida posible, a los efectos de evitar demoras en los trámites.

	Elaborará anualmente su presupuesto de gastos y recursos.



TITULO III - EL USUARIO DE LA VÍA PUBLICA

CAPITULO I - CAPACITACIÓN Y EDUCACIÓN VIAL



Artículo 9º: Educación Vial.

	La educación vial se define como una disciplina escolar y como un requisito para la vida moderna, a utilizar en la vía pública como pasajero, peatón o conductor.

	La autoridad competente incluirá la materia Educación Vial en los contenidos básicos comunes, para la Educación Inicial, la Básica General y la Polimodal, alcanzando todas las jurisdicciones de la Provincia, en establecimientos públicos y privados.

	En la enseñanza secundaria y terciaria, se incluirán orientaciones o especialidades que capaciten para servir los distintos fines perseguidos por esta ley.

	Para el correcto uso de la vía pública se dispone:

	

a) 	La elaboración de programas y proyectos que contemplen acuerdos y convenios con instituciones no gubernamentales con actuación directa en la materia.

b) 	La capacitación y especialización de directivos y docentes en coordinación con la Red Federal de Formación Docente Continua, del Ministerio de Educación de la Provincia.

c) 	Promover la creación de Centros de Formación Docente, para capacitación y especialización de los mismos, como así también para el personal de organismos que tengan función de ordenamiento y control del tránsito.

d) 	Solicitar a los responsables de los medios de comunicación social instrumenten programas continuos y permanentes sobre prevención y educación vial.

e) 	La prohibición de toda publicidad laudatoria de conductas contrarias a los fines de la ley.

f) 	La afectación de predios especialmente acondicionados por las autoridades municipales y/o comunales que proveerán zonas destinadas a la enseñanza y práctica de conducción.



Artículo 10º: Cursos de Capacitación.

	A los fines de esta ley, quiénes tengan a su cargo la aplicación y comprobación de faltas, deben capacitarse en forma continuada concurriendo a cursos especiales, seminarios o congresos, que tengan contenidos sobre legislación vial, control, administración, ingeniería de tránsito, prevención y evacuación de accidentes, técnica en circulación.



Artículo 11º: Edades mínimas para conducir.

	Para conducir vehículos en la vía pública se deben tener cumplidas las siguientes edades, según el caso:

	

a) 	Veintiún años para las clases de licencias C, D y E.

b) 	Dieciocho años para las restantes clases. 

	Sin perjuicio de lo precedentemente establecido, tendrán validez plena las habilitaciones de las jurisdicciones nacionales y provinciales que apliquen la ley Nacional Nº 24.449.-



Artículo 12º: Escuela de Conductores.

	Los establecimientos en los que se enseñe conducción de vehículos, deben cumplir los siguientes requisitos:



a) 	Poseer habilitación de la autoridad municipal o comunal.

b) 	Contar con instructores profesionales, cuya matrícula tendrá validez por dos años revocable por decisión fundada. Para obtenerla deberá acreditar buenos antecedentes y aprobar el examen especial de idoneidad.

c) 	Tener vehículos de las variedades necesarias para enseñar, en las clases para las que sea habilitado.

d) 	Cubrir con un seguro eventuales daños emergentes de la enseñanza

e) 	Exigir al alumno una edad no inferior en más de seis meses al límite mínimo de la clase de licencia que aspira obtener 

f) 	No tener personal, socios o directivos vinculados de manera alguna con la oficina expedidora de licencia de conducir de la jurisdicción.



CAPITULO II -  LICENCIAS DE CONDUCIR



Artículo 13º: Características. Su Otorgamiento.

	La licencia es un permiso personal e intransferible que habilita para conducir en todas las calles y caminos de la provincia y del país:



a) 	La autoridad provincial, delegará el otorgamiento de licencias de conducir, únicamente a las Municipalidades o Comunas que posean la infraestructura necesaria y que aseguren con eficacia y seguridad la expedición de la credencial habilitante.

	Para ello deberán contar con cuerpo médico propio o contratado; lugares adecuados para la toma de los distintos exámenes; equipos computarizados para la captación de datos e imágenes con capacidad para expedir las licencias, como así enviar mediante disquete al Registro Provincial de Antecedentes toda información útil para el otorgamiento de futuros carnets de acuerdo a Ley Nº 10.949.

b) 	Las licencias podrán otorgarse con una validez de hasta cinco años, con los plazos máximos de renovación que se explicitan a continuación:

		

b.1.- 	Hasta los 65 años, renovable cada cinco años.

b.2.- 	De 65 a 70 años, cada tres años.

b.3.- 	De 70 años en adelante, cada dos años.

	

c) 	Para el otorgamiento de la primera licencia de conducir, y sus sucesivas renovaciones, se deberá realizar obligatoriamente un examen psico-físico y técnico, bajo las condiciones que establezca la respectiva reglamentación.

d) 	Todo titular de una licencia deberá acatar los controles y órdenes que imparta la autoridad de tránsito en el ejercicio de sus funciones. Bajo ninguna circunstancia, la licencia de conducir podrá ser retenida a su titular, como método o medio de asegurar el pago de multas por contravenciones anteriores, salvo en los casos que medie orden de Juez competente.

e) 	La provincia podrá aceptar la delegación por parte de la Nación del otorgamiento de licencias para conducir vehículos del servicio de transporte de pasajeros y carga interjurisdiccional, a través de la celebración del respectivo convenio.

f) 	El otorgamiento de licencias de conducir en infracción a las normas de esta ley y su reglamentación, hará pasible al o a los funcionarios que las extiendan, de las responsabilidades contempladas en el artículo 1112 del Código Civil, sin perjuicio de las sanciones penales y administrativas que correspondan.

g) 	Las reglas sobre el otorgamiento de licencias de conducir serán únicas y uniformes en todo el territorio de la Provincia. El vencimiento de la licencia deberá coincidir con el día y mes de nacimiento de su titular. Excepcionalmente, en la primera habilitación o renovación en que deba aplicarse ésta ley , se podrá extender el plazo de vigencia más allá del máximo establecido legalmente, de modo de hacerlos coincidir.

h) 	La licencia y su renovación, serán otorgadas conforme a las disposiciones de esta ley, y sólo podrán ser revocadas, suspendidas o anuladas por las causas y bajo los procedimientos en ella previstos.

i) 	El Registro Provincial de Antecedentes y Accidentología, será el centro receptor de información de todos los datos sobre licencia de conducir, ejerciendo a su vez el control y supervisión del cumplimiento de lo establecido en el inciso a) de este artículo.

j) 	Queda prohibido conducir vehículos automotores por la vía pública, a toda persona que no esté legal y administrativamente autorizada, mediante la emisión de la respectiva licencia, la que deberá llevar consigo cuando conduzca, y exhibirla al serle requerida por la autoridad competente, al sólo efecto de verificar datos.

k) 	En oportunidad de la renovación de la licencia de conducir se podrá establecer una bonificación en el costo de la misma en favor de quienes no registran infracciones a la presente ley conforme la reglamentación que se dicte al efecto.-

l) 	No podrá otorgarse ni renovarse la licencia de conducir a quien adeuda multas de tránsito derivadas de sentencia firme, en los casos de contraventores reincidentes.-



Artículo 14º: Requisitos.

	La autoridad jurisdiccional de aplicación en el otorgamiento de las licencias de conducir, deberá requerir del solicitante:



a)	Saber leer y para aquellos conductores que deseen obtener su carnet profesional deberá agregarse, saber escribir.

b)	Revisación médica completa, incorporando constancia sobre aptitudes físicas, visuales, auditivas y psíquicas otorgadas de acuerdo al artículo 13 de la presente ley. 

	Los exámenes psico-físicos se incorporarán en forma gradual, en un plazo no mayor de dos años de la vigencia de esta ley.

	Los exámenes psico-clínicos, cardiológicos y sensoriales serán obligatorios a partir de la aplicación de la presente.

	El Consejo Provincial de Seguridad Vial, determinará para cada clase de licencia, las condiciones que determinen las aptitudes e ineptitudes, como las condiciones que deben tener los distintos exámenes.

c) 	Completados los exámenes médicos, deberá aprobar un examen teórico, el que será oral y escrito, como paso previo al examen práctico.

	Los exámenes teóricos versarán sobre legislación vial, técnica en conducción, señalización, estadística sobre accidentes y modo de prevenirlos.

	Todas las clases deberán completarse con normas de idoneidad, reacción, defensa conductiva, máxima velocidad, y conducción nocturna.

d)	Los exámenes prácticos deberán ejecutarse con el tipo de vehículo a que pertenezca la categoría solicitada, debiendo estar dicha unidad en perfecto estado de funcionamiento y seguridad e incluirá los procedimientos que defina la reglamentación. Para la clase f) del artículo 16, se exigirán los equipamientos especiales que necesite el solicitante de dicha licencia para conducir.

e)	Los exámenes teórico-prácticos versarán además, sobre conocimientos simples de mecánica y detección de fallas de los elementos de seguridad como así del funcionamiento de todo el equipamiento e instrumental del vehículo.

f)	Aquellos solicitantes que fueren reprobados en el primer examen teórico-práctico podrán hacerlo nuevamente, transcurridos quince días de ese examen.

g)	Las autoridades municipales y comunales deberán solicitar las informaciones correspondientes al Registro de Antecedentes de la Provincia, antes del otorgamiento de cualquier licencia.

h) 	Las personas daltónicas, con visión monocular o sordas y demás discapacitados que cumplan con los requisitos de esta ley y su reglamentación, podrán obtener licencia habilitante específica.



Artículo 15º: Contenido.

	Las licencias habilitantes deberán poseer los siguientes datos:

	

a) 	Provincia y país.-

b) 	Carácter de la misma.(original, duplicado, triplicado y sucesivas renovaciones).

c) 	Número de licencia coincidente con el número de matrícula de identidad de la persona.

d) 	Clase de licencia. Deberá especificarse la clase y/o clases otorgadas y los vehículos que autoriza a conducir.

e) 	Nombres y apellidos completos (paterno y materno) y firma del titular.

f) 	Fecha de nacimiento (lugar, año, mes y día).

g)	Grupo y factor sanguíneo del titular acreditado por profesional competente.

h) 	Fotografías conforme lo determine la reglamentación.

i) 	Domicilio y teléfono.

j) 	Fechas de otorgamiento y vencimiento e identificación del funcionario y organismo expedidor.

k) 	A pedido del titular de la licencia se hará constar la advertencia sobre alergia a medicamentos y otros similares y su voluntad de ser donante de órganos en caso de muerte.

l) 	En su caso, condiciones impuestas al titular para conducir.

ll) 	Certificación provisoria habilitante cuando fuere necesario. Estará a cargo del funcionario designado por cada Municipalidad o Comuna, quien será responsable de la respectiva habilitación. Dicha certificación tendrá validez hasta que se dé cumplimiento al inciso a) del artículo 13.

	

	Todos estos datos deberán ser comunicados en forma inmediata por la autoridad competente al Registro Provincial de Antecedentes, a sus efectos.



Artículo 16º: Clases de Licencias.

	Las clases de Licencias para conducir automotores son: 

	Clase A: Para ciclomotores, motocicletas, triciclos y cuatriciclos motorizados. Cuando se trate de motocicletas de más de 150 cc. de cilindrada , se debe haber tenido previamente por dos años habilitación para motos de menor potencia, excepto los mayores de veintiún años.

	Clase B: Para automóviles y camionetas con acoplados de hasta 750 kilogramos de peso o casa rodante.

	Clase C: Para camiones sin acoplado y los comprendidos en la Clase B.

	Clase D: Para los destinados al servicio de transporte de pasajeros, emergencia, seguridad y los de Clases B y C, según el caso.

	Clase E: Para camiones articulados o con acoplados, maquinarias especiales no agrícolas y los comprendidos en las Clases B y C.

	Clase F: Para automotores especialmente adaptados para discapacitados.

	Clase G: Para tractores y maquinarias especiales agrícolas.



Artículo 17º: Suspensión por Ineptitud.

	La autoridad jurisdiccional expedidora debe suspender la licencia de conducir cuando haya comprobado la inadecuación de la condición psico-física actual del titular con la que debería tener reglamentariamente.

	El ex titular puede solicitar la renovación de la licencia debiendo aprobar los nuevos exámenes requeridos.



Artículo 18º: Conductor Profesional.

	Los titulares de licencias de conducir de las clases C, D y E tendrán el carácter de conductores profesionales. Pero para que le sean extendidas las mismas deberán haber obtenido la de la clase B, al menos 1 año antes.

	Los cursos regulares para conductor profesional autorizados y regulados por el Consejo Provincial de Seguridad Vial, facultan a quiénes lo hayan aprobado, a obtener la habilitación correspondiente, desde los 20 años, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente.

	Durante el lapso establecido en la reglamentación, el conductor profesional tendrá la condición limitativa de aprendiz con los alcances que ella fije.

	Para otorgar la licencia clase D, se requerirá al Registro Provincial de Reincidencia y Estadísticas Criminal y Carcelaria los antecedentes del solicitante, denegándosele la habilitación en los casos que la reglamentación determine.

	A los conductores de vehículos para transporte de escolares o menores de 14 años, sustancias peligrosas y maquinaria especial, se les requerirán además los requisitos específicos correspondientes. 

	No puede otorgarse licencia profesional por primera vez, a personas con más de 65 años. En el caso de renovación de la misma, la autoridad jurisdiccional que la expida debe analizar, previo examen psico-físico, cada caso en particular.

	En todos los casos, la actividad profesional ,deberá ajustarse a la legislación y reglamentación sobre higiene y seguridad en el trabajo.



TITULO IV - LA VÍA PÚBLICA

CAPITULO ÚNICO - ESTRUCTURA VIAL



Artículo 19º: Principios Generales.- Toda obra o dispositivo que se ejecute, instale o esté destinado a surtir efecto en la vía pública, debe ajustarse a las normas básicas de seguridad vial para cada tipo de tránsito, y contemplando la posibilidad de desplazamiento de discapacitados con sillas u otra asistencia ortopédica.

	Cuando la infraestructura no pueda adaptarse a las necesidades de la circulación, ésta deberá desenvolverse en las condiciones de seguridad preventiva que imponen las circunstancias actuales.

	En autopistas, semiautopistas y demás caminos que establezca la reglamentación, se instalarán en las condiciones que la misma determina, sistemas de comunicación para que el usuario requiera los auxilios que necesite y para otros usos de emergencia.

	En los cruces ferro-viales a nivel de jurisdicción federal, se aplican las normas reglamentarias de la Nación, cuya autoridad de aplicación determina las condiciones del cruce hasta los 50 metros de cada lado de las respectivas líneas de detención.

	El organismo o entidad que autorice o introduzca modificaciones en las condiciones de seguridad de un cruce ferro-vial, debe implementar simultáneamente las medidas de prevención exigidas por la reglamentación para las nuevas condiciones.



Artículo 20º: Sistema Uniforme de Señalamiento.

	La vía pública será señalizada y demarcada conforme el sistema universal que se reglamente.

	Sólo son exigibles al usuario el cumplimiento de las reglas de circulación, expresadas a través de las señales, símbolos y marcas del sistema universal de señalamiento vial.



1º Concepto : El sistema de señalización vial uniforme comprende la descripción, significado y ubicación de los dispositivos de seguridad y control de tránsito, incluidos en la presente ley y su reglamentación, que hacen a la seguridad de la circulación vial.-

	Dicho señalamiento debe ser común en toda la provincia, según los principios nacionales e internacionales.



2º Competencia: El señalamiento lo realiza o autoriza, el organismo provincial, municipal o comunal responsable de la estructura vial, ajustándose a esta ley.- Es también de su competencia colocar o exigir la señal de advertencia en todo sector de riesgo más o menos permanente. Los que sean transitorios, deben ser colocados por el responsable y retirados por el mismo de inmediato, una vez que cese el motivo que la originó, con intervención policial cuando corresponda.-

	Las señales restrictivas son decididas por las autoridades de tránsito correspondientes. Quedan excluidas de estas responsabilidades las señales “barreras ferroviales”, “semáforos para cruces de ferroviales”, sobre las que tiene competencia la autoridad que habilita y que controla al servicio ferroviario según su legislación específica.

	Todo dato que deba transmitirse al usuario de la vía a efectos de la circulación y seguridad, se hará sólo mediante este sistema, no pudiéndose utilizar símbolos o señales no contempladas en el mismo.

	Todo cartel, propaganda, o leyenda sobre las vías públicas que no se ajusten a la presente deben ser removidos sin perjuicio de las sanciones que puedan corresponder. Las autorizaciones al respecto, para ser válidas deben tener la constancia del permiso de la autoridad del tránsito.



3º Obligatoriedad: El significado de la señalización, así como las indicaciones que esta ley establece, se presumen conocidas por todos los usuarios de la vía pública, no existiendo esta presunción respecto de las disposiciones locales accesorias las que crean excepción a una norma general, por lo que deben anunciarse conforme a la presente.

	Las órdenes transmitidas a través de señales son obligatorias para el usuario al que estén destinadas, constituyendo contravención su falta de cumplimiento.-

	No constituye infracción el incumplimiento de una disposición que debiendo enunciarse mediante el sistema de señalización vial uniforme, no lo esté.



4º Construcción: Los dispositivos regulados por la presente ley deben estar construidos, instalados y mantenidos según las normas de diseño que establezcan un criterio de uniformidad entendible para el usuario.



5º Mantenimiento: Es responsabilidad de todas las autoridades de aplicación de la normativa del tránsito en la vía pública, la preservación de la integridad y visibilidad de las señales, en cuanto a los elementos externos, humanos o no, que las pueden perturbar.

	En caso de daño a una señal o dispositivo, sea intencional o no, debe darse conocimiento a la autoridad policial o judicial correspondiente, indicando, de ser posible el probable responsable del hecho.

	Corresponde al ente vial provincial, municipal o comunal responsable de la vía, por sí o mediante el control que ejerce sobre el concesionario de ella o del sistema de señalamiento, mantener las señales o dispositivos ajustados a ésta, en buen estado de conservación y desempeño debiendo sustituírselas, cuando no se ajusten a ello.

	La señalización ya existente que difiere de la aprobada en ésta ley, será sustituida por la nueva cuando aquella deba ser renovada por deterioro o vencimiento del período de vida útil.-



6º Deletabilidad: Se entiende por deletabilizar, hacer que una cosa pierda o disminuya su condición de peligrosa o que resulte inocua.-

	Todo elemento constitutivo de la señal o dispositivo debe estar fuera de la calzada y banquina salvo imposibilidad de hecho. Aquellos que constituyan riesgos a la circulación deberán tener un sistema que eviten eventuales impactos o que, de producirse no sean de magnitud.

	De ser preferibles para la prevención, la utilización de construcciones o elementos naturales, se aplicarán estos. Se deberá impedir la colocación de señales no autorizadas, de elementos que las perturben o deterioren, o de publicidad en infracción.

	Cuando deba hacerse uso de la fuerza pública para impedir un acto o retirar un elemento, se recurrirá a la autoridad policial próxima que removerá de inmediato el material que cause peligro a la circulación, sin perjuicio de otras medidas que correspondan.



Artículo 21º: Obstáculos.

	Cuando la seguridad o fluidez de la circulación estén comprometidas por situaciones u obstáculos anormales, los organismos con facultades sobre la vía deben actuar de inmediato según su función, advirtiendo del riesgo a los usuarios y coordinando su accionar a efectos de dar solución de continuidad al tránsito.

	Toda obra en la vía pública destinada a reconstruir o mejorar la misma, o a la instalación de servicios, ya sea en zona rural o urbana y en la calzada o acera, debe contar con la autorización previa del ente competente, debiendo colocarse antes del comienzo de las obras los dispositivos de advertencia establecidos en el sistema uniforme de señalamiento.

	Cuando por razones de urgencia en la reparación del servicio no pueda efectuarse el pedido de autorización correspondiente, la empresa que realiza las obras, también deberá instalar los dispositivos indicados en el sistema uniforme de señalamiento vial, conforme a la obra que se lleve a cabo.

	Durante la ejecución de obras en la vía pública debe hacerse paso supletorio que garantice el tránsito de vehículos y personas y no presente perjuicio o riesgo. Igualmente se deberá asegurar el ingreso a los lugares sólo accesibles por la zona en obra.

	El señalamiento necesario, los desvíos y las reparaciones no efectuadas en los plazos convenidos por los responsables, serán llevados a cabo por el organismo con competencia sobre la vía pública o la empresa que éste designe, con cargo a aquellos, sin perjuicio de las sanciones que se establezcan en la reglamentación por los incumplimientos.-



Artículo 22º: Planificación Urbana.

	La autoridad local, a fin de preservar la seguridad vial, el medio ambiente, la estructura y la fluidez de la circulación, puede fijar en zona urbana, dando preferencia al transporte colectivo y procurando su desarrollo:

	

a) 	Vías o carriles para la circulación exclusiva u obligatoria de vehículos del transporte público de pasajeros o de carga.

b) 	Sentidos de tránsito diferenciales o exclusivos para una vía determinada, en diferentes horarios o fechas, y producir los desvíos pertinentes.

c) 	Estacionamiento alternado u otra modalidad según lugar, forma o fiscalización.

	

	Debe propenderse a la creación de entes multijurisdiccionales de coordinación, planificación, regulación y control del sistema de transporte en ámbitos geográficos, comunes con distintas competencias.



Artículo 23º: Restricciones al Dominio.-

	Es obligatorio para propietarios de inmuebles lindantes con la vía pública:

a)      Permitir la colocación de placas, señales o indicadores necesarios al tránsito.

b) 	No colocar luces ni carteles que puedan confundirse con indicadores del tránsito o que por su intensidad o tamaño puedan perturbarlo;

c) 	Mantener en condiciones de seguridad, toldos, cornisas, balcones o cualquier otra saliente sobre la vía;

d) 	No evacuar a la vía aguas servidas, ni dejar las cosas o desperdicios en lugares no autorizados;

e) 	Colocar en las salidas a la vía, cuando la cantidad de vehículos lo justifique, balizas de luz amarilla intermitente, para anunciar sus egresos;

f) 	Solicitar autorización para colocar inscripciones o anuncios visibles desde vías rurales o autopistas, a fin de que su diseño, tamaño y ubicación no confundan ni distraigan al conductor debiendo:

	

f.1) 	Ser de lectura simple y rápida, sin tener movimiento ni dar ilusión del mismo.

f.2) 	Estar a una distancia de la vía y entre si relacionada con la velocidad máxima admitida.

f.3) 	No confundir ni obstruir la visión de señales, curvas, puentes, encrucijadas u otros lugares peligrosos.

	

g) 	Tener alambrados que impidan el ingreso de animales a la zona del camino.



Artículo 24º: Publicidad en la Vía Pública.-

	Salvo las señales del tránsito y obras de la estructura vial, todos los demás carteles, luces, obras y leyendas, sin excepción, sólo podrán tener la siguiente ubicación respecto de la vía pública:



a) 	En zona rural, autopistas y semiautopistas deben estar fuera de la zona de seguridad, excepto los anuncios de trabajos en ella y la colocación del emblema del ente realizador del señalamiento.

b) 	En zona urbana, pueden estar sobre la acera y calzada. En este último caso, sólo por arriba de las señales del tránsito, obras viales y de iluminación. El permiso lo otorga previamente la autoridad local, teniendo especialmente en cuenta la seguridad del usuario:

c) 	En ningún caso se podrán utilizar como soporte los árboles, ni los elementos ya existentes de señalización, alumbrado, transmisión de energía y demás obras de arte de la vía.

	

	Por las infracciones a este artículo y al anterior y gastos consecuentes, responden solidariamente, propietarios, publicistas y anunciantes.-



Artículo 25: Construcciones permanentes o transitorias en zona de camino.-

	Toda construcción a erigirse dentro de la zona de camino debe contar con la autorización previa del ente vial competente.

	Siempre que no constituyan obstáculo o peligro para la normal fluidez del tránsito, se autorizarán construcciones permanentes en la zona de camino, con las medidas de seguridad para el usuario y peatones, a los siguientes fines:



a) 	Estaciones de cobro de peajes, de control de cargas y dimensiones de vehículos;

b) 	Obras básicas para la infraestructura vial;

c) 	Obras básicas para el funcionamiento de servicios esenciales.

	

	La autoridad vial competente podrá autorizar construcciones permanentes utilizando el espacio aéreo de la zona de camino, montadas sobre estructuras seguras y que no representen un peligro para el tránsito. A efectos de no entorpecer la circulación, el ente vial competente deberá fijar las alturas libres entre la rasante del camino y las construcciones a ejecutar. Para este tipo de edificaciones se podrán autorizar desvíos y playas de estacionamiento fuera de las zonas de caminos.

	La edificación de oficinas o locales para puestos de primeros auxilios, comunicaciones o abastecimientos, deberá ser prevista al formularse el proyecto de las rutas.

	Para aquellos caminos con construcciones existentes, el ente vial competente deberá estudiar y aplicar las medidas pertinentes persiguiendo la obtención de las máximas garantías de seguridad al usuario.

	No será permitida la instalación de puestos de control de tránsito permanente en las zonas de caminos, debiendo transformarse las existentes en puestos de primeros auxilios o de comunicaciones, siempre que no se los considere un obstáculo para el tránsito y la seguridad del usuario.-

	Esta última potestad no puede interpretarse en el sentido de renuncia o delegación de la competencia provincial en materia de control.



TITULO V - EL VEHÍCULO

CAPITULO I  -  MODELOS NUEVOS



Artículo 26º: Responsabilidad sobre su Seguridad.-

	Todo vehículo que se fabrique en el país o se importe para poder ser librado al tránsito público, debe cumplir las condiciones de seguridad activas y pasivas, de emisión de contaminantes y demás requerimientos de este capítulo, conforme las prestaciones y especificaciones contenidas en los anexos técnicos de la reglamentación.

	Cuando se trata de automotores o acoplados, su fabricante o importador debe certificar bajo su responsabilidad, que cada modelo se ajusta a ellas.

	Cuando tales vehículos sean fabricados o armados en etapas con direcciones o responsables distintos, el último que intervenga, debe acreditar tales extremos a los mismos fines bajo su responsabilidad.

	En el caso de componentes o piezas destinadas a repuestos, se seguirá el criterio del párrafo anterior, en tanto no pertenezca a un modelo homologado o certificado. Se comercializarán con sistema de inviolabilidad que permita la fácil y rápida detección de su falsificación o la violación del envase.

	Las autopartes de seguridad no se deben reutilizar ni reparar, salvo para las que se normalice un proceso de acondicionamiento y se garanticen prestaciones similares al original.

	A esos efectos, son competentes las autoridades provinciales, municipales o comunales en materia industrial o de transporte, quienes fiscalizan el cumplimiento de los fines de esta ley en la fabricación e importación de vehículos y partes, aplicando las medidas necesarias para ello.

	Todos los fabricantes e importadores de autopartes o vehículos mencionados en este artículo y habilitados, deben estar inscriptos en el registro oficial correspondiente para poder comercializar sus productos.

	Queda prohibida la comercialización de repuestos, accesorios o cualquier otro elemento que importe violar condiciones de seguridad o de protección del medio ambiente previstas en la presente ley.

	Las entidades privadas vinculadas con la materia tendrán participación y colaborarán en la implementación de los distintos aspectos contemplados en esta ley.-



Artículo 27º: Condiciones de seguridad.-

	Los vehículos cumplirán las siguientes exigencias mínimas, respecto de:

	

a) 	En general;

	

a.1) 	Sistema de frenado, permanente, seguro y eficaz, frenos de servicio, secundarios, estacionamiento y acoplado.

a.2) 	Sistema de dirección que permita el control del vehículo y cuyos elementos constitutivos cumplan con las especificaciones establecidas.

a.3) 	Sistema de suspensión, que atenúe los efectos de las irregularidades de la vía y contribuya a su adherencia y estabilidad;

a.4) 	Sistema de rodamiento con cubiertas neumáticas o de elasticidad equivalente, con las inscripciones reglamentarias;

a.5) 	Las cubiertas reconstruidas deben identificarse como tales y se usarán sólo en las posiciones reglamentarias.

a.6) 	Estar construidos conforme la más adecuada técnica de protección de sus ocupantes y sin elementos agresivos externos;

a.7) 	Tener su peso, dimensiones y relación potencia - peso adecuados a las normas de circulación que esta ley y su reglamentación establecen;

	

b) 	Los vehículos para el servicio de carga y pasajeros, poseer los dispositivos especiales, que la reglamentación exija de acuerdo a los fines de esta ley;

c) 	Los vehículos que se destinen al servicio de transporte de pasajeros estarán diseñados específicamente para esa función con las mejores condiciones de seguridad de manejo y comodidad del usuario, debiendo contar con:

		

c.1) 	Salidas de emergencia en relación a la cantidad de plazas;

c.2) 	El motor en cualquier ubicación, siempre que tenga un adecuado aislamiento termoacústico respecto al habitáculo. En los del servicio urbano de las unidades nuevas que se habiliten, deberá estar dispuesto en la parte trasera del vehículo;

c.3) 	Suspensión neumática en los del servicio urbano o equivalente para el resto de los servicios;

c.4) 	Dirección asistida;

c.5) 	Los del servicio urbano; caja automática para cambios de marcha;

c.6) 	Aislación termoacústica ignífuga o que retarde la propagación de llama;

c.7) 	El puesto de conductor diseñado ergonómicamente, con asiento de amortiguación propia; 

c.8) 	Las unidades de transporte urbano de pasajeros que se utilicen en ciudades con alta densidad de tránsito, un equipo especial para el cobro de pasajes, o bien dicha tarea debe estar a cargo de una persona distinta de la que conduce;



d) 	Las casas rodantes motorizadas cumplirán en lo pertinente con el inciso anterior;

e) 	Los destinados a cargas peligrosas, emergencias o seguridad, deben habilitarse especialmente;

f) 	Los acoplados deben tener un sistema de acople para idéntico itinerario y otro de emergencia con dispositivo que lo detenga si se separa;

g) 	Las casas rodantes remolcadas deben tener el tractor, las dimensiones, pesos, estabilidad y condiciones de seguridad reglamentarias;

h) 	La maquinaria especial tendrá desmontable o plegable sus elementos sobresalientes;

i) 	Las motocicletas deben estar equipadas con casco antes de ser libradas a la circulación;

j) 	Los de los restantes tipos se fabricarán según este título en lo pertinente;

k) 	Las bicicletas estarán equipadas con elementos retrorreflectivos en pedales y ruedas, para facilitar su detección durante la noche.



Artículo 28º: Requisitos para Automotores.- Los automotores deben tener los siguientes dispositivos mínimos de seguridad:



a) 	Correajes y cabezales normalizados o dispositivos que los reemplacen, en los plazos y vehículos que determina la reglamentación. En el caso de vehículos de servicios de transporte de pasajeros de media y larga distancia, tendrán cinturones de seguridad en los asientos de la primera fila.

b) 	Paragolpes y guardabarros o carrocería que cumplan tales funciones.- La reglamentación establece la uniformidad de las dimensiones y alturas de los paragolpes. 

c) 	Sistema autónomo de limpieza, lavado y desempañado de parabrisas;

d) 	Sistema retrovisor amplio, permanente y efectivo. 

e) 	Bocina de sonoridad reglamentada.

f) 	Vidrios de seguridad o elementos transparentes similares, normalizados y con el grado de tonalidad adecuados. 

g) 	Protección contra encandilamiento solar;

h) 	Dispositivo para corte rápido de energía;

i) 	Sistema motriz de retroceso;

j) 	Retrorreflectantes ubicados con criterio similar a las luces de posición. En el caso de vehículos para el servicio de transporte, deberán disponerse en bandas que delimiten los perímetros laterales y traseros;

k) 	Sistema de renovación de aire interior, sin posibilidad de ingreso de emanaciones del propio vehículo;

l) 	Sendos sistemas que impidan la apertura inesperada de sus puertas, baúl y capó;

ll) 	Traba de seguridad para niños en puertas traseras;

m) 	Sistemas de mandos e instrumental dispuestos del lado izquierdo de modo que el conductor no deba desplazarse ni desatender el manejo para accionarlos. Contendrá: 

m.1) 	Tablero de fácil visualización con ideogramas normalizados;

m.2) 	Velocímetro y cuentakilómetros;

m.3) 	Indicadores de luz de giro;

m.4) 	Testigos de luces alta y de posición;

	

n) 	Fusibles interruptores automáticos, ubicados en forma accesible y en cantidad suficiente como para que cada uno cubra distintos circuitos, de modo tal que su interrupción no anule todo un sistema;

ñ) 	Estar diseñados, construidos y equipados de modo que se dificulte o retarde la iniciación y propagación de incendios, la emanación de compuestos tóxicos y se asegure una rápida y efectiva evacuación de personas.



Artículo 29º: Sistema de Iluminación.-

	Los automotores para personas y cargas deben tener los siguientes sistemas y elementos de iluminación:



a) 	Faros delanteros: de luz blanca o amarilla en no más de dos pares, con alta y baja, ésta de proyección asimétrica;

b) 	Luces de posición: que indican junto con las anteriores, dimensión y sentido de marcha desde los puntos de observación reglamentados:

		

b.1) 	Delanteras de color blanco o amarillo;

b.2) 	Traseras de color rojo;

b.3) 	Laterales de color amarillo a cada costado, en los cuales por su largo las exija la reglamentación;

b.4) 	Indicadores diferenciales de color blanco, en los vehículos en los cuales por su ancho los exija la reglamentación;

	

c) 	Luces de giro: intermitentes de color amarillo, delante y atrás. En los vehículos que indique la reglamentación llevarán otras a los costados;

d) 	Luces de frenos traseras: de color rojo, encenderán al accionar el mando de frenos antes de actuar éste;

e) 	Luz para la patente trasera;

f) 	Luz de retroceso blanca;

g) 	Luces intermitentes de emergencia, que incluyen a todos los indicadores de giro;

h) 	Sistema de destello de luces frontales;

i) 	Los vehículos de otro tipo se ajustarán a lo precedente, en lo que corresponda y :

i.1) 	Los de tracción animal llevarán un artefacto luminoso en cada costado, que proyecten luz blanca hacia adelante y roja hacia atrás;

i.2) 	Los velocípedos llevarán una luz blanca hacia adelante y otra roja hacia atrás.

i.3) 	Las motocicletas cumplirán en lo pertinente con los incisos a) al e) y g);

i.4) 	Los acoplados cumplirán en lo pertinente con lo dispuesto en los incisos b), c), d), e), f) y g);

i.5) 	La maquinaria especial de conformidad a lo que establece el artículo 59º de esta ley y la reglamentación correspondiente.

        Queda prohibido a cualquier vehículo colocar o usar otros faros o luces que no sean los taxativamente establecidos en esta ley, salvo el agregado de hasta dos luces rompeniebla y sólo en vías de tierra el uso de faros buscahuellas.



Artículo 30º: Luces adicionales.-

	Los vehículos que se especifican deben tener las siguientes luces adicionales:

	

a) 	Los camiones articulados o con acoplado: tres luces en la parte central superior, verdes adelantes y rojas atrás;

b) 	Las grúas para remolque: luces complementarias de las de freno y posición, que no queden ocultas por el vehículo remolcado;

c) 	Los vehículos de transporte de pasajeros: cuatro luces de color excluyendo el rojo, en la parte superior delantera y una roja en la parte superior trasera;

d) 	Los vehículos para transporte de menores de catorce (14) años: cuatro luces amarillas en la parte superior delantera y dos rojas y una amarilla central en la parte superior trasera, todas conectadas a las luces normales intermitentes de emergencia;

e) 	Los vehículos policiales y de seguridad: balizas azules intermitentes;

f) 	Los vehículos de bomberos y servicios de apuntalamiento, explosivos u otros de urgencias: balizas rojas intermitentes;

g) 	Las ambulancias y similares: balizas verdes intermitentes;

h) 	La maquinaria especial y los vehículos que por su finalidad de auxilio, reparación o recolección sobre la vía pública, no deban ajustarse a ciertas normas de circulación: balizas amarillas intermitentes.-



Artículo 31º: Otros requerimientos.

	Respectos a los vehículos se debe, además: 

	

a) 	Los automotores ajustarse a los límites sobre emisión de contaminantes, ruidos y radiaciones parásitas. Tales límites y el procedimiento para detectar las emisiones son los que establece la reglamentación, según la legislación en la materia:

b) 	Dotarlos de por lo menos un dispositivo o cierre de seguridad antirrobo;

c) 	Implementar acciones o propaganda tendientes a disminuir el consumo excesivo de combustible;

d) 	Los vehículos además deben tener grabados indeleblemente los caracteres identificatorios que determina la reglamentación en los lugares que la misma establece .El motor y otros elementos podrán tener numeración propia:

e) 	Los automotores homologados por la autoridad competente serán diseñados en sus elementos motrices y de transmisión de tal manera que las velocidades máximas a desarrollar no superen en el 50% los valores máximos de esta ley.



CAPITULO II -  PARQUE USADO



Artículo 32º: Revisión técnica obligatoria.

	Las características de seguridad de los vehículos librados al tránsito, no pueden ser modificadas, salvo las excepciones que establezcan las reglamentaciones vigentes. La exigencia de incorporar a los automotores en uso, elementos o requisitos de seguridad que están contemplados en el capítulo anterior, y que no hayan figurado originalmente, serán considerados excepcionalmente, siempre que no impliquen una importante modificación de otro componente o parte del vehículo, para lo cual se deberá tener en cuenta una amplia difusión de la nueva exigencia.

	Todos los vehículos automotores, acoplados y semirremolques, destinados a usar la vía pública, están sujetos a la revisación técnica periódica a los efectos de constatar el estado de funcionamiento que posean las piezas y todo el sistema en que figure la seguridad activa y pasiva, como así también el control sobre emisión de contaminantes y/o gases tóxicos.

	Las piezas y sistemas a examinar, la periodicidad de revisión, el procedimiento a emplear y el criterio para la evaluación de resultados, serán cumplimentados por la autoridad competente, por normas reglamentarias.

	El Poder Ejecutivo Provincial, delegará la revisión técnica obligatoria a Municipalidades y Comunas de la Provincia, las que podrán hacerlo en forma individual o a través de convenios interjurisdiccionales celebrados entre ellas, a estos efectos. Podrán asimismo, concesionar a terceros la prestación de los servicios, siguiendo sus propias normas legales, o formalizar convenios con instituciones de educación técnica reconocidas oficialmente.-

	La revisión técnica obligatoria del automotor radicado en la Provincia será válida cualquiera sea el taller en que se hubiese verificado siempre que el mismo estuviere ubicado en el territorio provincial.-

	Los talleres habilitados para estas funciones, sólo tendrán como actividad exclusiva la realización de las verificaciones a que refiere esta ley. Funcionarán bajo la dirección técnica de un matriculado con incumbencia profesional específica en la materia, el que será civil y penalmente responsable conforme a las normas legales vigentes.-

	Cada taller revisor, deberá contar con un registro obligatorio de revisiones, habilitado por la autoridad de aplicación.

	Lo recaudado por las Municipalidades y Comunas en concepto de derecho de verificación, canon de concesión, o la modalidad de retribución que se establezca, será depositado en cuentas especiales cuyos fondos sólo podrán ser destinados a los gastos que demande el cumplimiento de esta ley, en especial en materia de educación vial y señalización.



TITULO VI -  LA CIRCULACIÓN

CAPITULO l  -  REGLAS GENERALES



Artículo 33º: Prioridad Normativa.



a) 	En la vía pública se debe circular respetando las indicaciones de la autoridad de comprobación o aplicación, las señales de tránsito y las normas legales, en ese orden de prioridad.

b) 	La circulación o paso por puentes, se ajustará a lo siguiente:

	

b.1) 	Cuando por circunstancias especiales sea necesario limitar la sobrecarga de los puentes por debajo de las normas fijadas para esta clase de obras, no se admitirá ningún paso por el mismo cuando el peso total exceda el inscripto en las señales indicadoras respectivas.

b.2) 	Cuando sea necesario utilizar el paso del puente, y el vehículo no responda a lo determinado en esta ley, se necesitará la autorización correspondiente de la autoridad provincial, municipal o comunal competente donde se encuentre el mismo, corriendo por cuenta del solicitante los gastos que, por cualquier concepto se originen con motivo del paso.



c) 	Los conductores deberán tener presente en los pasos a nivel:

		

c.1) 	Que cuando el mismo se encuentre cerrado, deberá quedar la unidad detenida en el lado derecho de la calzada, correspondiente a su marcha. Cuando por distintos motivos debiera permanecer cerrado el mismo y llegasen otros vehículos, cada uno de ellos deberá situarse detrás del que estuviese ya detenido, prohibiéndose la ocupación de la mitad izquierda de la calzada cuando esta sea de una sola mano. Cuando la misma sea ruta y/o avenida prohíbese la ocupación del lado opuesto correspondiente a la línea central de la misma.

c.2) 	Los peatones y los conductores de vehículo con animales, tienen la obligación de dejar libres las vías férreas instaladas a lo largo de las vías públicas o que crucen éstas.



Artículo 34º: Exhibición de Documentos.

	Al sólo requerimiento de la autoridad competente se debe presentar la documentación exigible, la que debe ser devuelta inmediatamente de verificada, no pudiendo retenerse sino en las situaciones que la presente ley contempla:

	Se considera documentación exigible, según los casos:

	

a) 	Licencia de conductor acorde a la categoría del vehículo.

b) 	Cédula de identificación del automotor con vigencia, siendo admisible en forma complementaria, la autorización de manejo dada por el titular, debidamente certificada por autoridad judicial o notarial si el conductor no es titular del vehículo.

c) 	Póliza o certificado de cobertura de seguro, por responsabilidad civil contra terceros y terceros transportados, y el recibo del último pago.

d) 	Certificado de habilitación técnica, según lo determine la reglamentación del caso.

e) 	Recibo de control mensual de desinfección de servicios públicos.

f) 	Carnet relevante en caso de no ser titular de la licencia de taxi.

g) 	Tarjeta de habilitación de equipo de gas, si el vehículo fuera propulsado por el mismo, expedida por la autoridad competente.

h) 	Habilitación como servicio público de transporte de sustancias alimenticias, si el vehículo así lo requiere.

i) 	Carta de Porte del transporte, de conformidad con la normativa nacional y/o provincial.

j) 	Recibo de patente del año fiscal en curso.



Artículo 35º: Peatones y discapacitados.

	Los peatones transitarán:



a) 	En zona urbana:

		

a.1) 	Únicamente por la acera u otros espacios habilitados a ese fin.

a.2) 	En las intersecciones, por la senda peatonal.

a.3) 	Excepcionalmente por la calzada, rodeando el vehículo, los ocupantes del asiento trasero, sólo para el ascenso-descenso del mismo.

	Las mismas disposiciones se aplican para sillas de lisiados, coches de bebés, y demás vehículos que no ocupen más espacio que el necesario para los peatones, ni superen la velocidad que establece la reglamentación.

	

b) 	En zona rural:

	Por sendas o lugares lo más alejado posible de la calzada. Cuando los mismos no existan, transitarán por la banquina en sentido contrario al tránsito del carril adyacente. Durante la noche portarán brazaletes u otros elementos retrorreflectivos para facilitar su detección.

	El cruce de la calzada se hará en forma perpendicular a la misma, respetando la prioridad de los vehículos.

c) 	En zonas urbanas y rurales si existen cruces a distinto nivel con senda para peatones , su uso es obligatorio para atravesar la calzada.



Artículo 36º: Condiciones para conducir.

	Los conductores deben:



a) 	Antes de ingresar a la vía pública, verificar que tanto él como su vehículo se encuentren en adecuadas condiciones de seguridad, de acuerdo con los requisitos legales, bajo su responsabilidad. No obstante, en caso de vehículos del servicio de transporte, la responsabilidad por sus condiciones de seguridad, se ajustará a lo dispuesto en el inciso a) del artículo 50º de esta ley.

b) 	En la vía pública, circular con cuidado y prevención, conservando en todo momento el dominio efectivo del vehículo o animal, teniendo en cuenta los riesgos propios de la circulación y demás circunstancias del tránsito.

	

	Cualquier maniobra deben advertirla previamente y realizarla con precaución, sin crear riesgo ni afectar la fluidez del tránsito.

	Utilizarán únicamente la calzada, sobre la derecha y en el sentido señalizado, respetando las vías o carriles exclusivos y los horarios de tránsito establecidos.



Artículo 37º: Requisitos para circular.

	Para poder circular con automotor es indispensable:

	

a) 	Que su conductor esté habilitado para conducir ese tipo de vehículo y que lleve consigo la licencia correspondiente.

b) 	Que porte la cédula de identificación del mismo.

c) 	Que lleve el comprobante de seguro, en vigencia, que refiere el artículo 65 de esta ley.

d) 	Que el vehículo, incluyendo acoplados y semirremolques tenga colocadas las placas de identificación de dominio, con las características y en los lugares que establece la reglamentación. Las mismas deben ser legibles de tipos normalizados y sin aditamentos.

e) 	Que, tratándose de un vehículo del servicio de transporte o maquinaria especial, cumpla las condiciones requeridas para cada tipo de vehículo y su conductor porte la documentación especial prevista sólo en la presente ley.

f) 	Que posea matafuego y balizas portátiles normalizados, excepto las motocicletas.

g) 	Que el número de ocupantes guarde relación con la capacidad para la que fue construido y no estorben al conductor. Los menores de 10 años deben viajar en el asiento trasero, en silla, soporte u otro sistema de seguridad.

h) 	Que el vehículo y lo que transporta tengan las dimensiones, peso y potencia adecuados a la vía transitada y a las restricciones establecidas por la autoridad competente, para determinados sectores del camino.

i) 	Que posea los sistemas de seguridad originales en buen estado de funcionamiento.-

j) 	Que tratándose de una motocicleta, sus ocupantes lleven puesto cascos normalizados, y si la misma no tiene parabrisas, su conductor use anteojos.

k) 	Que sus ocupantes usen los correajes de seguridad en los vehículos que por reglamentación deben poseerlos.



Artículo 38º: Prioridades.

	Todo conductor debe ceder siempre el paso en las encrucijadas al que circula desde su derecha. Esta prioridad es absoluta, y sólo se pierde ante : 



a) 	La señalización específica en contrario.

b) 	Los vehículos ferroviarios.

c) 	Los vehículos del servicio público de urgencia, en cumplimiento de su misión.

d) 	Los vehículos que circulan por una semi autopista, antes de ingresar o cruzarla, se debe siempre detener la marcha.

e) 	Los peatones que cruzan la calzada por la senda peatonal o en zona peligrosa señalizada como tal; debiendo el conductor detener el vehículo si pone en peligro al peatón.

f) 	Las reglas especiales para rotondas.

g) 	Cualquier circunstancia cuando :

		

g.1) 	Se desemboque desde una vía de tierra a una pavimentada.

g.2) 	Se circule al costado de vías férreas, respecto del que sale del paso a nivel.

g.3) 	Se haya detenido la marcha o se vaya a girar para ingresar a otra vía.

g.4) 	Se conduzcan animales o vehículos de tracción a sangre.

	

	Si se dan juntas varias excepciones, la prioridad es según el orden de este artículo. Para cualquier otra maniobra, goza de prioridad quien conserva su derecha.



Artículo 39º: Adelantamiento.

	El adelantamiento a otro vehículo debe hacerse por la izquierda, conforme a las siguientes reglas:

	

a) 	El que sobrepase debe constatar previamente que a su izquierda la vía esté libre en una distancia suficiente para evitar todo riesgo, y que ningún conductor que le sigue lo esté a su vez sobrepasando.

b) 	Debe tener la visibilidad suficiente y no iniciar la maniobra si se aproxima a una encrucijada, curva, puente, cima de la vía o lugar peligroso.

c) 	Debe advertir al que le precede su intención de sobrepasarlo por medios de destellos de las luces frontales o la bocina en zona rural. En todos los casos, debe utilizar el indicador de giro izquierdo hasta concluir su desplazamiento lateral.

d) 	Debe efectuarse el sobrepaso rápidamente de forma tal de retomar su lugar a la derecha, sin interferir la marcha del vehículo sobrepasado; esta última acción debe realizarse con el indicador de giro derecho en funcionamiento.

e) 	El vehículo que ha de ser sobrepasado deberá una vez advertida la intención de sobrepaso, tomar las medidas necesarias para posibilitarlo, circular por la derecha de la calzada y mantenerse, y eventualmente reducir su velocidad.

f) 	Para indicar a los vehículos posteriores la inconveniencia de adelantarse, se pondrá la luz de giro izquierda, ante la cual los mismos se abstendrán del sobrepaso.

g) 	Los camiones y maquinaria especial facilitarán el adelantamiento en caminos angostos corriéndose a la banquina .

h) 	Excepcionalmente se puede adelantar por la derecha cuando:

		

h.1) 	El anterior ha indicado su intención de girar o de detenerse a su izquierda.

h.2) 	En un embotellamiento la fila de la izquierda no avanza o es más lenta.



Artículo 40º: Giros y Rotondas.

	Para realizar un giro debe respetarse la señalización y observar las siguientes reglas:



a) 	Advertir la maniobra con suficiente antelación, mediante la señal luminosa correspondiente, que se mantendrá hasta la salida de la encrucijada.

b) 	Circular desde treinta metros antes por el costado más próximo al giro a efectuar.

c) 	Reducir la velocidad paulatinamente, girando a una marcha moderada.

d) 	Reforzar con la señal manual cuando el giro se realice para ingresar en una vía de poca importancia o en un predio frentista.

e) 	Si se trata de una rotonda, la circulación a su alrededor será ininterrumpida sin detenciones y dejando la zona central no transitable de la misma, a la izquierda. Tiene prioridad de paso el que circula por ella sobre el que intenta ingresar debiendo cederla al que egresa, salvo señalización en contrario.



Artículo 41º: Vías semaforizadas.

	En las vías reguladas por semáforos:



a) 	Los vehículos deben:

	

a.1) 	Con luz verde a su frente, avanzar:

a.2) 	Con luz roja, detenerse antes de la línea de frenado marcada a tal efecto o de la senda peatonal, evitando luego cualquier movimiento.

a.3) 	Con luz amarilla, detenerse si se estima que no se alcanzará a transponer la encrucijada antes de la roja.

a.4) 	Con luz intermitente amarilla, que advierte la presencia de cruce riesgoso, efectuar el mismo con precaución.

a.5) 	Con luz intermitente roja, que advierte la presencia de cruce peligroso, detener la marcha y sólo reiniciarla cuando se observe que no existe riesgo alguno.

a.6) 	En un paso a nivel, el comienzo del descenso de la barrera equivale al significado de la luz amarilla del semáforo.

	

b) 	Los peatones deberán cruzar la calzada cuando:



b.1) 	Tengan a su frente semáforo peatonal con luz verde o blanca habilitante.

b.2) 	Sólo exista semáforo vehicular y el mismo dé paso a los vehículos que circulan en su misma dirección.

b.3) 	No teniendo semáforo a la vista, el tránsito de la vía a cruzar esté detenido.

	No deben cruzar con luz roja o amarilla a su frente.



c) 	No rigen las normas comunes sobre el paso de encrucijada.

d) 	La velocidad máxima permitida es la señalizada para la sucesión coordinada de luces verdes sobre la misma vía.

e) 	Debe permitirse finalizar el cruce que otro hace y no iniciar el propio ni con luz verde, si del otro lado de la encrucijada no hay espacio suficiente para sí.

f) 	En vías de doble mano no se debe girar a la izquierda salvo señal que lo permita.



Artículo 42º: Vías Multicarriles.

	En las vías con más de dos carriles por mano , sin contar el ocupado por estacionamiento, el tránsito debe ajustarse a lo siguiente:



a) 	Se puede circular por carriles intermedios cuando no haya a la derecha otro igualmente disponible.

b) 	Se debe circular permaneciendo en un mismo carril y por el centro de éste.

c) 	Se debe advertir anticipadamente con la luz de giro correspondiente, la intención de cambiar de carril.

d) 	Ningún conductor debe estorbar la fluidez del tránsito, circulando a menor velocidad que la de operación de su carril.

e) 	Los vehículos de pasajeros y de carga, salvo automóviles y camionetas, deben circular únicamente por el carril derecho, utilizando el carril inmediato de su izquierda para sobrepaso.

f) 	Los vehículos de tracción a sangre, cuando les está permitido circular y no tuvieren carril exclusivo, deben hacerlo por el derecho únicamente.

g) 	Todo vehículo al que le haya advertido el que lo sigue su intención de sobrepaso, se debe desplazar hacia el carril inmediato a la derecha.



Artículo 43º: Autopistas

	En las autopistas, además de lo establecido para las vías multicarril, rigen las siguientes reglas:



a) 	El carril extremo izquierdo se utilizará para el desplazamiento a la máxima velocidad admitida por la vía y a maniobras de adelantamiento.

b) 	No pueden circular peatones, vehículos propulsados por el conductor, vehículos de tracción a sangre, ciclomotores y maquinaria especial.

c) 	No se puede estacionar ni detener para ascenso y descenso de pasajeros, ni efectuar carga y descargas de mercaderías, salvo en las dársenas construidas al efecto si las hubiere.

d) 	Los vehículos remolcados por causa de accidentes, desperfecto mecánico, etc. deben abandonar la vía en la primera salida.

	En semi autopistas son de aplicación los incisos b), c) y d).



Artículo 44º: Uso de las luces.

	En la vía pública los vehículos deben ajustarse a lo dispuesto en los artículos 29 y 30 de esta ley, y encender sus luces cuando la luz natural sea insuficiente o las condiciones de visibilidad o del tránsito lo reclamen, observando las siguientes reglas:

	

a) 	Luz baja: Su uso es obligatorio, excepto cuando corresponda la alta y en cruces ferroviales .

b) 	Luz alta: Su uso es obligatorio sólo en zona rural y autopistas, debiendo cambiar por luz baja en el momento previo al cruce con otro vehículo que circule en sentido contrario, al aproximarse a otro vehículo que lo precede y durante la noche si hubiere niebla.

c) 	Luces de posición: Deben permanecer encendidas junto con la alta o baja, la de la patente y las adicionales en su caso.

d) 	Destello: Debe usarse en los cruces de vías y para advertir los sobrepasos.

e) 	Luces intermitentes de emergencia: deben usarse para indicar la detención en zona peligrosa o la ejecución de maniobras riesgosas.

f) 	Luces rompenieblas y de retroceso: Deben usarse sólo para sus fines propios.

g) 	Las luces de freno, giro, retroceso e intermitentes de emergencia se encienden a sus fines propios, aunque la luz natural sea suficiente.



Artículo 45º: Prohibiciones.

	Está prohibido en la vía pública:

	

a) 	Conducir con impedimentos físicos o psíquicos, sin la licencia especial correspondiente, en estado de intoxicación alcohólica o drogadicción o habiendo tomado estupefacientes o medicamentos que disminuyan la aptitud para conducir.

b) 	Ceder o permitir la conducción a personas sin habilitación para ello.

c) 	A los vehículos, circular a contramano, sobre los separadores de tránsito o fuera de la calzada, salvo sobre la banquina en caso de emergencia.

d) 	Disminuir arbitraria y bruscamente la velocidad, realizar movimientos zigzagueantes o maniobras caprichosas e intempestivas.

e) 	A los menores de 18 años conducir bicicletas en zonas de gran concentración de vehículos o vías rápidas conforme lo determinen las reglamentaciones locales.- Asimismo está prohibido, sin distinción de edades, trasladarse en rollers por la vía pública, plazas, y peatonales.-

f) 	Obstruir el paso legítimo de peatones u otros vehículos en una bocacalle, avanzando sobre ella, aún con derecho a hacerlo, si del otro lado de la encrucijada no hay espacio suficiente que permita su despeje.

g) 	Conducir a una distancia del vehículo que lo precede menor de la prudente, de acuerdo a la velocidad de marcha.-

h) 	Circular marcha atrás, excepto para estacionar, egresar de un garaje o de una calle sin salida.

i) 	La detención irregular sobre la calzada, el estacionamiento sobre la banquina y la detención en ella sin ocurrir emergencias.

j) 	En curvas, encrucijadas y otras zonas peligrosas, cambiar de carril o fila, adelantarse, no respetar la velocidad precautoria y detenerse .

k) 	Cruzar un paso a nivel si se percibiera la proximidad de un vehículo ferroviario, o si desde el cruce se estuvieran haciendo señales de advertencia o si las barreras estuviesen bajas o en movimiento, o la salida no estuviere expedita. También está prohibido detenerse sobre los rieles o a menos de cinco metros de ellos cuando no hubiere barreras, o quedarse en posición que pudiere obstaculizar el libre movimiento de las barreras.

l) 	Circular con cubiertas con fallas o sin la profundidad legal de los canales en su banda de rodamiento.

ll) 	A los conductores de velocípedos, de ciclomotores, cuatriciclos, y motocicletas, circular asidos de otros vehículos o enfilados inmediatamente tras otros automotores.

m) 	A los ómnibus y camiones transitar en los caminos manteniendo entre sí una distancia menor a 100 metros, salvo cuando tengan más de dos carriles por mano o para realizar una maniobra de adelantamiento.

n) 	Remolcar automotores, salvo para los vehículos destinados a tal fin. Los demás vehículos podrán hacerlo en caso de fuerza mayor utilizando elementos rígidos de acople y con la debida precaución.

ñ) 	Circular con un tren de vehículos integrado con más de un acoplado, salvo lo dispuesto para la maquinaria especial y agrícola.

o) 	Transportar residuos, escombros, tierra, arena, grava, aserrín, otra carga a granel, polvorientas, que difunda olor desagradable, emanaciones nocivas o sea insalubre en vehículos o continentes no destinados a ese fin.

p) 	Transportar cualquier carga o elemento que perturbe la visibilidad, afecte peligrosamente las condiciones aerodinámicas del vehículo, oculte luces o indicadores o sobresalga de los límites permitidos.

q) 	Efectuar reparaciones en zonas urbanas, salvo arreglos de circunstancia, en cualquier tipo de vehículo.

r) 	Dejar animales sueltos y arrear hacienda, salvo en este último caso por caminos de tierra y fuera de la calzada.

s) 	Estorbar u obstaculizar de cualquier forma la calzada o la banquina y hacer construcciones, instalarse o realizar venta de productos en zona alguna del camino, fuera de las permitidas en esta ley.

t) 	Circular en vehículos con bandas de rodamiento metálicas o con grapas, tetones, cadenas, uñas u otro elemento que dañe la calzada, salvo sobre el barro, y también los de tracción animal en caminos de tierra. Tampoco por estos podrán hacerlo los microómnibus, ómnibus, camiones o maquinaria especial, mientras estén enlodados. En este último caso, la autoridad local podrá permitir la circulación siempre que asegure la transitabilidad de la vía.

u) 	Usar la bocina o señales acústicas: salvo en caso de peligro o en zona rural y tener el vehículo sirena o bocina no autorizadas.

v) 	Circular con vehículos que emitan gases, humos, ruidos, radiaciones u otras emanaciones contaminantes del ambiente, que excedan los límites reglamentarios.

w)	Conducir utilizando auriculares y sistemas de comunicación de operación manual continua.

x) 	Circular con vehículos que posean defensas delanteras y/o traseras, enganches sobresalientes, o cualquier otro elemento que, excediendo los límites de los paragolpes o laterales de la carrocería, puedan ser potencialmente peligrosos para el resto de los usuarios de la vía pública.



Artículo 46º: Estacionamiento.

	Es la detención de un vehículo en la vía pública, con o sin conductor, por más tiempo que el necesario para el ascenso y/o descenso de pasajeros y/o cargas o descargas de cosas.

	Los estacionamientos, conformes a las reglas son considerados:



1.-	Permitidos: Son aquellos sobre la vía pública que están destinados a tal efecto.

	Pueden ser onerosos, a través del pago de una tasa por servicios o por precio; o gratuitos.

	En las zonas urbanas deben observarse las reglas siguientes:

	

a) 	El estacionamiento se efectuará sobre el costado derecho de la calzada en forma paralela al cordón, dejando entre vehículos un espacio no menor de 0,50 m. entre unidades, pudiendo la autoridad local establecer por reglamentación otras formas.

b) 	Cuando las arterias posean una sola mano, el estacionamiento deberá realizarse sobre el costado derecho de la calzada, en forma paralela al cordón y en sentido de la mano.

c) 	Cuando las arterias sean avenidas o calles de doble mano, el estacionamiento se hará sobre los números pares y de acuerdo al sentido de circulación.

d) 	Cuando las arterias denominadas avenidas o calles de doble mano, superen al ancho de los 16 metros, se considerarán como calles de una sola mano, permitiendo el estacionamiento en ambas manos sobre su derecha y de acuerdo a la circulación, siempre y cuando la Dirección de Tránsito de cada Municipalidad o Comuna crea que no entorpezca la libre circulación.

e) 	El estacionamiento de unidades dentro del radio urbano será permitido, cuando el mismo se realice a no menos de 10 metros, detrás de la línea de edificación de las esquinas.

f) 	No existirán en la vía pública espacios reservados para determinados vehículos, salvo que mediare disposición fundada, previa señalización por la Dirección de Tránsito de cada jurisdicción, quien colocará en la misma el número del correspondiente permiso.

g) 	Cuando dentro del radio urbano existan calles con pendientes, los vehículos estarán autorizados a estacionar, colocando sus ruedas delanteras en ángulo con el cordón de la vereda.

h) 	Cuando existan arterias con paradas de ómnibus, micro ómnibus y colectivos con espacios asignados para el ascenso y descenso de pasajeros, los demás vehículos estacionarán a no menos de 10 metros del inicio o terminación de dichas paradas.

i) 	Los estacionamientos son considerados correctos, cuando la unidad además de cumplimentar con las reglas descriptas estuviera ubicada a no menos de 20 centímetros del cordón.

j) 	Cuando un conductor deba realizar un estacionamiento por imposibilidad de movilizar la unidad por averías, tomará los recaudos necesarios, marcando el peligro existente mediante balizas colocadas delante y detrás del vehículo a unos 30 y 50 metros respectivamente.

	

	En las Zonas Rurales:

	Los estacionamientos en zonas rurales se deberán efectuar, dejando libre de la línea de calzada y/o banquina, 1,50 metro.-



2.- 	Prohibidos: Son aquellos sobre la vía pública que por razones técnicas, vinculadas generalmente a la fluidez y seguridad del tránsito deben permanecer libres, y disponibles para todo uso.

	No se debe estacionar ni autorizar el hacerlo:

	

a.- 	En todo lugar donde se pueda afectar la seguridad, visibilidad o fluidez del tránsito, o se oculte la señalización.

b.- 	En las esquinas, entre su vértice ideal y la línea imaginaria que resulte de prolongar la ochava, y en cualquier lugar peligroso.

c.- 	Sobre la senda para peatones o bicicletas, aceras, rieles, sobre la calzada y en los 10 metros anteriores y posteriores a la parada del transporte de pasajeros. Tampoco se admite la detención voluntaria. No obstante, se puede autorizar señal mediante, a estacionar en la parte externa de la vereda, cuando su ancho y el tránsito lo permita.

d.- 	Frente a la puerta de hospitales, escuelas y otros servicios públicos hasta 10 metros a cada lado de ellos, salvo los vehículos relacionados a la función del establecimiento.

e.- 	Frente a la salida de cines, teatros y similares, durante su funcionamiento.

f.- 	En los accesos de garajes en uso y de estacionamiento con ingreso habitual de vehículos, siempre que tengan la señal pertinente, con el respectivo horario de prohibición o restricción.

g.- 	Por un período mayor de 5 días o del lapso que fije la autoridad local.

h.- 	Ningún ómnibus, microbús, casa rodante, camión, acoplado, semiacoplado o maquinaria especial, excepto en los lugares que habilite a tal fin mediante la señalización pertinente.

	

3.- 	Remoción e inmovilizadores: Serán efectuadas o aplicables, según las reglamentaciones que se establezcan en jurisdicción provincial, municipal o comunal.-



CAPITULO II  -  REGLAS DE VELOCIDAD



Artículo 47º: Velocidad precautoria.

	El conductor debe circular siempre a una velocidad tal que, teniendo en cuenta su salud, el estado del vehículo y su carga, la visibilidad existente, las condiciones de la vía y el tiempo y densidad del tránsito, tenga siempre el total dominio de su vehículo y no entorpezca la circulación. De no ser así, deberá abandonar la vía o detener la marcha.



Artículo 48º: Velocidad Máxima.

	Los límites máximos de velocidad son:

a)	 En zona urbana:



a.1) 	En calles: 40 kilómetros por hora.

a.2) 	En avenidas: 60 kilómetros por hora.

a.3) 	En vías con semaforización coordinada y sólo para motocicletas y automóviles: la velocidad de coordinación de los semáforos.

	

b)	 En zona rural:



b.1) 	Para motocicletas, automóviles y camionetas: 110 kilómetros por hora.

b.2) 	Para microbús, ómnibus y casas rodantes motorizadas: 90 kilómetros por hora.

b.3) 	Para camiones y automotores con casa rodante acoplada: 80 kilómetros por hora.

b.4) 	Para transporte de sustancias peligrosas; 80 kilómetros por hora.

	

c) 	En semi autopistas: los mismos límites que en zona rural para los distintos tipos de vehículos, salvo el de 120 kilómetros por hora para motocicletas y automóviles.

d) 	En autopistas: los mismos del inciso b) salvo para motocicletas y automóviles que podrán llegar hasta 130 kilómetros por hora y los del punto 2 que tendrán el máximo de 100 kilómetros por hora.

e) 	Límites máximos especiales:

		

e.1) 	En las encrucijadas urbanas sin semáforo: la velocidad precautoria, nunca superior a 30 kilómetros por hora.

e.2) 	En los pasos a nivel sin barrera ni semáforos: la velocidad precautoria no superior a 20 kilómetros por hora y después de asegurarse el conductor que no viene un tren.

e.3) 	En proximidad de establecimientos escolares, deportivos, y de gran afluencia de personas: velocidad precautoria no mayor a 20 kilómetros por hora durante su funcionamiento.

e.4) 	En rutas que atraviesen zonas urbanas, 60 kilómetros por hora, salvo señalización en contrario.

e.5) 	Control de velocidades: De acuerdo a reglamentaciones .-



Artículo 49º: Limites Especiales.

	Se respetarán además los siguientes límites:

	

a) 	Mínimos: 

		

a.1) 	En zona urbana y autopistas: la mitad del máximo fijado para cada tipo de vía.

a.2) 	En caminos y semi autopistas: 40 kilómetros por hora, salvo los vehículos que deban portar permisos y las maquinarias especiales.

	

b) 	Señalizados: Los que establezca la autoridad del tránsito en los sectores del camino en los que así lo aconseje la seguridad y fluidez de la circulación.

c) 	Promocionales: Para promover el ahorro de combustible y una mayor ocupación de automóviles, se podrá aumentar el límite máximo del carril izquierdo en una autopista para tales fines.

CAPITULO III - REGLAS PARA VEHÍCULOS DE TRANSPORTE



Artículo 50º: Exigencias comunes:

	Los propietarios de vehículos del servicio de transporte de pasajeros y carga, deben tener organizados el mismo, de modo que:



a) 	Los vehículos circulen en condiciones adecuadas de seguridad, siendo responsables de su cumplimiento, no obstante la obligación que pueda tener el conductor de comunicarles las anomalías que detecte.

b) 	No deben utilizar unidades con mayor antigüedad que la siguiente, salvo que se ajusten a las limitaciones de uso, tipo y cantidad de carga, velocidad y otras que se les fije en esta ley, como así en la revisión técnica periódica.

		

b.1) 	De 10 años para los de sustancias peligrosas y pasajeros.

b.2) 	De 20 años para los de carga.

	La autoridad competente del transporte puede establecer términos menores en función de la calidad de servicio que requiere.



c) 	Sin perjuicio de un diseño armónico con los fines de esta ley, los vehículos y su carga no deben superar las siguientes dimensiones máximas:

	

c.1) 	Ancho : 2.60 metros.

c.2) 	Alto: 4.10 metros.

c.3) 	Largo.



c.3.1) 	Camión simple: 13,20 metros.

c.3.2) 	Acoplado: 8.60 metros.

c.3.3) 	Camión con acoplado: 20 metros.

c.3.4) 	Camión y ómnibus articulado: 18 metros.

c.3.5) 	Unidad tractora con semirremolque articulado y acoplado: 20,50 metros.

c.3.6) 	Ómnibus: 14 metros.- En urbanos, el límite puede ser menor en función de la normativa y característica de la zona a que están afectados.

	

d) 	Los vehículos y su carga no transmitirán a la calzada un peso mayor al indicado en los siguientes casos:

	

d.1) 	Por eje simple:

d.1.1) 	Con ruedas individuales: 6 toneladas.

d.1.2) 	Con rodado doble: 10,50 toneladas.

		

d.2) 	Por conjunto tandem (doble eje).

d.2.1)	Con ruedas individuales: 10 toneladas.

d.2.2) 	Ambos con rodado doble: 18 toneladas.

		

d.3) 	Por conjunto tandem (triple eje)



d.3.1) 	Con rodado doble: 25,50 toneladas.

	

d.4) 	En total para una formación normal de vehículos: 45 toneladas.

d.5) 	Para camión, acoplado y acoplado individualmente: 30 toneladas.

	La reglamentación definirá los límites intermedios de diversas combinaciones de ruedas, las dimensiones del tandem, las tolerancias, el uso de ruedas super anchas, las excepciones y restricciones para los vehículos especiales de transporte de otros vehículos sobre sí.

	

e) 	La relación entre la potencia efectiva al freno y el peso total de arrastre será desde la vigencia de esta ley, igual o superior a 3,25 CV DIN (caballo vapor DIN), por tonelada de peso. En el período de tiempo que establecerá la reglamentación de esta ley, la relación potencia peso deberá ser igual o superior al valor 4,25 CV DIN por tonelada de peso.

f) 	Obtengan la habilitación técnica de cada unidad, cuyo comprobante será requerido para cualquier trámite relativo al servicio o al vehículo.

g) 	Los vehículos, excepto los de transporte urbano de carga y pasajeros, estén equipados a efectos del control, para prevención e investigación de accidentes y de otros fines, con un dispositivo inviolable y de fácil lectura que permita conocer la velocidad, distancia, tiempo y otras variables sobre su comportamiento, permitiendo su control en cualquier lugar donde se encuentre el vehículo.

h) 	Los vehículos lleven en la parte trasera, sobre un círculo reflectivo, la cifra indicativa de la velocidad máxima que le está permitido desarrollar.

i) 	Los no videntes y demás discapacitados gocen en el servicio de transporte del beneficio de poder trasladarse con el animal guía o aparato de asistencia que se valgan.

j) 	En el servicio de transporte de pasajeros por carretera se brindarán al usuario las instrucciones necesarias para casos de siniestro.

k) 	Cuenten con el permiso, concesión, habilitación o inscripción del servicio, de parte de la autoridad de transporte correspondiente. Esta obligación comprende a todo automotor que no sea de uso particular exclusivo.

	

	Queda expresamente prohibido en todo el territorio provincial, la circulación en tránsito, de vehículos de transporte por automotor colectivo de pasajeros que no hayan cumplido con los requisitos establecidos por la autoridad nacional o provincial de esta o de otra jurisdicción y por los acuerdos internacionales bilaterales y multilaterales vigentes relativos al transporte automotor.

	Cuando se verificase la circulación de un vehículo en infracción a lo señalado en los párrafos anteriores, se dispondrá la paralización del servicio y la retención del vehículo utilizado hasta subsanarse las irregularidades comprobadas.- Los pasajeros deberán en estos casos, llegar a su destino final bajo costo total y responsabilidad del transportista.-

	El Poder Ejecutivo Provincial dispondrá las medidas que resulten pertinentes a fin de coordinar el accionar de los organismos de seguridad de las distintas jurisdicciones, a los efectos de posibilitar el cumplimiento de lo precedentemente establecido.

	Respecto a la antigüedad del parque automotor requerida en este artículo, la misma será exigible en el territorio provincial a los 3 años de entrar en vigencia esta ley.-



Artículo 51º: Transporte Público Urbano.-

	En el servicio de transporte público de pasajeros regirán, además de las normas del artículo anterior, las siguientes reglas:

	

a) 	El ascenso y descenso de pasajeros se hará en las paradas establecidas;

b) 	Cuando no haya parada señalada, el ascenso y descenso se efectuará sobre el costado derecho de la calzada, antes de la encrucijada;

c) 	Entre las 22 y 6 horas del día siguiente, durante tormenta o lluvia, el ascenso y descenso debe hacerse antes de la encrucijada, en el lugar que el pasajero requiera, aunque no coincida con parada establecida. De igual beneficio gozarán permanentemente las personas con movilidad reducida (embarazadas, discapacitados, etc), que además tendrán preferencia para el uso de los asientos;

d) 	En toda circunstancia, la detención se hará paralelamente a la acera y junto a ella, de manera tal que permita el adelantamiento de otros vehículos por su izquierda, y lo impida por su derecha;

e) 	Queda prohibido en los vehículos en circulación, fumar, sacar los brazos o partes del cuerpo fuera de los mismos, o llevar sus puertas abiertas mientras está en movimiento.-



Artículo 52º: Transporte de Escolares.

	En el transporte de escolares o menores de 14 años, debe extremarse la prudencia en la circulación y cuando su cantidad lo requiera serán acompañados por una persona mayor para su control. No llevarán más pasajeros que plazas, y los mismos serán tomados y dejados en el lugar más cercano posible al de sus domicilios y destinos.

	Los vehículos tendrán en las condiciones que fije la reglamentación de esta ley sólo asientos fijos, elementos de seguridad y estructurales necesarios, distintivos identificatorios para una adecuada salubridad e higiene.

	Tendrán cinturones de seguridad en los asientos de primera fila.



Artículo 53º: Transporte de Carga.

	Los propietarios de vehículos de carga dedicados al servicio de transporte, sean particulares o empresas, conductores o no, deben:



a) 	Estar inscriptos en el registro de transporte correspondiente .

b) 	Inscribir en sus vehículos la identificación y domicilio, la tara, el peso máximo de arrastre (P.M.A.) y el tipo de los mismos, con las excepciones reglamentarias.

c) 	Proporcionar a sus choferes la pertinente carta de porte en los tipos de viajes y formas que fija esta ley y su reglamentación.

d) 	Proveer la pertinente cédula de acreditación para conducir cualquiera de sus unidades en los casos y formas que se reglamenten.

e) 	Transportar la carga excepcional e indivisible en vehículos especiales y con la portación del permiso otorgado por el ente vial competente previsto en esta ley.

f) 	Transportar el ganado mayor, los líquidos, carga a granel y otras como estiércol, animales muertos, residuos patológicos y/o sustancias análogas, arena, tierra, escombros, carbón, polvo de ladrillos en vehículos cerrados, con su carga tapada y especialmente destinados a ese objeto.

	Las unidades destinadas a transporte de animales o sustancias nauseabundas, deberán ser lavados en el lugar de descarga y en cada ocasión, salvo las excepciones reglamentarias que se fijen para cada zona.

g) 	Colocar los contenedores normalizados en vehículos adaptados y con los dispositivos de sujeción que cumplan las condiciones de seguridad reglamentarias y la debida señalización perimetral con elementos retrorreflectivos.

h) 	Cuando transporten sustancias peligrosas: estar provistos de los elementos distintivos y de seguridad reglamentarios, ser conducidos y tripulados por personal con capacitación especializada en el tipo de carga que llevan y ajustarse en lo pertinente a la Ley Nacional Nº 24.051.



Artículo 54º: Exceso de Cargas. Permisos.

	Es responsabilidad del transportista y del titular de dominio la distribución o descarga fuera de la vía pública, y de la carga que exceda las dimensiones o peso máximo permitidos.

	Cuando una carga excepcional no puede ser transportada en otra forma o por otro medio, la autoridad jurisdiccional competente, con intervención del responsable de la estructura vial, si juzga aceptable el tránsito del modo solicitado, otorgará un permiso especial para exceder los pesos y dimensiones máximos permitidos, lo cual no exime de responsabilidad por los daños que se causen, ni del pago compensatorio por disminución de la vida útil de la vía.

	Podrá delegarse a una entidad provincial, municipal o comunal el otorgamiento de los permisos.

	El transportista y el titular de dominio responden por el daño que ocasionen a la vía pública como consecuencia de la extralimitación en el peso o dimensiones de su vehículo. También el cargador y todo el que intervenga en la contratación o prestación del servicio, responde solidariamente por multas y daños. El receptor de cargas debe facilitar a la autoridad competente los medios y constancias que disponga; caso contrario, incurre en infracción.



Artículo 55º: Revisores de Carga.

	Los revisores designados por la autoridad jurisdiccional, podrán examinar los vehículos de carga para comprobar si se cumple, respecto de ésta, con las exigencias de la presente y su reglamentación.

	La autoridad policial y de seguridad deben prestar auxilio, tanto para retener el vehículo como para hacer cumplir las indicaciones de ello.

	No pueden ser detenidos ni demorados los transportes de valores bancarios o postales debidamente acreditados. 



CAPITULO IV -  REGLAS PARA CASOS ESPECIALES



Artículo 56º: Obstáculos.

	La detención de todo vehículo o la presencia de carga u objetos sobre la calzada o banquina, debido a caso fortuito o fuerza mayor, debe ser advertida a los usuarios de la vía pública, al menos con la inmediata colocación de balizas reglamentarias.

	La autoridad presente debe remover el obstáculo sin dilación, por sí sola o con la colaboración del responsable si lo hubiera y estuviere en posibilidad de hacerlo.

	Asimismo, los trabajadores que cumplen tareas sobre la calzada y los funcionarios de aplicación y comprobación, deben utilizar vestimenta que los destaque suficientemente, por su color de día y por sus retrorreflectancias de noche.

	La autoridad de aplicación puede disponer la suspensión temporal de la circulación, cuando situaciones climáticas o de emergencia lo hagan aconsejable.



Artículo 57º: Uso especial de la vía.

	El uso de la vía pública para fines extraños al tránsito tales como: manifestaciones, mitines, exhibiciones, competencias deportivas, deben ser previamente autorizados por la autoridad correspondiente, solamente si:



a) 	El tránsito normal puede mantenerse con similar fluidez por vías alternativas de reemplazo;

b) 	Los organizadores acrediten que se adoptarán en el lugar las medidas necesarias de seguridad para personas y cosas;.

c) 	Los organizadores se responsabilizan por sí o contratando un seguro, por los eventuales daños a terceros o a la estructura vial, que pudieran surgir de la realización de un acto que implique riesgos.



Artículo 58º: Vehículos de Emergencia.

	Los vehículos de los servicios de emergencia pueden, excepcionalmente y en cumplimiento estricto de su misión específica, no respetar las normas referentes a la circulación, velocidad y estacionamiento, si ello les fuera absolutamente imprescindible en la ocasión que se trate, siempre y cuando no ocasionen un mal mayor que aquél que intenten resolver.

	Estos vehículos tendrán habilitación técnica especial y no excederán de 15 años de antigüedad. 

	Sólo en tal circunstancia deben circular, para advertir su presencia, con sus balizas distintivas de emergencia en funcionamiento y agregando el sonido de una sirena si su cometido requiriera extraordinaria urgencia.

	Los demás usuarios de la vía pública tienen la obligación de tomar todas las medidas necesarias a su alcance para facilitar el avance de esos vehículos en tales circunstancias, y no pueden seguirlos.

	La sirena debe usarse simultáneamente con las balizas distintivas, con la máxima moderación posible.



Artículo 59º: Maquinaria Especial.

	La maquinaria especial que transite por la vía pública, debe ajustarse a las normas de esta ley y su reglamentación en lo pertinente, y hacerlo de día, sin niebla, prudentemente, a no más de 30 kilómetros por hora, a una distancia de por lo menos 100 metros del vehículo que la preceda y sin adelantarse a otro en movimiento.

	Si el camino es pavimentado o mejorado, no debe usar la calzada siempre que sea posible utilizar otro sector.

	La posibilidad de ingresar a una zona céntrica urbana debe surgir de una autorización otorgada al efecto conforme las disposiciones de ésta ley, o de las ordenanzas municipales o comunales.

	Si excede las dimensiones máximas permitidas en no más de un 15 % se otorgará una autorización general para circular, con las restricciones que correspondan.

	En los casos en que la infracción se verifique cuando haya pasajeros transportados, la prohibición de circular solo se efectivizará en caso de falta grave que ponga en peligro la seguridad de la misma.-

	Si el exceso en las dimensiones es mayor del 15 % o lo es en el peso, debe contar con las autorizaciones especiales de las autoridades provinciales, municipales o comunales, pero no puede transmitir a la calzada una presión por superficie de contacto, de cada rueda, superior a la que autoriza el reglamento, o las normas municipales o comunales.

	A la maquinaria especial agrícola podrá agregársele además de una casa rodante, hasta dos acoplados con sus accesorios y elementos desmontables, siempre que no supere la longitud máxima permitida en cada caso.



Artículo 60º: Franquicias Especiales.

	Los siguientes beneficiarios gozarán de las franquicias que la reglamentación les otorgue a cada uno, en virtud de sus necesidades, en cuyo caso deben llevar adelante y atrás del vehículo que utilicen en forma visible, el distintivo reglamentario, sin perjuicio de la placa patente correspondiente:

	

a). 	Los lisiados, conductores o no.

b). 	Los diplomáticos extranjeros acreditados en el país.

c). 	Los profesionales en prestación de un servicio público o privado de carácter urgente y bien común.

d). 	Los automotores antiguos de colección y prototipos experimentales que no reúnan las condiciones de seguridad requeridas para vehículos, pueden solicitar de la autoridad provincial, municipal o comunal, la franquicia que los exceptúe de ciertos requisitos para circular en los lugares, ocasiones y lapsos determinados.

e). 	Los chasis o vehículos incompletos en traslado para su complementación gozan de autorización general, en el itinerario que les fije la autoridad provincial, municipal o comunal. 

f). 	Los acoplados especiales para traslado de material deportivo no comercial.

g). 	Los vehículos para transporte postal y de valores bancarios.

	

	Queda prohibida toda otra forma de franquicia en esta materia, y el libre tránsito o estacionamiento.



CAPITULO V -  ACCIDENTES



Artículo 61º: Presunciones.

	Se considera accidente de tránsito todo hecho que produzca daño en personas o cosas como consecuencia de la circulación.

	Se presume responsable de un accidente al que carecía de prioridad de paso o cometió una infracción relacionada con la causa del mismo, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda corresponderles a los que, aún respetando las disposiciones, pudiendo haberlo evitado voluntariamente, no lo hicieron.

	El peatón goza del beneficio de la duda y presunciones en su favor, en tanto no incurra en violaciones a las reglas del tránsito.



Artículo 62º: Obligaciones.

	Es obligatorio para partícipes de un accidente de tránsito:

	

a)- 	Detenerse inmediatamente.

b)- 	Suministrar los datos de su licencia de conducir y del seguro obligatorio a la otra parte y a la autoridad interviniente. Si los mismos no estuviesen presentes, debe adjuntar tales datos adhiriéndolos eficazmente al vehículo dañado.

c)- 	Denunciar el hecho ante cualquier autoridad de aplicación.

d)- 	Comparecer y declarar ante la autoridad administrativa de investigación y juzgamiento cuando sean citados.



Artículo 63º: Investigación Accidentológica.

	Los accidentes del tránsito serán estudiados y analizados a los fines estadísticos y para establecer su causalidad y obtener conclusiones que permitan aconsejar medidas para su prevención. Los datos son de carácter reservado. Para su obtención se emplean los siguientes mecanismos:

	

a)- 	En todos los accidentes no comprendidos en los incisos siguientes, la autoridad de aplicación labrará un acta de choque con los datos que compruebe y denuncia de las partes, entregando a éstas original y copia a los fines del cumplimiento de todo lo normado para el seguro obligatorio;

b)-	En los accidentes en que corresponda sumario penal, la autoridad de aplicación en base a los datos de su conocimiento, confeccionará la ficha accidentológica, que remitirá al organismo encargado de la estadística;

c)- 	En los siniestros que por su importancia ,habitualidad u originalidad se justifique, se ordenará una investigación técnica - administrativa profunda a través del Consejo Provincial de Seguridad Vial, el que tendrá acceso para investigar piezas y personas involucradas, pudiendo requerir si corresponde, el auxilio de la fuerza pública e informes de organismos oficiales.



Artículo 64º: Sistema de evacuación y auxilio.

	Las autoridades competentes locales, organizarán un sistema de auxilio para emergencias, prestando, requiriendo y coordinando los socorros necesarios mediante la armonización de los medios de comunicación, de transporte y asistenciales.

	Centralizarán igualmente el intercambio de datos para la atención de heridos en el lugar del accidente y su forma de traslado hacia los centros asistenciales.



Artículo 65º: Seguro Obligatorio.

	Todo vehículo automotor, acoplado o semiacoplado, que circule en jurisdicción provincial, debe estar cubierto por seguro, de acuerdo a las condiciones que fije la autoridad nacional en materia aseguradora, que cubra eventuales daños causados a terceros, transportados o no. 

	Igualmente resultará obligatorio el seguro para las motocicletas, ciclomotores, triciclos y cuatriciclos en las mismas condiciones que rige para los automotores.

	Este seguro obligatorio podrá contratarse con cualquier entidad autorizada para operar en el ramo, la que debe otorgar al asegurado el comprobante que exige esta ley como requisito para circular.



TITULO VIII  -  BASES Y PRINCIPIOS PARA EL PROCEDIMIENTO

CAPITULO I  -  REGLAS PROCESALES



Artículo 66º: Principios Básicos.

	El procedimiento para aplicar esta ley y su reglamentación, es el que establezcan en cada jurisdicción, las autoridades provinciales, municipales o comunales.-

	La aplicación de normas en los procedimientos, se ajustarán a los siguientes principios:

	

a) 	Asegurar el debido proceso y el derecho a defensa del presunto contraventor.-

b) 	Los Jueces competentes del lugar donde se haya cometido la contravención, aplicarán las sanciones que surjan de esta ley, u ordenanzas municipales o comunales, en las causas en que intervengan, de las cuales resulte la comisión de contravenciones, y no haya recaído otra pena;

c) 	Reconocer validez plena a los actos de autoridad competente de las jurisdicciones con las que exista reciprocidad;

d) 	Tener por válidas las notificaciones efectuadas con constancia de ellas, en el domicilio fijado en la licencia habilitante del presunto contraventor, o en su actual domicilio real;

e) 	Conferir a la constancia de recepción de copia del acta de comprobación, fuerza de citación suficiente para comparecer ante el Juez respectivo, en el lugar y plazo que la misma indique, el que no podrá ser inferior a 5 días hábiles, sin perjuicio del comparendo voluntario;

f) 	Adoptar en la documentación de uso general un sistema práctico y uniforme que permita la fácil detección de su falsificación o violación;



Artículo 67º: Deber de las Autoridades.- Las autoridades provinciales, municipales o comunales, deben observar las siguientes reglas:



	

a) 	En materia de comprobación de faltas;

		

a.1) 	Actuar de oficio o por denuncia de personas capaces;

a.2) 	Investigar la posible comisión de faltas en todo accidente de tránsito;

a.3) 	Identificarse ante el presunto contraventor, indicándole la dependencia inmediata a la que pertenece y su número de placa o credencial, la que deberá portar en forma visible; 

a.4) 	Utilizar el formulario de acta reglamentario, entregando copia al presunto contraventor, salvo que se negare a identificarse o se diere a la fuga, circunstancias que se harán constar en ella;

a.5) 	Prohibir el otorgamiento de gratificaciones a quienes constaten contravenciones, sea por la cantidad que se comprueben o por las recaudaciones que se realicen;

b) 	En materia de juzgamiento:

		

b.1) 	Aplicar esta ley y su reglamentación con prioridad sobre cualquier otra norma que pretenda regular la misma materia, en oposición a ésta;

b.2) 	Evaluar el acta de comprobación de contravención, con sujeción a las reglas de la sana crítica razonada;

b.3) 	Hacer traer por la fuerza pública a los incomparecientes debidamente citados, rebeldes o prófugos, salvo los casos excepcionales previstos en esta ley;

b.4) 	La autoridad de juzgamiento deberá atender todos los días hábiles administrativos, durante seis horas como mínimo;



CAPÍTULO II -  MEDIDAS CAUTELARES



Artículo 68º: Retención Preventiva.- La autoridad de comprobación o aplicación debe retener, dando inmediato conocimiento a la autoridad de juzgamiento:



a) 	A los conductores cuando:

		

a.1) 	Sean sorprendidos in fraganti en estado de intoxicación alcohólica, bajo los efectos de drogas, de estupefacientes u otra sustancia que altere las condiciones psicofísicas normales, o en su defecto, ante la presunción de alguno de los estados anteriormente enumerados.-

	La retención, deberá operarse por el tiempo necesario para recuperar el estado normal. Toda retención no deberá exceder de 6 horas;

a.2) 	Fuguen habiendo participado en un accidente o habiendo cometido algunas de las infracciones penadas con arresto en los términos de esta ley, y por el término necesario para labrar las actuaciones policiales correspondientes, el que no podrá exceder el tiempo establecido en el apartado anterior.-

	

b) 	A las Licencias habilitantes, cuando:

	

b.1) 	Estuvieren vencidas.-

b.2) 	Hubieren caducado por cambio de datos no denunciados oportunamente.-

b.3) 	Hayan sido adulteradas o surja una evidente violación a los requisitos exigidos en esta ley.-

b.4) 	Sea evidente la disminución de las condiciones psicofísicas del titular, con relación a la exigible al serle otorgada, excepto a los discapacitados debidamente habilitados, debiéndose proceder a su suspensión por ineptitud.-

b.5) 	El titular se encuentre inhabilitado o suspendido para conducir.-

	

c) 	A los vehículos:



c.1) 	Que no cumplan con las exigencias de seguridad reglamentaria, se les labrará acta provisional, salvo en los casos de vehículos afectados al transporte automotor de pasajeros o carga. Presentándose el vehículo dentro de los 3 días ante la autoridad competente, y acreditando haber subsanado la falta, el acta quedará anulada.- El incumplimiento del procedimiento precedente convertirá el acta en definitiva.-

	La retención durará el tiempo necesario para labrar el acta, excepto si el requisito faltante es tal que pone en peligro cierto la seguridad de tránsito o implique inobservancia de las condiciones de ejecución que para los servicios de transporte automotor de pasajeros o de carga establece la autoridad competente.-

	En tales casos, la retención durará hasta que se repare el defecto o se regularicen las condiciones de ejecución del servicio indicado.-

c.2) 	Si son conducidos por personas no habilitadas para el tipo de vehículos que conducen; inhabilitadas por autoridad competente; o con habilitación suspendida.-

	En tales situaciones, luego de labrada el acta, el vehículo podrá ser liberado bajo la conducción de otra persona habilitada. Caso contrario, el vehículo será removido y remitido a los depósitos que indique la autoridad de comprobación donde será entregado a quienes acrediten su propiedad o tenencia legítima, previo pago de los gastos que haya demandado el traslado.-

c.3) 	Cuando se comprobare que estuviere o circulare excedido en peso, o en sus dimensiones, o en infracción a la normativa vigente sobre transporte de carga en general o de sustancias peligrosas, ordenando la desafectación y verificación técnica del vehículo utilizado en la comisión de la falta.

c.4) 	Cuando estén prestando un servicio de transporte de pasajeros o de carga, careciendo del permiso, autorización, concesión, habilitación o inscripción exigidos o con carga excesiva, sin perjuicio de la sanción pertinente, la autoridad de aplicación dispondrá la paralización preventiva del servicio en infracción, en el tiempo y lugar de verificación, ordenando la desafectación e inspección técnica del vehículo utilizado en la comisión de la falta, siendo responsable el transportista o el titular de dominio respecto de los pasajeros y terceros damnificados.-

c.5) 	Que estando estacionados en lugares donde está prohibido hacerlo, obstruyan la circulación o la visibilidad, los que ocupen lugares destinados a vehículos de emergencias o de servicio público de pasajeros; los abandonados en la vía pública y los que por haber sufrido deterioros no pueden circular y no fueren reparados o retirados de inmediato, serán remitidos a depósitos que indique la autoridad de comprobación, donde serán entregados a quienes acrediten la propiedad o tenencia, fijando la reglamentación el plazo máximo de permanencia y el destino a darles una vez vencido el mismo.- Los gastos que demande el procedimiento serán con cargo a los propietarios y abonados previo a su retiro.-

c.6) 	Que transporten valores bancarios o postales por el tiempo necesario para su acreditación y el labrado del acta respectiva si así correspondiera, por tener que subsanar las deficiencias detectadas en el lugar de destino.-

	

d) 	Las cosas que creen riesgos en la vía pública o se encuentren abandonadas. Si se trata de vehículos u otros elementos que pudieran tener valor, serán remitidos a los depósitos que indique la autoridad de comprobación, dándose inmediato conocimiento al propietario si fuere habido;

e) 	La documentación de los vehículos particulares, de transporte de pasajeros público o privado o de carga, cuando:

	

e.1) 	No cumpla con los requisitos exigidos por la normativa vigente.

e.2) 	Esté adulterada o no haya verosimilitud entre lo declarado en la reglamentación y las condiciones fácticas verificadas.

e.3) 	Se infrinjan normas referidas especialmente a la circulación de los mismos o su habilitación.-

e.4) 	Cuando estén prestando un servicio de transporte por automotor de pasajeros careciendo de permiso, autorización, concesión, habilitación o inscripción exigidos en la normativa vigente sin perjuicio de la sanción pertinente.



Artículo 69º: Control Preventivo.- Todo conductor debe sujetarse a las pruebas expresamente autorizadas por el Poder Ejecutivo, autoridad municipal o comunal, destinadas a determinar su estado de intoxicación alcohólica o uso de drogas o estupefacientes prohibidos, para conducir. La negativa a realizar la prueba constituye falta, además de la presunta infracción, a la prohibición de conducir en la vía pública en tales condiciones.-

	En caso de accidente o a pedido del interesado, la autoridad debe tomar las pruebas lo antes posible y asegurar su acreditación.-

	Los médicos que detecten en sus pacientes una enfermedad, intoxicación o pérdida de función o miembro que tenga incidencia negativa en la idoneidad para conducir vehículos, deben advertirles que no pueden hacerlo o las precauciones que deberán adoptar en su caso. Igualmente, cuando prescriban drogas que produzcan tal efecto.-



CAPÍTULO III  -  RECURSOS JUDICIALES



Artículo 70º: Clases.- Sin perjuicio de las instancias que se dispongan para el procedimiento contravencional de faltas en cada jurisdicción, pueden interponerse los siguientes recursos ante los tribunales del Poder Judicial competente, contra las sentencias condenatorias. El recurso interpuesto tendrá efecto suspensivo sobre las mismas:



a) 	De apelación, que se planteará y fundamentará dentro de los 5 días de notificada la sentencia ante la autoridad de juzgamiento. Las actuaciones serán elevadas en 3 días. Son inapelables las sanciones por falta leve, impuestas por jueces competentes. Podrán deducirse junto con el recurso de nulidad;

b) 	De queja, cuando se encuentran vencidos los plazos para dictar sentencia, o para elevar los recursos interpuestos, o cuando ellos sean denegados.



TÍTULO VIII  -  RÉGIMEN DE SANCIONES

CAPÍTULO I  -  PRINCIPIOS GENERALES



Artículo 71º: Responsabilidad.- Son responsables para esta ley:



a) 	Las personas que incurran en las conductas antijurídicas previstas en el artículo 73º, aún sin intencionalidad;

b) 	Los mayores de 14 años. Los comprendidos entre 14 y 18 años, no pueden ser sancionados con arresto. Sus representantes legales serán solidariamente responsables por las multas que se les apliquen;

c) 	Cuando no se identifica al conductor contraventor, recaerá una presunción de comisión de la contravención en el propietario del vehículo, a no ser que este pruebe que lo había enajenado o no estaba bajo su tenencia o custodia, denunciando al comprador, tenedor o custodio.-



Artículo 72º: Personas Jurídicas.- También son punibles las personas jurídicas públicas o privadas por sus propias faltas, pero no por las contravenciones de sus dependientes respecto de las reglas de circulación.- No obstante, deben individualizar a éstos a pedido de la autoridad provincial, municipal o comunal.-



CAPITULO II  -  CLASIFICACIÓN DE LAS FALTAS



Artículo 73º: Faltas Graves.- Constituyen faltas graves, las que se establecen a continuación:

	

a) 	Las que violando las disposiciones vigentes en la presente ley y su reglamentación, resulten atentatorias a la seguridad del tránsito y de las personas:

		

a.1) 	Conducir en estado de intoxicación alcohólica, o bajo los efectos de drogas o estupefacientes u otra sustancia que altere las condiciones psicofísicas normales.-

a.2) 	Disputar carreras en la vía pública.

a.3) 	Trasponer semáforos en luz roja.

a.4) 	Cruzar pasos o vías ferroviarias sin tener expedito el paso.-

a.5) 	No obedecer indicaciones o señales de tránsito, en la conducción.-

a.6) 	Circular con mayor cantidad de ocupantes que los permitidos; con menores en forma prohibida; sin utilización de los accesorios de seguridad, o con vehículos en condiciones potencialmente peligrosas para el resto de los usuarios de la vía pública.-

	

b) 	Las que obstruyan la circulación de cualquier manera o forma.-

c) 	Las que dificulten o impidan la libre circulación, el estacionamiento o la detención de los vehículos de organismos de seguridad, del servicio público de pasajeros y de emergencias, en los lugares reservados.

d) 	Las que ocupen espacios reservados por razones de servicios públicos, recreación, ingresos, seguridad o visibilidad.

e) 	Las que afecten por ruido y/o contaminación al medio ambiente y/o el hábitat ciudadano.

f) 	La conducción de vehículos sin estar debidamente habilitados para hacerlo, cualquiera sea el medio utilizado.-

g) 	La falta de documentación exigible, o en regla, y/o vigente.

h) 	La circulación con vehículos que no tengan colocadas sus chapas patentes reglamentarias o estén adulteradas, o sin el seguro obligatorio vigente, o en condiciones de inseguridad, o a la velocidad prohibida, o en contramano, o por zonas prohibidas, o que dañen la calzada.

i) 	Fugarse o negarse a suministrar documentación o información quienes estén obligados a hacerlo;

j) 	No cumplir con lo exigido en caso de accidente.-

k) 	No cumplir los talleres mecánicos, comercios de venta de repuestos y escuelas de conducción, con lo exigido en la presente ley y su reglamentación.-

l) 	Librar al tránsito vehículos fabricados o armados en el país o importados, que no cumplan con lo exigido en esta ley.

m) 	Circular con vehículos de transporte de pasajeros o carga, sin contar con la habilitación extendida por autoridad competente o que teniéndola no cumpliera con lo allí exigido;

n) 	Las que, por excederse en el peso, provoquen una reducción en la vida útil de la estructura vial.-

	

	Faltas leves: Constituyen faltas leves las conductas no determinadas como graves en este ordenamiento, que signifiquen contravenciones a lo normado por esta ley, ordenanzas municipales y comunales.-



CAPÍTULO III  -  SANCIONES



Artículo 74º: Clases.- Las sanciones por infracciones a esta ley son de cumplimiento efectivo, no pueden ser aplicadas con carácter condicional ni en suspenso, y consisten en:

	

a) 	Arresto;

b) 	Inhabilitación para conducir vehículos o determinada categoría de ellos en cuyo caso se debe retener la licencia habilitante;

c) 	Multa;

d) 	Concurrencia a cursos especiales de educación y capacitación para el correcto uso de la vía pública. Esta sanción puede ser aplicada como alternativa de la multa.

	En tal caso la aprobación del curso redime de ella; en cambio su incumplimiento triplicará la sanción de multa;

e) 	Decomiso de los elementos cuya comercialización, uso o transporte en los vehículos esté expresamente prohibido.



Artículo 75º: Multa.- El valor de la multa se determina en unidades fijas denominadas UF, cada una de las cuales equivale al menor precio de venta al público de 1 litro de nafta especial y se abonará su equivalente en dinero al momento de hacerse efectivo el pago.

	Las multas por las contravenciones a lo normado en esta ley serán aplicadas con los montos que para cada caso establezca la reglamentación o las ordenanzas respectivas sin exceder cuando se trate de faltas de comportamiento conductivo de 500 UF por las faltas leves y de 5.000 UF para las faltas graves.



Artículo 76º: Pago de la multa.- La sanción de multa puede:

	

a) 	Abonarse con una reducción del 25% cuando corresponda a normas de circulación en la vía pública y exista reconocimiento voluntario de la contravención. Si se trata de faltas graves este pago voluntario tendrá los efectos de condena firme y sólo podrá usarse hasta dos veces al año;

b) 	Ser exigida mediante un sistema de cobro por vía de Apremio cuando no se haya abonado en término, para lo cual será título suficiente el certificado expedido por la autoridad de juzgamiento;

c) 	Abonarse en cuotas, en caso de infractores de escasos recursos.

      La recaudación por el pago de multas se aplicará para costear programas y acciones destinados a cumplir con los fines de esta ley.- De este monto cada jurisdicción miembro del Consejo Provincial de Seguridad Vial destinará un porcentaje para su funcionamiento.



Artículo 77º: Arresto.- El arresto procede sólo en los siguientes casos:

	

a) 	Por conducir en estado de intoxicación alcohólica o por alteraciones producidas por uso de drogas o estupefacientes;

b) 	Por conducir un automotor sin habilitación;

c) 	Por hacerlo estando inhabilitado o con la habilitación suspendida;

d) 	Por participar u organizar, en la vía pública, competencias no autorizadas de destreza o velocidad con automotores;

e) 	Por ingresar a una encrucijada con semáforo en luz roja, a partir de la tercera reincidencia;

f) 	Por cruzar las vías del tren sin tener el paso expedito;

g) 	Por pretender fugar habiendo participado de un accidente.-



Artículo 78º: Aplicación del Arresto.- La sanción de arresto se ajustará a las siguientes reglas:



a) 	No debe exceder de 30 días por falta, ni de 60 días en los casos de concurso o reincidencia;

b) 	Puede ser cumplido en sus respectivos domicilios por:

		

b.1) 	Los mayores de 65 años.

b.2) 	Las personas enfermas o lisiadas, a criterio del juez.-

b.3) 	Las mujeres embarazadas o en período de lactancia.-

	El incumplimiento del arresto domiciliario obliga a cumplir el doble del tiempo restante de la sanción;

	

c) 	Será cumplida en lugares especiales, separado de encausados o condenados penales, y a no más de 60 kilómetros del domicilio del contraventor;

d) 	Su cumplimiento podrá ser diferido por el juez cuando el contraventor acredite una necesidad que lo justifique o reemplazado por la realización de trabajo comunitario en tareas relacionadas con esta ley.

	

	Su incumplimiento tornará efectivo el arresto, quedando revocada la opción.-



Artículo 79º: Eximentes.- La autoridad de juzgamiento podrá eximir de sanción, cuando se den las siguientes situaciones:

	

a) 	Una necesidad debidamente acreditada;

b) 	Cuando el presunto contraventor no pudo evitar cometer la falta.-



Artículo 80º: Atenuantes.- La sanción podrá disminuirse en un tercio cuando, atendiendo a la falta de gravedad de la contravención ésta resulta intranscendente.-

Artículo 81º: Agravantes.- La sanción podrá aumentarse hasta el triple, cuando se haya:

	

a) 	Puesto en inminente peligro la salud de las personas o haya causado daño en las cosas;

b) 	Cometido la falta fingiendo la prestación de un servicio de urgencia, de emergencia u oficial o utilizando una franquicia indebidamente o que no le correspondía;

c) 	Producido la contravención abusando de reales situaciones de urgencia o emergencia, o del cumplimiento de un servicio público u oficial;

d) 	Entorpecido la prestación de un servicio público;

e) 	Cometido la falta por funcionario público abusando de tal carácter.-



Artículo 82º: Concurso de Faltas.- En caso de concurso real o ideal de faltas, las sanciones se acumularán aún cuando sean de distinta especie.-



Artículo 83º: Reincidencia.- Hay reincidencia cuando el contraventor cometa una nueva falta habiendo sido sancionado anteriormente en cualquier jurisdicción, dentro de un plazo no superior a 1 año en faltas leves y de 2 años en faltas graves.-

	En estos plazos no se cuentan los lapsos de inhabilitación impuesta en una condena.-

	La reincidencia se computa separadamente para faltas leves y graves y sólo en éstas se aplica la inhabilitación.-

	En los casos de reincidencia se observarán las siguientes reglas:

	

a) 	La sanción de multa se aumenta:

		

a.1) 	Para la primera, en un cuarto;

a.2) 	Para la segunda, en un medio;

a.3) 	Para la tercera, en tres cuartos;

a.4) 	Para las siguientes, se multiplica el valor de la multa originaria, por la cantidad de reincidencia menos 2;

	

b) 	La sanción de inhabilitación debe aplicarse accesoriamente, sólo en caso de faltas graves:

	

b.1) 	Para la primera, hasta 9 meses, a criterio del Juez;

b.2) 	Para la segunda, hasta 12 meses, a criterio del Juez;

b.3) 	Para la tercera, hasta 18 meses, obligatoriamente;

b.4) 	Superados los casos precedentes la inhabilitación será definitiva.-

	

	En todos los casos, las inhabilitaciones serán debidamente publicadas, haciéndose conocer el nombre, apellido y domicilio del infractor.-



CAPÍTULO IV -  EXTINCIÓN DE ACCIONES Y SANCIONES

NORMA SUPLETORIA



Artículo 84º: Causas.- La extinción de acciones y sanciones se opera:

a) 	Por muerte del imputado o sancionado;

b) 	Por prescripción.-

c) 	Por caducidad.-



Artículo 85º: Prescripción.- La prescripción se opera:

	

a) 	Al año para la acción por falta leve;

b) 	A los 2 años para la acción por falta grave y para sanciones. Sobre éstas opera aunque no haya sido notificada la sentencia.

	

	En todos los casos, se interrumpe por la comisión de una falta grave o por la secuela del juicio contravencional, o de apremio judicial.-

	

Artículo 86º: Caducidad.- La caducidad se opera si no hubiere actividad impulsoria durante el plazo de un año.-



Artículo 87º: Legislación Supletoria.- En el presente régimen es de aplicación supletoria, en lo pertinente el Código Procesal Penal de la Provincia y la parte general del Código Penal.-



TÍTULO IX -  DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS

CAPÍTULO I  -  DE LAS ADHESIONES



Artículo 88º: Municipalidades y Comunas: Invítase a las Municipalidades y Comunas de la Provincia de Santa Fe, a adherir a las disposiciones de la presente ley, y a sancionar sus respectivas normas locales.-



CAPÍTULO II  -  ASIGNACIÓN DE COMETIDOS



Artículo 89º: El Poder Ejecutivo Provincial deberá:



1.- 	Dictar la reglamentación de esta ley, dentro de los 180 días de publicada la presente.-

2.- 	Dar amplia difusión a esta ley, entregando con cada licencia de conducir un ejemplar de la misma a todos los conductores de la Provincia que accedan a ella.-



CAPÍTULO III  -  AGREGADO AL CÓDIGO PROCESAL PENAL



Artículo 90º: Incorpórase al Título III, Capítulo V, del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe, el siguiente artículo:

	“Artículo 328 bis.- En las causas por infracción a los artículos 84 y 94 del Código Penal, cuando las lesiones o muerte sean consecuencia del uso de automotores, el Juez podrá en el auto de procesamiento inhabilitar provisoriamente al procesado para conducir, reteniéndole a tal efecto la licencia habilitante y comunicando la resolución a los Registros Nacional y Provincial de Antecedentes del Tránsito.-

	El período efectivo de inhabilitación provisoria puede ser computado para el cumplimiento de la sanción de inhabilitación sólo si el imputado aprobare un curso de los contemplados en el artículo 74, inciso d), de la Ley de Tránsito y Seguridad Vial de la Provincia de Santa Fe.-



CAPÍTULO IV  -  ESPECIFICACIONES



Artículo 91º: Deróganse todas las normas provinciales que se opongan a la presente a partir de su entrada en vigencia.-



Artículo 92º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

Sala de la Comisión, 18 de setiembre de 1997.

	Rodríguez - Alvarez - Delbianco - Rébola - Favario - Di Pollina - Rava de Carreras - Esquivel.

Señores diputados :

	Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ha considerado los proyectos de ley (Expte. Nº 3289 - P.J.) autoría del diputado Rodríguez, por el cual se instituye un marco regulador del Tránsito y la Seguridad Vial, en el Territorio de la Provincia, y (Expte. Nº 3707 - C.S.F.) autoría de la diputada González, por el cual se adhiere a las disposiciones de la Ley Nacional de Tránsito - Nº 24.449. Y, atento al análisis exhaustivo y la compatibilización de ambos proyectos, el diputado abajo firmante ha resuelto emitir el presente dictamen, que a continuación se transcribe y al cual os aconseja le prestéis vuestra aprobación:



LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :



Artículo 1º.- Adhiérase a las disposiciones de la Ley Nacional de Tránsito Nº 24.449, Títulos I (Artículos 1º al 5º), II (Artículos 6º al 8º), III (Artículos 9º al 20º), IV (Artículos 21º a 27º), V (Artículos 28º a 35º), VI (Artículos 36º a 68º), VII (Artículos 69º a 74º) y VIII (Artículos 75º a 90º).-



Artículo  2º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 18 de setiembre de 1997.-

Venesia

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.



SRA. GONZÁLEZ.- Pido la palabra.

	En carácter de miembro informante del dictamen en mayoría de la Comisión de Transporte es que vengo a rendir el informe correspondiente, solicitando desde ya que se le preste aprobación al mismo. 

	Al comenzar mi exposición quiero señalar a mis colegas diputados que estamos tratando un proyecto de ley de profunda significación en el ordenamiento de las conductas de los habitantes de esta provincia, en una materia de alta sensibilidad social, como lo es el tránsito en las calles y caminos provinciales. 

	No voy a aburrir a mis pares con datos estadísticos, pero sí voy a señalar algunos datos escalofriantes de la realidad que nos circunda en las calles y caminos de nuestro territorio, porque se producen miles de accidentes de tránsito en forma mensual, que dejan un saldo promedio de 1.500 heridos y entre 70 y 80 muertos. Un tercio de estas personas no regresa al mercado laboral; el 80 % de los accidentes, como mínimo, se debe a errores humanos. 

	¿Qué nos ha pasado para exhibir este panorama tan desastroso? Podemos señalar algunos factores de agravamiento de la situación: 1) Se ha duplicado o triplicado el número de vehículos; 2) la infraestructura de calles y caminos no evolucionó con la misma velocidad que el crecimiento vehicular. Sólo el sistema de concesionamiento por peaje permitió una mayor evolución; 3) las nuevas políticas comerciales de la estabilidad y el crédito posibilitaron que no sólo mayor cantidad de personas accedan a vehículos, sino que lo hicieron aquellas que nunca habían conducido un automotor; 4) la falta de controles efectivos en municipios y comunas para el otorgamiento de las licencias habilitantes hace que se pueda conseguir, en algunos casos, el carnet de conductor con la foto, el certificado médico y el importe de las tasas respectivas. 

	Ya no podemos seguir comentando estos hechos como si fueran ajenos a nosotros; somos partícipes de esta realidad y no debemos esperar que algo nos ocurra en forma personal para trabajar en favor del pueblo que representamos. 

	El Gobierno Nacional, a través de los poderes del Estado, ya ha avanzado y mucho en el intento de ordenar normativizar e inducir conductas de los habitantes de este país para tratar de evitar lo evitable, más allá del caso fortuito o de fuerza mayor, que pueda ser el motivo de un accidente de tránsito.

	Creo, en forma absolutamente personal, que la Ley Nº 24.449 es una buena ley y tiene la sana intención de su aplicación simultánea, uniforme e igualitaria en todo el territorio del país, que el esfuerzo que realice una provincia o región, no sea dilapidado por otra que no adhiera a sus normas por conceptos de autonomía, del que sólo nos acordamos en los discursos y no en la realidad. Ahora, en los distintos discursos solo declamamos conductas presuntamente defensoras de autonomías sin explicar el cómo o el cuándo ha de ocurrir lo que decimos.

	En esta línea de pensamiento para integrar a Santa Fe con el resto del país y no aislarla, proponemos la adhesión a la totalidad de la ley nacional. Quiero recordar que esta ley a la que adherimos, cuenta con 9 títulos que son los siguientes: I ) Refiere a los principios básicos, comprendiendo el ámbito de aplicación, competencia, libertad de tránsito, convenios internacionales y definiciones; II) Refiere a la coordinación federal y comprende a la existencia del Consejo Federal de Seguridad Vial y del Registro Nacional de Antecedentes de Tránsito; III) Refiere al usuario en la vía pública, comprende su educación, capacitación, edades mínimas, licencias de conducir con sus requisitos y modalidades; IV) Refiere a la vía pública y comprende la estructura vial, el sistema uniforme de señalamiento, la planificación urbana, las restricciones al dominio, la publicidad de la vía pública y construcciones en zona de caminos; V) Refiere al vehículo y comprende la responsabilidad por su seguridad, condiciones de seguridad, requisitos y seguridad, la revisión técnica obligatoria y talleres de reparaciones; VI) Refiere a la circulación y comprende a reglas generales para documentación, menores, discapacitados, condiciones para conducir y circular, prioridades de paso, adelantamiento, giros y rotondas, semáforos, luces, autopistas, estacionamientos, reglas de velocidad, reglas para transporte de pasajeros y cargas, casos especiales y accidentología; VII) Refiere a normas de procedimiento, comprende a los principios procesales, medidas cautelares y recursos judiciales; VIII) Refiere a régimen de sanciones; y IX) Refiere a normas transitorias a las que, obviamente, no podemos adherir.

	Haciendo la reseña de lo acontecido hasta la fecha, cabe señalar que cuando asumimos el cargo en diciembre de 1995, en la Comisión de Transporte se encontraba a estudio el mensaje proyecto de ley 1767, del Poder Ejecutivo, enviado por el entonces gobernador Reutemann, acumulado al expediente 1875 del Senado, de autoría de los entonces senadores Betique y Salomón, que contaba con media sanción del Senado. 

	Esta Comisión solicitó al gobernador de la Provincia, ingeniero Obeid, su inclusión en el período extraordinario de sesiones del año 1996; ello no aconteció y el Poder Ejecutivo formó una comisión presidida por el Subsecretario de Transporte, ingeniero Latorre, y el Subsecretario de Justicia del Ministerio de Gobierno, doctor Rossi, para el estudio del dictamen en general y su reglamentación en particular.

	Tengo que hacer la salvedad de que miembros de la comisión de transporte participaron en algunas de esas reuniones, luego de fin de mes el Poder Ejecutivo nos comunicó que las conclusiones a que había arribado esa comisión, no serían inspiradas como antecedentes de la sanción de la ley, hecho que significó que la Cámara debería dar sanción al dictamen que ella misma produjera.

	En la reunión del 31 de octubre de 1996 la Comisión de Transporte, que presido, emitió dos dictámenes, uno por la mayoría y otro por la minoría y el expediente pasó a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General que preside el diputado Pedro Rodríguez. Esa comisión no emitió dictamen y el mencionado diputado presentó un proyecto de su autoría, antes de finalizar el período de sesiones ordinarias, que reemplaza a la adhesión a la Ley Nacional, por una iniciativa que dará a la Provincia una ley propia de tránsito.

	El 30 de noviembre de 1996, las Cámaras culminaron el período ordinario de sesiones y pese a las gestiones realizada, el Poder Ejecutivo no incluyó este asunto en el período extraordinario de sesiones. La caducidad del tratamiento parlamentario de aquel mensaje del ex-gobernador Reutemann, se operó el 1º de mayo de este año, cuando el gobernador Obeid inauguró el período ordinario de sesiones.

	A partir de allí se tienen dos opciones: renovar el proyecto de adhesión a la ley nacional o sancionar una ley provincial, como se pretende a través del proyecto del diputado Rodríguez. En el nuevo proyecto, en la Comisión de Transporte, tiene la única intención de lograr la sanción de la ley, se trata de consensuar los distintos criterios que generaron en su momento los dictámenes de mayoría y minoría de la Comisión de Transporte.

	Del dictamen de la mayoría hemos recogido las normas de adhesión total a la ley nacional, la participación de la Provincia en el Consejo Nacional de Seguridad Vial, la creación del Consejo Provincial a los mismos fines, la incorporación de un nuevo artículo al Código Procesal Penal, la incompatibilidad de los talleres de reparaciones con los de la R.T.O., la exigibilidad de la antigüedad del Parque Automotor de Carga, las disposiciones reglamentarias y la invitación a municipios y comunas para adherir a la ley provincial.

	Del dictamen de la minoría hemos rescatado la delegación en municipios y comunas de la verificación prevista en el artículo 34 de la ley nacional. Al respecto se establece que los municipios y / o comunas deben solicitarlo y el Poder Ejecutivo autorizar la cantidad de líneas de verificación que estime conveniente. El producido del Canon de la concesión autorizada, se coparticiparía en partes iguales y, en el caso de la Provincia , destinaría lo recaudado para cumplimentar otras tareas que esta adhesión implica, como son el Registro de Infracciones, la Central de la Licencias de Conducir, las tareas de inspección y contralor, etcétera.

	Finalmente, en defensa del usuario se establece que la verificación será válida mientras se realice en cualquier taller ubicado en el territorio provincial. Luego de mucho años, el Congreso de la Nación produjo una buena ley, perfectible como todas en materia de tránsito y seguridad vial. Como esta materia entremezcla, por su naturaleza cuestiones de competencia nacional, provincial y municipal, se debió buscar una metodología que evitara la coalición de distintas esferas de incumbencia. Y la ley nacional lo resolvió de muy buena forma. ¿Qué hizo el Congreso Nacional? La Ley Nacional Nº 24.449 desarrolla toda la temática, desde crear un Consejo Federal de Seguridad Vial (competencia nacional originaria), pasando por normas de procedimiento (competencia provincial), hasta llegar hasta la tipificación de falta de tránsito por requisitos para obtener la licencia de conducir (competencia municipal).

	Una vez completada la normativa, la coalición de competencia se evita por las provincias y los municipios deben hacer suyas las normas nacionales para que las mismas comiencen a regir en sus territorios respectivos. 

	Así, la última parte del artículo primero de la ley nacional dice: “no podrán adherir a la presente ley, los gobiernos provinciales y municipales”. De esta manera, se salva cualquier lesión a las respectivas autonomías.

	Pero no termina allí el método imaginado por la Nación. En el tercero y cuarto párrafos del artículo 2º de la ley 24.449 le da al sistema la suficiente elasticidad. El tercer párrafo dice: “la autoridad correspondiente (léase Provincia o Municipio) podrá disponer por vía de excepción, exigencias distintas a las de esta ley y su reglamentación, cuando así lo impongan fundadamente específicas circunstancias locales. Podrá dictar también normas exclusivas, siempre que sean accesorias de esta ley...” O sea que, si una circunstancia local hace aconsejable introducir una modificación a la ley nacional, la Provincia y/o el Municipio lo pueden hacer. La adhesión no es rígida.

	Por supuesto, como no podía ser de otra manera, esa facultad de modificar lo dispuesto por la norma nacional debía tener un límite. Por ello, el cuarto párrafo del artículo 2º de la ley nacional dice: “Cualquier disposición enmarcada en el párrafo precedente, no debe alterar el espíritu de esta ley, preservando su unicidad y garantizando la seguridad jurídica del ciudadano...”

	Es indudable que el espíritu de la ley es lograr una unidad normativa con la elasticidad señalada, para que todos los argentinos tengan la seguridad jurídica respecto de la materia vial, en todo el territorio de la Nación, desde la Quiaca a Ushuaia, o de Uspallata a Concordia.

	Se pretende legislar para la gente, en este caso, para crear una cultura uniforme que posibilite la disminución de ese enorme flagelo que son los accidentes de tránsito.

	En el marco señalado coincidimos que la solución adecuada es la adhesión provincial a la normativa nacional. La puesta en vigencia de esta ley acarreará gastos a la Provincia (Registro informatizado de antecedentes y accidentes, educación vial, Consejo Vial Provincial, señalizaciones de rutas y caminos, etcétera) y hay previsto un solo recurso: lo que ser perciba por realizar la tarea de Revisación Técnica Obligatoria de los vehículos. Por ello, la segunda parte del criterio correcto era entender que ese recurso debía quedar en poder de la Provincia, reservando para la misma la prestación del servicio por sí o por terceros concesionarios.

	Este criterio racional de adhesión a la ley nacional y de dar la posibilidad que la Provincia tenga el recurso para cumplir con la ley, contaba con dos obstáculos. Por una parte, quienes se constituían en celosos custodios de competencia. Así, el doctor Horacio Rosatti —constitucionalista y municipalista— elaboró el Mensaje Nº 1613 del Poder Ejecutivo, del 7 de junio de 1995, que no adhería al Título III de la ley nacional por considerarlo de competencia municipal, y lo dejaba al arbitro de cada municipio, aun a costa de la atomización del sistema.

	El otro obstáculo era el criterio de la oposición expresado en el dictamen del expediente caducado parlamentariamente, de que la revisación técnica vehicular la debían hacer los municipios y comunas.

	Frente a estas dos cuestiones se accedió a una a cambio de la otra: he firmado junto a los diputados Altare y Marinozzi de la Unión Cívica Radical y Bullrich del P.D.P. un dictamen donde se disponía la adhesión total de la Provincia a la normativa nacional y se delegaba en Municipios y Comunas la revisión técnica obligatoria. Y recuerdo que los fundamentos de análisis para acceder a ello, también fueron dos: a) Por una parte, se renuncia a la excelencia en materia de control porque esta es una cuestión menor, más del 80 por ciento de los accidentes se producen por fallas humnas, no mecánicas.

	Además, es impactante el avance tecnológico y prueba de ello es que algunas empresas tienen vehículos que entregan con garantía de 160 mil kilómetros libre de mantenimiento, porque el recurso previsto se coparticipaba en partes iguales por lo que, la Provincia lograba dinero para financiar el resto de las obligaciones legales.

	Señor presidente, tenemos hoy la posibilidad de avanzar en un tema que merece realmente que lo hagamos pensando en la gente; no podemos desperdiciar esta oportunidad, por lo cual solicito de mis pares el voto favorable al dictamen de la Comisión de Transporte.



SR. ALTARE.- Pido la palabra.

	La diputada que me precedió en el uso de la palabra ha hecho un prolijo detalle de la evolución que ha tenido el tratamiento de esta ley nacional de tránsito, dictada bajo el Nº 24.449, lo cual lógicamente me exime de reiterarlo. Pero fundamentalmente quiero decir que nuestra bancada se encontraba hace mucho tiempo ya preocupada porque no podíamos sancionar esta ley que entendemos necesaria e imprescindible frente a las estadísticas que bien mencionara la diputada González, en referencia al crecimiento del tránsito automotor con sus consecuentes deterioros, incluso en la calidad de vida, por su contaminación por el uso excesivo y abusivo de combustibles de origen fósil, indudablemente con un destino de irse terminando en forma paulatina.

	Por otra parte, la grave estadística de los accidentes implica que tengamos que sancionar normas de este tenor. Quiero aclarar que esta norma no fue elaborada de una manera apurada, ni urgida simplemente por presiones de tipo político. Las Cámaras Legislativas nacionales se tomaron un largo tiempo donde concursaron hombres de distintos extracciones políticas y fueron abonadas por los aportes de técnicos prestigiosos. Y en esto es destacable la actuación que tuvo en el Congreso Nacional quien hoy es el vicegobernador de la Provincia, ingeniero Gualberto Venesia, gran conocedor de estos temas y destacado en la elaboración de esta norma.

	Además, al determinar en el dictamen la delegación a comunas y municipios de las revisaciones técnicas obligatorias donde hemos coincidido con diputados de otros bloques, no hace más que reafirmar nuestra postura de respeto a la autonomía municipal, entendiendo que es la forma más efectiva y eficaz de hacer concretas las normas que en ese sentido implican la adhesión a esta ley. Reitero, nos parece fundamental todo el desarrollo de los tópicos a que hace mención la ley, pero fundamentalmente la mayoría —como se dijo aquí— de los accidentes ocurridos en el tránsito, provienen de fallas humanas en porcentaje excesivo y casualmente creemos que la educación y la capacitación van a ser las únicas formas viables de conseguir el mejoramiento en este sentido, aumentando la seguridad y haciendo más efectivo el tránsito.

	Por otra parte para terminar, le digo, señor presidente, y ya generalizando, que las normas a veces sirven cuando quienes las aplican no tienen convicción o vocación de hacerlo, espero que en este tema tenemos que tomar absoluta conciencia, no solo los legisladores, sino también los funcionarios que deben aplicarlas. Estas normas, hacen, en algún momento, diría en cada instante, en las rutas y calles de nuestra provincia la diferencia entre la vida y la muerte de una persona.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Voy a hacer uso de la palabra, en mi doble condición de autor del proyecto y presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, como miembro informante, en razón del dictamen producido por la misma, sobre la base del estudio de los dos proyectos sujetos a tratamiento.

	Pido permiso para aclarar algunas situaciones puntuales: La ley de Tránsito de la Provincia de Santa Fe, es una necesidad imperiosa de la comunidad regional, no vamos a volver a repetir las consideraciones que han hecho los dos señores diputados preopinantes sobre la necesidad de su sanción ni sobre los fundamentos que se han tenido en cuenta para elaborar ambas propuestas, pero sí quiero dejar aclarado lo siguiente. El proyecto original, que surge como consecuencia de la necesidad de adherir o no a determinada norma de contenido nacional se vincula con la sanción de la Ley Nº 24449, que obviamente fue publicada en el Boletín Oficial, allá por el año 1995. De resultas de eso, el señor gobernador Carlos Reutemann, generó un mensaje en función de una realidad , en ese momento irreprochable desde el punto de vista de su análisis, en función de que había que adherir a la ley, porque así lo hicieron otras provincias argentinas.

	Es así, que a este proyecto se le agregó uno de dos senadores, uno de los cuales era mandato cumplido, por el cual se produce un dictamen diferente al del Poder Ejecutivo enviado luego de diversos análisis, el 3 de agosto de 1995. El Senado le dio media sanción al proyecto y tanto lo senadores Betique como Salomón analizaron lo que se había hecho con el proyecto de ley enviado por el señor gobernador; así fue que entro a la Cámara de Diputados, de la mano de esa media sanción exactamente con destino a la comisión de transporte en el mes de agosto de 1.995. Desde ese entonces hasta aproximadamente los primeros días del noviembre de 1.996 estuvo bajo tratamiento en dicha comisión. La mayoría de nosotros, legisladores de la provincia de Santa Fe necesitábamos por imperio de la circunstancia elaborar un proyecto que tuviera que ver con la realidad regional, con la realidad que esta provincia vive habida cuenta de que no logra destrabar el tema por razones que no vienen al caso enunciar. Lo cierto es que este proyecto con media sanción ingresó a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General el 8 de noviembre de 1.996, fecha que no se ha manifestado en ninguna expresión, con sólo 22 ó 23 días de anticipo a fenecer el período de sesiones ordinarias. Pero también cabe referir que venían dos despachos diferentes, uno el tema puntual en debate, eran los famosos talleres obligatorios de verificación que fue el nudo gordiano, por el cual una ley que debía sancionarse con urgencia se postergó casi dos años.

	En ese momento la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General no tenía ni siquiera tiempo material para analizar plexo normativo y su comparativo de modo que aún a riesgo de introducir fines del período ordinario un nuevo proyecto que tuviera que ver con las situaciones encontradas de uno y otro dictamen, nos permitimos, ya que teníamos una pequeña experiencia municipal y provincial de casi 25 años en el tema de transporte, elaborar un proyecto provincial enmarcada en el análisis puntual de derecho comparado nacional. 

	Y, señor presidente, este proyecto que ingresó exactamente el 28 de noviembre de 1.996 fue girado a la comisión de transporte de modo que entró en período ordinario de sesiones. Como no se pudo contar esta historia y es necesario hacerlo a mérito de algunas consideraciones formulada por diputado preopinantes, nos tomamos el trabajo de hacer un análisis comparativo de la legislación nacional vigente a ese momento y de las provinciales, que también tienen correlato con la realidad de distintas provincias, de modo tal que lo primero que hicimos fue comparar la Ley Nacional Nro. 24.449 con la ley vigente 11.430 que es el Código de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires que tiene una organización institucional definida, que respeta constitucionalmente la autonomía de sus municipios y comunas y que obviamente traería un análisis como el que acaba de describir uno de los diputados preopinantes. Legislaba esta ley y sigue legislando como norma provincial, sobre la libertad de tránsito y dentro de ella las convenciones internacionales, los vehículos del servicio público, la retención de vehículos, la exhibición de documentos y chapa de identificación.

	La ley contiene definiciones. Define los vehículos, sus requisitos, sus dimensiones, sus cargas sobresalientes, las cargas transmitidas a la calzada, el dispositivo de los vehículos, los puntales, los elásticos, las llantas neumáticas y la RTO.

	En el artículo 25 de la Ley Nº 11.430 procedía ya a la ley nacional. Fíjense que analizaba el tema de las encrucijadas, transporte de explosivos e inflamables, las cargas insalubres, el medio ambiente y su defensa, la rueda metálica maciza, por traer un tema puntual. Se legislaba sobre educación vial, sobre la escuela de conductores, sobre la licencia de conducir, sobre el examen sicofísico, los teóricos y los prácticos, el contenido de datos, la clase de licencia, la suspensión de los datos de licencia, la suspensión por inaptitud de los exámenes de salud, la circulación, los vehículos, los peatones, la conducción y el adelantamiento, los giros y las rotondas, los semáforos, las autopistas, las prioridades, el uso de luz. En fin, legislaba y legislaba. Sobre todo límite de velocidad, estacionamiento, uso de la vía pública, prohibiciones en las vías públicas, accidentes y régimen de sanciones.

	Y cuando analizábamos esta ley descubrimos que era exactamente la base de sustentación y argumental de la Ley Nº 24.449 que la Provincia de Buenos Aires puso en vigencia antes de que apareciera esta ley nacional. ¿Qué quiero significar con esto? Que nosotros no somos inventores absolutamente de ninguna norma provincial que constituya una isla legislativa. Si algo nos movió fue precisamente el tratar de lograr identidad propia como la tiene con sus particularidades regionales la provincia de Buenos Aires. Esta ley fue publicada en el Boletín Oficial de Buenos Aires el 20 y 21 de diciembre de 1993 y la de la Nación que tuvo sanción el 23 de diciembre de 1994 fue publicada en el Boletín Oficial el 10 de febrero de 1995. Buenos Aires aún la tiene en vigencia, no obstante lo cual, como bien se ha dicho aquí, tratándose de normas perfectibles, le ha incorporado algunas reformas posteriores en el tiempo, tales como las leyes 11.626; 11.460; 11.934 y 11.935, que fueron sancionadas y puestas en vigencia después de la vigencia de la ley nacional. Y Buenos Aires tiene autonomía y ley de tránsito propia que, creo, fue la base —repito— de sustentación de todo este esquema. Pero no sólo Buenos Aires tiene ley propia, sino también la posee la provincia de Mendoza, a través de la ley 6.082, que contempla tanto el tránsito como el transporte, la que fue sancionada el 28 de octubre de 1993 y publicada en el Boletín Oficial el 17 de enero de 1994. Y también tienen leyes propias por vía de adhesión. 

	Para no usar más del tiempo que prevé el reglamento, con los dos ejemplos mencionados de las provincias de Buenos Aires y Mendoza quiero significar que estas dos provincias han respetado su autonomía legislativa y han sancionado normas provinciales que en nada vulneran las leyes nacionales desde 1993. Pero también traigo a cuento ejemplos de legislaciones de otras provincias que adhiriendo a la ley nacional 24.449 le han introducido agregados y modificaciones, lo que en este sentido estaría indicando que estas leyes serían todas inconstitucionales a la luz del análisis de una parte de la biblioteca que se pudiera estar haciendo. Pero la realidad es que la provincia de San Luis, con la ley 5.068, publicada en el Boletín Oficial el 23 de febrero de 1996; la de Río Negro, con la ley 2.942, publicada en el Boletín Oficial el 11 de enero de 1996 y las leyes que publicara la provincia de Corrientes, por ejemplo, están demostrando, sin lugar a dudas, que aún cuando haya normas que adhieren a la ley nacional, no sólo se le hacen agregados a mérito de aquello de la complementariedad, sino que se le generan excepciones por vía de derogaciones de artículos y sustituciones a artículos vigentes de la ley nacional 24.449.

	Como antecedente y precedente menciono la ley 4.165 de la provincia de Chubut, publicada en el Boletín Oficial el 22 de febrero de 1996 y la de la provincia de Corrientes, que lleva el número 5.037, publicada en su Boletín Oficial el 5 de enero de 1996, con lo cual estoy demostrando que hay provincias que han adherido a la ley, pero también han producido —reitero— sustituciones, excepciones, agregados y dejando de lado determinados artículos de la ley nacional que creían insuficientes, anacrónicos y que carecían de adecuada redacción. 

	En base a esos antecedentes y precedentes del derecho comparado me animé a elaborar un proyecto de ley provincial que, respetando el orden establecido por la ley nacional, para hacer muchísimo más fácil su lectura, se adecuaba a lo que la conducta automovilística del país iba a tener, pero agregándole algunas particularidades que hacía falta redactar, en función de la idiosincrasia propia de una ley provincial. 

	Y en ese sentido, profundizamos todo el tema relativo al Registro Provincial de Antecedentes y Accidentología del Tránsito, la creación del Consejo Provincial de Seguridad Vial como mecanismo de ejecución de la ley —cuando las demás leyes por regla general usan a la policía de la provincia— dándole intervención a las municipalidades y comunas de esta provincia, porque no queremos declamar la autonomía municipal, queremos ejercerla, precisamente, a través de normas como ésta, dando la posibilidad de que cada región pueda, en base a normas comunes, en base a conceptos generales, en base a una cultura única, adecuarla a su propia idiosincrasia.

	Si aprobáramos tal como está propuesta por la Comisión de Transporte la adhesión a la ley nacional, por ejemplo, tendríamos que aceptar que la licencia de conducir se otorgue a menores de 16 y 17 años, lo que a muchos de los legisladores de la Provincia de Santa Fe no les resulta, por lo menos, justificable; o tendríamos que admitir una norma que legisle sobre cuestas en la provincia, y yo creo que ésta es una provincia de llanura y en el mapa geográfico no hay una sola cuesta; o tendríamos que legislar sobre la nieve y para el caso de la helada en las rutas, cosa que podría estar muy bien en el sur de la República Argentina, pero no en la Provincia de Santa Fe. Por otro lado, estuvimos definiendo estas situaciones.

	Nos importa la educación vial y la escuela de conductores, porque creemos que sin educación no hay posibilidades. Yendo a una ampliación de la ley nacional, la reformulamos con un criterio local, conociendo la realidad de la educación en la Provincia de Santa Fe. También nos animamos a definir licencias de conducir, que en base a este proyecto después el Poder Ejecutivo dictó un decreto tomando de ese proyecto prácticamente casi todo el meollo de la exigibilidad de la licencia de conducir. Definimos las reglas para los vehículo de transporte, establecimos principios procesales y régimen de sanciones y faltas. Y lo mandamos a la Comisión de Transporte.

	Cuando se comenzó a sesionar nuevamente en mayo de 1997, exactamente el día 15 de ese mes, apareció en una sesión un proyecto que tiene que ver con lo que acaba de mencionar la autoría y titular de la Comisión de Transporte, que en parte tomó algunos de los artículos de aquella redacción original de nuestro proyecto. A tal extremo esto es así, que para que quede para la versión taquigráfica, el artículo 1º del proyecto de la diputada González es el 91º del nuestro; el artículo 2º es el segundo párrafo del artículo 2º del nuestro; el artículo 3º es el 6º del nuestro; el artículo 4º es el 6º y 7º del nuestro; el artículo 5º es el 9º y 10º del nuestro; el 6º es el 94º del nuestro; el 7º era el original 34º del nuestro, que refería a la revisión técnica obligatoria; el 8º era el 34º del nuestro; el 9º era el 34º; el 10º era el 34º; el 11º era el 35º; el 12º era el 53º; el 13º era el 93º; y el artículo 14º era el 92º y el 1º del nuestro.

	Para hacer una síntesis de este pequeño análisis, los dos textos tenían todo esto. Lo que ocurre es que el texto más largo —por llamarlo de alguna manera— contenía más, atendiendo sin violar ningún precepto constitucional ni mucho menos ni las reglas de uniformidad, de inalterabilidad, de homogeneidad que tiene un valor relativo, por lo que conté de Mendoza, Buenos Aires, Corrientes, Río Negro y San Luis.

	Ese expediente no fue considerado hasta que lo reclamó la Comisión de Asuntos Comunales y sí se produjo un despacho de un proyecto ingresado posteriormente en el tiempo, al recinto de la Cámara de Diputados. En esas circunstancias es cuando la comisión de Asuntos Comunales el 2 de julio de 1997 tras un pedido en el recinto, remite una nota pidiendo la elevación para su consideración a la Comisión de Asuntos Comunales del proyecto sobre el cual no se había tratado que era precedente al expediente con dictamen de cuatro diputados de la Comisión de Transporte para su análisis en su conjunto por entender que la materia tránsito significa analogía.

	Llegado a la Comisión de Asuntos Comunales, ésta, en su hora se expidió remitiéndoselo a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con una cuestión muy importante que me voy a permitir, simplemente, indicar. Dice así: Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha recibido el proyecto de ley 3707 presentado por el diputado González que viene con dictamen de la Comisión de Transporte, así como el proyecto de ley, expediente Nº 32 89 PJ, reitero 3289, contra 3707. El reglamento indica que por Mesa de Entradas se le dé número a los expedientes conforme a su ingreso, de modo que el proyecto más antiguo, sobre tránsito en la Provincia de Santa Fe, al que se puede legislar por vía de adhesión o no, había quedado olvidado y sin dictamen.

	La Comisión de Asuntos Comunales indicó que tratándose de dos temas análogos, no tenía observaciones que formular en lo atinente a los temas a considerar. Era una valor entendido que le interesaba el proyecto porque contemplaba todo lo que municipios y comunas viene reclamando años ha, en todo lo que hace a su esfera de autonomías, a su propio régimen municipal y a la posibilidad de que se incorpore con fuerzas legislativa por vía del ordenamiento de la ley nacional y sin colisionar con ésta, lo que estas comunas y municipios vienen reclamando por haber hecho todo el esfuerzo histórico de construir redes viales, sistemas camineros, papeles de tránsito y hasta sus propios códigos y venimos para tener que soportar, en última instancia en las ciudades los abatares de un tránsito anárquico, desordenado y sin coherencia legislativa, porque cada municipalidad o cada comuna tenía su propia ordenanza.

	De la misma manera que se intenta un Código Fiscal uniforme para la Provincia de Santa Fe se piensa en la idea de tener un Código de Tránsito uniforme que no vulnere normas nacionales, lejos de ello, las mejore, las amplíe y atienda a las particularidades regionales.

	En ese sentido ese despacho de comisión llegó con los dos expedientes, esta vez sí acumulados a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el mes de julio y a partir de esa instancia se comenzaron a reiterar los pedidos de preferencia de la Cámara, a mérito de lo que nos indicaba la comunidad de la necesidad de sancionar una ley de tránsito, independientemente de cuál de los proyecto fuere. Los integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales que representamos a las distintas bancadas, con criterio amplio, sin esconder nada, llamando a quien quisiera acudir a las reuniones al análisis de estos temas, decidimos trabajar sobre la base de un análisis exhaustivo, compatibilizando estos dos proyectos, sin olvidarnos de uno en detrimento del otro. Y a partir de ese momento, artículo por artículo, versión corregida tras versión corregida, llegamos a redactar el proyecto que está a consideración de la Cámara, que tiene que ver con una ley de tránsito y seguridad vial que, por tenerla cada uno en su mesa de trabajo y haberla conocido, en realidad con extensa y valiosa contribución, la mayoría de los legisladores de esta Cámara contempla no sólo todo lo que prevé la ley nacional, sino, además, normas provinciales que considerábamos como legisladores de la Provincia de Santa Fe y no meros adherentes a leyes de otras jurisdicciones de necesaria aplicación.

	A tal extremo llegó esto que hace 15 días recibimos la invalorable colaboración de dos legisladores diferentes, de un informe de un equipo de trabajo que asesora a un diputado de esta Cámara que no integraba la Comisión de Asuntos Constitucionales, que fue analizado exhaustivamente en sus conceptos generales, en sus consideraciones, en sus criterios y en su tema puntual del análisis y observación de algunos de los 20 artículos que ese equipo entendía que debían modificarse. Receptamos algunas de esas ideas, no compartimos otras, pero, en definitiva, ese trabajo enriqueció el de la Comisión de Asuntos Constitucionales. Y el 12 de setiembre de 1997, con la firma del abogado doctor Edgar Hugo López, receptamos también idénticas consideraciones, algunas de las cuales fueron vertidas por la señora diputada González en su exposición previa. Todo lo que dijo la señora diputada González está en el informe que le produjo a ella el doctor López y, a fuer de ser sincero, lo analizamos todos los integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales que participábamos de los horarios rigurosos que nos habíamos asignado, porque las dos últimas semanas en esa comisión se trabajó de mañana y de tarde, no sólo atendiendo el despacho de este proyecto, sino de otros que también tenían preferencia, y se llegó a la producción final del despacho que, en general y en particular, está a consideración de esta Cámara de Diputados. 

	Este despacho no es la verdad revelada, este despacho no es una ley que no exige correcciones a poco de que se ponga a andar, este despacho es, simplemente, el trabajo completo de los legisladores de la provincia de Santa Fe que se tomaron la tarea de analizar artículo por artículo, corregir renglón por renglón para ponerlo a consideración de la Cámara que es en definitiva, a la luz de los principios democráticos y republicanos, la que tiene que aceptar o rechazar uno u otro. Cabe mencionar que hubo un despacho en minoría de un diputado de esta comisión que entendió que debe adherir lisa y llanamente a la ley nacional.

	Como miembro informante completo simplemente me relato diciendo que está a consideración de la Cámara de Diputados un dictamen para que pueda obtenerse media sanción a una ley de tránsito y seguridad vial, hecho por diputados de la Provincia de Santa Fe que trabajaron con absoluta responsabilidad conociendo cuál es la ley nacional, comparándola y respetando los preceptos constitucionales y los principios de autonomía municipal y comunal, que con este ejemplo nos juramentamos sostener a ultranza. Por ahora es todo.



SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

	Quiero hacer algunas aclaraciones en relación a la posición del bloque radical en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. No voy a abundar en detalles ni tampoco extenderme respecto a la historia del expediente sobre el cual se ha expedido largamente el diputado preopinante.

	Debo decir que cuando comenzamos el tratamiento del tema en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General verificamos que existía un dictamen de la Comisión de Transporte y otro que era un proyecto presentado por el diputado Rodríguez que no había sido considerado para la elaboración del dictamen, de allí el tratamiento conjunto de ambos expedientes. Finalmente se llegó a la elaboración de tres dictámenes, tres opciones; la más simple y coherente es el dictamen del diputado Venesia, que refiere a la adhesión lisa y llana, íntegra y general a la ley nacional de tránsito; el otro, el dictamen de la Comisión de Transporte es una adhesión parcial, no íntegra como la que exige la ley nacional en el artículo 91º para que haya reciprocidad en la aplicación del reglamento dictado por la Nación; y el último, el camino más largo y pesado que exigía hacer un estudio comparado de los proyectos, de los dictámenes de la ley nacional de tránsito, resultaba más atractivo para los miembros de la comisión, no por una cuestión de vanidad, de sentirnos protagonistas de la historia, sino porque se nos ocurría como razonable dentro del marco normativo de una sola ley, receptar toda la legislación en materia de tránsito que necesariamente la Provincia iba a tener que dictar y que incluía a la normativa nacional, para la creación de algunos entes e institutos referentes a accidentología y educación vial obligatoriedad exigida por la ley nacional, y también en el marco de la ley provincial para hacer adaptaciones necesarias a las particularidades locales.

	No desconocíamos desde el primer momento que en lo relativo a leyes y sobre todo a derecho de tránsito ha habido tres etapas. La primera caracterizada por la exigencia a las normas constitucionales que sobre la base de las garantías a la libertad tránsito generaba imposiciones para toda la comunidad.

	Normas que en más de una oportunidad colisionaban entre sí, y hubo una etapa posterior, en la que las legislaciones a nivel de distintas provincias, contenían serias contradicciones. Finalmente, desde 15 años a esta parte, estamos en este período en que se pretende la unificación del derecho sustantivo en esta materia. Tuvimos en cuenta desde un primer momento  y se pensó en la idea de respetar todo lo sustancial del contenido en la Ley Nacional de Tránsito; a tal punto esto es así que el dictamen de la mayoría que hemos apoyado, está inspirado en la Ley Nacional prácticamente en casi todos sus artículos, respetando el concepto de legislación único, cosa que surge del espíritu de la propia ley nacional.

	Muchos pueden pensar que las diferencias de criterios pueden surgir por originalidades de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, pero en realidad constituyen repeticiones de lo que se dio a nivel nacional. No hemos hecho una ley para la independiente provincia invencible de Santa Fe. En función de todo este marco normativo y de un montón de disposiciones que podrían ser aplicables en distintas leyes, este es el resultado final al que llegó esta comisión. En pos de estas ideas, y aclarando que en algunas cosas podemos tener diferencias, ellas son menores, y no alteran la utilidad que creemos puede tener esta norma si resulta sancionada es que suscribimos el dictamen de mayoría.



SRA. GASTALDI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, trataré de explicar mi posición en relación a este tema plasmada en un dictamen en minoría. Si bien, reconozco el esfuerzo de todos los integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General para mejorar este proyecto, pero en honor a la verdad siempre me pasa lo mismo, llego tarde a todo y hoy no fue casualidad, nuevamente llegué tarde, con adrenalina alta —como me pasaba cuando rendía examen— y provoqué algunos desajustes por haber tenido que adaptar la legislación nacional. Debemos tener en cuenta que las leyes de tránsito son competencia de la legislación nacional.

	En este tema entiendo que se pueden decir cosas mucho más interesantes para ver si uno reflexiona bien o no. En materia de tránsito hay dos cuestiones, uno es el comercial y el otro el privado, y ambos son de competencia nacional. Y el hecho que se pudiera modificar esta normativa en virtud de lo dispuesto por los artículos 9 y 11 de la Constitución Nacional, corresponde al Congreso reglar lo concerniente al transporte y también al comercio, además todo lo que tenga que ver con la libre circulación en tanto la Constitución trata de garantizar una sola nación, un sólo pueblo y un sólo territorio, en principio todas las normas que tengan que ver con la circulación puede decirse que son parte de las garantías constitucionales. 

	Entonces vamos a ver cuáles son las materias que le quedan a la provincia. No hay duda tampoco que los municipios pueden reglar todo lo que es transito dentro de sus respectivos territorios, y la provincia todo lo que tenga que ver con el transito provincial.

	Yo creo que además hay una cuestión que indica claramente la concurrencia de facultades, hay un principio constitucional explicitado, también hay un propósito encomendado al gobierno federal dado que en el caso en que hubiera colisionado en facultades iguales debe prevalecer lo dispuesto por la autoridad nacional. Si hubiera alguna cuestión yo la señalaría y supongamos que se diera el caso de que nuestra comisión no hubiera realizado un trabajo con la seriedad que lo hizo la norma resulta sería diferente, y en este supuesto caso quien intervendría y por qué. Porque el principio de unidad de un sólo territorio y un solo país, una sola nación y un solo pueblo esta desarrollado en toda la teoría constitucional en una disposición muy clara que es todo lo que tiene que ver con legislación común, por eso el principio de unidad es muy importante y no debemos descuidarlo.

	Hechas estas salvedades, lo que a mi me ha parecido, y con todo respeto del importantísimo trabajo que han hecho los diputados todo este tiempo, hoy a las 9 de la mañana tomé una posición alternativa y voy a tratar de explicar por qué. Cuando uno tiene una potestad quiere decir que puede legislar, juzgar y aplicar, cuando alguien tiene la faculta de aprobar, porque tiene la potestad de la norma, discúlpenme, y lo decía hoy en tono un poco jocoso, parecemos cincuenta diputados en busca de la autoridad de aplicación. 

	Cuando se aprobó esta legislación nacional creo que lo que se proponía era un modelo único adoptado como legislación interna. En la provincia de Santa Fe quién es la autoridad de aplicación, me preguntaba esta cosas. Si leo el articulado de la ley dice que la autoridad de aplicación es el Consejo de Seguridad Vial y los organismos municipales. Pero qué quiere decir que hay una autoridad de aplicación, que el gobierno por la Constitución tiene el poder de actuar ejerciendo su potestad en la norma que ha dictado.

	Cuando uno lee lo que la autoridad de aplicación es el Consejo de Seguridad Vial creo que en el artículo 7 y que es órbita del Poder Ejecutivo y lee que será conformado por representantes del Poder Ejecutivo, por qué otra cosa va a estar integrada aparte de eso.

	Pero me pregunto cuáles son las atribuciones que tiene el Consejo Provincial. Creo que son potestades de contralor y de asesoramiento, por ende no aparece como autoridad de aplicación. En una ruta provincial, por ejemplo, me pregunto, quién va a ser la autoridad de aplicación. Entonces cuando me surgieron todas estas dudas y seguramente habrá muchas más, no los voy a aburrir porque el proyecto tiene 91 artículos y los he leído a todos acabadamente. En realidad creo que va a haber muchos inconvenientes para la aplicación de esta norma. Me parece mucho más coherente incorporar como legislación interna por vía de la adhesión y siguiendo el espíritu de la norma nacional tal como lo hace el proyecto, aunque pudiera tener algunas pequeñas diferencias.

	Me parece más razonable que nosotros digamos por vía de excepción los dos o tres supuestos más importantes que excluimos, creo que de esta forma yo le podría señalar muchos otros ejemplos. Voy a poner el caso del famoso artículo 66. La Constitución dice que debe resguardarse el debido proceso legal, pero lógicamente las autoridades que tienen potestad para legislar desarrollan la garantía de esa autoridad. No se puede decir en una norma que los procedimientos se ajustarán. Qué está haciendo la Legislatura que no sanciona en este acto por ejemplo.

	Creo que realmente no es un papel cómodo haber participado y respaldar con mi palabra el esfuerzo importantísimo que hizo el presidente de la Comisión. Lo entiendo porque he participado en ella. Pero realmente estoy mucho más convencida del sistema de adhesión y de las excepciones que creo que va a resguardar la posibilidad de establecer con coherencia qué procedimientos se van a aplicar, cuál va a ser la autoridad de aplicación, en qué casos se va aplicar la norma municipal y en cuáles la disposición provincial, cuándo lo va a juzgar y aplicar la sanción la autoridad provincial que hasta el momento sinceramente no me resulta fácil darme cuenta por el texto de la norma.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, a esta altura de los argumentos no vamos a demorar más a la Cámara en la votación final de este proyecto, pero sí quiero puntualizar un par de cuestiones.

	En primer lugar, coincidimos en valorar la contracción al trabajo, la buena predisposición de los distintos sectores políticos y de las distintas comisiones que a pesar del tiempo que se tomaron hoy llegamos con tres dictámenes que independientemente de la valoración individual que hagamos yo creo que marca una producción legislativa que es bueno que la valoremos.

	En segundo lugar, con respecto al artículo 53 en particular del proyecto del dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y se lo pediría en particular al presidente de la comisión habida cuenta de que en el inciso h) se menciona a la Ley Nº 24.051 que fue uno de los proyectos de ley que envió el Poder Ejecutivo en enero de 1992 recién asumido en adhesión a esta ley que mereció de distintos diputados de la Cámara anterior proyectos de ley en el mismo sentido y que a través de una mora que debemos asumir, se fue postergando su adhesión y quedó inconclusa.

	Yo propondría que en la redacción final del inciso h) del artículo 53 diga lo siguiente: “...cuando transporte sustancias peligrosas, estar provistas de los elementos distintivos de seguridad y reglamentarios, ser conducidos y tripulados por personal con capacitación especializada en el tipo de carga que llevan —y aquí viene la modificación— y estar en un todo de acuerdo en lo pertinente a la Ley Nacional Nº 24.051”, en la convicción de que la adhesión a esta Ley de Transporte de Sustancias Peligrosas es una necesidad objetiva en la Provincia de Santa Fe. En varias oportunidades personal de Bomberos Voluntarios que han acudido a accidentes nos han dicho que se encuentran en inferioridad de condiciones para poder atender estos casos de accidentes. 

	Por último, le pregunto al presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General sobre una duda que se me plantea con respecto al artículo 57. Yo sé que el espíritu de los señores diputados de ninguna manera ha sido que a través de una ley de tránsito terminemos limitando, en cierto modo, la manifestación del pueblo, de la gente, pero no me queda realmente clara esta redacción, al decir que el uso de la vía pública para fines extraños al tránsito, tales como manifestaciones, competencias deportivas, mitines, exhibiciones culturales —con lo cual ya estamos nivelando o poniendo en una misma bolsa lo que es la manifestación de la gente con una manifestación deportiva— debe ser previamente autorizado por la autoridad correspondiente. Solamente se dan tres supuestos y se habla, por ejemplo, de que los organizadores se responsabilizan por sí o contratando un seguro por los eventuales daños que ocurran. Realmente no me imagino a una manifestación de desocupados que vaya a contratar un seguro para eventualmente hacerse cargo de los daños que pueda provocar la manifestación. De modo tal que sería verdaderamente conveniente rectificar o darle una mejor o más clara redacción a estos dos artículos, en particular al artículo 57, y agregarle lo que acabo de manifestar, en el caso del inciso h) del artículo 53.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	No sé si el diputado Cecchi se refirió a mí en cuanto a la explicación que hizo, lo único que quiero significar es que en los dos artículos que él ha mencionado está reflejada la legislación nacional. Exactamente están transcriptos como en la legislación nacional, de modo que, de aprobarse en general uno de los dictámenes, obviamente se podría corregir. De adherirse al otro, esto que el diputado Cecchi propone es inalcanzable, salvo por vía de reformulación, en caso de no adherir a esos dos artículos y redactar en lo particular dos nuevos. Este sería el caso que el diputado preopinante plantea.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Si lo propuse ahora es justamente porque conocemos cómo después nos manejamos en lo particular, entonces lo hice ahora como para ir dando, si es posible, una nueva redacción a estos dos artículos, fundamentalmente al 57, porque en cuanto al 53 no creo que existan mayores dificultades. 



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Señor presidente: voy a tratar de ser lo más breve posible, a pesar de que realmente se trata de una norma de importancia singular que, creo, a la luz del marco de bancas vacías, no se le ha dado la entidad y la trascendencia que el tema tiene. 

	Casi a esta altura podemos decir que votar esta ley de tránsito hoy es, más o menos, como armar la selección nacional de fútbol, donde cada uno de nosotros nos creemos que somos el director técnico y la armamos con el jugador que más nos gusta. 

	Por supuesto que cada uno tiene opinión propia y la norma da para que existan opiniones propias y, sobre todo, cuando muchos legisladores, recién hoy, han tenido conocimiento del dictamen que produjo la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y que nosotros hemos suscripto. 

	En virtud de ese derecho de opinión, señor presidente, hablo simplemente como integrante de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, firmante del dictamen quedando mis compañeros de bloque en libertad para votar por el dictamen que quieran y hacer las sugerencias que quieran, porque en definitiva esta ley de tránsito no hace, ni a la tradición, ni a la historia ni al programa del Partido Demócrata Progresista.

	Fijo, en consecuencia, las razones por la cuales he suscripto el dictamen de Comisión. Porque entendí siempre que al federalismo no hay que declamarlo sino que cuando hay oportunidad de ejercerlo, hay que tratar de hacerlo de esa manera. El hecho de que graciosamente la legislación nacional diga que las provincias podrán adherir a la ley, no significa que nosotros no ejerzamos la facultad de dictar una norma que signifique una adhesión a los principios generales de la ley de tránsito en la que se contemplan circunstancias locales que, a mi juicio, en gran medida han sido contempladas no sólo con el aporte de proyectos realizados, sino de los dictámenes formulados, porque el dictamen de la Comisión de Transporte y los otros fueron considerados  y más amplio aún fue el debate en la Comisión, en tanto se analizaron una por una las observaciones formuladas por distintos diputados y algunas sugerencias que se hicieron llegar  y que fueron debidamente debatidas y analizadas.

	Por eso, señor presidente, admito las opiniones en contrario. Lo que no entiendo son las opiniones de los miembros de Comisión, que no las virtieron en el recinto de la Comisión y observan en este momento la norma redactada, cuando tal vez si la observación se hubiese hecho a tiempo, podríamos haberla corregido, como corregimos muchísimos de los artículos observados.

	En general, los señores diputados Rodríguez y Alvarez, hicieron manifestaciones que compartimos en lo que hace a los criterios con que la Comisión redactó el dictamen. Estoy convencido que en la comparación entre ambas leyes, desde el punto de vista técnico legislativo, no hay ninguna duda de que este dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General es superior a la ley nacional de tránsito. Creo que hemos incorporado algunos criterios propios que, por lo menos para la mayoría de la Comisión, en el momento de la discusión valían, como por ejemplo, no coincidir con la disminución del límite de edad para conducir, que en la legislación nacional se establece bajándola a 17 años, porque creemos más prudente mantenerla en 18. La adhesión lisa y llana a la ley nacional, significaría mantener este mínimo de edad que no compartimos 

	Hemos incorporado, a nuestro juicio para mejorar la norma, criterios sobre las inhabilitaciones en lo que hace a las sanciones que prevé la disposición legal a aplicar. La ley nacional prevé que puede haber inhabilitaciones continuadas sin ningún límite, es decir, los asesinos que andan manejando cualquier vehículo, que tienen 3, 4, 5 o 10 inhabilitaciones por faltas gravísimas, podrán seguir conduciendo en tanto paguen la multa. La protección de los demás, fundamentalmente de los peatones y del conjunto de los ciudadanos, que debe ser el interés superior protegido por la ley, no interesa y mientras se pague la multa se puede hacer cualquier cosa.

	Hemos incorporado por un lado, la posibilidad de inhabilitación obligada a conductores por infracciones graves, pero además, hemos incorporado  la inhabilitación definitiva a la cuarta sanción por inhabilitación. Hemos contemplado lo que son las facultades de los municipios, hemos contemplado absolutamente todas las observaciones que se hicieron o al menos las hemos analizado a las que no aceptamos y hemos visto también lo que son los principios básicos de la Ley Nacional. En tal sentido, en el convencimiento de que estamos haciendo una norma mejor, que estamos ejerciendo las facultades constitucionales que hacen a esta declamada defensa de los principios federales, como legislador de la Provincia de Santa Fe, prefiero votar una norma propia y no adherirme a esta ley nacional, que a mi juicio tiene una serie de inconvenientes y de carencias, que por razones de tiempo no vamos a enumerar. 

	A la luz de este dictamen, que algunos han conocido hoy, surgen errores en la redacción de algunos artículos, que entendemos es necesario corregir y mejorar y que seguramente lo haremos en el tratamiento en particular. En general, por las razones expuestas así sustentadas, voy a votar el dictamen suscripto por la mayoría en la Comisión de Asuntos Constitucionales.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Lamento que a esta altura de la noche todavía estamos escuchando los argumentos en general de lo que hace a la técnica jurídica y no que estemos inmersos en cada uno de los artículos que hacen a esta normativa, porque es indudable que estamos en una nebulosa con respecto a eso.

	En un principio se estuvo hablando de las falencias que puede tener la ley nacional y en otro las mismas falencias que puede llegar a tener este despacho de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que hacen poner en duda si lo que vamos a sancionar esta noche es, ciertamente, la norma que necesita la Provincia.

	Me enrolo en los principios federales y así lo charlamos en oportunidad del tratamiento del primer proyecto que caducó el año pasado y en ese sentido, cuando se realizó el despacho en minoría en la Comisión de Transporte, habíamos propuesto y a los efectos de no ponernos a inventar una normativa diferente y manteniendo nuestro criterio federal, poner en vigencia los textos de cada uno de los artículos que considerábamos pertinentes para nuestra Provincia.

	Esta ley caducó y el diputado Rodríguez presentó un texto propio, en muchos casos con copia de la ley nacional y defendiendo esa autonomía federal que en un momento yo había sostenido. Posteriormente, cuando las presiones por los numerosos accidentes de tránsito, que fue acosada, por decirlo de alguna manera, la Comisión de Tránsito, se consensuó un despacho alrededor del proyecto presentado para la adhesión de la ley nacional y en ese sentido nosotros propusimos, a los efectos de no trabar más la aprobación definitiva de esta ley, que se salvaguardara algunos de los principios municipales y, para ser más preciso, con relación a la revisación técnica obligatoria y algunos otros artículos en donde hacemos la salvedad de la no adhesión.

	En este entendimiento se empezó a trabajar en la Comisión de Asuntos Constitucionales y no en este proyecto de adhesión ilimitada, a través de todas estas objeciones o limitaciones que se plasmaban en el dictamen, sino que se empezó a trabajar en el proyecto de ley alternativo, en el proyecto de ley autónoma, que es lo que estuvimos esperando hasta el día de la fecha, por decirlo de alguna manera, porque se le fueron adicionando cada una de las modificaciones que muchos diputados quisieron acercar a la Comisión.

	En este sentido, pensando que había unanimidad de criterios acerca de lo que yo consideraba que debía contener la ley, hasta hace más de una hora no estaba convencido todavía cuál iba a ser mi voto, casi le diría que pensaba mantener el voto de la firma que yo había efectuado en el despacho, pero, en la última intervención se puso en el tapete la problemática de lo que puede significar la aprobación de esta norma, cuando los principios en ella redactados no se adapten cabalmente a las necesidades de la provincia.. Vemos, por ejemplo, que en el tema del estacionamiento se considera falta grave el estacionamiento en las zonas destinadas a los servicios públicos, y la falta grave está sancionada con una pena pecuniaria bastante onerosa, bastante costosa; pero no es una inventiva de este proyecto o de este despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales, sino que proviene de la ley nacional que tiene exactamente la misma redacción. Otro tanto —lo planteaba el diputado Cecchi— con relación a realidades que tiene la provincia de Santa Fe y los municipios que sería muy dificultoso y engorroso tratar de modificar a través de una adhesión, por más que la adhesión sea parcial porque va a significar cuantas leyes se presenten para modificar esas realidades locales, y de ser un cuerpo normativo único, va a signficar diversas leyes y modificaciones parciales que van a ser inentendibles para quien conduce por la vía pública y tiene que manejarse con todas estas reglas. 

	Por eso, objetando la redacción de esos artículos, con los errores que tiene y que se pueden subsanar, en las medidas de las posibilidades, esta noche, o bien el Senado, como Cámara revisora, los tendrá que subsanar después, voy a votar el despacho de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, y habiendo tres dictámenes, el Cuerpo debe resolver cuál de ellos se va a poner a consideración.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente: como las cosas están muy claras, yo interpretaría el Reglamento en el sentido de que se debe empezar por votar el dictamen del expediente más antiguo que, en este caso, analizando los dos expedientes, es el despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no hay oposición, así se hará.

	Se pone a consideración en general el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

-	Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Castro).- A consideración en particular el artículo 1º.



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Solicito que se pongan en consideración con lentitud cada uno de los artículos, porque seguramente se formularán observaciones, si no vamos a tener que reconsiderarlos.

-	En particular se aprueban los artículos 1º al 4º.

-	Al leerse el artículo 5º dice el,

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Creo que hay una contradicción en la definición de automóvil, ya que sería coincidente con la de triciclo, vehículo de tres ruedas con motor a tracción propia, en el último punto de la definición, en cuanto a que en la definición de automóvil también se habla de los de tres ruedas que excedan los mil kilogramos de peso.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Creo que el sentido de fijar la diferencia estaba en los kilogramos de peso y considero que ningún triciclo va a exceder los mil kilogramos, por eso cuando definimos automóvil que exceda los mil kilos es porque no hay triciclos que pesen más de mil kilos.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 5º.

-	Resulta afirmativa.

SR. FAVARIO.- También advertimos en el mismo artículo, que en la definición de vehículo automotor —casi al final del artículo— estaría comprendido también el triciclo porque dice “vehículo de más de dos ruedas”.



SR. RODRÍGUEZ.- Repito, la voluntad del legislador fue definir el género vehículo automotor, como todo vehículo de más de dos ruedas porque hasta dos ruedas es motocicleta. Después hicimos la diferenciación entre automóvil, triciclo y cuatriciclo porque no había definición sobre este particular en la ley nacional ni en el derecho comparado que hemos analizado y se nos ocurrió que era una definición entendible, por supuesto perfectible.

	En el caso de triciclo la definición es clara, todo vehículo de tres ruedas con motor a tracción propia de menos de mil kilos.



SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

	Como esto ya ha sido votado entiendo que lo que se está discutiendo es una definición general que abarca a vehículos de dos ruedas con menos de mil kilos y la otra tiene que ver con vehículos de cuatro ruedas con más kilos, etc; en definitiva, creo que las definiciones de este artículo son compatibles y se han votado bien.



SR. BULLRICH.- Quiero preguntar cuál es la definición de triciclo o cuatriciclo, porque se supone que  los ciclomotores tienen un andar diferente ya que hay que hacer equilibrio, tienen una reglamentación diferente. Entonces los cuatriciclos corresponden a otra categoría, porque son otro tipo de vehículos.



SR. ALTARE.- Pido la palabra.

	Existen automóviles de 400 centímetros cúbicos, de muy baja cilindrada, que pueden confundirse con un cuatriciclo, es decir que no existe una definición exacta sobre la cuestión, incluso pueden llegar a tener tres o cuatro plazas.



SR. RODRÍGUEZ.- Esto lo hemos explicitado en la comisión y se elaboró un informe sobre los cuatriciclos. Se trata de un vehículo fabricado por japoneses, básicamente, para ser destinado a tareas rurales o de jardinería, y aquí lo utilizamos para andar en las dunas o en las calles y ni siquiera se lo reglamenta en la Ley Nacional 24449. Lo que utilizamos para legislar en este tema es un cuadro demostrativo de un folleto enviado por el fabricante, constituyendo el único vehículo que puede salir a la vía pública. Más adelante se darán cuenta de la mención de este tipo de vehículos cuando se haga mención de cómo circula en la vía pública, porque su definición, repito, surge de ese folleto.



SR. BULLRICH.- Directamente, voy a proponer que no se discrimine en, triciclo, cuatriciclo, de tantos kilos o tantas cilindradas, porque no tiene ningún justificativo jurídico.



SR. RODRÍGUEZ.- Discrepo con usted, señor diputado, porque los cuatriciclos circulan hoy por las calles.



SR. BULLRICH.- No pueden circular, señor diputado, al igual que los tractores, por más que lo hagan en los pueblos. 



SR. RODRÍGUEZ.- Señor diputado, existen cuatriciclos que, cumplen con su lógico requisito, de contar con cuatro ruedas, y que nunca van a poder salir a la vía pública, pero hay otros que por sus especificaciones técnicas de sus fabricantes sí lo podrán hacer, ya que son diferentes a aquellos destinados a tareas rurales. Le pediría al señor diputado preopinante que posterguemos la definición de este asunto hasta el momento en que tratemos específicamente este tema, y quizás logremos aprobar este artículo a excepción de esos dos sub-acápites.



SR. BULLRICH.- Estoy de acuerdo, señor diputado.



SR. PRESIDENTE (Castro).-Corresponde considerar el artículo Nº 6.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta afirmativa.

-	Se lee y aprueba sin observación el artículo 7º y al leerse el artículo 8º, dice el

SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	Propongo para este artículo, la siguiente redacción: “Debera implementarse una red informática”.



SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	Creo que aquí también caben las observaciones hechas por la señora diputada Gastaldi en relación al artículo 7ª, ya que en el artículo 2ª habla del organismo de aplicación, mientras que en el 7º, habla de las funciones, por lo tanto solicito la incorporación de otros incisos para ser aplicados a la presente ley, de manera que tenga facultades aquí más allá de fiscalizar. Sería el órgano de aplicación de tal norma, y quién sería el órgano de aplicación de la norma: el Poder Ejecutivo .



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	No veo ninguna objeción en receptar esta inquietudes porque en definitiva estamos defendiendo que este órgano que se crea es el de aplicación y eso está entendido y aprobado tal cual como se define ahora. A ese órgano quisimos darle funciones bien taxativas, a lo sumo podría ser redundante fiscalizar el fiel cumplimiento de la ley porque por sí en el artículo 2º dice quién es la autoridad de aplicación.

	No tengo inconvenientes que quede redactado el antepenúltimo párrafo como lo propone el señor diputado Martínez. Simplemente lo quisimos hacer así y dejar induvitablemente definido esa red de informática la que va a recibir todos los datos e información de los antecedentes vinculados a este registro. Se puede dar sobre entendido que el espíritu del legislador fue simplemente ese, que la red de informática comprenda los datos y la información. Porque no va a quitar ni agregar nada, simplemente nuestra intención fue definir partiendo del supuesto de lo que abunda no daña, porque no hace al fondo de la cuestión.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Cómo quedaría redactado?.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Le respondo al señor diputado Mehauod quedaría redactado así: “ ....Deberá implementar una red informática que permita el flujo de datos y de información”.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Otro párrafo relevante es el que dice que este registro tiene la facultad de elaborar anualmente su presupuesto de gastos y recursos. Si depende del Poder Ejecutivo, todos sabemos que el presupuesto lo elaborará el propio Poder Ejecutivo porque no es un ente autárquico, por lo tanto solicito suprimir el último párrafo del artículo 8.



SR. ALTARE.- Pido la palabra.

	Señor presidente, yo no temo estar dos días sentado en la banca; pero creo que vamos en el artículo 6º, y si los propios miembros de la comisión que dicen haber leído y reestructurado y reelaborado el tema y discutido a fondo y ahora lo van a empezar a modificar, creo que nos hubieran avisado que íbamos a asistir a una reunión de comisión de 50 diputados. Y creo que estos artículos no son la excepción para el análisis que se está haciendo, no dejo de valorar el trabajo que han hecho pero no que tengamos que volver a redactar los artículos porque en eso coincidimos plenamente con el diputado Bullrich. Corremos riesgos, si bien no voy a votar este despacho ni lo voté en general, hay algunas observaciones donde se ve que no está acabadamente elaborado en la comisión. Creo que vamos a estar con algunas desprolijidades que a lo mejor en una sesión más lo podemos corregir.



SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

	Justamente, tiene que ver con lo que manifestaba el diputado Altare.

	Recuerdo que cuando fui electo concejal en esta ciudad fui unas sesiones antes de que se iniciara el nuevo período para ver cómo era el funcionamiento del Concejo. Ahí me enteré de que había un concejal de la ciudad de Santa Fe que intentaba reglamentar los carribares. En medio de esto en cada artículo que se avanzaba empezaba una discusión sobre si la olla tenía que llevar tapa o no y si el depósito de agua del carribar tenía que estar arriba o abajo. Eso lo vi tres o cuatro sesiones. En cada sesión avanzaban dos artículos y recurrentemente alguien planteaba que como no está lo suficientemente analizado el tema se pase a comisión.

	En este caso la propuesta de Altare me parece apresurada. Las dos cosas que se han planteado hasta ahora en la discusión son: la definición de triciclo o cuatriciclo, que obviamente no partió de los miembros que firmaron el dictamen y una modificación que dice lo más ágil y rápido posible a los efectos de derivar demoras en el trámite, que puede ser de estilo, pero convengamos que es superflua y hasta ahora no nos ha demorado. 

	Entonces digo, busquemos mejorar la redacción en algunos casos, pero no nos entretengamos en cosas que no hacen a la sustancia si queremos sacar una ley que tiene 90 artículos.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Quiero simplemente comentarle al diputado Altare que los 11 que trabajamos en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General llegamos a definir posiciones absolutamente coincidentes y que es verdad lo que dice el diputado Álvarez que cada uno puede interpretar cada palabra de las que no se valuaron en la comisión como usted dice, le puedo asegurar que se evaluaron palabra por palabra y se seleccionó término por término, eso no obsta que como todos los diputados a que como todos los diputados somos iguales, podemos interpretar los parónimos, los sinónimos o los homónimos de manera distinta no haya alguna observación.



SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.

	Quiero recordarle al Cuerpo que el otro día cuando analizamos este proyecto habíamos hablado de la complejidad técnica, de la complejidad cualitativa y cuantitativa y demás, y en un caso excepcional atendiendo a esa complejidad dijimos que la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General tiene ya esbozado un anteproyecto sujeto a la ampliación y modificación. Hicimos y dimos un plazo de gracia de 15 días para que los legisladores que no integran esta comisión presentaran sus inquietudes, receptamos dos cuadernillos, uno del diputado Mercier que fue considerado a fondo y otro del diputado López, asesor de la diputada González, que también fue analizado en profundidad. Yo le aseguro al Cuerpo si nos proponemos que esta ley vamos a hacer la ubicación inversa, si nos proponemos que esta ley no salga por el análisis exhaustivo y minucioso de cada artículo de cada renglón porque es muy compleja técnicamente. Yo lo que entiendo es que lo que dice el diputado Alvarez es cierto, la estructura de la ley está en un 90 %.

	Reitero los conceptos que se han vertido hoy, en el sentido de que esta es la ley superadora de la ley nacional, entonces no sé si el Cuerpo quiere considerar ahora estas pequeñas revisiones, o tal vez porque estamos cansados, lo más adecuado sería pasar a un cuarto intermedio o bien adoptar la medida parlamentaria o procesal que corresponda. Pero no debemos olvidar que esto ya fue votado y tenemos que avanzar porque el proyecto ha sido analizado a fondo y los dos únicos legisladores que presentaron objeciones —uno por sí y otro por haber presentado por medio de sus asesores las inquietudes— fueron atendidos en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Recalco esto porque las observaciones que se hicieron en este momento en torno a la legislación son atendibles y giran alrededor de legisladores que no estuvieron en la comisión. Por eso se otorgó el plazo de una semana más de gracia, pero los 15 días vencieron hoy y ya estamos en condiciones de tratar este proyecto. 



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Voy a hacer una moción de orden para que la Cámara pase a un cuarto intermedio hasta el jueves próximo, que la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General se vuelva a reunir el miércoles a las 10 y 30 a considerar todas las observaciones en la redacción del proyecto, aquí en el recinto, prosiguiendo con el tratamiento el día jueves, a partir del artículo aprobado hasta hoy. 



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Quiero recordar que el día miércoles a las 10 de la mañana, si mal no me han informado, está citado el señor Ministro de Obras y Servicios Públicos para concurrir a la reunión de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.



SR. FAVARIO.- Entonces, que se fije el horario a las 12, a los efectos de hacer todas las observaciones para tener una redacción definitiva, o bien el miércoles a la tarde, o el día que cite el presidente de la comisión. 



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente: primero hay que definir si la moción de orden es aprobada, en cuyo caso, de ser aprobada, fijaríamos el día y el lugar para que los diputados —no sólo los integrantes de la comisión— que van a revisar minuciosamente la redacción del texto, desde el artículo 8 en adelante, vengan con sus propuestas, a los efectos de consensuarlas, para que en la sesión del día jueves —para la cual se definiría este cuarto intermedio— podamos continuar con el análisis, artículo por artículo. 
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cuarto intermedio



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar la moción de orden en el sentido de pasar a un cuarto intermedio hasta el día jueves a las 14 horas, es decir, previo a la sesión ordinaria de la Cámara.

-	Resulta afirmativa.

-	Eran las 21. 

-	Siendo las 16 y 40 del día 2 de octubre de 1997, dice el:

SR. PRESIDENTE (Castro).- Habiendo finalizado el cuarto intermedio dispuesto por la Cámara, se reanuda la sesión.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente, conforme a lo que se acordó en el recinto en la sesión del jueves pasado, nosotros hemos receptado algunas sugerencias de los colegas diputados, que habían acompañado algunas formulaciones y estuvimos trabajando en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General sobre los requerimientos de varios de ellos. De resultas de lo expuesto hay algunos artículos que han sido readecuados, de modo que no sé cómo será el procedimiento, pero a medida que se sometan a consideración los que están en el orden del día, yo iré indicando cuáles han sufrido algún tipo de modificación y daré la lectura correspondiente tal como quedaron redactados en la tarea de la Comisión.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Así se hará, señor diputado. 

	El proyecto de referencia ha sido aprobado en general y está en consideración en particular el artículo 7º.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Si se va a poner a consideración el artículo 8º, quiero comunicar que el mismo sufrió alguna corrección de texto, por lo cual leería cómo ha quedado redactado, sin perjuicio de que la Comisión tiene el texto elaborado que se acercará a Secretaría para que quede como antecedente escrito de las modificaciones introducidas, tal como marca el Reglamento.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Previamente a la consideración del artículo 8º, voy a pedir la reconsideración de la votación del artículo 3º, que contempla las garantías de la libertad de tránsito, y conforme ha sido aprobado el artículo quedó redactado de la siguiente manera: “Queda prohibida la demora del conductor y/o la retención del vehículo, la documentación de ambos y/o la licencia habilitante para conducir, salvo los casos expresamente contemplados por esta ley, ordenanzas municipales o comunales, u ordenados por el juez competente.”

	Es indudable que la restricción de la libertad y la propiedad privada que significan los documentos a que hace referencia este artículo y del mismo vehículo, están contemplados en el resto del proyecto en los casos puntualmente enunciados. Lo que no es así es la delegación que se hace a través de este artículo a las ordenanzas municipales y comunales, quienes pueden, conforme a esta facultad, restringir y detener a las personas por motivos diferentes a los que se establece en este artículo.

	Es indudable también, que si se adhiriera cada una de las comunas -porque es un régimen de adhesión de municipalidades a las estipulaciones de la ley una vez sancionada-, van a tener las facultades que determina la ley y van a poder aplicar en su jurisdicción los casos de retención y de detención, cuando los mismos presupongan una grave peligrosidad para el tránsito, conforme a lo establecido, pero no se puede dejar un cheque en blanco para que se avance mucho más allá y a través de las municipalidades y comunas se vulnere la legítima libertad de las personas y de propiedad privada.

	Por eso propongo la reconsideración de este artículo para suprimir la parte que refiere a las ordenanzas municipales y comunales y que este tipo de retención del vehículo, demora del conductor y retención de la documentación, sea nada más que por los motivos establecidos en esta ley.

	Este es un hecho excepcional y tiene que ser restrictivo, por lo que significa su vulneración. Por tal motivo, no se puede dejar un cheque en blanco -como decía antes- para que a través de ordenanzas municipales se pueda jugar con la libertad de las personas.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se vota la moción de reconsideración del artículo 3º, formulada por el señor diputado Bullrich.

-	Resulta afirmativa.

SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	A los efectos de ordenar la sesión. Cuando haya una modificación que se quiera realizar pediría que se comente si es de último momento o si fueron tratadas en la comisión..



SR. PRESIDENTE (Castro).- Está aprobada la reconsideración.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Insisto en el texto del artículo 3º, tal cual fue aprobado, por entender que se está prejuzgando sobre la capacidad de municipios y comunas , en el sentido de entender que podrían violar normas constitucional, tanto nacionales como provinciales, por carecer de la suficiente responsabilidad o capacidad técnica.

	Cuando entre todos elaboramos este precepto generamos la posibilidad, también, de que la ordenanza municipal y comunal tuvieran un instrumento que dentro del marco regulatorio de los preceptos constitucionales superiores, tanto de la Nación como de la Provincia, pudieran con normas legales tomar medidas que impliquen, por ejemplo, la demora de un conductor ebrio, conduciendo bajo los efectos de estupefacientes o drogadependiente, en la hipótesis que la ley no fue lo suficientemente explícita como permitir este tipo de mora.

	El espíritu del legislador en nada condice en el tema de restringir la libertad de las personas, lejos de ello, simplemente pretende respetar a las municipalidades y comunas y sus organizaciones institucionales, para que a través de sus concejos deliberantes o sus cuerpos colegiados, tengan la posibilidad legislativa por imperio de una norma superior , como la provincial, de dictar normas acordes con el espíritu que hemos tenido al sancionar esta norma.

	Es todo cuanto quería decir con respecto al particular.



SR. ALVAREZ.- Pido la palabra.

	Entendí cuando estábamos en reunión de la comisión, que esto iba a salir con la modificación que estaba proponiendo el diputado Bullrich, a la cual adhiero y adherimos desde este bloque.

	Considero que no debemos confundir la potestad municipal para ordenar en el ámbito de su competencia en el tema del tránsito, con lo que aquí está en juego que es la garantía de la libertad de tránsito.

	Cuando adherimos con los fundamentos al dictamen de la mayoría, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, descartábamos la importancia de tener una norma que unificara toda la legislación relacionada al tránsito y que siguiendo los principales conceptos de la ley nacional, nos condujera por el camino de la univocidad, en el sentido que existiera una sola norma en los puntos aplicables en todo el territorio nacional.

	La garantía de la libertad de tránsito se encuentra en el artículo 3º de la ley nacional y nosotros mediante esta adhesión y en la medida que nos quedemos con la redacción que dice : “ salvo los casos expresamente contemplados por esta ley u ordenado por juez competente...” estaríamos respetando el criterio de una ley única. En la media que obráramos para la introducción del término ordenanzas municipales y comunales estaríamos facilitando la introducción por vía de una ordenanza municipal o por vía de una resolución comunal y cualquier disposición que pudiera vulnerar de alguna manera la libertad de tránsito. Si ésta fuera una ley cerrada en la que no existieran hipótesis en gran número que autoricen retenciones tanto de vehículos como de personas, que no tuviera previstas todas las hipótesis contempladas en esta extensa norma, podríamos pensar en alguna solución de este tipo; pero, de todas formas, una solución que deje abierto al criterio de las ordenanzas municipales o comunales las disposiciones que puedan afectar de alguna manera la libertad de tránsito, nos parece que no es prudente.

	Por lo tanto, adherimos al criterio expuesto por el señor diputado Bullrich, y sugeriríamos que el artículo 3º se mantenga en su actual redacción, con la eliminación nada más que de las palabras “ordenanzas municipales y comunales”.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Es indudable que con el correr de la discusión de esta ley se va a demostrar que el bloque demócrata progresista está en favor de las autonomías municipales y comunales, pero una cosa es estar a favor de las atribuciones que le otorga la ley —ya que todavía no se modificó la Constitución—, y otra cosa es vulnerar el principio de garantía de la libertad de tránsito, tal como reza el título del artículo 3º; es decir que nosotros a través de la ley estamos garantizando la libertad de tránsito, y las excepciones son las contempladas en la misma ley y se le agregan las que se establezcan en las ordenanzas comunales y municipales, o sea que las excepciones no están enunciadas en las ordenanzas por cuanto no están sancionadas y no sabemos del alcance de ellas. Vale decir que si nosotros estamos garantizando la libertad de tránsito y la propiedad privada, todas las excepciones son con carácter restrictivo y no se puede a través de una liberalidad que pueda tener esta Cámara hacer que una excepción se transforme en regla.

	Mencionaba el señor diputado Rodríguez las causas en las cuales podría estar contemplada la retención y es lo que está en el mismo despacho, en el mismo proyecto de ley, cuando habla de las medidas cautelares, al referirse a la retención preventiva a los conductores, cuando sean sorprendidos in fraganti en estado de intoxicación alcohólica, bajos los efectos de drogas, de estupefacientes u otras sustancias o, en su defecto, ante la presunción de algunos de los estados anteriormente enumerados. Incluso se establece que esta retención no podrá exceder de las seis horas, lo cual está en íntima relación con la averiguación de antecedentes, cuyo lapso también se establece en las seis horas. Y sigue enumerando las otras causas: cuando se fuguen habiendo participado en un accidente o habiendo cometido alguna de las infracciones penadas con arresto en los términos de esta ley y por el término necesario para labrar las actuaciones policiales correspondientes. En todos esos casos se pone especial cuidado de no vulnerar estos derechos que establece la Constitución y entre otras cosas las medidas precautorias establecen la retención de la licencia cuando estuvieran vencidas, cuando hubieren caducado, cuando haya sido adulterada, cuando el titular se encuentre inhabilitado y de la misma forma está en la de los vehículos cuando cumplan con las exigencias de seguridad, en tal caso la retención será de 3 días.

	Toda la normativa está contemplada en la redacción del despacho hace que esta garantía, que quiere establecer el artículo 3º, sea de carácter restrictiva. Las comunas y las municipalidades deberán adherir a esta ley a través de una ordenanza y con esa adhesión tendrán las facultades de aplicación de esta ley y, por tanto, la aplicación para la retención de las personas y de los vehículos, cuando se den las condiciones que establece la misma ley; pero darle la facultad para que establezcan retenciones diferentes, me parece una medida extremadamente peligrosa.



SR. PIAGGIO.- Pido la palabra.

	Deseo presentarle una inquietud al señor diputado Bullrich: yo creo que la adhesión de los municipios y comunas a la ley jamás le va a otorgar más facultades que por la Constitución tienen. Creo que ésta es la extrapolación del argumento. Comparto el criterio de que la redacción no vaya de las excepciones que establece esta ley. Por mi parte ni siquiera dejaría lo de “juez competente” porque es redundante, por lo tanto, terminaría la redacción allí.



SR. BULLRICH.- Correcto, señor diputado.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 3º tal cual está fue leído por el diputado Rodríguez.

-	Resulta negativa.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado bullrich)" �SR. BULLRICH.- Entonces, mi propuesta sería formalmente la siguiente: “Artículo 3º. Garantía de libertad de tránsito. Queda prohibida la demora del conductor y/o la retención del vehículo y la documentación de ambos y/o licencia habilitante, salvo los casos expresamente contemplados por esta ley”.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Corresponde considerar en consecuencia la propuesta del señor diputado Bullrich.

-	Resulta afirmativa.

-	Al leerse el artículo 8º, dice el

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodriguez)" �

	Voy a proponer una modificación en los párrafos 5º y 6º del mencionado artículo, cuya redacción será la siguiente: “...Deberá implementar una red informática que permita el flujo de datos y de información y propondrá anualmente su presupuesto de gastos y recursos.”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 8º con la modificación propuesta por el señor diputado Rodríguez.

-	Resulta afirmativa.

-	Se aprueban los artículos 9º y 10º.

-	Al leerse el artículo 11º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	El último párrafo quedaría redactado de la siguiente manera: “...Sin perjuicio de lo precedentemente establecido, tendrán validez plena las habilitaciones de las jurisdicciones nacional y provinciales.”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 11º con la modificación propuesta por el diputado Rodríguez.

-	Resulta afirmativa.

-	Al leerse el artículo 12º, dice el.

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	En el inciso b) propongo la siguiente redacción:”... b) Contar con instructores profesionales habilitados por la autoridad de aplicación competente...”.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 12º con la modificación propuesta por el señor diputado Rodríguez.

-	Resulta afirmativa.

-	A leerse el artículo 13º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	Propongo que el inciso i) de este artículo quede redactado de la siguiente manera: “El Registro Provincial de Antecedentes y Accidentología será el centro receptor de información de todos los datos sobre licencia de conducir”.



SR. CECCHI. - Pido la palabra.

	El inciso l) del dictamen de comisión dice: “No podrá otorgarse ni renovarse la licencia de conducir a quien adeuda multas de tránsito derivadas de sentencia firme, en los casos de contraventores reincidentes”; y propongo la siguiente redacción: “En casos de contraventores reincidentes no podrá renovarse la licencia de conducir a quien adeude multas de tránsito”.

	Lo que queremos es justamente evitar las reincidencias, por eso no podemos establecer que las multas deben tener sentencia firme porque son trámites excesivamente largos, todos sabemos cómo se maneja nuestra justicia y entendemos que el sólo hecho de que se demore un tiempo, le estamos permitiendo que el conductor continúe haciendo infracciones que ponen en riesgo la vida de los demás, por eso propongo que sea derivado de sentencia firme.



SR. RODRÍGUEZ.- Esta mañana el señor diputado Di Pollina, quien representaba al diputado Cecchi el día anterior, nos hizo saber que en definitiva no tenían ningún inconveniente en aprobar el artículo como acaba de leerse.

	La razón de ser de la sentencia firme tiene que ver con el hecho puntual de que quien no tenga aún sentencia se presume inocente, pero además era la búsqueda de mayor presencia administrativa de los Tribunales de Faltas municipales y comunales en cuanto al ejercicio del régimen de policía y su seguridad, que era el procedimiento contravencional. En ese sentido fue que no lo modificamos en la comisión esta mañana. Esto es lo quería comentar.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Abonando lo que decía el diputado Rodríguez, quiero decir que la justicia de faltas municipal es una justicia administrativa, y por ende tiene directa relación con la justicia de falta provincial. Tiene todo el derecho, aquel a quien se le haya aplicado una multa por la parte administrativa, de reclamar su juzgamiento jurisdiccional y hacer valer la defensa que le establece la Constitución. 

	Mientras no esté firmado no puede ser un antecedente para aplicarle o restringirle la libertad de pedir la licencia. Entendemos que el artículo como está redactado es procedente, no afecta mayormente en tiempo ya que la justicia administrativa es rápida, sumarísima diría. Por eso le cabe la posibilidad que no se dé en muchos casos, pero le cabe la posibilidad de que pueda recurrir a la justicia jurisdiccional.



SR. ALTARE.- Pido la palabra.

	¿Se trata de cualquier multa de tránsito?. A lo mejor una persona que se pasa tres veces de la línea blanca....



SR. BULLRICH. - Quien adeude.



SR. ALTARE.- ...me parece que no es una cuestión pecuniaria, sino que hace a la seguridad en el tránsito y desgraciadamente hoy en día la mayoría de los inspectores que andan por las calles ponen más ahínco en hacerle la boleta a quienes se pasaron 15 centímetros en la línea blanca que a los que circulan por la izquierda, o a quien va con las luces altas, o a un conductor de un colectivo que realiza una maniobra peligrosa.

	Tengo la convicción que con esta ley los educaremos a los inspectores, no a todos, pero un alto porcentaje no tiene ni noción de lo que es penalizar de acuerdo a las disposiciones vigentes, ni de las faltas de tránsito que son importantes para la seguridad, para que el tránsito sea rápido, fluido.

	Por eso quería plantear esto, si es para todas las multas, algunas son por cuestiones absolutamente insignificantes, pero hay falta serias de tránsito, por ejemplo no se suele multar a una persona que va como un torpe sobre la izquierda manejando a 25 kilómetros por hora y taponando a Dios y a María Santísima, más aún cuando vienen una ambulancia, los bomberos o la policía pidiendo paso, jamás hicieron una multa por ese tema, jamás lo he visto a lo mejor lo han hecho cuando yo no estaba. Esto es lo que quiero significar.



SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente, estamos evaluando la situación de quien va a renovar la licencia de conducir, no parece irrazonable después de cinco años de haber sacado la anterior licencia que aquella persona que haya cometido alguna falta de tránsito y además sea reincidente se le exija que tenga al día el pago de las multas; también es una situación exigible cuando hay transferencia de vehículos a nivel municipal. No parece una exigencia desproporcionada más allá de las múltiples anécdotas sobre si las multas está bien puestas o no. Por eso me parece razonable la exigencia que plantea este artículo. 



SR. CUÑADO.- Pido la palabra.

	Ante la expresión del señor diputado Rodríguez de que el señor diputado Dipollina estaría satisfecho con esta redacción, creo que deberíamos tener en cuenta que al problema lo vamos a tener en la ciudad de Rosario, más aún con el personaje denominado el “loco del volante” que ha cometido múltiples infracciones andando a más de 100 kilómetro por hora por áreas y calles de bastante circulación, que logró evadir la sanción del Tribunal de Faltas interponiendo un insólito recurso de amparo para renovar el carnet de conductor.

	A raíz de ello el Director de Tránsito se comunicó con nosotros y dijo que el señor diputado Dipollina iba a hacer una gestión al respecto, entonces si al señor diputado Di Pollina le satisface ...



SR. CECCHI.- No participé de la conversación.



SR. CUÑADO.- Decía que si al señor diputado Di Pollina le satisface la Municipalidad de Rosario sabrá por qué encargó la gestión al diputado mencionado.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se más uso de la palabra, se va a votar el artículo 13º con las modificaciones propuestas.

-	Resulta aprobado.

-	Al leerse el artículo 14º dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �

	El inciso b).- quedará redactado de la siguiente manera: “ La revisación médica que acredite aptitudes físicas, visuales, auditivas, y psíquicas otorgada de acuerdo al artículo 13º de la presente ley.” 

	El párrafo final de ese artículo quedará redactado de la siguiente manera: “ El Consejo Provincial de Seguridad Vial determinará para cada clase de licencia las condiciones que determinarán las aptitudes como las condiciones que deberán tener los distintos exámenes”.

	El inciso c) quedará redactado de la siguiente manera: “ Deberá aprobar una examen teórico práctico una vez concluido el examen médico. Los exámenes teóricos versarán sobre señalización, estadísticas sobre accidentes y modo de prevenirlos, todas las clases deberán complementarse con normas de idoneidad, defensa conductiva, máxima velocidad y conducción nocturna”.

	A partir de allí se anulan los demás incisos y quedaría redactado de la siguiente manera: “ ...o exámenes prácticos...” hasta finalizar en “...licencia para conducir”.

	En el siguiente párrafo se introduce una variante, quedaría redactado “...Los exámenes teórico prácticos versarán además sobre conocimientos simples de mecánicas y detección de fallas de los elementos de seguridad como así del funcionamiento de todo el equipamiento e instrumental del vehículo”. 

	El párrafo siguiente reza: “Aquellos solicitantes que fueran reprobados en el primer examen teórico práctico, podrán hacerlo nuevamente transcurridos siete días de ese examen.” A los dos incisos que continúan se les anulan la letra, y ese sería el texto definitivo propuesto por el trabajo de la comisión.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado bullrich)" �	Propongo una modificación de carácter semántico, donde dice: “El Consejo Provincial de Seguridad Vial, determinará para cada clase de licencia las condiciones que se determinan...”, mociono se suprima esta última palabra ya que existe una redundancia, remplazándola con la palabra “establezcan”.



SR. CICCARELLI.- Pido la palabra.

	En el inciso e) de este artículo se manifiesta que los exámenes teórico prácticos versarán además sobre conocimientos simples de mecánica; quisiera saber qué se entiende por conocimientos simples de mecánica, porque he escuchado en muchas oportunidades que en algunas ciudades, para otorgar el carné de conductor se pregunta qué es el sistema de carburación, mientras se puede garantizar que el 90% de la gente que maneja no tiene idea siquiera dónde está el carburador de su automóvil.

	Qué es el conocimiento simple de mecánica. Quisiera saber si las compañeras legisladoras entienden...



SR. PRESIDENTE (Castro).- No se puede discriminar.



SR. CICCARELLI.- Yo pregunto, no hago una imputación, no estoy discriminando, hay muchos hombres también que no sabemos absolutamente nada de mecánica, quiero saber, qué se entiende por esto, porque el que maneja un coche de uso particular -no de un servicio público, porque evidentemente, a lo mejor un chofer entiende de mecánica ligera ya que hace a su profesión-, lo único que sabe de mecánica es que el coche avanza con nafta y aceite y si se para el coche lo dejamos y buscamos un mecánico pues no sabemos nada de nada.

	Qué me van a preguntar a mi de mecánica ligera. No sé cómo voy a hacer para obtener mi registro de conductor. No tengo la menor idea, por eso solicito que este inciso sea eliminado. (Risas)



SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

	Está bien la inquietud planteada por el señor diputado Ciccarelli, pero de todas formas hay que tener en cuenta que los requisitos y el contenido de la licencia de conductor están previstos en la Ley Nacional y son elementos indispensables para obtener el reconocimiento del carné de conductor válido en todo el territorio nacional. O sea que este es uno de los pocos puntos en los que la Ley Provincial no podría apartarse. Esta exigencia de conocimientos simples de mecánica, a los que alude el señor diputado preopinante, también se encuentran en la Ley Nacional, y estimo yo que en estos momentos hay muchas municipalidades que han implementado esto. Y si bien no está definido ya en las exigencias que plantean para el otorgamiento del carné de conductor se dan algunos recaudos mínimos sobre elementos rudimentarios del automóvil que no son el impedimento principal para negar el carné de conductor.



SR. CICCARELLI.- Pido la palabra.

	Insisto en que este artículo es totalmente restrictivo y es una situación de hipocresía concretada en una ley, cuando nosotros sabemos que no sabemos absolutamente nada de mecánica, sin embargo nos pueden exigir esos conocimientos porque viene de una ley nacional. Partamos de la base que no aprobamos la ley nacional por el sentido del federalismo, ahora resulta que es al revés, la tenemos que aprobar por el sentido nacional. No entiendo nada.



SR. PASCUTTO.- Pido la palabra.

	Apoyo la posición del señor diputado Ciccarelli porque me parece que está hablando de la realidad. Además podríamos encontrarnos con un empleado cretino, que los hay, que buscan en los exámenes para la licencia de conductor, las mil y una. Es cierto, si alguien le pregunta sobre mecánica, por ejemplo a Ciccarelli que es médico, y no contesta, no le van a dar el registro. Pido que se vote la moción del señor diputado Ciccarelli en favor o en contra.



SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

	Esto que no se entienda como un capricho de la comisión, ni de algunos de sus integrantes. Es una cuestión del funcionamiento de la norma. La Ley nacional 24.492 dice sobre la licencia de conductor en su artículo 13: “Características: a) las licencias otorgadas por municipalidades u organismos provinciales en base a los requisitos establecidos en el artículo 14, habilitará a conducir en todas las calles y caminos de la República...” El artículo 14, inciso a), punto 5, se exige “un examen teórico-práctico sobre conocimientos simples de mecánica, detección de fallos, sobre elementos de seguridad vehicular, funcionamiento, equipamiento e instrumental”.



SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	Quiero intentar clarificar un poco la cuestión. Estas exigencias están referidas a la obtención por primera vez del carné de conductor.

	Honestamente ignoro qué mecanismos tienen todas las municipalidades y comunas de la Provincia. La Municipalidad de Rosario, por ejemplo, cuando alguien va a tramitar por primera vez, una licencia de conductor, entre otras cuestiones, le exige asistir a un curso teórico donde les enseñan cuáles son las distintas señales existentes a nivel nacional e internacional. Estimo que en ese curso teórico podrán incorporar también algunas lecciones elementales de mecánica ligera y será esa la base en función de la cual después se van a tomar los exámenes pertinentes. Esto tiene validez para las licencias que se otorguen de ahora en más, no para las que actualmente existen.

	El diputado Ciccarelli lamentablemente les preguntó únicamente a las señoras diputadas, nos hubiera preguntado también a nosotros, sobre los conocimientos que tenemos de mecánica general. Confieso que yo no tengo ningún conocimiento. Si tuviera que tramitar en este momento el carné de conductor y me exigiesen asistir a clases teórico-prácticas serán esos cursos los que me impondrán algún conocimiento general de mecánica ligera en torno al cual después tendré que rendir el examen. Con este presupuesto apruebo la redacción que tiene este párrafo del artículo 14 de la ley.

SR. CICCARELLI.- Pido la palabra.

	No solamente tendría que obtener el que es para aquella persona que va a adquirir el registro por primera vez, porque por cualquier circunstancia puede caducar esa licencia de conductor y tendrá que renovarse, para lo cual se deberá pasar por el curso teórico práctico y cumplir con este mismo mecanismo.

	Para ejemplificarlo de otro modo, supongamos que voy a sacar un carnet para conducir un barco. ¿Saben qué hay que hacer para obtenerlo? Hay que saber de mecánica, porque paran el barco y si se descompone el motor lo tiran al agua para saber si sabe nadar, aunque obviamente uno retira el carnet para poder conducir un barco, no para ahogarse. En este ejemplo se da el mismo caso, porque con el tema de mecánica ligera qué puedo llegara arreglar, ¿un problema de carburación o de electrónica?, ¿qué voy a entender? Uno puede llegar a levantar el capot, mirar el motor, volver a cerrarlo y llamar a alguien porque uno no puede solucionarlo, porque no cuenta con los conocimientos suficientes. No me vengan con esto de la mecánica ligera. Para lo único que estamos habilitados quienes conducimos es para cambiar una cubierta, y no todos, sólo algunos saben hacerlo. 

	Hablamos de federalismo y resulta que ahora no podemos cambiar un artículo porque lo marca la Ley Nacional. Para eso adherimos a la Ley Nacional y nada más, pero tengamos en cuenta que nosotros a ese carnet lo tenemos que tramitar en Santa Fe y no en Buenos Aires ni en Córdoba. Tratemos la ley vigente en este momento. 

	Volvamos al ejemplo anterior. Como decía el diputado Pascutto, por allí aparece un iluminado que me pregunta qué hace usted si se le para el carburador o el motor. ¿Y qué voy a hacer? Y a esto le llaman "mecánica ligera". Y esto es así, no nos engañemos, no pongamos requisitos que sabemos que ninguno de los que aquí estamos podemos cumplir, o de lo contrario, vamos a destapar cualquier coche y vamos a ver hasta dónde llegan los conocimientos de cada uno. 



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente: quiero hacer una breve explicación de la razón de ser del párrafo. Cuando uno elabora el examen teórico práctico lo hace con la finalidad de que quien va a salir a la vía pública tenga conocimientos elementales de todos los elementos, es decir, de la vía, del vehículo que va a conducir, de la seguridad de las personas, etcétera. Lo que pretende la norma es simplemente que cuando se va a rendir el examen teórico práctico les van a decir cuáles son los puntos sobre los cuales se deberá responder. 

Si se lee textualmente el párrafo se podrá inferir que estamos haciendo hincapié, fundamentalmente, en los elementos de seguridad. A nadie escapa que el examen teórico práctico pueda tener relación con el sistema de cambio de una cubierta pinchada, cómo usar un matafuegos o cómo controlar si está bien o mal el retráctil...

-	Risas. Hablan varios diputados a la vez.

SR. RODRÍGUEZ.- ...el cinto de seguridad retráctil, señores. Si el tema llama a jocosidad, lo entiendo, porque este es un proyecto de ley como para armar un seleccionado de fútbol: cada uno tiene su opinión y es respetable. Simplemente quiero significar, señor presidente, que ese examen teórico práctico va a tener que ver con la necesidad de conocer elementos mínimos de cómo defenderse ante una falla mecánica que pueda poner en riesgo, no sólo la propia seguridad del conductor, sino la de terceros. 



SR. CICCARELLI.- Pido la palabra. 

	Mociono en el sentido de que se vote la anulación de los términos: "conocimiento simple de mecánica".



SR. CUÑADO.- Pido la palabra.

	Soy de los que se inscriben en la lista de los que no saben cambiar cubiertas ni hacer un cambio en el automotor. 

	Cuando escucho discusiones como las que se escuchan en el recinto, me pregunto: ¿legislamos para hacerle bien a los ciudadanos, legislamos para mejorarle la calidad de vida a los ciudadanos, o para embromarlos? No creo que un ciudadano de Santa Fe esté conforme ni contento con esta ley que vamos a sacar, porque esta ley le va a complicar la vida, porque esto de la mecánica ligera y también lo del registro de conductor, cuando es toda una serie de obligaciones burocráticas, por lo cual no vamos a mejorar la seguridad en el tránsito pero vamos a complicar la vida a los ciudadanos.

	No sé si voy a renunciar, pero sí estoy tentado a irme del recinto. Me gustaría no votar esto porque no me gustaría complicarme con una ley que estoy seguro que transforma en una mentira eso que decimos a la gente en todas las plataformas de que nosotros lo que queremos es mejorarle la calidad de vida. Hay que preguntarle a la gente si con esto le mejoramos la calidad de vida.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va votar el artículo 14º con la modificación propuesta por los señores diputados Rodríguez y Bullrich.

-	Resulta aprobado.

SR. PASCUTTO.- Pido la palabra.

	La consulta es al revés, y le pregunto a los secretarios y subsecretarios si me equivoco, pero creo que se debe poner a votación la propuesta del señor diputado Ciccarelli.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Conforme al artículo 148º del Reglamento, primero se tiene que poner a consideración la propuesta del miembro informante del despacho de mayoría.



SR. PASCUTTO.- ¿Me puede decir cuántos votos obtuvo?



SR. PRESIDENTE (Castro).- El resultado fue de 17 a 13.

	En consideración el artículo 15º.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado, como así también los artículos 16º a 19º inclusive y al ponerse en consideración el artículo 20º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	El trabajo de comisión introdujo una pequeña modificación en el punto 2, Competencia, tercer párrafo, que quedaría redactado de la siguiente manera: “Toda información que deba transmitirse al usuario de la vía a efectos de la circulación y seguridad, se hará sólo a través de este sistema, no pudiendo utilizar símbolos o señales no contemplados en el mismo.” Es decir que la modificación consiste en sustituir la palabra “dato” por “información”.



SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	Había además, una sugerencia del diputado Esquivel en el punto 5, referido al mantenimiento, quedaría redactado eliminando las últimas expresiones: “en cuanto a los elementos externos, humanos o no, que las puedan perturbar.” El párrafo quedaría redactado hasta la palabra “Señales”, el resto se eliminaría.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si ningún otro señor diputado hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 20º con las modificaciones propuestas.

-	Resulta aprobado.

-	Al leerse el artículo 21º, dice el:

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado favario)" �	Habíamos convenido una modificación en el primer párrafo, en su última parte donde dice: “...a efectos de dar solución de continuidad al tránsito.”, debe decir: “... a efectos de garantizar la fluidez del tránsito.”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si ningún otro señor diputado va a hacer uso de la palabra, se va a votar el artículo con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

-	Resulta aprobado

-	Se aprueban sin observación los artículos 22º , 23º y 24º.

-	Al enunciarse el artículo 25º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	En este artículo la comisión modificó el 2º párrafo de la siguiente manera: anuló la expresión “...y peatones...” . “Siempre que no constituyan obstáculo o peligro para la normal fluidez del tránsito, se autorizarán construcciones permanentes en la zona de camino, con las medidas de seguridad para el usuario, a los siguientes fines.”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo 25º con la modificación propuesta.

-	Resulta aprobado.

-	Se aprueban sin observaciones los artículos 26º, 27º, 28º, 29º y 30º.

-	Al enunciarse el artículo 31º, dice el:

SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado favario)" �	Creo que esto pasó inadvertido en la Comisión. A los fines de mejorar la redacción proponemos una modificación en el inciso a), por cuanto el artículo comienza diciendo: “Respecto a los vehículos se debe, además: a) ajustarse a los límites...”. Quedaría eliminadas las dos palabras primeras: “Los automotores”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se vota el artículo 31º con la modificación propuesta por el señor diputado Favario.

-	Resulta aprobado.

-	Al enunciarse el artículo 32º, dice el:

SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Quiero preguntar antes de hacer mi exposición si la comisión modificó este artículo que teníamos la semana pasada.



SR. RODRÍGUEZ.- Existe la anulación de un término y la reconversión de otro.



SR. MERCIER.- ¿Me podría leer la corrección antes de hacer la exposición, si es tan amable?

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �SR. RODRÍGUEZ.- El segundo párrafo del artículo 32º, dice: “ Todos los vehículos automotores, acoplados y semirremolques, destinados a usar la vía pública, están sujetos a la revisación técnica periódica a los efectos de constatar el estado de funcionamiento que posean las piezas y todo el sistema relacionado con la seguridad activa y pasiva, como así también el control sobre emisión de contaminantes y/o gases tóxicos”.

	Y en el quinto párrafo, dice: “Los talleres habilitados para estas funciones tendrán como actividad exclusiva la realización de las verificaciones...” y todo continúa hasta . Se produce el testado de la palabra “sólo”. Eso es todo.



SR. FAVARIO.- En este párrafo, en razón de que se trataba de una redundancia, se...



SR. RODRÍGUEZ.- Y se suprime “el que será civil y penalmente responsable conforme a las normas legales vigentes”.



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Ante todo, quiero agradecer que gran parte de las sugerencias que hiciera llegar dos semanas atrás en dos cuadernillos fueran debatidas y muchas de ellas incorporadas al texto al que se ha dado lectura. Al mismo tiempo, quiero pedir una consideración especial en este artículo que, considero, deberíamos haber debatido en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, dado que de su lectura surge la imposición de un canon o de una obligación pecuniaria, en definitiva, para el usuario del vehículo, que lamentablemente no hemos tenido oportunidad de debatir. Por eso les pido disculpas, porque es necesario para fundamentar la posición que voy a exponer en este momento.

	Concretamente, y después voy a dar los fundamentos, pido sustituir el último párrafo por otro que diga lo siguiente: “La realización de la revisión técnica obligatoria en las condiciones indicadas precedentemente será sin cargo alguno para el dueño o poseedor del vehículo”. Concretamente, señor presidente, pido la gratuidad de la revisión técnica. Las condiciones bajo las cuales se imagina la ciudadanía que nosotros estamos debatiendo el contenido de esta ley es, esencialmente, la seguridad del tránsito, algo que hace al bien común. En primer lugar, la seguridad del propio conductor, de las personas transportadas, de los transeúntes, es decir, de la sociedad toda, y algunos casos se verán más beneficiados que otros, como ser las compañías de seguro, etcétera. Pero si imponemos el concepto de pago obligatorio y si hacemos una estimación de los que puede representar en materia de recaudación esta revisación técnica, estaríamos en el orden de los 18 a 20 millones de pesos. Para que tengamos una idea de lo que esto significa para la población santafesina en su conjunto, tomando en cuenta la recaudación de los impuestos provinciales de 1996, diríamos que equivale a un incremento de aproximadamente el 25 por ciento del impuesto de patente, por ejemplo —y digo esto porque hace pocos días una iniciativa del señor diputado Arcando referida a gravar los vehículos eliminando el IVA, que hubiera significado distraerle a la recaudación de municipios y comunas una cifra menor que ésta, y no lo hicimos para salvaguardar la recaudación municipal; ahora, al revés, estamos incrementando el 25 por ciento del costo de los usuarios de automotores—. Si lo comparamos con las recaudaciones de obras sociales, representan aproximadamente el 30 por ciento —y digo esto porque también esta en discusión el Pacto Fiscal, la posibilidad de eliminar estas cargas que algunos consideran indispensables para la acción social del Estado—. Si lo comparamos con el impuesto inmobiliario rural, por ejemplo, equivale al cien por ciento de lo que perciben los municipios y comunas de la coparticipación de este gravamen que está consagrado por la Constitución.

	Consecuentemente, no es una cifra menor la que estamos imponiendo a la ciudadanía; pero si analizamos el fenómeno automotor, es obvio que es la actividad industrial que mayor actividad económica y mayor dinamismo tienen el mundo entero, al punto que la radicación y la instalación de las mismas motiva tratamientos super especiales para lograr atraerlas, como ocurrió en el caso puntual de General Motors en Santa Fe, y como ocurre en el mundo entero respecto de la industria automotriz.

	 Todo eso tiende a gravar este bien y si recordamos rápidamente la tributación nacional, provincial y municipal nos vamos a dar cuenta que el automotor está gravado en cada una de sus partes y por todos los gravámenes nacionales, provinciales y municipales, tales como el IVA, impuestos internos, aduaneros, ganancias, etcétera; todos impuestos coparticipables.

	Si vamos a la tenencia del automotor vemos que es una de las bases de impuestos a los bienes personales que contribuyen a financiar el sistema de seguridad social. Si tenemos un vehículo, compramos nafta y cambiamos las cubiertas sabiendo que estamos pagando el impuesto específico que contribuye al financiamiento de vialidades, construcción de camino y mantenimiento de los mismos. Si transitamos por una autopista o caminos con peaje, pagamos por el uso de los mismos, por el sólo hecho de transitar con el vehículo, y por último, y es lo más significativo dentro de nuestra legislación, si tenemos un vehículo sabemos que tenemos que pagar anualmente lo que nuestro Código Fiscal ha dado en llamar patente única sobre vehículos. ¿Qué quiere decir esto último?. El legislador hace mucho tiempo ha querido unificar el sistema permisionario de habilitaciones para transitar en el derecho del cobro de la patente, suponiendo que el Estado está ejerciendo la tarea de habilitación del vehículo al otorgar el permiso para que transite por rutas y caminos de nuestra provincia. Y para ello me remito al artículo 271º del Código Fiscal que establece: ”Hecho imponible- Por los vehículos automotores, remolques o acoplados radicados en la Provincia, se pagará bajo el sistema de patente única, un gravamen anual de conformidad a las normas del presente título y a las disposiciones de la ley impositiva.

	Dichos vehículos no pueden ser objeto de tributo alguno por parte de los municipios o comunas, ya sea que se aplique calidad de adicional, paje, inspección u otros, cualquiera sea su denominación, especie o forma de percepción.”

	Hay otras normas complementarias que abundan en este criterio para gravar únicamente con el impuesto de patente que por añadidura se coparticipaba en el 90% a municipios y comunas. Esto me hace pensar en la necesidad de replantear el criterio de la onerosidad que se pretendía respecto a ese sistema. Es más, creo que el fracaso que esto está dando en algunas provincias o en la Capital Federal que ha comenzado la revisación técnica se debe en gran medida a que la gente no tiene dinero para pagar la revisación técnica, y lo que más le importa al Estado y a la sociedad es que el Estado revise los automotores para bien del poseedor de los mismo, en primero lugar, y esto no tiene que ser un vallado de construcción que impida para llevar adelante la tarea enaltecedora del bien común de todos los ciudadanos.

	Sin dudas esta discusión que hubiéramos podido tener en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, no la pudimos tener, por eso hago moción concreta para su reemplace el último párrafo por el que acabo de dar lectura.



SR. LEALE.- Pido la palabra.

	¿Quién se hace cargo?

SR. MERCIER.- El Estado con la tributación.



SR. PASCUTTO.- Pido la palabra.

	Una observación, señor presidente. Me parece que revisar el auto, un camión, un semirremolque, puede ser cada semana, cada tres meses, cada dos años, pero tiene que tener una fecha determinada. Esto en primer lugar.

	En segundo lugar, lo que decía el diputado Mercier, seguramente si se les cobra se va a convertir en un negocio de las compañías aseguradoras...



SR. FAVARIO.- No tienen nada que ver.



SR. PASCUTTO .- ...no tiene nada que ver por ahora pero si se generaliza el cobro, las compañías aseguradoras tendrán su derecho, oportunamente, de decir que son 10 pesos, pero si paga 12 pesos tiene al servicio correspondiente de revisación técnica. Le buscan la vuelta, y usted sabe , diputado Favario, cómo son las cosas en este país.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Simplemente quiero hacer una pregunta, señor presidente. Con este artículo estamos delegando la facultad de revisación técnica a los municipios y comunas, por lo tanto deberemos buscar -le pido al diputado Mercier si lo tiene estudiado que lo explicite- de qué manera, cómo podemos hacer para meternos dentro de los presupuestos de los municipios y comunas para fijar una partida; si es el Estado Provincial el que va a pagar esa partida a los municipios y comunas, porque el diputado Mercier siempre dice que cuando se aprueban leyes de este tipo deben venir acompañadas de la partida presupuestaria, y no veo aquí que hay una partida ni en el presupuesto para el año 1997 y para 1998.



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Repito, señor diputado, es de la naturaleza intrínseca del hecho imponible. Lo está diciendo la ley, para cobrar la patente tiene que inspeccionar el vehículo, por eso al costo lo tiene asumido cada uno y en coparticipación de la provincia en función de lo que se recauda por este impuesto.

	Es decir que el Estado Provincial percibe el 10 por ciento y el conjunto de los municipios el restante 90 por ciento y tendrían que ver cómo se financia este gasto, que si no lo hacen no tendrían derecho a cobrar la patente, lo que es más grave. Están cobrando la patente y solamente cumplen con lo ya formulado: con el cobro del impuesto, pero no con la obligación de inspeccionar. Por eso decía que no pueden cobrar ningún adicional bajo ningún concepto, ni siquiera por la inspección porque esa es la contraprestación del Estado por el cobro de la patente.



SR. ALTARE.- Pido la palabra.

	Aquí hay dos cosas, señor presidente. Primero debemos delimitar con claridad, uno puede estar de acuerdo o no con lo expresado por el diputado Mercier, personalmente también creo que lo tendría que pagar el Estado. Ahora el Estado va a poner trabajadores propios.



SR. MERCIER.- Puede hacerlo por si o por un concesionario, es un problema del Estado.

SR. ALTARE.- ¿No estaremos buscando con esta modificación que otra vez concentremos en un par de empresas grandes la prestación del servicio?. No. Entonces, digo que hay una solución más fácil.

	Puede ser cargado en la patente, el usuario hace la revisación en el municipio que se le da la gana, en un taller habilitado, y cuando va a pagar la patente que cuesta 100 pesos, paga 75 pesos y entrega un recibo que le entregó el taller por los otros 25 pesos, y así paga los 100 pesos y terminamos con los manejos raros.

	Es decir, señor presidente, creo que esta es una forma de simplificar para que no haya clientes cautivos, porque desgraciadamente en este país se declama la política de mercado y se usa efectivamente la política de los monopolios. Entonces para no caer en esa hipocresía en la que ha caído esta política que le ha costado tanto al país con los monopolios, con las cautividades, yo creo que lo que tenemos que hacer es simplificar absoluta y totalmente el sistema.

	Entonces si realmente se tiene que hacer cargo el Estado Provincial , que habiliten los Municipios, como corresponde, sus talleres, propios o no, concesionados o a concesionar, para que haya libre elección. Yo no quiero un Estado que fabrique tallarines o tractores. Y cuando se valla a cobrar la patente sea una parte en efectivo y la otra con el recibo del taller autorizado, con esto habrá acreditado el pago, es una modalidad más sencilla y no modifica el espíritu de la ley.



SR. MERCIER.- Es una cuestión reglamentaria.



SR. ALTARE.- Lo que paga por revisación será tomado como parte del pago de la patente.

	Creo que es necesaria la revisación técnica....Voy a esperar que hagan silencio lo integrantes de mi bloque, tengo la misma actitud con propios y extraños, no crea, señor presidente, que hago discriminaciones de partidos...

	Decía, que lo que no podemos obviar es la necesidad de que se hagan las revisaciones técnicas de los vehículos, porque si bien el mayor porcentaje de los accidentes se da por fallas humanas, también a esta altura de fines del siglo XX no podemos permitir que tengamos un parque automotor con un descontrol en las revisaciones técnicas como el que tenemos actualmente, entonces, esto se resuelve de la siguiente forma, si es que se pretende el pago de patente única al tomar como pago a cuenta. A este tema lo votará la Cámara cuando venga plasmado en un proyecto del Poder Ejecutivo que dirá: “saco”, “resto”, del impuesto de patente lo que gastó por revisación técnica o tendrá que reglamentarlo .



SR.. ESQUIVEL.- Pido la palabra.

	Nobleza obliga. He suscrito y he trabajado como todos los integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General artículo por artículo, y es cierto que éste fue el que más complejidad tenía, porque a posteriori el artículo 33º hablaba de los talleres de reparación. Fue suprimido porque nos llevaba a un campo que no era lo suficientemente claro desde el punto de vista económico y financiero; y nos abocamos al artículo 32º que creo que es el centro de la cuestión, es el artículo más importante y el que tuvo mayor debate. 

	He suscrito el despacho de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General tal cual está redactado que acabamos de analizar.

	Fui, en su momento, portador de la inquietudes del señor diputado Mercier, las que fueron muchas, algunas tomadas y otras no, pero en general nadie puede negar que fue debatida ampliamente, pero el argumento del señor diputado Mercier era demasiado pesado y significaba un giro de 90 grados porque de un servicio oneroso pasaba a ser un servicio gratuito.

	Más allá de la decisión que tomamos cada uno a favor o en contra de la reforma, lo que me preocupa es el impedimento legal que tenemos en el Código Fiscal, en el artículo 271 que dice: “...Hecho imponible,- Por los vehículo automotores, remolques o acoplados radicados en la Provincia, se pagará bajo el sistema de patente única, un gravamen anual de conformidad a las normas del presente Título y a las disposiciones de la Ley Impositiva.

	Dichos vehículos no pueden ser objeto de tributo alguno por parte de los Municipios y Comunas ya sea que se aplique calidad de adicional, paje, inspección, u otros cualquiera se la denominación, especie o forma de percepción”.

	Eso descalifica totalmente aquella afirmación cuando decimos que las comunas por sí o por delegación o por concesión tienen derecho a un servicio oneroso.



SR. MEHAUOD - ¿Me permite una interrupción, señor diputado?



SR. ESQUIVEL - Se la permito, señor diputado.



SR. MEHAUOD - Es cierto lo que dice el señor diputado, pero bien dice al iniciar el artículo que no podrá ser objeto de los municipios y comunas. Nosotros estamos votando una ley provincial; es el Estado Provincial el que en última instancia estará creando un nuevo tributo, no los municipios o las comunas.



SR. MERCIER - Recuerdo que la patente única es una ley que eliminó gabelas, o sea que esta política de gravar con una única imposición es más sencilla. Si queremos aumentar la recaudación, es más sencillo aumentar el impuesto de patente que crear un nuevo gravamen; si hoy votamos un 20 por ciento de aumento en la patente, se termina la discusión.



SR. MEHAUOD - En primer lugar aclaro al señor diputado preopinante que no es intención aumentar la patente de lo que estamos hablando, sino de cumplimentar un servicio que el Estado, de acuerdo a esta ley, está delegando en los municipios y comunas. En cuanto a la propuesta del señor diputado Mercier, que puede ser tomada como válida o no, haría falta un análisis mucho más profundo, en el sentido de que quien va a pagar el control que se hará al automotor son aquellas personas que no tienen vehículo con que moverse, porque todos los ciudadanos de Santa Fe, en última instancia, estaríamos pagando un control a quienes tienen automóvil.

	Específicamente, con el ilustrativo cuadro comparativo que hizo el señor diputado Mercier - muy positivo por cierto - terminaremos admitiendo que el resto de la población terminará pagándole a quien adquiere un auto el control que estará en manos del Estado.

	Este también es un poco el sentido cuando se plantea que esto no debe ser concentrado por el Estado Provincial, sino que lo hagan los municipios o un tercero, eventualmente a través de una licitación. Si no permitimos el cobro, me parece que no estamos permitiendo la realización del objetivo fundamental.



SR. ESQUIVEL.- Lo mío será breve para justificar y argumentar que para mi hay un impedimento legal, y además la explicación del señor diputado Mercier respecto al sentido y calificación de la patente única sobre vehículos, me exime de mayores comentarios, por lo tanto adelanto que en el momento de votar el artículo 32º, revisión técnica obligatoria, lo haré a favor de la redacción que expuso el señor diputado Mercier.



SRA. GRANDE.- Pido la palabra.

	No quiero perder de vista lo que estamos haciendo, en el sentido de que esta es una ley trascendente y cuando la empezamos a analizar lo hicimos en el marco de una provincia con un altísimo índice de accidentología y de muerte.

	Creo que esta es una ley para el futuro, es decir que todo esto que hoy nos da trabajo y que por momentos parece empantanarnos, es porque realmente tenemos las mejores intenciones, tratando que la ley vaya en esa directriz, que esta ley sirva efectivamente para evitar los accidentes.

	No quiero dejar pasar por alto lo que mencionó el diputado Mercier desde ningún punto de vista, porque también sin los elementos técnicos que él expuso, pero mis compañeros de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General recordarán que es uno de los puntos que yo mencioné que estaba en desacuerdo.

	Creo que la revisión debe ser gratuita y lo he fundamentado desde el punto de vista no solo de los impuestos que pagan quienes tienen auto, sino también porque existen las multas que en definitiva podrían llegar a paliar el fondo que debe ser destinado para la concesión de quien se ocupe de esto. De lo contrario -decía- la persona que tiene un auto era merecedora de un nuevo castigo. Es decir, los impuestos que gustosos o no se pagan -a veces sin saber a dónde se deriva, supuestamente siempre con buen sentido- y uno más, si usted tiene un auto en todas las condiciones que exige la ley o el tránsito debe pagar igualmente. ¿Para qué? ¿Por qué? Por ahí se me explicó -y por eso me sentí en minoría- que el fondo iba destinado al eje central de esta ley cual era evitar los accidentes y por ende las muertes, que con el fondo de esa revisión se iba a hacer una campaña lo suficientemente amplia a todo nivel para grandes y chicos, cosa que en un futuro vayamos evitando progresivamente esto que hoy es un flagelo en nuestra Provincia. Entonces, si realmente pudiese garantizar, entre las posibilidades y la realidad, que ese fondo fuese el elemento fundante para evitar a través de la educación esto de lo que estamos hablando, que son las muertes en nuestra Provincia, gustosa en lo personal votaría en pro de este monto que debe pagarse por la revisión. No me queda lo suficientemente claro que eso pueda ser así. En ese aspecto -y no sintiéndome minoría como me sentí en la comisión-, en este punto central voy a acompañar los textos expuestos por el señor diputado Mercier.



SR. CUÑADO.- Pido la palabra.

	Quiero que conste mi voto negativo en el artículo 32 por las razones aportadas con anterioridad. Con este tipo de imposición a los ciudadanos, no creo que mejore la circulación del tránsito ni protege el bien común. Solo se le otorga una carga y creo adivinar la avivada típicamente argentina y la picardía criolla para sortear este tipo de revisión y sé en qué va a terminar todo esto.

	Aumentando mi ignorancia en el tema de la mecánica confesada hace un rato, el último inciso del artículo anterior que se termina de aprobar, el inciso e del artículo 31, sobre el cual no escuché que hubiera ningún tipo de resistencia hacia su texto, es un verdadero galimatías inexplicable. He tratado de consultar a todos los que están a mi alrededor y nadie lo entiende, pero dice algo así “los automotores homologados por la autoridad competente serán diseñados en sus elementos motrices y de transmisión de tal manera que las velocidades máximas a desarrollar no superen en el 50 % los valores máximos de esta ley”. Me gustaría que alguien me explique qué quiere decir eso y qué hemos votado.

	Quiero que conste mi voto negativo al artículo 32.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Señor presidente, cuando se debatió el tema de los conocimientos sobre mecánica ligera alguien dijo que teníamos que legislar para la realidad. ¿Y qué nos dice la realidad, hoy? Que independientemente de la racionalidad teórica del planteo del señor diputado Mercier. Este es un nuevo servicio que van a prestar los municipios y comunas por sí o través de concesiones que no está previsto en los montos presupuestarios actuales. Alguien va a tener que pagar este nuevo servicio. Y si lo paga el Estado no lo van a pagar los dueños de los vehículos como lo señalaba el señor diputado Mehauod, sino lo vamos a pagar todos. A esta altura del partido a mi me sorprende la facilidad que tienen algunos para socializar los gastos del Estado. Esto me hace acordar cuando en nombre de la competitividad tuvimos que hacer la reforma impositiva en la Provincia de Santa Fe. 

	Bajamos los ingresos brutos a la compra venta de divisas y le cargamos la diferencia a los subproductos lácteos, que eran alimentos de primera necesidad. De manera tal que creo -y estoy convencido- que más allá de esa racionalidad teórica que se expresó muy bien antes, hay una necesidad de financiar este servicio y lo más justo es que el mismo sea prestado directamente por los propios beneficiarios, que son los titulares de los vehículos. 

	Para no volver a hacer uso de la palabra, en este mismo artículo voy a pedir la modificación del párrafo 5º, pero previamente lo voy a argumentar. 

	Veinte años atrás, cuando no existía el índice de accidentes de la actualidad, el carnet se otorgaba a través de un trámite administrativo, es decir, a cualquiera. A medida que se incrementó la velocidad y el número de accidentes de tránsito, los municipios comenzaron a exigir condiciones cada vez que se otorgaba un registro de conductor. Muchos "vivos" se iban a pueblos vecinos a tramitarlo porque no se les exigían los exámenes correspondientes. Me da la sensación de que aquí, sin querer, se deja abierta una posibilidad similar con la redacción del párrafo 5, en lo que a revisión técnica obligatoria se refiere, dejando librado a que esta validez de la revisión técnica obligatoria la pueda emitir cualquier taller de la Provincia y no el taller del municipio donde está radicado el vehículo. 

	Por lo expuesto, para evitar que se puedan utilizar ciertas picardías criollas y que se pueda habilitar en un taller de cualquier parte de la Provincia, sin la suficiente contracción a cumplir con los requisitos establecidos por la ley, voy a proponer que el párrafo 5º quede redactado de la siguiente manera: "La revisión técnica obligatoria del automotor será válida sólo cuando esté otorgada por el taller autorizado por el municipio o comuna donde se encuentra radicado el vehículo". Es todo, señor presidente.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Indudablemente esta cuestión del artículo 32 es lo que trabó la sanción de esta ley por más de dos años. El meterle la mano al bolsillo a los contribuyentes con el pago de una patente suplementaria no fue bien tomado en la Provincia de Santa Fe, al menos en el ánimo de ninguno de los legisladores que participaron, de alguna manera, en el estudio de este anteproyecto. 

	Cuando asumimos, en el mes de diciembre de 1995, ya tenía media sanción un proyecto que venía en revisión de la Cámara de Senadores, en donde se establecía la adhesión plena a esta ley, con alguna salvedad. Y siempre la objeción dio vuelta alrededor de cómo se iban a hacer las revisiones técnicas obligatorias, quién las iba a hacer, cómo iban a funcionar los talleres y qué responsabilidad tenían los mismos con relación a esta actividad. Y durante todo este tiempo hemos consultado, hemos recibido sugerencias, concedido audiencias a talleristas y a interesados, entre ellos gente muy allegada al tema tránsito, como son los jueces de falta municipales, que fue lo que, indudablemente, demoró la sanción de esta adhesión a la Ley Nacional de Tránsito, por decirlo de alguna forma, o la sanción de una nueva ley, siguiendo los lineamientos de la nacional. Y se destrabó prácticamente unos meses atrás, cuando en la Comisión de Transporte se llegó a establecer el criterio de que la revisión técnica obligatoria -que era el quid de la cuestión para la sanción- fuera realizada directamente por los municipios y comunas. ¿Y esto por qué? Porque queríamos evitar que detrás de estas revisaciones -que no es una imposición de la Ley Provincial, sino que viene como una consecuencia de la Ley Nacional- no haya nada más que un negocio para los talleristas de verificaciones, como en un primer momento pensamos más de uno, a raíz de algunas presentaciones que hicieron varias empresas al Gobierno de la Provincia, tendientes a que se concediera a través de la iniciativa privada la revisación técnica de los vehículos. 

	Es más, se dividía la Provincia de Santa Fe en 5 zonas, con las terminales que proponían estas tres empresas que se habían asociado en un auge cuyas propuestas creo que llegaron a todos los bloques por correspondencia.

	Después de trabajar demasiado y tratar de convencer, salió este despacho unánime de la Comisión de Transporte, en donde se hacía esta delegación, pero no solamente era la delegación lisa y llana de los municipios y comunas, sino que presuponía que la reglamentación de esta ley no fuera igual a la de la ley nacional, donde se exige una pormenorizada revisión de los elementos que hacen a la seguridad activa y pasiva y que van mucho más allá de la seguridad del tránsito, ya que solamente el 1 o el 2 por ciento de los accidentes de tránsito se deben a fallas de los vehículos.

	Entonces, pretendemos que cumplir con la ley nacional para evitar los perjuicios que pudiera ocasionar al trasponer los límites de la Provincia de Santa Fe, peligros estos que ya se pusieron, a lo mejor, en el tapete en las últimas vacaciones tal vez como un negocio adicional de algunos talleres que están revisando en el transporte de cargas a través de un convenio que habían realizado con la Nación y que querían hacer extensiva esta revisación a todos los automóviles de la provincia, sin tener en cuenta -conforme lo expresa la ley nacional- que es el lugar de radicación de los vehículos donde se debe hacer la revisación técnica obligatoria, y en este entendimiento, que va a ser en definitiva la reglamentación que dicte la Provincia sobre esta ley, y que también lo decía perfectamente el despacho de la Comisión de Transporte, donde se adhería a algunos aspectos de la ley y donde no había adhesión al artículo 32º, que era nada más y nada menos que para tratar de amortiguar los efectos de esta revisión técnica, que fuera nada más que para los aspectos elementales de la seguridad del tránsito y que este manejo lo hagan los municipios y comunas, que van a tratar de defender mucho más conforme a la necesidad del ciudadano.

	Aquí en el artículo, se habla de una revisión periódica. La reglamentación nacional hablaba que para vehículos cero kilómetro había 3 años de plazo, y después iban acelerando los plazos para que la revisión sea mucho más breve cuanto mayor era la antigüedad del vehículo. Y este cálculo del diputado Mercier es en base a esta reglamentación nacional, y es en base a la peligrosidad del tránsito y a los costos que se cobran en la Provincia de Buenos Aires, donde hay un negocio montado atrás de esto, y nosotros quisimos hacerlo nada más que para la seguridad del tránsito en los aspectos más elementales. 

	No sé si se van a manejar 18 millones de pesos, creo que no, que es mucho menos, dividido entre 600 mil vehículo radicados en la provincia y es indudable que si esto se sanciona de esta manera, y si la ley impositiva dice una cosa y esta dice otra, una ley posterior modifica a una anterior. Esto no me preocupa ni me saca el sueño, sí me preocupan los aspectos que pueden significar enunciados públicos para que en épocas electorales la ciudadanía vea cómo se comporta tal o cual diputado en relación al bolsillo que le compete a cada uno. Y esto me preocupa, porque de esta forma habría que optar por dos elementos fundamentales: o se hace la revisión o no se hace, que es uno de los cuestionamientos que en un momento pensamos, de adherir a la ley sin la necesidad de la revisión. Pero una vez que se consensuó este despacho para que sean los municipios y comunas quienes hagan la revisión por sí o por terceros o por convenios que se puedan realizar con las instituciones educativas, como puede ocurrir en Santa Fe, donde la Escuela Técnica Nº 3, que está a pocas cuadras de la Legislatura, que compró un aparataje de más de 50 mil dólares y estaría en condiciones de hacerla, incluso enseñándole a los alumnos, no veo que sea tan grave sobre todo, como decía recién, para una ley que es modificada por otra ley.

	También lo que está en juego es la patente, aquí está instrumentado más como una tasa, un servicio o un canon que se pagaba desde el punto de vista de los municipios como un impuesto que se coparticipaba en el 90 por ciento para los municipios y comunas y el 10 por ciento para la Provincia. Ahora, si todas las obligaciones son para los municipios y comunas ¿cuál es ese 10 por ciento? ¿Cuál es la retribución que tiene la Provincia para recibir esta coparticipación?

	Si se insiste con la gratuidad de la revisación técnica periódica, propondríamos una cláusula transitoria donde el 100 por ciento del producido de la patente, sea coparticipado en municipios y comunas.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Quisiera formular varias aclaraciones. Este debate se está dando porque el tema en cuestión no fue planteado dentro de los aportes que se hicieron oportunamente en el proyecto de ley, casi consensuado, conforme se pidió con siete días de anticipación. Es un tema nuevo. Sobre esa base voy a dar una opinión muy personal. Tengo la íntima convicción de que este artículo fue el que impidió que la ley de tránsito provincial existiera, no sé si por intereses económicos o de otra naturaleza.

	Lo que voy a sostener es que este artículo debe quedar, porque es una obligación, no solo nacional sino provincial contar con los mecanismos que puedan facilitar la salida a la vía pública de vehículos en condiciones.

	Señor Presidente, si después de mucho andar se ha consensuado entre todos, privilegiar la delegación de esta revisión técnica obligatoria a municipalidades y comunas, mi pregunta es ¿Qué municipalidad va a aceptar esa delegación sin la debida contraprestación económica?. Las vamos a obligar a realizar todo el gasto y ni siquiera les vamos a permitir contar con ese derecho retributivo por el servicio que presta en la medida del gasto de ese servicio. Con esto, se puede producir el hecho no querido por nadie, que la revisación técnica sea una utopía en la Provincia y que las municipalidades y comunas no acepten ninguna delegación, con lo cual lograríamos el efecto contrario al buscado, que es dar condiciones de seguridad a las personas y a la vía pública.

	Se ha dicho aquí que el Código Fiscal habla de la inspección, no conozco ningún caso en que la Provincia haya prestado el servicio de inspección por el cual está cobrando. De modo que es muy fácil, se propone una modificación al artículo del Código Fiscal, que impone esa obligación, porque esta ley se la va a sacar de encima.

	Además si se hubiera leído el artículo 91º del dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, decíamos allí que derogamos todas las normas provinciales que se opongan a la presente, a partir de su entrada en vigencia. Significaba, lisa y llanamente que si había una norma que obligaba a pagar un impuesto indirecto o directo o como se le llame, tasa, contribución o patente, obviamente aquí esta norma caería por la simple sanción de la nueva norma.

	De modo que concluyendo, este artículo no puede hacer caer una necesidad imperiosa dela comunidad. Este artículo no puede ser una utopía legal. Si se delega a los municipios y comunas la prestación de este servicio, se le debe otorgar la posibilidad de cobrar la contraprestación dineraria por los servicios que preste, precisamente, por ser una célula básica de la sociedad. Aquí se han dictado leyes enteras sobre patentes y la forma de cobrarlas y aún hoy lo municipios muchas veces están esperando las formularios o listadas de deudores morosos para poder cobrar el derecho que le asiste.

	Mi propuesta concreta es que se someta a votación a este artículo 32º con las modificaciones introducidas por el aporte de todos los que lo hicieron hasta antes de la continuación de la sesión , llegadas oportunamente al seno de la misma.



SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	He tenido que hablar después de varios diputados y he escuchado a lo largo de los discursos conceptos con varias argumentaciones y no puedo dejar de decir que me sorprende el planteo del señor diputado Mercier. Sorprendido porque versa sobre el nudo central del problema de esta ley y que es la revisación gratuita o no . Me sorprende porque altera el consenso que había en el dictamen de la Comisión de Asuntos constitucionales y Legislación General y me sorprende más cuando dijo que había sugerencias llegadas a la comisión y entre las sugerencias parecería ser que esta observación no ha llegado; por lo menos eso se desprende de las palabras del señor diputado Rodríguez.

	Evidentemente, es una argumentación impactante, muy sugestiva, y que a priori pareció sorprender a todos, como que no tenemos argumentaciones para contestarles. Es evidente que cuando entramos a razonar la cuestión es que habría razones legales y prácticas. Pero quiero seguir en este análisis que me parece fundado y razonable, porque ésta es una cuestión opinable. Además hay un trasfondo en esto: se dice que la patente es un recurso municipal y comunal y se dice que el 90 por ciento es para las comunas y municipios y el 10 por ciento es para la Provincia. Podría ser éste un criterio a priori por el cual entendemos que esta responsabilidad debería ser derivada a las comunas. Todos sabemos que derivar obligaciones en las comunas genera en forma inmediata la posibilidad de que no se cumplan las disposiciones de la ley, imposibilita el estricto cumplimiento, porque la debilidad de muchas comunas genera esto. Entonces tendría que ser la consecuencia que la no aceptación por parte de muchas comunas coloque al Estado provincial en la necesidad de asumir en forma directa la revisación técnica de las unidades mediante el mecanismo que garantice la mayor eficiencia y, a su vez, el menor costo. Seguramente deberá el Estado provincial terminar en algún sistema parecido al que en su momento habíamos definido como no conveniente. Éste es uno de los inconvenientes que veo en el planteo de la modificación, que me parece muy importante.

	Por otro lado, la ley ha establecido una cuestión bastante opinable, que el señor diputado Cecchi trató de modificar: aquélla que dice que si en la Provincia va a haber opción de revisar las unidades en cualquier lugar, seguramente la gente irá al lugar donde le cobren el menor precio, lo cual llevaría a la necesidad de que las comunas establezcan, a lo mejor, convenios no convenientes para los radicados en su propia comuna.

	Pero también tenemos que tener en cuenta y partir del sentido de responsabilidad de las autoridades comunales, porque creo que las mismas van a defender el principio básico que es interés del propietario del automotor en cuanto a garantizarles que sus vehículos van a ser revisados en unidades mecánicas con el menor precio posible y mayor seguridad, porque nadie puede presumir una cosa distinta de los presidentes comunales.

	Por lo tanto, si los recursos de la patentes son sustanciales para las comunas, establecer su gratuidad nos llevaría a quitar esos recursos prácticos a las mismas, y no encontramos argumentos a favor de la revisación para aquellas que no aceptan la delegación, y además podríamos crear otro grave inconveniente al Estado Provincial que tendría que hacerse cargo.

	A esta altura de la discusión de la ley, y luego de tanto tiempo de trabajo, entiendo que este planteo realmente modifica sustancialmente el criterio que hemos aplicado hasta ahora y digo que a esta altura de la ley, es sumamente conveniente analizar profundamente las consecuencias prácticas, económicas y legales. 

	Con respecto al fundamento legal, el argumento que dio el diputado Mercier fue que es simplemente un tributo y esta, la ley posterior. Creo que con esta ley posterior sería aplicable que la inspección esté dentro de la patente.



SR. MERCIER.- Quiero reiterar que la Comisión de Presupuesto y Hacienda insólitamente no tuvo participación institucional en el tratamiento de esta ley. En lo que hace a mis comentarios, oportunamente no fui tan incisivo en el cuadernillo que presenté, sobre esta propuesta concreta que hago. Quiero recordar que hablo -en ese cuardernillo- claramente sobre los inconvenientes de agregar gastos adicionales periódicos por la revisación de automotores, palabras más, palabras menos.

	Señor Presidente, Estados Unidos que es la meca del auto, sigue dos caminos para la seguridad automotriz, uno: incorporar en la educación secundaria todo lo que sea necesario para saber manejar un vehículo, porque ese es un país que naturalmente anda en vehículos automotores y de ahí se deriva la edad para obtener el carné de conducir, porque de lo contrario a Estados Unidos se le haría imposible someter cada x años a la gente a ver si sabe o no manejar; se supone que si aprobó el ciclo secundario, sabe conducir y punto.

	De ahí en más, lo que importa es un análisis psicofísico periódico del conductor y de las bondades del auto, que por añadidura va a llevar a que en ese país, como en el mundo entero, el auto deje de ser un bien de uso para pasar a ser un bien de consumo, es decir, se compra, se usa y se tira. Esta política es la que dio origen a esta legislación que lamentablemente no tiene incorporados integralmente estos conceptos.

	El otro: es el aspecto recaudatorio.

	En primer lugar, la provincia de Santa Fe es sin lugar a dudas una de las provincias que aplica una patente única de las más bajas que hay en todo el territorio nacional. Tenemos comparaciones con provincias de Córdoba, Entre Ríos o Buenos Aires done podemos ver que es hasta de un 50 por ciento menos la imposición local a lo que se grava en otras provincias; y también tenemos por igual sistema que la distribución de este recurso entre provincia y municipio es aproximadamente de un 60 por ciento para los municipios y comunas y un 40 por ciento para la provincia, me refiero a los casos citados anteriormente.

	El otro aspecto importante es que conforma esta distribución la función rentista ya que la Constitución Nacional habla claramente que cuando el Estado Nacional aplica un recurso con asignación específica, la provincias se abstienen de aplicar un gravamen similar. Y en ese sentido quiero recordarles dos o tres hechos para que pensemos el escenario que se nos viene si hacemos onerosa esta revisión técnica.

	Por un lado está el impuesto a los bienes personales donde los automotores integran la base imponible por el solo hecho de la posesión del automotor, y si se vuelve a gravar tal posesión, seguramente nos traerá algún dolor de cabeza.

	 La segunda alternativa es que a nivel local entonces se justifica la patente como la justicia todo el mundo, por el carácter permisionario, por el de habilitar, por el de darle la autorización a un ciudadano para que utilice su automotor y transite libremente, por eso la prohibición después expresa para que ninguna entidad local administrativa, municipio o comuna, pueda aplicar otro gravamen, porque esta es la esencia de este gravamen.

	El hecho de que jamás se realizó una inspección nos viene a modificar las razones de justicia y legalidad de este tributo. Traigo a la memoria de ustedes y les pido que recuerden lo que pasó durante años con el otro recurso importante que tienen los municipios y comunas, como es la tasa de inspección por higiene. ¿Qué ocurrió con esta tasa de inspección? ¿Algún municipio, salvo ir a visitarlo de vez en cuando, ha hecho una inspección sanitaria y responsable por la habilitación de los negocios?. Todos sabemos que no.

	Cuando esos impuestos que son tales y como tasa retributiva de servicio, fueron cuestionados ante la Suprema Corte de Justicia Provincial, se encontraron con que tenían que devolver el dinero, y los fallos son consecuentes con lo que digo. ¿Cómo se salvaron de tener que seguir devolviendo los impuestos?. Se salvaron admitiendo la Provincia que del impuesto sobre los Ingresos Brutos se deduciría hasta un 15 por ciento -antes era un 20 por ciento- de lo que se pagaba en concepto de esa supuesta tasa.

	Si ahora le vamos a poner un nuevo gravamen, cualquiera sea, quiero preguntarme si no van a empezar los recursos ante la Corte planteando la duplicidad del pago por un mismo servicio, y veremos si no aparecemos en este recinto planteando la patria pleitista. ¿Entonces, quiénes serán los responsables de que se dé la patria pleitista?. 

	También la Corte tiene dicho que una ley general no puede por un articulo general derogar una ley particular, es decir que si queremos modificar la ley de patentes tenemos que hacerlo expresa y explícitamente, tenemos que decir qué artículo no y cuándo lo derogamos o modificamos. Esto también es doctrina de la Corte.

	Por eso más allá de que a alguien le moleste que haya venido con este planteo, por eso más allá de que a algunos les moleste que haya venido con este planteo, voy a sostener, señor presidente, que se vote en consonancia a la conciencia de cada uno y quiero quedarme tranquilo, lo que he propuesto lo he hecho desde todos los conceptos y no desde alguna suspicacia como alguno acaba de dejar trascender la posibilidad de una propuesta que no tuve otra oportunidad de hacerla que no sea esta.



SR. ALTARE.- Pido la palabra.

	Creo que falta a este análisis que los vehículos radicados en Santa Fe circulan por el resto del país y van a necesitar la autorización pero no hay que olvidar que este deriva de una ley nacional. En última instancia lo está imponiendo la propia Nación, en cuyo caso si vamos a ser tan puntillosos, el país al que hace referencia el señor diputado Mercier tienen diferencias substanciales con el nuestro. Los vehículos cuestan muchísimo menos que aquí y cuando cargan combustible lo hacen a 1,20 dólares el galón, aquí eso cuesta el litro de nafta, donde el contenido del impuesto nacional es importantísimo. En última instancia si nos basamos en esa situación tendría que ser un pago a cuenta de este impuesto. Tendríamos que ir con un recibo de la revisión técnica obligatoria a cargar nafta y con eso el expendedor paga el impuesto a los combustible, pero no tenemos que perder de vista que esto devienen de una ley nacional y afecta al resto del país y realmente la capacidad de recaudación de la Nación, y no quiero referirme al destino de la fondos de la Nación, da mucho más de lo que puede dar en afectación de recursos como hace con las patentes, como bien ha dicho algún diputado aquí, es un recurso sustancial de Comunas y Municipalidades para prestar servicios esenciales.

	La Nación que se da el lujo de subsidiar común millón de dólares diarios un ferrocarril que ya no tenemos, podría ser un poco más considerada. Mientras tanto no encuentre la solución desde el punto de vista que no sea este de pagar o que se haga un descuento pero que la Provincia compense a las Municipalidades.

	Creo que siempre nuestro sistema impositivo ha sido de una presión tremenda y ha cargado la romana a quienes menos pueden y a quienes menos recursos adicionales tienen para hacerlo. Si cargamos esta obligación a las Municipalidades no van a cumplir sus obligaciones con el 10 por ciento de patente. Vamos a instalar un problema de financiamiento en los municipios.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Siguiendo con la misma argumentación que efectuara el señor diputado Altare creo que el ejemplo utilizado por el señor diputado Mercier comparándonos con los Estados Unidos no es el más feliz. Ese país tiene tienen una concepción de impuestos y riqueza que no tienen nada que ver con el nuestro.

	Si nosotros adoptáramos esta legislación como Estados Unidos tendríamos que tener en cuenta que en ese país se otorga el carnet cuando se egresa de la escuela secundaria; si imaginamos eso aquí cuantos conductores estarían habilitados dada la deserción que se da ya en la escuela primaria. Aquí los conductores manejan vehículos de transporte o servicio de carga o cualquier vehículo que anda por la vía pública apenas terminaron la escuela primaria en el mejor de los casos. A mi me parece que comparar Estados Unidos y su situación, obviamente, sustentada con una legislación que proviene de todo un sistema distinto y económicamente sustentado, con un país que está absolutamente distante de esto, insisto, me parece que no es lo más feliz. Por supuesto que a veces a nosotros nos da ganas de sumarnos a la propuesta de que esto sea gratis; es atractiva la propuesta, es demagógica la propuesta...



SR. MERCIER.- Le pido al señor diputado que se abstenga de utilizar términos de esa naturaleza.



SR. BUYATTI.- Yo voy a usar los términos que estime convenientes.



SR. MERCIER.- Lo dice el reglamento, no porque se me ocurra a mí.

SR. BUYATTI.- Este tipo de propuestas de gratuidad siempre son felices y quedan bien, pero en realidad esto trae una serie de complicaciones que van mucho más allá de que se haya hecho la propuesta en la comisión, cosa que no me preocupa porque también este es un ámbito para hacer propuestas, la discusión de este tema forma parte del concepto de seguridad.

	Voy a desarrollar este tema un poco más adelante, pero esto, proviene de una ley de tránsito, una Ley Nacional, que está prácticamente obligando a una revisión técnica para la circulación en todo el país. Por qué tenemos que, precisamente, si es una Ley Nacional que obliga a ciertas normas para la circulación en el país, hacerlo pagar al más indefenso, que es el presidente de comuna o intendente. En esto, o nos apoyamos en la seguridad y que cada uno haga la revisación de su vehículo, precisamente, por un elemento de seguridad para poder circular, y se haga cargo del mismo, o esta gratuidad viene por otro lado y no es precisamente ni por los Municipios y Comunas ni por la Provincia, debería ser en definitiva, desde el Gobierno Nacional.

	¿Nos imaginamos cuánto están recibiendo los concesionarios de las privatizadas rutas del país como subsidio del Estado? Si hacemos una cuenta de la suma de las rutas privatizadas en este país que gozan del subsidio del Estado y que algunas de ellas se los meten directamente en el bolsillo, porque no han cumplido una de las normas que tenían vigencia en los pliegos cuando se las adjudicaron, ni siquiera pagan impuesto a las ganancias por eso. ¿Qué vamos a discutir, que a la pobre comuna que tiene un mínimo ingreso para solucionar sus problemas, le vamos a meter que pague algo de lo que ni siquiera fue responsable y en lo que ni siquiera tuvo la posibilidad de participar en la discusión?

	Creo que tampoco le corresponde a la Provincia.



SR. MERCIER.- No se lo delegue, señor diputado.



SR. BUYATTI.- Tampoco corresponde a la Provincia, porque en definitiva, este permiso para poder hacer la revisación técnica va a depender de la permisividad que tengan o no lo vehículos para funcionar en todo el ámbito del país, por lo tanto esto debería venir del Estado Nacional, y eso refiere, precisamente, a los subsidios por autopista, porque nos estamos fijando en el valor de la patente, cuando en realidad la recaudación en todo el país por patente automotor está lejísimo de lo que paga el mismo país en subsidios a las empresas privatizadas de las rutas del país. Y como no está en nuestras manos poder hoy solucionarlo me voy a centrar en lo que respecta a la seguridad.

	Es probable que sea un impuesto más, es cierto, a lo mejor es un impuesto encubierto. No creo que sea doble imposición, de ninguna manera. Creo que ningún análisis, por lo menos desde mi óptica resiste a la menor posibilidad de que alguien pueda llegar a plantear una doble imposición, porque está pagando un servicio que es precisamente para dotar al auto o vehículo de la seguridad que hasta ahora no está pagando ni por la patente ni por ninguna otra contribución, porque lo que se descuenta en los municipios y comunas por tasas de registro de inspección se deducen de ingresos brutos y no tiene nada que ver con la seguridad de los vehículos, sí tiene que ver con la seguridad del comercio y de la industria, no con los medios de transporte.

	Quería decir que este sistema está centrado específicamente en lo que refiere a seguridad. Nosotros peleamos mucho para que esto sea descentralizado porque teníamos miedo, sospechábamos que atrás de esto había un gran negocio. Así lo entendemos los 50 legisladores de este recinto y se consensuó derivarlo a los municipios y comunas no simplemente o únicamente por esto sino porque ya se estimó que el presidente de comuna o el intendente va a ser el que mejor podrá de alguna manera controlar, adjudicar y mantener en vigencia el control sin ningún tipo de aggiornamiento en el tiempo, la seguridad y el control técnico en la revisión de los vehículos. Insisto en este momento, sin ningún tipo de predisposición a que me atraiga la idea de quedar bien con la gente y plantear la gratuidad. Voy a inclinarme en este momento por la seguridad de la seguridad.

	Señor presidente, no estoy de acuerdo con la liberalización del sistema de control. No estoy de acuerdo con que se vaya al taller, se haga el control y esto se descuente de la patente. Ustedes se imaginan cuántas boletas por el mismo monto de la patente anual sin revisación estarían pasando por las ventanillas de los municipios y comunas. De ninguna manera esto se puede hacer. Los talleres deber adjudicarse a través de licitación. Los controles se deben hacer. Las obleas deben ponerse como seguramente deben ponerse y evidentemente en esta circunstancia, y por el alto grado de accidentes que hay en el país, es preferible por ahora hacer un control estricto aunque cueste a cada uno de los que tienen vehículos.



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Señor presidente, realmente no pensaba hablar. En el seno de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General hicimos todos los aportes que estaban a nuestro alcance y discutimos en torno a ello y así lo hicieron los diputados de todos los sectores políticos preocupados por el mejoramiento de la ley. Creía que el debate estaba agotado, creía que el consenso logrado por la mañana hacía que íbamos a venir al recinto para plantear por supuesto algunas cuestiones formales por parte de cualquiera de los legisladores que utilizaba el legítimo derecho a disentir. 

	Pero a esta altura del partido, señor presidente, estoy en el convencimiento de que estamos haciendo un esfuerzo utópico por parte de algunos de los legisladores para tratar de mantener un proyecto reclamado por la sociedad desde hace largo tiempo, pero que me parece, a tenor del escenario del debate y en razón de esta legión de bancas vacías,  que casi está herido de muerte.

	No obstante, señor presidente, vamos a tratar de hacer algún esfuerzo más para lograr que, por lo menos, sobreviva en esta Cámara el famoso proyecto de Ley de Tránsito que, evidentemente, el sector mayoritario, por una o por otra razón, pareciera que no tiene mucha vocación por mantener, salvo contadas excepciones. 

	Y ahora, desde hace no sé cuánto tiempo, estamos discutiendo una de las cuestiones fundamentales de la ley, que no fue analizada en la Comisión y que viene casi de contrabando a meterse en el debate. Suscribo todos y cada uno de los términos expuestos por el señor diputado Bearzotti: ¡insólita la propuesta! ¡Claro, son los vaivenes y las contradicciones que tiene la política! Cuando estamos en el Gobierno queremos recaudar de cualquier manera; cuando dejamos el Gobierno hacemos jugar el principio de la gratuidad...



MERCIER.- Se olvida el señor diputado que también el Poder Legislativo forma parte del Gobierno, aunque él no lo crea.



FAVARIO.- Si el señor diputado Mercier no se dio por enterado, para precisarle los términos le diré que cuando estamos en el ejercicio del Poder Ejecutivo queremos recaudar hasta el último peso, e inventamos cualquier cosa para tratar de recaudar, y ahora, generosamente, queremos imponer el principio de la gratuidad, no sólo para la Provincia, sino también para que las alicaídas finanzas de los municipios y comunas presten servicios gratuitos. Cuando estamos en la función ejecutiva hablamos de privatizar, y ahora parece que queremos hasta estatizar; cuando estamos en la función legislativa hablamos de los recargos que les imponemos a los propietarios de los automóviles, y hasta citamos, señor presidente, los recargos por los peajes en las autopistas; cuando estamos en la función ejecutiva mandamos los Mensajes para imponer el peaje y cobrárselo a los automovilistas. 

	Señor presidente: se ha mezclado -como si fuera la vidriera irrespetuosa del cambalache- cualquier cosa, y a nuestro entender, la patente, el doble gravamen o la doble imposición, no tienen absolutamente nada que ver con esta cuestión que estamos discutiendo hoy, ahora, puntualmente en el artículo del proyecto de ley que es motivo del debate. Estamos hablando del pago de un servicio y no de otra cosa. No se está estableciendo ningún gravamen; se establece una obligación de revisar técnicamente la unidad automotor para seguridad del tránsito, y ese servicio y esa revisión, necesariamente, tienen un costo, y ese costo alguien lo tiene que pagar.

	Es cierto que en la Comisión, se trató entre los miembros de la misma, y no en otra, el proyecto de ley de tránsito, pero nadie podrá decir que no estuvo abierta la oportunidad para que cualquiera que quisiera hacer escuchar una sugerencia fuese escuchado. Y la mayoría de todas esas sugerencias se escucharon, se debatieron, muchas de ellas se aceptaron y otras -con razones- fueron desestimadas.  A propósito de la propuesta del señor diputado Cecchi, esa propuesta fue considerada en la Comisión y precisamente, creo que en virtud del fundamento expuesto por el señor diputado Delbianco que fue aceptado por los demás integrantes de la Comisión, se desestimó la propuesta en razón de que se entendió que podía impedir la competencia y podía, precisamente, facilitar la instauración de algún monopolio en la revisión técnica, con lo cual se posibilitó a cualquier habitante de la provincia a hacer la revisión técnica en cualquier taller en la medida que tuvieran similares pautas de trabajo de control.

	Se ha hecho referencia a un trabajo que se hizo llegar a la Comisión, que fue debidamente considerado, detenidamente considerado -diría yo- y del que se recogieron varias de las propuestas. Pero ésta, señor presidente, de la gratuidad del servicio de la revisión técnica, no existía en la propuesta que hizo llegar el señor diputado Mercier a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y que, entre otras cosas referidas al tema de la revisión técnica decía: “Por otra parte, hay que tener en cuenta los costos de revisión. En este sentido parece conveniente poner el acento en un riguroso control de la actividad y equipamiento de estos talleres, más que en la aparente incompatibilidad comentada.” Más adelante decía, por supuesto refiriéndose al mismo tema: “En este marco no conviene cargar adicionales impuestos encubiertos para financiar señalización y educación vial, para lo cual se supone ya hay algún presupuesto. La tarifa de la revisión debe contemplar únicamente su costo y un agregado para financiar el riguroso control de los establecimiento que la hacen.”

	Esta fue la propuesta que hizo el señor diputado Mercier y que hoy modifica sustancialmente, porque sostiene el principio de que la revisión técnica debe ser gratuita, con lo cual aparece una contradicción evidente.

	Nosotros, en aras de la coherencia que sostuvimos en las discusiones, reiteradas en el seno de la comisión, de los fundamentos que recogimos producto de nuestra propia opinión, pero también de la opinión de otros legisladores y de muchos que se preocuparon por el tema, vamos a mantener el dictamen de la comisión porque de lo contrario, si triunfa una propuesta en contrario, no hablemos más de Ley de Tránsito, en consecuencia, señor presidente, nosotros adherimos a la propuesta que se votó en el dictamen de comisión.

SR. ESQUIVEL.- Pido la palabra.

	Muy breve. Entiendo que tenemos poca memoria. Cuando analizamos el artículo 32º en la comisión, la única legisladora que habló de la gratuidad fue María Herminia Grande, no hubo otro legislador que lo hiciera, con respecto a este servicio de la revisión técnica obligatoria, que es el punto neurálgico del proyecto.



SR. FAVARIO.- ¿Me permite, señor diputado? Tiene razón diputado Esquivel, en el curso de mi exposición omití hacer el reconocimiento hacia la señora diputada Grande . Efectivamente, cuando se trató el tema en la Comisión tal cual lo señaló Esquivel, manifestó la diputada su preocupación y su interés porque la revisación tuviera carácter gratuito.



SR. ESQUIVEL.- La única que lo hizo fue la diputada Grande. Una ley que analizamos acabadamente, todos los legisladores saben del trabajo que se realizó en la comisión, un trabajo con responsabilidad de todos, incluso de los que no integran la comisión, dejando a la espera otros proyectos de gran importancia y centralizando el trabajo artículo, por artículo en esta ley de tránsito.

	Quien habla asumió la responsabilidad cuando dijo que fue portador del cuadernillo de sugerencias del diputado Mercier y lo entregué en la comisión y estas sugerencias no hablaban de la gratuidad en forma expresa, salvo la mención de que reparáramos en el caso de este servicio, pero la que planteó la gratuidad fue la diputada Grande y personalmente iba a votar la alternativa del diputado Mercier. Esto no es para suicidarse, no es para hacer acusaciones, ni agravios, ni hablar de actitudes demagógicas.

	Como decía el diputado Favario, éste es el punto neurálgico y si no resolvemos este tema, la ley puede entrar a naufragar.

	Creo que hay una solución —por allí creo que lo sugirió el mismo señor diputado Mercier—: si vamos a reformar, reformemos como corresponde en una ley y marquemos qué artículos vamos a modificar. En este caso tenemos que superar el impedimento legal del Código Fiscal —a propósito, lo tengo sobre mi banca— y obviamente, cuando habla de la inspección, creo que es un obstáculo legal para aquel artículo final de dice: “Deróganse todas las normas provinciales que se opongan a la presente a partir de su entrada en vigencia”. Digamos en el texto de la ley de tránsito que queremos sancionar como norma provincial que vamos a modificar tal artículo, tal inciso, tal párrafo del Código Fiscal, con lo cual destrabamos la situación legal; si realmente estamos convencidos de que la revisión técnica obligatoria en forma gratuita, más allá de la posición de cada uno, no va a funcionar porque el servicio no podrá abonado o sostenido o solventado, hagámoslo como corresponde, pero yo hablo del impedimento legal, que es lo que me preocupa y lo que nos está impidiendo avanzar con el contenido de la ley...



SR. CUÑADO.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado?



SR. ESQUIVEL.- Sí, señor diputado.



SR. CUÑADO.- Siguiendo con el razonamiento del señor diputado Esquivel, ¿no sería justo —si éste es el punto neurálgico— trasladar la ley a la Comisión de Presupuesto y Hacienda aunque sea por una semana, para que decidan sobre un punto tan importante como éste?

SR. ESQUIVEL.- Es tan claro el tema que creo que en un cuarto intermedio lo podríamos hacer en este momento, porque es la corrección legal a una norma general; en este caso vamos a modificar una norma particular que es el Código Fiscal, título VII, capítulo I, “Patente única sobre vehículos”. No quiero quedar enganchado en un artilugio legal; modifiquemos expresamente el párrafo que corresponde de ese artículo si estamos convencidos de que la gratuidad no va a permitir el funcionamiento de esta inspección técnica, si es un recurso importante para los municipios y comunas pero tenemos un impedimento legal...



SRA. RAVA DE CARRERAS.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado?



SR. ESQUIVEL - Sí, señora diputada.



SRA. RAVA DE CARRERAS - En la exposición que hizo precedentemente el señor diputado Favario dejó perfectamente establecido el carácter del gravamen que se aplicaba en la revisación técnica de los vehículos, es decir, es un servicio; entonces de ningún modo es un impuesto que puede ser contemplado dentro del Código Fiscal provincial.

	Los supuestos impedimentos que se han leído del artículo del Código Fiscal nada tienen que ver con esta servicio de revisión de los vehículos; es más, en el caso específico de este artículo de la ley que en este momento está causando tanto debate, lo fundamental era la revisación técnica de los automotores como base de la seguridad del tránsito vehicular, como también lo expuso recientemente el señor diputado Buyatti, pero había que buscar la forma para que este hecho tuviera toda la transparencia posible y que no diera lugar a ningún equívoco ni de negociados ni de coimas y demás. Por eso se creyó que los organismos que mejor habilitados estaban para el control de estos talleres eran precisamente los municipios y comunas y, prácticamente, lo iban a recibir como una carga más, los que a su vez la podían delegar en aquellos talleres que estuvieran perfectamente instalados. Es decir que aquí no veo la necesidad de un cuarto intermedio a los efectos de zanjar un inconveniente que no es tal, ahora tenemos que votar por el dictamen tal como vino de la Comisión de Asuntos Constitucionales o por la postura que exista en contrario...

-	Dialogan varios señores diputados a la vez.

SR. BUYATTI - Pido la palabra.

	Este concepto está mucho más cerca conceptualmente del término tasa que del término impuesto, por lo tanto mucho más lejos está de ser un impuesto y estar incluido dentro de la normativa de un código y estás mucho más cerca —como dije— del término tasa, porque las tasas son específicamente prestaciones de servicios.



SR. ESQUIVEL.- Esta bien, yo leí parcialmente; lo voy a leer entero y le voy a decir cuál es mi preocupación: “Dichos vehículos: no pueden ser objeto de tributo alguno por parte de los municipios y comunas, ya sea que se aplique en calidad de adicional, inspección u otro, cualquiera sea su denominación, especie o forma de percepción”...



SR. MARTÍNEZ.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado?



SR. CUÑADO.- En cuanto al tema de las comisiones, quiero decir que es de competencia específica de la Comisión de presupuesto y Hacienda; de conformidad con el artículo 51 todo lo que se refiere al Código Fiscal, todo lo relacionado con las finanzas de la Provincia, es de competencia de esta comisión. Estamos hablando en este recinto de impuestos y tributos y el tema no ha pasado por esta comisión. Quisiera que la señora presidenta de la Comisión me diga...



SR. MEHAUOD.- ¡No tiene nada que ver!



SR. CUÑADO.- ¿Qué no tiene nada que ver?



SR. MARTÍNEZ.- ¿Me permite una interrupción, señor diputado Esquivel?



SR. ESQUIVEL.- Sí, señor diputado.



SR. MARTÍNEZ. - Al solo efecto de clarificar, señor presidente, por lo menos desde mi humilde punto de vista aquí no se afecta para nada el presupuesto provincial, no es una cuestión del Presupuesto Provincial, es una retribución de servicios que van a cobrar municipios y comunas.

	Pero en segundo término le pido al señor diputado Esquivel me lea el texto completo del artículo 271º del Código Fiscal, porque quiero luego recordar algo que está ocurriendo en algunos municipios.



SR. ESQUIVEL.- Le aclaro que voy a leer el texto completo de este artículo, porque yo no lo tenía presente y por eso suscribí el dictamen de la comisión.

“Artículo 271: Hecho imponible. Por los vehículos automotores, remolques o acoplados radicados en la Provincia, se pagará bajo el sistema de patente única un gravamen anual de conformidad a las normas del presente título y a las disposiciones de la ley impositiva.

	Dichos vehículos no pueden ser objeto de tributo alguno por parte de los municipios o comunas, ya sea que se aplique calidad de adicional, paje u otros, cualquiera sea su denominación, especie o forma de percepción”.



SR. MARTÍNEZ.- Quiero recordar que si así fuera, en este momento al menos la Municipalidad de Rosario, históricamente, está violando este artículo porque unos hay 6 mil vehículos automotores, taxis y remises, que son sometidos a revisación periódica de higiene y demás y pagan una tasa de servicios, por lo tanto si aplicáramos ese artículo, sería improcedente y no sabemos de nadie que hasta la fecha haya impugnado por inconstitucional esta tasa por retribución de servicios.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	A los fines de no aceptar el cuarto intermedio que con el mayor de los respetos tengo entendido quiere solicitar el diputado Cuñado, considero conveniente que eventualmente constituyamos la Cámara en comisión para tratar la redacción de este artículo y no vuelva a la Comisión de Presupuesto y Hacienda. También voy a proponer una moción de orden para que votemos este artículo.



SR. PRESIDENTE (Castro).- No corresponde, señor diputado, porque estamos en el tratamiento del proyecto en particular.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido concretamente, como lo expuse precedentemente, que se pase a votación. Hay dos propuestas, una: el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General consensuado, conforme se expuso, con todo el material arrimado por los señores diputados y la otra: la del diputado Mercier para que se reformule el último inciso. También, creo que hay una tercera propuesta, del diputado Cecchi.



SR. CECCHI.- En atención a la importancia de este artículo, retiro mi moción a los efectos de que el proyecto salga tal cual lo propone el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.



SR. ESQUIVEL.- No sé si no se me entendió, pero por mi parte también formulé una tercera moción para reencausar el tema. Se trata de la expresa modificación del artículo 271º del Código Fiscal para destrabar el tema en términos legales, ya que según el artículo 91º del proyecto de ley en tratamiento se derogan todas las normas provinciales que se opongan a la presente, a partir de su entrada en vigencia; por lo tanto, no alcanzaría lo explicado por Mercier.

	Creo que modificar el segundo párrafo del artículo 271º es el camino para destrabar el tema y darle forma legal.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Es muy claro, señor presidente, se debe aplicar el Reglamento y pasar a votar el dictamen de comisión, y si resulta rechazado se pasa a considerar lo otros.



SR. PASCUTTO.- Pido la palabra.

	Es cierto lo que decía uno de los diputados preopinantes, hemos discutido durante una hora un artículo en particular sin llegar a un acuerdo, por eso se debe pasar a votar.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Hay una moción concreta de pasar a cuarto intermedio y luego votar el artículo. 

	Los que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.

-	Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consecuencia, se va a votar el artículo 32 según el texto propuesto por el señor diputado Rodríguez.

-	Resulta afirmativa.

SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Como no estuve presente en la anterior sesión, cuando se comenzó a considerar este proyecto, quiero saber si se modificó el Reglamento de la Cámara y si se puede seguir proponiendo en las futuras sesiones modificaciones sin haber asistido a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. ¿No hay impedimentos?.



SR. PRESIDENTE (Castro).- No hay impedimentos, señor diputado.



SR. MERCIER .- Gracias, señor presidente.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo el artículo 33.

-	Resulta afirmativa.

-	Se leen y aprueban sin observaciones los artículos 34º, 35, 36º, 37º, 38º, 39º, y 40º.

-	Al enunciase el artículo 41º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propues2ta por el señor diputado rodríguez)" �

	Aquí la comisión introdujo la siguiente variante en el inciso a.3), quedando redactado de la siguiente manera: “Con luz amarilla detenerse salvo que ya se encontrare trasponiendo la encrucijada antes de la roja”.

	Y en el inciso b.2) propone la siguiente redacción: “Sólo exista semáforo vehicular y el mismo dé paso a los vehículos que circulan en sentido paralelo”.

                   

SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va votar el artículo 41 con la modificación propuesta por el señor diputado Rodríguez.

-	Resulta afirmativa.

-	Se leen y aprueban sin observaciones los artículos 42º y 43º.

-	Al enunciarse el artículo 44º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �

	En este artículo, en el inciso f) el trabajo en comisión determinó que quedará redactado de la siguiente manera: “Luces rompenieblas deben usarse sólo para sus fines propios”.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Con la modificación propuesta por el señor diputado Rodríguez, se va a votar el artículo 44º.

-	Resulta afirmativa.

-	Se lee y aprueba sin observaciones el artículo 45º.

-	Al enunciarse el artículo 46º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	El inciso b) del punto 1.) quedaría redactado para su consideración de la siguiente manera: “Cuando las arterias posean una sola mano el estacionamiento deberá realizarse sobre el costado derecho de la calzada en forma paralela y en sentido de la mano, salvo que la autoridad local habilite otros sectores al efecto”.

	Y el inciso d) quedaría redactado simplemente modificando la palabra “disponga” que sustituye a “crea”, en su última parte.



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Este es uno de los temas en los que no hubo acuerdo en el día de la fecha en la reunión de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ya que como está redactado todo el capítulo referente al estacionamiento nos parece que hay una intromisión en las facultades de las municipalidades y comunas.

	Por eso decía hoy, cuando intervenía por primera vez que no era mi intención cercenar el derecho que tienen las municipalidades, al contrario estoy en la reafirmación y esto es un ejemplo.

	La Ley Nacional en el artículo 49 establece todo lo que en artículo 46 de este dictamen está contemplado, pero sí los agregados que le hace la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General con relación a los estacionamientos permitidos. Yo entiendo que la normativa como está redactada en la ley nacional es abarcativa de todas las situaciones que puedan suscitares en Municipalidades y Comunas, y sí hace lo que debe hacer la norma, es fijar las prohibiciones específicas donde las Municipalidades no pueden introducir modificaciones. Pero la parte permitida dependerá de la modalidad de cada Municipalidad y establece la obligatoriedad del estacionamiento a la derecha y este fue el tema que motivó a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General a considerar que era un asunto específico de planificación urbana. Por ejemplo, la Municipalidad de Santa Fe tiene una arteria que es la Avda. 25 de Mayo, que entre Boulevard Pellegrini y Suipacha el estacionamiento es a la izquierda y en 45º lo que facilita la fluidez del tránsito, cosa que no se podría hacer si se tuviera que cumplir esta norma. 

	Se suscita la discusión con las calles que tienen menos de 16 metros de ancho, donde puede haber doble sentido de circulación, es el caso de la calle Caferatta de Rosario donde se estaciona a ambos lados y conforme a esta normativa no lo podría hacer. Son problemas que van a suscitares en el futuro y creo que estos son problema que deberán resolver los Concejos Municipales que tienen la facultad de establecer la forma o las modalidades con que se va a estacionar en sus calles, y a esto no lo puede hacer una norma general a la cual escaparía las realidades puntuales de cada lugar.

	Concretamente propongo como artículo 46 la redacción del 49 de la ley que no es más empezar el artículo con las prohibiciones que establece con la salvedad del inciso a) que es nada más que una enunciación general donde se establece que también está contemplado el estacionamiento que se efectuará el estacionamiento paralelamente al cordón de la vereda dejando un espacio entre vehículos no menos a 50 centímetros, pudiendo establecer otras normas o establecer otras formas cada una de las municipalidades, vale decir dejar librado a que esa modalidad la establezca cada Municipio.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Cuando se evaluó en el trabajo en comisión todo este tema se estableció como fundamentación que una norma provincial podría dar las pautas generales a seguir por vía de adhesión de Municipalidades y Comunas y nunca coartar la autonomía legislativa que en muchos casos observará las particularidades y circunstancias que tienen en su propia jurisdicción.

	Esto ha sido suficientemente discutido y consensuado en la comisión que intervino el decurso del desarrollo del proyecto por lo que solicito que se apruebe el artículo 46º tal cual está redactado en el dictamen de la comisión, y en caso de no ser aceptado poner a consideración la propuesta del señor diputado Bullrich para el cual nos reservamos algunas cuestiones.



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	El señor diputado Bullrich se quiere ir para la izquierda...



SR. BUYATTI.- Usted no lo deje señor diputado.



SR. FAVARIO.- Pero para no correr ese riesgo, señor presidente, propusimos en la Comisión un agregado que salva las preocupaciones del señor diputado Bullrich y lo coloca...



SR. BUYATTI.- Al centro. (Risas).



SR. BULLRICH.- Pero no me dejen en la calle. (Risas).

SR. FAVARIO.- Para salvar esa preocupación en lo que hace a las facultades de los municipios incorporamos un agregado al inciso b), diciendo: “salvo que la autoridad local habilite otros sectores al efecto”. Es decir que si en un momento determinado un municipio entiende que en una arteria hay que establecer el estacionamiento en el lado izquierdo porque es más conveniente para el tránsito y la seguridad, así lo establecerá de acuerdo a las facultades. Lo único que deja sentado el artículo es el principio del estacionamiento a la derecha y nada más.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Si apruebo esto así, me tengo que ir de Firmat. Hace 40 años que la Avenida Santa Fe en Firmat, tiene el estacionamiento al revés, esto es sobre los número impares. No puedo ir a la ciudad de Firmat y decir que en la Avenida Santa Fe, donde damos la vuelta al perro los días domingos, ahora se cambiará el estacionamiento. Entonces estoy de acuerdo con la salvedad que acaba de mencionar el señor diputado Favario si se agrega también al inciso c), dejando librado a la autoridad Municipal, cambiar el sistema de estacionamiento.



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	El señor diputado Cecchi, introduce otro de los incisos y yo me quiero referir a lo que planteaba el señor diputado Bullrich. Estimo que lo planteado está incluido en el inciso a), donde simplemente con una variación, quedaría más resumido lo planteado por el señor diputado Favario, eliminando la primer coma por una “y”, quedando redactado de la siguiente manera: “El estacionamiento se efectuará sobre el costado derecho de la calzada en forma paralela al cordón y dejando entre vehículos un espacio no menor de 0,50 m. entre unidades, pudiendo la autoridad local establecer por reglamentación otras formas La “y” daría el contenido de las dos reglas, o sea los 0,50 entre unidades y el estacionamiento sobre el lado derecho, con la posibilidad para las dos cosas de que la autoridad local las pueda cambiar. Y seguramente en el resto de los incisos nos vamos a encontrar con abrir la posibilidad a las reglamentaciones locales para que sean acordes a la realidad de cada uno de los distritos, de forma tal, que no sólo por la historia y la costumbre, sino también por aspectos de conveniencia como
 señalaba el diputado Bulrrich, en el caso de la arteria 25 de Mayo de Santa Fe, puedan se
r aplicadas reglamentaciones locales.


	A mí me parece que estas cuestiones de prohibiciones tienen que estar subordinadas al espíritu de la ley, que ha sido contemplado en el inciso a) donde se expresa que la autoridad local podrá establecer otras formas de reglamentación. No estoy cambiando el sentido del dictamen de comisión, sino que estoy aportando a una posible solución, si así lo acepta el señor diputado Bullrich, con el simple cambio de una coma; y en lo que plantea el diputado Cecchi con el agregado de la posibilidad de que las autoridades locales puedan cambiar las reglamentaciones de acuerdo con otras formas.



SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	No entiendo por qué la comisión viendo estos inconvenientes que son simples de salvar no incorporó directamente estas observaciones en todo lo que se refiere a la reglamentación en la zona urbana y obviamos todas las discusiones.

	Si establecemos el concepto general y decimos que los municipios y comunas pueden modificar estos conceptos por normas especiales, con decir “en las zonas urbanas deben observarse las reglas siguientes, excepto una reglamentación especial de municipalidades y comunas” y no discutimos más ningún inciso, tenemos los dos principios y avanzamos rápidamente.




SR. PRESIDENTE (Castro).- Tiene la palabra la señora diputada Rava de Carreras.



SRA. RAVA DE CARRERAS.- Gracias, señor presidente, pero había pedido la palabra para decir lo que ya dijo el señor diputado Bearzotti.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente, como reglamentariamente corresponde, con la anuencia de los colegas que participaron en la comisión, voy a aceptar en todo caso el criterio de los diputados Bearzotti y Rava de Carreras y retirar obviamente el pedido de votación de la primera parte. Lo que creo es que ellos deben enunciar cómo quedaría redactado este parte del artículo.



SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	No tengo presente el concepto que habían planteado sobre la excepción en zonas urbanas, pero debería ser así: “En las zonas urbanas deben observarse las reglas siguientes, excepto las modificaciones que se produzcan por ordenanzas municipales o comunales” después viene el concepto general. Debería ser una expresión así u otra similar. Habría que ver.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Esa era la propuesta del diputado Delbianco en uno u otro sentido es exactamente lo mismo. El problema es el debate que se está haciendo de la terminología del concepto reglamentario.



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	Voy a proponer cómo quedaría redactado en virtud de mis apreciaciones puntuales y de las del señor diputado Bearzotti que son abarcativas de todos los incisos. Me parece más correcto su criterio. Yo agregaría “En las zonas urbanas deben observarse las reglas siguientes, pudiendo la autoridad local establecer por reglamentación otras formas”. A partir de allí, continuar con los incisos, retirando del todos los incisos el agregado mencionado.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	Señor presidente, el punto 1 del artículo a partir del párrafo que estamos considerando quedaría redactado de la siguiente manera: “En las zonas urbanos deben observarse las reglas siguientes, pudiendo la autoridad local establecer por reglamentación otras formas: a) el estacionamiento se efecturá sobre el costado derecho de la calzada en forma paralela al cordón, dejando entre vehículos un espacio no menor de 0,50 m. entre unidades; b) Cuando las arterias posean una sola mano, el estacionamiento deberá realizarse sobre el costado derecho de la calzada, en forma paralela al cordón y en el sentido de la mano; el c) quedaría igual y en el inciso d) incorporaría el cambio de la palabra "disponga" por "crea", siguiendo sin modificación la redacción del resto de los incisos, hasta "en las zonas rurales". 


SR. PRESIDENTE (Castro).- Con las modificaciones propuestas se va a votar el artículo 46.


-	Resulta aprobado.

-	Se aprueba sin observación el artículo 47, y al leerse el artículo 48 dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente: en el inciso d) del artículo 48, cuando hablamos de autopistas se decidió elevar la velocidad en autopista a 140 kilómetros por hora, en lugar de 130. 

	El razonamiento que se aplica -según lo expuso el diputado Martínez- es que siempre hay serios problemas en la autopista, en cuanto a determinar las velocidades permitidas y evitar las consecuencias no queridas por nadie, lo que hoy en la jerga se llama "coimas" que hasta ahora requieren las autoridades de aplicación. Esa es la razón de ser del cambio de velocidad. 



SR. PRESIDENTE (Castro).- Con las modificaciones propuestas de va a votar el artículo 48.

-	Resulta aprobado.

-	Se aprueban sin observación los artículos 49 al 51, y al leerse el artículo 52 dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	En este artículo, por petición expresa de la señora diputada Rossia, quien nos hizo llegar su propuesta, se modificaría el segundo párrafo del artículo, que quedaría redactado de la siguiente manera: "Los vehículos tendrán en las condiciones que fije la reglamentación sólo asientos fijos, elementos de seguridad y estructurales necesarios, distintivos identificatorios para una adecuada salubridad e higiene y en lugar visible el nombre del titular dominial y de su conductor".



SR. PRESIDENTE (Castro).- Con las modificaciones propuestas se va a votar el artículo 52.

-	Resulta aprobado.

-	Al leerse el artículo 53 dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	Señor presidente: hemos receptado una sugerencia del señor diputado Mercier y en esa situación reformulamos la redacción del inciso f) y produjimos la incorporación de un nuevo inciso. 

	El inciso f) quedaría redactado de la siguiente manera: "Transportar los líquidos, carga a granel y otras como estiércol, animales muertos, residuos patológicos y/o sustancias análogas, arena, tierra, escombros, carbón, polvo de ladrillos en vehículos cerrados, con su carga tapada y especialmente destinados a ese objeto.

	Las unidades destinadas a transporte de animales o sustancias nauseabundas, deberán ser lavados en el lugar de descarga y en cada ocasión, salvo las excepciones reglamentarias que se fijen para cada zona."

	El inciso g) quedaría redactado así: "Transportar ganado en vehículos habilitados a esos fines". El inciso h) es idéntico al g) original y el inciso i) es idéntico al h), con un pequeño agregado, a pedido del señor diputado Cecchi, que paso a leer: "i) Cuando transporten sustancias peligrosas: estar provistos de los elementos distintivos y de seguridad reglamentarios, ser conducidos y tripulados por personal con capacitación especializada en el tipo de carga que llevan y estar en un todo de acuerdo en lo pertinente a la Ley Nacional Nº 24.051."


SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 53º con la modificación propuesta.

-	Resulta aprobado.

SR. PIAGGIO.- Pido la palabra.

	Creo que la mención de la ley nacional en ese inciso que termina de incorporarse, desconoce la existencia de una provincial, inclusive de alguna en tratamiento en este momento, de manera que no me parece acertada la referencia.



SR. PRESIDENTE (Castro).- ¿Usted propone una reconsideración, señor diputado Piaggio?



SR. PIAGGIO.- Yo insisto en esto. Inclusive, hay ordenanzas municipales también en vigencia. En todo caso debe ser una referencia genérica y no a una ley nacional en particular.



SR. CECCHI.- Pido la palabra.

	Uno de los primeros actos del gobierno anterior -lo dije en la sesión anterior-, en el mes de enero de 1992, fue enviar un proyecto de ley adhiriendo lisa y llanamente a la Ley Nº 24051. Hubo varios proyectos en la Legislatura anterior en el mismo sentido. En varias oportunidades se le dio preferencia y hemos recibido a través de Defensa Civil el pedido de distintos cuerpos de bomberos voluntarios de la provincia, con respecto a la necesidad de adhesión urgente a la ley 24051. Yo dije en la sesión anterior que era una mora de la Legislatura anterior que debíamos superar nosotros. 

	Independientemente de la legislación vigente provincial municipal o comunal, hoy es una necesidad objetivo adherirse en lo pertinente a la ley de transporte de residuos peligrosos, de manera tal que esto no es incompatible ni niega las legislaciones locales. Creo que hay una necesidad y en buena hora que la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General así lo haya entendido e incluido en el proyecto.



SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración el artículo 54º.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado, como así también los artículos 55º y 56º, y al ponerse en consideración el 57º, dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente, a raíz de una sugerencia tanto del diputado Cecchi como de la diputada Rossia, la comisión produjo una reformulación de este artículo que queda redactado de la siguiente manera: “El uso de la vía pública para otros fines ajenos al tránsito, deberá ser permitido por la autoridad competente cuando: a) El tránsito normal pueda mantenerse con similar fluidez por vías alternativas de reemplazo.” Los dos incisos subsiguientes quedan tal cual como el texto original, para no abundar en detalles.



SR. PIAGGIO.- Pido la palabra.

	Voy a proponer directamente que se suprima este artículo. Creo que esto se está haciendo tan reglamentarista que se va a tornar inaplicable, va a ser fuente de conflicto reglamentar a un municipio cuando autorice un maratón por alguna de sus calles. Esto es una barbaridad. De manera que creo conveniente suprimirlo.

	Creo que la atribución de autorizar o no ese tipo de manifestaciones, ese tipo de uso de la vía pública, es esencialmente de las autoridades locales.



SR. CECCHI.- Correcto, le damos la pauta.



SR. PIAGGIO.- No, le está dando la facultad siempre y cuando garantice una serie de cosas que son del sentido común de la autoridad de aplicación de esa norma en el territorio, no necesita que se lo diga la ley.



SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	Estoy de acuerdo con la exposición del diputado Piaggio y pediría la supresión de este artículo.



SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	No comparto las argumentaciones del diputado Piaggio. Nos quedaría un vacío normativo en lo que no sea del radio urbano, vale decir, las rutas propiamente dichas. En consecuencia creo que la norma debe estar dentro de esta ley. Podríamos poner “ El uso de la vía pública para fines extraños, fuera de los municipios,  deber ser autorizado por la autoridad correspondiente”



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	No coincido con la propuesta del diputado Piaggio y considero que es verdad lo que dice el diputado Martínez. Para habilitar una maratón sobre la ruta, es necesaria la habilitación de parte del Ministerio de Gobierno de la Provincia. Para habilitar algo en la zona urbana es necesaria la habilitación de la Dirección de Tránsito de la municipalidad correspondiente. Son autorizaciones diferentes y deben estar reglamentadas. Por otra parte, siempre el sentido común debe coincidir con la norma, no se hacen normas ni debieran hacerse, si no coinciden con el sentido común.

	No veo contraposición entre lo que establece la norma y el sentido común que puede tener un intendente o un ministro que conceda una autorización. No me parece que no pueda hacerse una maratón sobre una ruta, no lo impide en absoluto y no vamos a recortar la reglamentación, tiene que estar y las reglamentaciones dependen del sentido común que tengan los funcionarios en aplicarlas.



SR. PIAGGIO.- Pido la palabra.

	Le quiero preguntar al diputado Delbianco que si cuando realiza un acto político en la vía pública contrata un seguro por los eventuales daños a terceros?

	Este es el sentido común al que me refería, si van a autorizar que se obstruya una única vía de circulación en el sector o cosas por el estilo. Insisto en que se suprima.



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Este artículo, que debe regir en la ley nacional, no lo tengo presente, la argumentación que se hizo en la Cámara de Diputados hacía referencia a competencias automovilísticas, en las que eventualmente pueden existir roturas de calzada o pueden existir problemas con la asistencia a espectáculos, razón por la cual se requiere la contratación del seguro. Desde este punto de vista tendría razón de ser la norma.



SR. DELBIANCO.- Quisiera contestarle al diputado Piaggio. Todos estos casos son de responsabilidad civil. Esto está en la reglamentación. Si alguien autoriza, debe tomar las precauciones de seguridad necesarias como ministro de Gobierno de la Provincia, no tomo las precauciones, ocurre un accidente y se mata un ciclista, tendré enfrentar —quizás— el juicio correspondiente para un lado o para el otro, pero dentro de lo que establece la justicia civil o penal. Creo que éstas no son cosas extrañas... Si organizo un mitín o un acto político y estoy autorizado para hacerlo en una calle, después se verá quién tiene la responsabilidad civil para dilucidar el caso, pero no podemos plantear estas cosas porque ya están establecidas por la ley cuáles son las responsabilidades; no las establezco yo, ni la ley de tránsito, sino los Códigos Civil y Penal...

-	Hablan varios señores diputados a la vez.

SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente: en la reunión de comisión, cuando se trató este artículo, reconocimos como principal preocupación aquella que me habían transmitido algunos integrantes de mi bloque en relación con las manifestaciones y mitines político. Dijimos en la reunión de comisión que un artículo de estas características podría restringir o coartar de alguna manera la libre expresión de las ideas o la organización de eventos políticos, en la medida en que ello fuera una limitación a la expresión de los ciudadanos. Entendimos que ello no debía estar sujeto a una particular exigencia como la que prevé este artículo y, en el supuesto específico del inciso c) que aquí se mencionó, de la necesidad de un seguro por los eventuales daños a terceros o a la estructura civil. También dijimos que las manifestaciones o mitines políticos tenían un carácter espontáneo, pero justamente en función de esas características habíamos propuesto que el artículo 57 fuera modificado en el único sentido en que podemos legislar, que es en orden a las exhibiciones, competencias deportivas y festivales, en orden a una serie de actividades que se puedan realizar en la rutas, caminos y calles, y que sí se puede áreas urbanas exigir una autorización, como se plantea.

	En esa medida, y mientras quedara a salvo que estamos reglamentando el uso especial de la vía en función de las actividades comerciales, deportivas, exhibiciones, etcétera, en esta medida sí admitimos que fueran previamente autorizadas por la autoridad correspondiente y en tal forma ésta tuviera en cuenta las características del evento, para mantener la fluidez del tránsito y, por vías alternativas, exigir a los organizadores que acreditaran las medidas necesarias para la seguridad de las personas o cosas y que éstos, por sí o a través de seguros, se responsabilizaran por los eventuales accidentes que pudieran ocurrir. De cualquier manera, en cualquier evento que se organiza —deportivo, de exhibición o festival— necesariamente la autoridad competente toma este tipo de previsiones y exige los requisitos que se plantean en el artículo 57.

	De forma tal que queremos dejar salvado que la posición que habíamos sostenido en la Comisión pasaba por admitir el artículo 57 y estos requisitos en la medida de que sólo se refirieran a los festivales, las competencias deportivas y las exhibiciones.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Deseo formular una aclaración a los análisis que se vienen haciendo. El artículo 58 de la ley nacional que es la base de este proyecto, refiere que el uso de la vía pública para fines extraños al tránsito, tales como manifestaciones, mitines, exhibiciones y competencias de velocidad pedestres, hípicas, ecuestres y automovilísticas, deben ser previamente autorizadas por la autoridad correspondiente solamente si... Lo cual demuestra que los señores diputados preopinantes han modificado el texto de esta ley a la cual se adhieren a libro cerrado para dejar en libertad de acción el uso de la vía pública en tanto y en cuanto se cumplimenten los requisitos de los incisos a), b) y c), por cuanto así estamos respetando el derecho a circular y el derecho a libertad genérica que tiene cualquier usuario de la vía pública. Ese fue en realidad el sentido de la norma y para nada impedir el ejercicio de las decisiones autónomas de municipios y comunas.



SR. MILLET.- ¿Cómo quedaría redactado el artículo?



SR. RODRÍGUEZ.- Quedaría redactado: El uso de la vía pública para otros fines ajenos al tránsito deberá ser permitido por la autoridad competente cuando: ...” Allí se transcriben los tres incisos que estaban en el proyecto original, porque lo convinimos esta mañana.



SR. ÁLVAREZ.- Entonces, si es así, voy a insistir con la idea que estábamos abordando anteriormente cuyo texto es: “ El uso de la vía pública para fines ajenos al tránsito, festivales, exhibiciones, competencias, deberán ser previamente autorizados por la autoridad competente”.



SR. MILLET.- En función del texto original, agrega parte de las descripciones de la actividad deportiva, pero sólo quita mitines y manifestaciones. Porque si decimos “cualquier actividad” quedan incluidos los mitines y manifestaciones, es más seguro dejar taxativamente fijado las actividades sujetas a la autorización previa de la autoridad.



SR. DELBIANCO.- Pido la palabra.

	Quiero manifestar lo siguiente. No recuerdo que en alguna oportunidad alguna manifestación haya pedido autorización, y por otra parte, estamos en hora y época de cortes de ruta, por ejemplo en el día de ayer se cortó simbólicamente la autopista Santa Fe-Rosario a la altura de Maciel. En este caso, las autoridades estaban allí previendo la seguridad. 

	Esto tiene que ver con el sentido común al que hacía referencia el diputado Piaggio, en cuanto a que hay manifestaciones que son espontáneas, no podemos pensar que a los manifestantes les vamos a decir que se sienten a esperar que se les autorice a manifestarse, o sea que recién cuando se les conteste retomen la bronca. Esto no existe. Es una reglamentación genérica y no puntual. Las manifestaciones y mitines políticos a que hace referencia el diputado Álvarez son otra cosa, son cuestiones puntuales. Lo importante acá es que en este tipo de cosas hay una prioridad que es la seguridad de las personas por encima del tránsito. Lo di en el ejemplo del corte de la autopista al decir que esta policía resguardando que no hubiese accidentes, paralizándose el tránsito, etcétera.

	Y el acuerdo con los manifestantes previamente como para decir hagan el acto y luego se retiran para que la gente pueda seguir, aclaro que no había caminos alternativos y durante ese tiempo tuvieron que estar parados.

	Son cuestiones ocasionales, y cuando dictamos una ley, estamos haciendo una norma general, no particular, y para las situaciones particulares existen las reglamentaciones que las tiene que hacer el Poder Ejecutivo. Me parece que acá estamos haciendo la reglamentación.

	También quiero decir que compartía el pedido del señor diputado Mehauod que con justa razón propuso que la Cámara se constituya en comisión, porque en realidad estamos funcionando como tal, porque de lo contrario se propone las modificaciones y en forma muy breve se explica el por qué de la misma. Ahora no lo estamos haciendo así.


	Por otra parte, con respecto a una de las manifestaciones que hacía el señor diputado Mercier, quiero decir que por supuesto que el Reglamento permite que haga las consideraciones, pero también quiero decir que en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General varios señores diputados han trabajado durante mucho tiempo, durante seis semanas han estudiado la ley, han escuchado a todo el mundo han invitado a participar, y en el recinto lo que nos llama la atención o nos descoloca un poco -no porque las propuestas sean inadecuadas- es el cambio de todo el esquema, y entiendo que no puede ocurrir porque el proyecto de ley se estudió, analizó en comisión y cualquier diputado puede asistir con propuestas, aunque no sea integrante de la misma.

	Tiene que existir un respeto hacia todos los diputados que trabajaron en el proyecto, que hicieron sus aportes, y si no asistimos a la reunión de la comisión, hacer un planteo en el recinto que cambie completamente su sentido, me parece que no corresponde en un sentido ético.



SRA. ROSSIA.- Pido la palabra.

	Quisiera que me expliquen qué es lo que entienden por mitin, porque un acto de cierre de campaña producido en una avenida de la ciudad donde vivo la cambia y altera por horas, y para ello se necesita un permiso que lo dará el organismo competente, la municipalidad o la comuna. Además del principio de respeto hacia el otro que no piensa igual, me parece que se debe contar con un camino alternativo para salir, esto es muy común verlo en la ciudad de Rosario.

	Otra cuestión a tener en cuenta es la que decía el diputado Delbianco, en cuanto a que una manifestación no va a pedir permiso porque a veces se actúa con premura, y como se manifiesta contra un sistema establecido tampoco se tiene en cuenta hacer el pedido.

	Si entendemos por mitin un acto público de un determinado partido político, de una determinada línea política, debe tener más que nunca el acuerdo de las autoridades competentes, no ya sólo las municipales sino también que habrá que peticionar ante las autoridades del Ministerio de Gobierno.



SR. ALVAREZ.- Pido la palabra.

	Cada minuto más me convenzo que quiero restringir lo dispuesto por este artículo y directamente propondría que se autorice el uso de la vía pública para festivales y competencias deportivas.



SR. MARTÍNEZ.- ¿Actos políticos, no?



SR. ÁLVAREZ.- Autorizando dentro de este artículo los mítines damos el argumento para el desalojo y la represión. El primer argumento va a ser: no están autorizados, ese será el primer argumento de la autoridad policial. 

	Por medio de este artículo Nº 57 estamos habilitando a que no se autorice, después -como decía el diputado Delbianco- confiamos en el sentido de las autoridades para que no hagan un abuso de esto. Hagamos al revés, autoricemos distintos tipos de eventos.


SR. RODRÍGUEZ.- Yo agregaría las de Navidad y fin de año y las de los grupos familiares o grupos vecinales.


-	Dialogan varios señores diputados a la vez.

SR. PIAGGIO.- Pido la palabra.

	Creo que no se ha entendido la propuesta. Si aquí estamos explicitando las condiciones bajo las cuales se pueden autorizar esos eventos, evidentemente no estamos hablando de manifestaciones espontáneas sino de quien va a realizar un trámite para realizar tal o cual evento. Entonces, a mi me entra un poco de temor porque así como Jorge parece que me quiere coartar la libertada de opinión en este momento yo tengo miedo que en un acto político que quiera realizar no me permitan porque entorpezco el tránsito, no tengo seguro o no garantizo la seguridad de las personas. Creo que durante demasiados años nos pasó eso como para que ahora vaya plasmado en el texto de una ley. Lo que sí se puede explicitar es lo referido a las competencias deportivas o de naturaleza afín .



SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	Concretando, propongo que habiendo dos propuestas sean sometidas a votación porque el debate ha sido lo suficientemente explícito.



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	Señor presidente, pareciera que en aras de la libertad todo es posible. Y la libertad y los derechos consagrados por la Constitución se ejercen en función de las reglamentaciones que hacen a su ejercicio. Nadie piensa en que se pueda prohibir un acto político y máxime si consideramos que estamos en el límite de la finalización de la campaña electoral.

	Por supuesto, nosotros coincidimos con la diputada Rossia, la organización de un acto político exige respeto por los demás que no concurren a ese acto y si vamos a ocupar una esquina céntrica la autoridad debe estar en conocimiento, para ordenar el tránsito para que los demás habitantes tengan garantizada su libertad de circulación, no debe considerarse solamente la libertad de reunión .

	Esto ha ocurrido en tiempos en que estaba vigente el sistema democrático, señor presidente, no es nuevo que para organizar un acto político haya que pedir autorización o realizar la comunicación pertinente, no esta sujeto a la gracia del gobierno o autoridad de aplicación aceptar o no la realización del acto. 

	Hay que poner en conocimiento de las autoridades para garantizar que en el ejercicio de los derechos valen tanto los de unos como los de otros . Es decir, que valen tanto los derechos de quien organiza un acto político como los de quien no concurre.

	Por eso nosotros, señor presidente, coincidimos en la necesidad de pedir autorización o realizar la comunicación pertinente.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Con las modificaciones propuestas por el miembro informante se va a votar el artículo 57º.

	No obtiene la mayoría requerida.

-	Resulta negativa.

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Me puede informar cuantos diputados han votado a favor.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Siete señores diputados han votado a favor.


SRA. ROSSIA.- Se contó bien o mal?



SR. PRESIDENTE (Castro).- No contamos mal, señor diputado, no se expresan los señores diputados; concretamente no levantan la mano.



SR. MEHAUOD.- Pido la palabra.

	Yo quiero que simplemente se cuenten los que han votado. Lo hemos hecho varias veces en esta Cámara, realmente el número de siete votos no cierra. No estamos en una competencia por una votación o no.



SR. SÁNCHEZ.- Pido la palabra.

	¿Se está solicitando la reconsideración?



SR. PRESIDENTE (Castro).- Sí, señor diputado.



SR. MEHAUOD.- No hay problema, porque estamos trabajando adultamente y los amigos del radicalismo que no nos hayan votado estoy seguro que ante una reconsideración de este artículo esta se va a efectuar, porque realmente no han votado únicamente siete diputados, fueron más, aunque no los conté.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Señor presidente, voy a plantear una hipótesis. Como está el reglamento, si se considera que este artículo fue rechazado hay que considerar el siguiente que puede volver a ser rechazado..



SR. PRESIDENTE (Castro).- Hay otra propuesta, la del señor diputado Alvarez.



SR. RODRÍGUEZ.- Pero si la propuesta también es rechazada no habrá artículo.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Así es, señor diputado.



SR. BEARZOTTI.- Pido la palabra.

	En aras de cómo se ha desenvuelto esta sesión creo que realmente hubo dos tiempos en la votación porque acá hubo mucha gente que en el curso de la votación levantó la mano, y mucho más de siete. Yo mociono la reconsideración del artículo y que los votos surjan como corresponden.



SR. BUYATTI.- Es más simple votar la segunda propuesta.



SR. BEARZOTTI.- Pero si la segunda propuesta es rechazada no habrá artículo, por eso propongo que se haga la reconsideración de la votación.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción de reconsideración. Se requieren los dos tercios de votos.

-	Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Castro).- No ha logrado los dos tercios de votos.



SR. MEHAUOD.- Que quede constancia en actas de cuáles fueron los diputados que sumaron los siete votos en la anterior votación.


SR. PRESIDENTE (Castro).- En la votación anterior usted no había votado, señor diputado, al igual que los señores diputados Pascutto, Barquín, Pocchettino, la señora diputada Nora Vallejos..



SR. MILLET.- Pido la palabra.

	Señor presidente, solicito se lea la nueva redacción del artículo.



SR. ÁLVAREZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado álvarez)" �	El artículo quedaría redactado de la siguiente manera: “El uso de la vía pública para festivales, exhibiciones, competencias deportivas deben ser previamente autorizadas por la autoridad correspondiente, solamente si: a) El tránsito puede mantenerse con similar fluidez por vías alternativas de reemplazo; b) Los organizadores acrediten que se adoptarán en el lugar las medidas necesarias de seguridad para personas y cosas; c) Los organizadores se responsabilizan por si o contratando un seguro, por los eventuales daños a terceros o a la estructura vial, que pudieran surgir de la realización de un acto que implique riesgos.”



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	Quiero preguntarle al señor miembro informante del nuevo despacho, si para un desfile hay que pedir permiso.



SR. BUYATTI.- ¿Un desfile de moda?



SR. MILLET.- Está contemplado como una exhibición.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo 57 de acuerdo con la propuesta del señor diputado Álvarez.

-	Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración el artículo 58.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	Señor presidente, espero tener más suerte. Esto es lo que se pactó en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General esta mañana conforme a un pedido de modificación de la señora diputada Rossia y la intervención de los señores diputados de la comisión. Voy a leer cómo quedaría redactado los dos primeros párrafos: “Los vehículos de seguridad y de los servicios de emergencia pueden excepcionalmente y en cumplimiento estricto de su misión específica, no respetar las normas referentes a circulación, velocidad y estacionamiento si ello le fuera absolutamente imprescindible en la ocasión que se trate. Estos vehículos tendrán habilitación técnica especial.” Los demás párrafos quedan exactamente igual a como figura en la redacción original del Orden del Día.



SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Los vehículos de los servicios de emergencia se refieren a emergencias en general, o a algún servicio de emergencia especial. A lo mejor sería bueno aclararlo en la ley si es de emergencia sanitaria, mecánica, etcétera



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	En la ley nacional se preveía a los bomberos, a los policías, las ambulancias, defensa civil, etcétera. Nosotros optamos por la terminología genérica que es un valor entendido.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo 58 con la modificación propuesta por el señor diputado Rodríguez.

-	Resulta aprobado.

-	Se aprueba el artículo 59.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración el artículo 60.



SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	Pensé que había sido aceptada una propuesta realizada en comisión, pero aparentemente esto no es así. En consecuencia la voy a formular en el recinto.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado martínez)" �	En este capítulo de franquicias especiales voy a proponer concretamente la inclusión del inciso h) que diría lo siguiente: “h) Los afectados al servicio de prensa.”

	Por eso, señor presidente, esperaba que el miembro informante lo anunciara, pero como evidentemente no fue aceptado en comisión, propongo ahora en el recinto la inclusión de un inciso h) que diga, reitero,: "Los vehículos afectados al servicio de prensa."



SR. MERCIER.- Pido la palabra.

	Solicito que el artículo 60 se vote con el texto original.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 60, según el texto original.

-	Resulta negativo.

SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo 60, con las modificaciones propuestas por el diputado Martínez.

-	Resulta aprobado. 

-	Se aprueban sin observación los artículos 61 al 64. Al leerse el artículo 65 dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	Señor presidente: aquí se ha testado en el tercer renglón del primer párrafo las palabras: "en materia aseguradora", de modo que quedaría redactado de la siguiente manera: "Todo vehículo automotor, acoplado o semiacoplado, que circule en jurisdicción provincial, debe estar cubierto por seguro, de acuerdo a las condiciones que fije la autoridad nacional que cubra eventuales daños causados a terceros, transportados o no." Lo demás sigue redactado de la misma manera.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo 65, con las modificaciones propuestas.

-	Resulta aprobado.

	Se aprueban sin observación los artículos 66 al 69, y al leerse el artículo 70 dice el:


� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �SR. RODRÍGUEZ.- En este artículo introdujimos algunas variantes, de modo que el texto quedaría de la siguiente manera: "Sin perjuicio de las instancias que se dispongan para el procedimiento contravencional de faltas en cada jurisdicción, pueden interponerse los siguientes recursos ante los tribunales competentes. a) De apelación, con efecto suspensivo, que se planteará y fundamentará dentro de los 5 días de notificada la sentencia ante la autoridad de juzgamiento. Las actuaciones serán elevadas dentro de los 3 días siguientes. Son inapelables las sanciones por falta leve, impuestas por ju
 
eces competentes. Podrán deducirse junto con el recurso de nulidad; b) De queja, cuando se encuentran vencidos los plazos para dictar sentencia, o para elevar los recursos interpuestos, o cuando ellos sean denegados."



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo 70, con las modificaciones propuestas.

-	Resulta aprobado.

-	Al leerse el artículo 71 dice el:

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	Con relación a este artículo, en la última parte del inciso c) hemos decidido testar "denunciando al comprador, tenedor o custodio". 

	De manera que el inciso queda de la siguiente forma: “Cuando no se identifique al conductor contraventor recaerá una presunción de comisión de la contravención en el propietario del vehículo, a no ser que éste pruebe que lo había enajenado o no estaba bajo su tenencia o custodia.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 71º con la modificación propuesta.

-	Resulta aprobado.

SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

	Lamento tener que volver al artículo 70º, pero en lo que hace a las sanciones inapelables por faltas leves impuestas por jueces competentes, debo recordar que los tribunales y jueces de faltas son empleados municipales y no están revestidos de la magistratura que tienen los jueces de jurisdicción provincial, y las sentencias que emanen de ellos son apelables ante los tribunales jurisdiccionales. 

	Por lo expuesto voy a pedir la reconsideración y solicito que sean apelables igual que las faltas graves las faltas leves impuestas por autoridad municipal competente.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción de reconsideración.

-	Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración 



SR. BULLRICH.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado bullrich)" �	En el artículo en cuestión se tendría que suprimir “Son inapelables las sanciones por falta leve, impuestas por jueces competentes.”, porque estaría contemplado dentro de la norma general del propio artículo en el párrafo anterior.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 70º con la modificación propuesta.

-	Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración el artículo 72º.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	En relación a este tema también hay modificaciones. Lo que pactamos esta mañana, según mi entender, queda redactado de la siguiente manera: “Las personas jurídicas, públicas o privadas, son responsables de las contravenciones de sus dependientes respecto de las reglas de circulación, no obstante deben individualizar a éstos a pedido de la autoridad provincial, municipal o comunal.”



SR. BUYATTI.- ¿Cuál es la modificación?



SR. FAVARIO.- Pido la palabra.

	La modificación apuntaba a corregir un error que cometimos en función de un vicio original de la ley nacional en tanto se establece que son punibles las personas jurídicas o privadas por sus propias faltas. Las personas jurídicas no cometen faltas, en todo caso las cometen los dependientes o representantes de las mismas y en función de eso hicimos la corrección, apuntando a la responsabilidad de la persona jurídica titular de un automotor con el que puede haberse cometido la falta manteniendo la obligación de individualización de quien fuera el conductor o infractor en su caso.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar de acuerdo al texto leído por el señor diputado Rodríguez.

-	Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración el artículo 73º.



SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado rodríguez)" �	Según lo que se estableció esta mañana en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General con todos los diputados que estuvieron presentes, se incorporó como inciso a.7) el siguiente texto: “Conducir superando el doble de las velocidades permitidas.” En el inciso b) se le incorporó una palabra quedando redactado de la siguiente manera: “Las que obstruyan intencionalmente la circulación de cualquier manera o forma.”

	El inciso c) queda redactado de la siguiente manera: “Las que dificulten o impidan la libre circulación, el estacionamiento o la detención de vehículos de organismos de seguridad y emergencia en los lugares reservados.” 

	El inciso d) queda conformado de la siguiente manera: “Los que ocupen espacios reservados por razones de seguridad y servicios de emergencia, recreación, ingresos o visibilidad.”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar el artículo 73º con las modificaciones propuestas por el señor diputado Rodríguez.

-	Resulta aprobado.

-	Se aprueba sin observación el artículo 74º

-	Al enunciarse el artículo 75º, dice el:

SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	Pido disculpas, pero solicito la reconsideración del artículo 73º.

	El inciso g) dice que se considera falta grave “al falta de documentación exigible, o en regla, y/o vigente.” Esto tiene relación con las multas que puedan corresponder a una falta grave, a ésta se le puede aplicar una multa de hasta 5.000 pesos. No me parece que se pueda conceptualizar como falta grave el olvido de los documentos, considero que la falta de esos elementos no hacen a la seguridad del tránsito.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (modificación propuesta por el señor diputado martínez)" �	En consecuencia pido la reconsideración del artículo 73º y la exclusión como falta grave, lo que no significa que no pueda aplicarse una falta leve con una multa de 500 pesos. 


SR. PRESIDENTE (Castro).- Se va a votar la moción de reconsideración del artículo 73º, formulada por el diputado Martínez.

-	Resulta afirmativa.

SR. BUYATTI.- Pido la palabra.

	Me gustaría poner un elemento más a la consideración de este tema. Desde el punto de vista del olvido de la documentación o del extravío de la documentación, no puede considerarse como falta grave, pero el tema de los autos trucho, el tema de la documentación no existente, el tema de los vehículos sin documentación y que son armados con un rejunte de documentación que nunca aparece, el tema de los vehículos robados. ¿No debiéramos poner también esa falta de documentos en el platillo de la balanza para ver si es falta grave o leve?



SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	Lo que dice el señor diputado Buyatti es cierto, pero yo entiendo que si la autoridad de aplicación, sean los municipios o la policía provincial, encuentra a alguien con un auto robado o sin la documentación pertinente al automóvil tiene la facultad de remitirlo al corralón y de no entregárselo al propietario hasta que esa documentación no sea mostrada.

	Aquí estamos hablando de un inciso que estaba así genéricamente redactado, que si le faltaba el carné de conductor o, a lo mejor, algún elemento cuya carencia que no constituye un hecho doloso y no afecta a la seguridad del tránsito, y bueno, nos parecía una exageración que fuera conceptuado como falta grave.

	En el supuesto que se menciona entendemos que la autoridad de aplicación policial o municipal remita ese vehículo al corralón e impida su circulación y no lo entregue hasta que la situación no se normalice; por supuesto, si detecta que el vehículo es robado, hará la averiguación o la denuncia pertinente, porque ya entra en otro campo ¿no?



SR. BUYATTI.- La falta de documentación ¿es causal de llevar el vehículo al corralón? ¿Dice eso la ley?

-	Hablan varios señores diputados a la vez.

SR. BUYATTI.- Insisto, como para tener elementos de análisis: la falta de documentación, ¿impide la circulación, pero no solamente eso habilita a que el vehículo sea detenido y llevado al corralón?



SR. MARTÍNEZ.- Actualmente, así es, señor diputado.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, con la modificación propuesta por el señor diputado Martínez, se va a votar el artículo 73.

-	Resulta aprobado, así como también los artículos 75 a 83, inclusive.

-	Al enunciarse el artículo 84, dice el:

SR. MARTÍNEZ.- Pido la palabra.

	Debemos asumir nuestra propia culpa: no estuvimos a tiempo para hacer una propuesta que hubiera significado generar toda una demora en la sanción de esta ley pero quiero anticipar que en este capítulo de las sanciones nuestro bloque va a presentar —si la ley finalmente se sanciona— una modificación en el sentido de que las multas no siempre se deban efectivizar con dinero contante y sonante, sino que, por ejemplo, como ocurre al estilo estadounidense, se pueda optar, cuando la multa es leve, por pagar o asistir a la escuela de tránsito, que conforme a esta ley habrá de ponerse en marcha.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 84.

-	Resulta aprobado, como así también los artículos 85 a 91.

SR. RODRÍGUEZ.- Pido la palabra.

	A pedido del diputado Cecchi, la Comisión elaboró un nuevo artículo 92º con el consiguiente corrimiento del de forma que pasaría a ser el 93º.

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito (propuesta del señor diputado rodríguez)" �	El texto de dicho artículo sería el siguiente: ”Las erogaciones presupuestarias que genere la presente ley serán imputadas a Rentas Generales”.



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el nuevo artículo 92º, propuesto por el diputado Rodríguez.

-	Resulta aprobado; el artículo 93 es de forma.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consecuencia, el proyecto resulta aprobado con el siguiente texto:

� EÍ "ladhesión a la ley nacional de tránsito" �

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :



LEY DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VIAL  

  TITULO i  -  PRINCIPIOS BÁSICOS

CAPITULO ÚNICO  -  DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 1.- Ámbito de Aplicación. La presente ley y sus normas reglamentarias regulan el uso de la vía pública, y son de aplicación a la circulación de personas, animales y vehículos terrestres en la vía pública, y a las actividades vinculadas con el transporte, los vehículos, las personas, las concesiones viales, la estructura vial y el medio ambiente, en cuanto fueren con causa del tránsito. Quedan excluidos los ferrocarriles. Será ámbito de aplicación de la presente, todo el territorio que sea jurisdicción de la Provincia de Santa Fe.



Artículo 2.- Competencia. Es autoridad de aplicación y comprobación de las normas contenidas en ésta ley, el Consejo Provincial de Seguridad Vial, y los organismos municipales y comunales que determinen las respectivas jurisdicciones, que adhieran a ésta.

	En lo referente a las funciones de prevención y control de tránsito en las rutas nacionales y otros espacios del dominio público nacional por parte de la Gendarmería Nacional y otros organismos existentes de jurisdicción nacional, establécese que los mismos, no podrán interferir en la competencia provincial en la materia, sin perjuicio de los convenios celebrados o que pudieran celebrarse oportunamente, entre la Provincia y la Nación.

	La autoridad correspondiente podrá disponer por vía de excepción, exigencias complementarias a las de esta ley y su reglamentación, cuando así lo impongan fundadamente, especificas circunstancias locales. Podrá dictar también normas exclusivas, siempre que sean accesorias a las de esta ley y se refieran al tránsito y estacionamiento urbano, al ordenamiento de la circulación de vehículos de transporte, de tracción a sangre y a otros aspectos fijados legalmente.



Artículo 3.- Garantía de libertad de Tránsito. Queda prohibida la demora del conductor y/o la retención del vehículo, la documentación de ambos y/o la licencia habilitante para conducir, salvo los casos expresamente contemplados por esta ley.



Artículo 4.- Convenios Internacionales. Las convenciones internacionales sobre tránsito vigentes en el país, son aplicables a los vehículos matriculados en el extranjero en circulación por el territorio provincial.-



Artículo 5.- Definiciones: A los efectos de esta ley se entiende por:



Automóvil: el automotor para el transporte de personas de hasta ocho plazas (excluido conductor) con cuatro o más ruedas, y los de tres ruedas que excedan los mil kilogramos de peso.

Autopista: una vía multicarril sin cruces a nivel con otra calle o ferrocarril, con calzadas separadas físicamente y con limitación de ingreso directo desde los predios frentistas lindantes.

Autoridad jurisdiccional: la del Estado provincial , municipal o comunal.

Autoridad local: la autoridad inmediata, sea comunal, municipal, provincial, o de jurisdicción delegada a una de las fuerzas de seguridad.

Baliza: la señal fija o móvil con luz propia o retrorreflectora de luz, que se pone como marca de advertencia.

Banquina: la zona de la vía contigua a una calzada pavimentada, de un ancho de hasta tres metros, si no está delimitada.

Bicicleta: vehículo de dos ruedas que es propulsado por mecanismos con el esfuerzo de quien lo utiliza, pudiendo ser múltiple de hasta cuatro ruedas alineadas.

Calzada: la zona de la vía destinada sólo a la circulación de vehículos.

Camino: una vía rural de circulación.

Camión: vehículo automotor para transporte de carga de más de 3.500 kilogramos de peso total.

Camioneta: el automotor para transporte de carga de hasta 3.500 kilogramos de peso total.

Carretón: el vehículo especial, cuya capacidad de carga, tanto en peso como en dimensiones, supera la de los vehículos convencionales.

Ciclomotor: una motocicleta de hasta 50 c.c. de cilindrada y que no puede exceder los 50 kilómetros por hora.

Triciclo: todo vehículo de tres ruedas, con motor a tracción propia.-

Cuatriciclo: todo vehículo de cuatro ruedas con motor a tracción propia, de entre 175 c.c. de cilindrada como mínimo y 400 c.c. de cilindrada como máximo, con hasta cinco marchas y que puede desarrollar velocidades superiores a 50 kilómetros por hora.

Concesionario vial: el que tiene atribuído por la autoridad estatal la construcción y/o el mantenimiento y/o explotación, la custodia, la administración y recuperación económica de la vía pública mediante el régimen de pago de peaje u otro sistema de prestación.

Maquinaria especial: todo artefacto esencialmente construído para otros fines y capaz de transitar.

Motocicleta: todo vehículo de dos ruedas con motor a tracción propia de más de 50 cc. de cilindrada y que puede desarrollar velocidades superiores a 50 kilómetros por hora.

Ómnibus: vehículo automotor para transporte de pasajeros de capacidad mayor de ocho personas y el conductor.

Parada: el lugar señalado para el ascenso y descenso de pasajeros del servicio pertinente.

Paso a nivel: el cruce de una vía de circulación con el ferrocarril.

Peso: el total del vehículo más su carga y ocupantes.

Semiautopista: un camino similar a la autopista pero con cruces a nivel con otra calle o ferrocarril.

Senda peatonal: el sector de la calzada destinado al cruce de ella por peatones y demás usuarios de la acera. Si no esta delimitada es la prolongación longitudinal de ésta.

Servicio de transporte: el traslado de personas o cosas realizado con un fin económico directo (producción, guarda o comercialización) o mediando contrato de transporte.

Vehículo detenido: el que detiene la marcha por circunstancias de la circulación (señalización, embotellamiento) o para ascenso o descenso de pasajeros o carga, sin que deje el conductor su puesto.

Vehículo estacionado: el que permanece detenido por más tiempo del necesario para el ascenso o descenso de pasajeros o carga, o del impuesto por circunstancias de la circulación o cuando tenga el conductor fuera de su puesto.

Vehículo Automotor: todo vehículo de más de dos ruedas que tiene motor y tracción propia.

Vías multicarriles: son aquellas que disponen de dos o más carriles por manos.

Zona de camino: todo espacio afectado a la vía de circulación y sus instalaciones anexas, comprendidas entre las propiedades frentistas.

Zona de seguridad: área comprendida dentro de la zona de camino definida por el organismo competente.



TITULO II  -  COORDINACIÓN PROVINCIAL

CAPITULO ÚNICO  -  CONSEJO PROVINCIAL DE SEGURIDAD VIAL



Artículo 6.- Créase el Consejo Provincial de Seguridad Vial dentro de la órbita del Poder Ejecutivo, quién a su vez dispondrá la participación e integración del mismo, en el Consejo Federal de Seguridad Vial.

	Estará integrado por representantes del Poder Ejecutivo, de Municipalidades y Comunas con incumbencia en lo que es materia de ésta ley, en la forma y número que establezca la respectiva reglamentación.

	Se invitará a participar en calidad de asesores del Consejo a las entidades intermedias no gubernamentales, que representen a los sectores de la actividad privada más directamente vinculados a la materia.



Artículo 7.- Funciones. El Consejo Provincial de Seguridad Vial tendrá las siguientes funciones:


a) 	Fiscali
zar el fiel cumplimiento de la Le
y de Tránsito.


b) 	Propender a la armonización de intereses y acciones de todas las jurisdicciones de la Provincia, a fin de obtener la mayor eficacia en el logro de los objetivos perseguidos por esta ley.

c) 	Fomentar y desarrollar la investigación accidentológica, a través de la creación de un Registro Provincial de Antecedentes de Accidentes de Tránsito.

d) 	Proponer políticas de prevención de accidentes de tránsito.

e) 	Alentar y desarrollar la educación vial.

f) 	Aconsejar medidas de interés general según los fines de esta ley.

g) 	Evaluar permanentemente la efectividad de las normas técnicas y legales.

h) 	Promover la capacitación técnica de los funcionarios a cargo de la aplicación y comprobación de las faltas previstas en la presente legislación.

i) 	Instrumentar el intercambio de información entre las autoridades de tránsito de las jurisdicciones nacionales, provinciales, municipales y/o comunales.

j)	Proponer la actualización de la legislación vial.-



Artículo 8.- Registro Provincial de Antecedentes y Accidentológico de Tránsito. Créase el Registro Provincial de Antecedentes y Accidentológico de Tránsito, el que dependerá y funcionará en el ámbito que determine el Poder Ejecutivo, debiendo coordinar sus acciones con el Consejo Provincial de Seguridad Vial, quien tiene derecho a su uso.

	Dicho Registro coordinará directamente, con el Registro Nacional de Antecedentes, y con municipios y comunas, el intercambio inmediato de datos referidos a: licencia de conducir; presuntos infractores prófugos o rebeldes; sanciones aplicadas; y demás información útil a los fines perseguidos por la presente ley.

	Previo a cada obtención y/o renovación de licencia deberá ser consultado. De igual manera, para cada proceso contravencional o judicial relacionado a la materia.

	Tendrá a su cargo la elaboración de estadísticas accidentológicas, de seguros y de todo lo relacionado al parque automotor.

	Deberá implementar una red informática que permita el flujo de datos y de información.

	Propondrá anualmente su presupuesto de gastos y recursos.



TITULO III  -  EL USUARIO DE LA VÍA PUBLICA

CAPITULO I  -  CAPACITACIÓN Y EDUCACIÓN VIAL



Artículo 9.- Educación Vial. La educación vial se define como una disciplina escolar y como un requisito para la vida moderna, a utilizar en la vía pública como pasajero, peatón o conductor.

	La autoridad competente incluirá la materia Educación Vial en los contenidos básicos comunes, para la Educación Inicial, la Básica General y la Polimodal, alcanzando todas las jurisdicciones de la Provincia, en establecimientos públicos y privados.

	En la enseñanza secundaria y terciaria, se incluirán orientaciones o especialidades que capaciten para servir los distintos fines perseguidos por esta ley.

	Para el correcto uso de la vía pública se dispone:


a) 	La elaboración de programas y proyectos que contemplen acuerdos y convenios con instituciones no gubernamentales con actuación directa en la materia.


b) 	La capacitación y especialización de directivos y docentes en coordinación con la Red Federal de Formación Docente Contínua, del Ministerio de Educación de la Provincia.

c) 	Promover la creación de Centros de Formación Docente, para capacitación y especialización de los mismos, como así también para el personal de organismos que tengan función de ordenamiento y control del tránsito.

d) 	Solicitar a los responsables de los medios de comunicación social instrumenten programas contínuos y permanentes sobre prevención y educación vial.

e) 	La prohibición de toda publicidad laudatoria de conductas contrarias a los fines de la ley.

f) 	La afectación de predios especialmente acondicionados por las autoridades municipales y/o comunales que proveerán zonas destinadas a la enseñanza y práctica de conducción.



Artículo 10.- Cursos de Capacitación. A los fines de esta ley, quiénes tengan a su cargo la aplicación y comprobación de faltas, deben capacitarse en forma continuada concurriendo a cursos especiales, seminarios o congresos, que tengan contenidos sobre legislación vial, control, administración, ingeniería de tránsito, prevención y evacuación de accident2es, técnica en circulación.



Artículo 11.- Edades mínimas para conducir. Para conducir vehículos en la vía pública se deben tener cumplidas las siguientes edades, según el caso:



a) 	Veintiún años para las clases de licencias C, D y E.

b) 	Dieciocho años para las restantes clases. 

	

	Sin perjuicio de lo precedentemente establecido, tendrán validez plena las habilitaciones de las jurisdicciones nacional y provinciales.



Artículo 12.- Escuela de conductores. Los establecimientos en los que se enseñe conducción de vehículos, deben cumplir los siguientes requisitos:



a) 	Poseer habilitación de la autoridad municipal o comunal.

b) 	Contar con instructores profesionales habilitados por la autoridad de aplicación competente.

c) 	Tener vehículos de las variedades necesarias para enseñar, en las clases para las que sea habilitado.

d) 	Cubrir con un seguro eventuales daños emergentes de la enseñanza.

e) 	Exigir al alumno una edad no inferior en más de seis meses al límite mínimo de la clase de licencia que aspira obtener.

f) 	No tener personal, socios o directivos vinculados de manera alguna con la oficina expedidora de licencia de conducir de la jurisdicción.


CAPITULO II  -  LICENCIAS DE CONDUCIR




Artículo 13.- Características. Su otorgamiento. La licencia es un permiso personal e intransferible que habilita para conducir en todas las calles y caminos de la Provincia y del país.



a) 	La autoridad provincial, delegará el otorgamiento de licencias de conducir, únicamente a las Municipalidades o Comunas que posean la infraestructura necesaria y que aseguren con eficacia y seguridad la expedición de la credencial habilitante.

	Para ello deberán contar con cuerpo médico propio o contratado; lugares adecuados para la toma de los distintos exámenes; equipos computarizados para la captación de datos e imágenes con capacidad para expedir las licencias, como así enviar mediante disquete al Registro Provincial de Antecedentes toda información útil para el otorgamiento de futuros carnets de acuerdo a ley Nº 10.949.

b) 	Las licencias podrán otorgarse con una validez de hasta cinco años, con los plazos máximos de renovación que se explicitan a continuación:

		

b.1.-	Hasta los 65 años, renovable cada cinco años.

b.2.- 	De 65 a 70 años, cada tres años.

b.3.- 	De 70 años en adelante, cada dos años.

	

c) 	Para el otorgamiento de la primera licencia de conducir, y sus sucesivas renovaciones, se deberá realizar obligatoriamente un examen psico-físico y técnico, bajo las condiciones que establezca la respectiva reglamentación.

d) 	Todo titular de una licencia deberá acatar los controles y órdenes que imparta la autoridad de tránsito en el ejercicio de sus funciones. Bajo ninguna circunstancia, la licencia de conducir podrá ser retenida a su titular, como método o medio de asegurar el pago de multas por contravenciones anteriores, salvo en los casos que medie orden de Juez competente.

e) 	La provincia podrá aceptar la delegación por parte de la Nación del otorgamiento de licencias para conducir vehículos del servicio de transporte de pasajeros y carga interjurisdiccional, a través de la celebración del respectivo convenio.

f) 	El otorgamiento de licencias de conducir en infracción a las normas de esta ley y su reglamentación, hará pasible al o a los funcionarios que las extiendan, de las responsabilidades contempladas en el artículo 1112 del Código Civil, sin perjuicio de las sanciones penales y administrativas que correspondan.

g) 	Las reglas sobre el otorgamiento de licencias de conducir serán únicas y uniformes en todo el territorio de la Provincia. El vencimiento de la licencia deberá coincidir con el día y mes de nacimiento de su titular. Excepcionalmente, en la primera habilitación o renovación en que deba aplicarse esta ley, se podrá extender el plazo de vigencia más allá del máximo establecido legalmente, de modo de hacerlos coincidir.

h) 	La licencia y su renovación, serán otorgadas conforme a las disposiciones de esta ley, y sólo podrán ser revocadas, suspendidas o anuladas por las causas y bajo los procedimientos en ella previstos.

i) 	El Registro Provincial de Antecedentes y Accidentología, será el centro receptor de información de todos los datos sobre la licencia de conducir.

j) 	Queda prohibido conducir vehículos automotores por la vía pública, a toda persona que no esté legal y administrativamente autorizada, mediante la emisión de la respectiva licencia, la que deberá llevar consigo cuando conduzca, y exhibirla al serle requerida por la autoridad competente, al sólo efecto de verificar datos.

k) 	En oportunidad de la renovación de la licencia de conducir se podrá establecer una bonificación en el costo de la misma en favor de quienes no registran infracciones a la presente ley conforme la reglamentación que se dicte al efecto.

l) 	En casos de contraventores reincidentes no podrá renovarse la licencia de conducir a quien adeude multas de tránsito.



Artículo 14.- Requisitos. La autoridad jurisdiccional de aplicación en el otorgamiento de las licencias de conducir, deberá requerir del solicitante :

	

a) 	Saber leer y para aquellos conductores que deseen obtener su carnet profesional deberá agregarse, saber escribir.

b) 	La Revisación médica que acredite aptitudes físicas, visuales, auditivas y psíquicas otorgadas de acuerdo al artículo 13º de la presente ley.

	Los exámenes psico-físicos se incorporarán en forma gradual, en un plazo no mayor de dos años de la vigencia de esta ley. Los exámenes psico-clínicos, cardiológicos y sensoriales serán obligatorios a partir de la aplicación de la presente.

	El Consejo Provincial de Seguridad Vial determinará para cada clase de licencia, las condiciones que establezcan las aptitudes, como las condiciones que deberán tener los distintos exámenes.

c) 	Deberá aprobar un examen teórico - práctico una vez concluido el examen médico.

	

	Los exámenes teóricos versarán sobre señalización, estadística sobre accidentes y modo de prevenirlos, todas las clases deberán complementarse con normas de idoneidad, defensa conductiva, máxima velocidad y conducción nocturna.

	Los exámenes prácticos deberán ejecutarse con el tipo de vehículo a que pertenezca la categoría solicitada, debiendo estar dicha unidad en perfecto estado de funcionamiento y seguridad e incluirá los procedimientos que defina la reglamentación. Para la clase f) del artículo 16, se exigirán los equipamientos especiales que necesite el solicitante de dicha licencia para conducir.

	Los exámenes teóricos prácticos versarán además, sobre conocimientos simples de mecánica y detección de fallas de los elementos de seguridad como así del funcionamiento de todo el equipamiento e instrumental del vehículo.

	Aquellos solicitantes que fueran reprobados en el primer examen teórico-práctico podrán hacerlo nuevamente, transcurridos siete días de ése examen.

	Las autoridades municipales y comunales deberán solicitar las informaciones correspondientes al Registro de Antecedentes de la Provincia, antes del otorgamiento de cualquier licencia.

	Las personas daltónicas, con visión monocular o sordas y demás discapacitados que cumplan con los requisitos de esta ley y su reglamentación, podrán obtener licencia habilitante específica.




Artículo 15.- Contenido. Las licencias habilitantes deberán poseer los siguientes datos:

	

a) 	Provincia y país.

b) 	Carácter de la misma.(original, duplicado, triplicado y sucesivas renovaciones).

c) 	Número de licencia coincidente con el número de matrícula de identidad de la persona.

d) 	Clase de licencia. Deberá especificarse la clase y/o clases otorgadas y los vehículos que autoriza a conducir.

e) 	Nombres y apellidos completos (paterno y materno) y firma del titular.

f) 	Fecha de nacimiento (lugar, año, mes y día).

g) 	Grupo y factor sanguíneo del titular acreditado por profesional competente.

h) 	Fotografías conforme lo determine la reglamentación.

i) 	Domicilio y teléfono.

j) 	Fechas de otorgamiento y vencimiento e identificación del funcionario y organismo expedidor.

k) 	A pedido del titular de la licencia se hará constar la advertencia sobre alergia a medicamentos y otros similares y su voluntad de ser donante de órganos en caso de muerte.

l) 	En su caso, condiciones impuestas al titular para conducir.

ll) 	Certificación provisoria habilitante cuando fuere necesario. Estará a cargo del funcionario designado por cada Municipalidad o Comuna, quien será responsable de la respectiva habilitación. Dicha certificación tendrá validez hasta que se dé cumplimiento al inciso a) del artículo 13.

	

	Todos estos datos deberán ser comunicados en forma inmediata por la autoridad competente al Registro Provincial de Antecedentes, a sus efectos.



Artículo 16.- Clases de Licencias.

	Las clases de Licencias para conducir automotores son: 




Clase A: Para ciclomotores, motocicletas, triciclos y cuatriciclos motorizados. Cuando se trate de motocicletas de más de 150 c.c. de cilindrada, se debe haber tenido previamente por dos años habilitación para motos de menor potencia, excepto los mayores de veintiún años.



Clase B: Para automóviles y camionetas con acoplados de hasta 750 kilogramos de peso o casa rodante.



Clase C: Para camiones sin acoplado y los comprendidos en la Clase B.



Clase D: Para los destinados al servicio de transporte de pasajeros, emergencia, seguridad y los de Clases B y C, según el caso.


Clase E: Para camiones articulados o con acoplados, maquinarias especiales no agrícolas y los comprendidos en las Clases B y C.



Clase F: Para automotores especialmente adaptados para discapacitados.



Clase G: Para tractores y maquinarias especiales agrícolas.



Artículo 17.- Suspensión por ineptitud. La autoridad jurisdiccional expedidora debe suspender la licencia de conducir cuando haya comprobado la inadecuación de la condición psíco-física actual del titular con la que debería tener reglamentariamente.

	El ex titular puede solicitar la renovación de la licencia debiendo aprobar los nuevos exámenes requeridos.



Artículo 18.- Conductor profesional. Los titulares de licencias de conducir de las clases C, D y E tendrán el carácter de conductores profesionales. Pero para que le sean extendidas las mismas deberán haber obtenido la de la clase B, al menos 1 año antes.

	Los cursos regulares para conductor profesional autorizados y regulados por el Consejo Provincial de Seguridad Vial, facultan a quiénes lo hayan aprobado, a obtener la habilitación correspondiente, desde los 20 años, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente.

	Durante el lapso establecido en la reglamentación, el conductor profesional tendrá la condición limitativa de aprendiz con los alcances que ella fije.

	Para otorgar la licencia clase D, se requerirá al Registro Provincial de Reincidencia y Estadísticas Criminal y Carcelaria los antecedentes del solicitante, denegándosele la habilitación en los casos que la reglamentación determine.

	A los conductores de vehículos para transporte de escolares o menores de 14 años, sustancias peligrosas y maquinaria especial, se les requerirán además los requisitos específicos correspondientes. 

	No puede otorgarse licencia profesional por primera vez, a personas con más de 65 años. En el caso de renovación de la misma, la autoridad jurisdiccional que la expida debe analizar, previo examen psico-físico, cada caso en particular.

	En todos los casos, la actividad profesional, deberá ajustarse a la legislación y reglamentación sobre higiene y seguridad en el trabajo.



TITULO IV  -  LA VÍA PÚBLICA

CAPITULO ÚNICO  -  ESTRUCTURA VIAL



Artículo 19.- Principios Generales.-Toda obra o dispositivo que se ejecute, instale o esté destinado a surtir efecto en la vía pública, debe ajustarse a las normas básicas de seguridad vial para cada tipo de tránsito, y contemplando la posibilidad de desplazamiento de discapacitados con sillas u otra asistencia ortopédica.

	Cuando la infraestructura no pueda adaptarse a las necesidades de la circulación, ésta deberá desenvolverse en las condiciones de seguridad preventiva que imponen las circunstancias actuales.

	En autopistas, semiautopistas y demás caminos que establezca la reglamentación, se instalarán en las condiciones que la misma determina, sistemas de comunicación para que el usuario requiera los auxilios que necesite y para otros usos de emergencia.

	En los cruces ferro-viales a nivel de jurisdicción federal, se aplican las normas reglamentarias de la Nación, cuya autoridad de aplicación determina las condiciones del cruce hasta los 50 metros de cada lado de las respectivas líneas de detención.

	El organismo o entidad que autorice o introduzca modificaciones en las condiciones de seguridad de un cruce ferro-vial, debe implementar simultáneamente las medidas de prevención exigidas por la reglamentación para las nuevas condiciones.



Artículo 20.- Sistema uniforme de señalamiento. La vía pública será señalizada y demarcada conforme el sistema universal que se reglamente.

	Sólo son exigibles al usuario el cumplimiento de las reglas de circulación, expresadas a través de las señales, símbolos y marcas del sistema universal de señalamiento vial.



1º Concepto : El sistema de señalización vial uniforme comprende la descripción, significado y ubicación de los dispositivos de seguridad y control de tránsito, incluídos en la presente ley y su reglamentación, que hacen a la seguridad de la circulación vial.

	Dicho señalamiento debe ser común en toda la Provincia, según los principios nacionales e internacionales.



2º Competencia: El señalamiento lo realiza o autoriza, el organismo provincial, municipal o comunal responsable de la estructura vial, ajustándose a esta ley. Es también de su competencia colocar o exigir la señal de advertencia en todo sector de riesgo más o menos permanente. Los que sean transitorios, deben ser colocados por el responsable y retirados por el mismo de inmediato, una vez que cese el motivo que la originó, con intervención policial cuando corresponda.

	Las señales restrictivas son decididas por las autoridades de tránsito correspondientes. Quedan excluídas de éstas responsabilidades las señales “barreras ferroviales”, “semáforos para cruces de ferroviales”, sobre las que tiene competencia la autoridad que habilita y que controla al servicio ferroviario según su legislación específica.

	Toda información que deba transmitirse al usuario de la vía a efectos de la circulación y seguridad, se hará sólo a través de este sistema, no pudiéndose utilizar símbolos o señales no contemplados en el mismo.

	Todo cartel, propaganda, o leyenda sobre las vías públicas que no se ajusten a la presente deben ser removidos sin perjuicio de las sanciones que puedan corresponder. Las autorizaciones al respecto, para ser válidas deben tener la constancia del permiso de la autoridad del tránsito.



3º Obligatoriedad: El significado de la señalización, así como las indicaciones que esta ley establece, se presumen conocidas por todos los usuarios de la vía pública, no existiendo ésta presunción respecto de las disposiciones locales accesorias las que crean excepción a una norma general, por lo que deben anunciarse conforme a la presente.

	Las órdenes transmitidas a través de señales son obligatorias para el usuario al que estén destinadas, constituyendo contravención su falta de cumplimiento.

	No constituye infracción el incumplimiento de una disposición que debiendo enunciarse mediante el sistema de señalización vial uniforme, no lo esté.


4º Construcción: Los dispositivos regulados por la presente ley deben estar construídos, instalados y mantenidos según las normas de diseño que establezcan un criterio de uniformidad entendible para el usuario.



5º Mantenimiento: Es responsabilidad de todas las autoridades de aplicación de la normativa del tránsito en la vía pública, la preservación de la integridad y visibilidad de las señales. 

	En caso de daño a una señal o dispositivo, sea intencional o no, debe darse conocimiento a la autoridad policial o judicial correspondiente, indicando, de ser posible el probable responsable del hecho.

	Corresponde al ente vial provincial, municipal o comunal responsable de la vía, por sí o mediante el control que ejerce sobre el concesionario de ella o del sistema de señalamiento, mantener las señales o dispositivos ajustados a ésta, en buen estado de conservación y desempeño debiendo sustituírselas, cuando no se ajusten a ello.

	La señalización ya existente que difiere de la aprobada en esta ley, será sustituída por la nueva cuando aquella deba ser renovada por deterioro o vencimiento del período de vida útil.



6º Deletabilidad: Se entiende por deletabilizar, hacer que una cosa pierda o disminuya su condición de peligrosa o que resulte inocua.

	Todo elemento constitutivo de la señal o dispositivo debe estar fuera de la calzada y banquina salvo imposibilidad de hecho. Aquellos que constituyan riesgos a la circulación deberán tener un sistema que eviten eventuales impactos o que, de producirse no sean de magnitud.

	De ser preferibles para la prevención, la utilización de construcciones o elementos naturales, se aplicarán estos. Se deberá impedir la colocación de señales no autorizadas, de elementos que las perturben o deterioren, o de publicidad en infracción.

	Cuando deba hacerse uso de la fuerza pública para impedir un acto o retirar un elemento, se recurrirá a la autoridad policial próxima que removerá de inmediato el material que cause peligro a la circulación, sin perjuicio de otras medidas que correspondan.



Artículo 21.- Obstáculos. Cuando la seguridad o fluidez de la circulación estén comprometidas por situaciones u obstáculos anormales, los organismos con facultades sobre la vía deben actuar de inmediato según su función, advirtiendo del riesgo a los usuarios y coordinando su accionar a efectos de garantizar la fluidez del tránsito.

	Toda obra en la vía pública destinada a reconstruir o mejorar la misma, o a la instalación de servicios, ya sea en zona rural o urbana y en la calzada o acera, debe contar con la autorización previa del ente competente, debiendo colocarse antes del comienzo de las obras los dispositivos de advertencia establecidos en el sistema uniforme de señalamiento.

	Cuando por razones de urgencia en la reparación del servicio no pueda efectuarse el pedido de autorización correspondiente, la empresa que realiza las obras, también deberá instalar los dispositivos indicados en el sistema uniforme de señalamiento vial, conforme a la obra que se lleve a cabo.

	Durante la ejecución de obras en la vía pública debe hacerse paso supletorio que garantice el tránsito de vehículos y personas y no presente perjuicio o riesgo. Igualmente se deberá asegurar el ingreso a los lugares sólo accesibles por la zona en obra.


	El señalamiento necesario, los desvíos y las reparaciones no efectuadas en los plazos convenidos por los responsables, serán llevados a cabo por el organismo con competencia sobre la vía pública o la empresa que éste designe, con cargo a aquellos, sin perjuicio de las sanciones que se establezcan en la reglamentación por los incumplimientos.



Artículo 22.- Planificación Urbana. La autoridad local, a fin de preservar la 

seguridad vial, el medio ambiente, la estructura y la fluidez de la circulación, puede fijar en zona urbana, dando preferencia al transporte colectivo y procurando su desarrollo:

	

a) 	Vías o carriles para la circulación exclusiva u obligatoria de vehículos del transporte público de pasajeros o de carga.

b) 	Sentidos de tránsito diferenciales o exclusivos para una vía determinada, en diferentes horarios o fechas, y producir los desvíos pertinentes.

c) 	Estacionamiento alternado u otra modalidad según lugar, forma o fiscalización.

	

	Debe propenderse a la creación de entes multijurisdiccionales de coordinación, planificación, regulación y control del sistema de transporte en ámbitos geográficos, comunes con distintas competencias.



Artículo 23.- Restricciones Aa Dominio. Es obligatorio para propietarios de inmuebles lindantes con la vía pública:



a) 	Permitir la colocación de placas, señales o indicadores necesarios al tránsito.

b) 	No colocar luces ni carteles que puedan confundirse con indicadores del tránsito o que por su intensidad o tamaño puedan perturbarlo;

c) 	Mantener en condiciones de seguridad, toldos, cornisas, balcones o cualquier otra saliente sobre la vía;

d) 	No evacuar a la vía aguas servidas, ni dejar las cosas o desperdicios en lugares no autorizados;

e) 	Colocar en las salidas a la vía, cuando la cantidad de vehículos lo justifique, balizas de luz amarilla intermitente, para anunciar sus egresos;

f) 	Solicitar autorización para colocar inscripciones o anuncios visibles desde vías rurales o autopistas, a fin de que su diseño, tamaño y ubicación no confundan ni distraigan al conductor debiendo:

		

f.1) 	Ser de lectura simple y rápida, sin tener movimiento ni dar ilusión del mismo.

f.2) 	Estar a una distancia de la vía y entre si relacionada con la velocidad máxima admitida.

f.3) 	No confundir ni obstruir la visión de señales, curvas, puentes, encrucijadas u otros lugares peligrosos.

	

g) 	Tener alambrados que impidan el ingreso de animales a la zona del camino.


Artículo 24.- Publicidad en la vía pública. Salvo las señales del tránsito y obras de la estructura vial, todos los demás carteles, luces, obras y leyendas, sin excepción, sólo podrán tener la siguiente ubicación respecto de la vía pública:


	

a) 	En zona rural, autopistas y semiautopistas deben estar fuera de la zona de seguridad, excepto los anuncios de trabajos en ella y la colocación del emblema del ente realizador del señalamiento.

b) 	En zona urbana, pueden estar sobre la acera y calzada. En este último caso, sólo por arriba de las señales del tránsito, obras viales y de iluminación. El permiso lo otorga previamente la autoridad local, teniendo especialmente en cuenta la seguridad del usuario.

c) 	En ningún caso se podrán utilizar como soporte los árboles, ni los elementos ya existentes de señalización, alumbrado, transmisión de energía y demás obras de arte de la vía.

	

	Por las infracciones a este artículo y al anterior y gastos consecuentes, responden solidariamente, propietarios, publicistas y anunciantes.



Artículo 25.- Construcciones permanentes o transitorias en zona de camino. Toda construcción a erigirse dentro de la zona de camino debe contar con la autorización previa del ente vial competente.

	Siempre que no constituyan obstáculo o peligro para la normal fluidez del tránsito, se autorizarán construcciones permanentes en la zona de camino, con las medidas de seguridad para el usuario, a los siguientes fines:

	

a) 	Estaciones de cobro de peajes, de control de cargas y dimensiones de vehículos.

b) 	Obras básicas para la infraestructura vial.

c) 	Obras básicas para el funcionamiento de servicios esenciales.

	

	La autoridad vial competente podrá autorizar construcciones permanentes utilizando el espacio aéreo de la zona de camino, montadas sobre estructuras seguras y que no representen un peligro para el tránsito. A efectos de no entorpecer la circulación, el ente vial competente deberá fijar las alturas libres entre la rasante del camino y las construcciones a ejecutar. Para este tipo de edificaciones se podrán autorizar desvíos y playas de estacionamiento fuera de las zonas de caminos.

	La edificación de oficinas o locales para puestos de primeros auxilios, comunicaciones o abastecimientos, deberá ser prevista al formularse el proyecto de las rutas.

	Para aquellos caminos con construcciones existentes, el ente vial competente deberá estudiar y aplicar las medidas pertinentes persiguiendo la obtención de las máximas garantías de seguridad al usuario.

	No será permitida la instalación de puestos de control de tránsito permanente en las zonas de caminos, debiendo transformarse las existentes en puestos de primeros auxilios o de comunicaciones, siempre que no se los considere un obstáculo para el tránsito y la seguridad del usuario.

	Esta última potestad no puede interpretarse en el sentido de renuncia o delegación de la competencia provincial en materia de control.


TITULO V  -  EL VEHÍCULO

CAPITULO I  -  MODELOS NUEVOS



Artículo 26.- Responsabilidad sobre su seguridad. Todo vehículo que se fabrique en el país o se importe para poder ser librado al tránsito público, debe cumplir las condiciones de seguridad activas y pasivas, de emisión de contaminantes y demás requerimientos de este capítulo, conforme las prestaciones y especificaciones contenidas en los anexos técnicos de la reglamentación.

	Cuando se trata de automotores o acoplados, su fabricante o importador debe certificar bajo su responsabilidad, que cada modelo se ajusta a ellas.

	Cuando tales vehículos sean fabricados o armados en etapas con direcciones o responsables distintos, el último que intervenga, debe acreditar tales extremos a los mismos fines bajo su responsabilidad.

	En el caso de componentes o piezas destinadas a repuestos, se seguirá el criterio del párrafo anterior, en tanto no pertenezca a un modelo homologado o certificado. Se comercializarán con sistema de inviolabilidad que permita la fácil y rápida detección de su falsificación o la violación del envase.

	Las autopartes de seguridad no se deben reutilizar ni reparar, salvo para las que se normalice un proceso de acondicionamiento y se garanticen prestaciones similares al original.

	A esos efectos, son competentes las autoridades provinciales, municipales o comunales en materia industrial o de transporte, quienes fiscalizan el cumplimiento de los fines de esta ley en la fabricación e importación de vehículos y partes, aplicando las medidas necesarias para ello.

	Todos los fabricantes e importadores de autopartes o vehículos mencionados en este artículo y habilitados, deben estar inscriptos en el registro oficial correspondiente para poder comercializar sus productos.

	Queda prohibida la comercialización de repuestos, accesorios o cualquier otro elemento que importe violar condiciones de seguridad o de protección del medio ambiente previstas en la presente ley.

	Las entidades privadas vinculadas con la materia tendrán participación y colaborarán en la implementación de los distintos aspectos contemplados en esta ley.



Artículo 27.- Condiciones de seguridad. Los vehículos cumplirán las siguientes exigencias mínimas, respecto de:



a) 	En general.

		

a.1) 	Sistema de frenado, permanente, seguro y eficaz, frenos de servicio, secundarios, estacionamiento y acoplado.

a.2) 	Sistema de dirección que permita el control del vehículo y cuyos elementos constitutivos cumplan con las especificaciones establecidas.

a.3) 	Sistema de suspensión, que atenúe los efectos de las irregularidades de la vía y contribuya a su adherencia y estabilidad.

a.4) 	Sistema de rodamiento con cubiertas neumáticas o de elasticidad equivalente, con las inscripciones reglamentarias.

a.5) 	Las cubiertas reconstruídas deben identificarse como tales y se usarán sólo en las posiciones reglamentarias.

a.6) 	Estar construídos conforme la más adecuada técnica de protección de sus ocupantes y sin elementos agresivos externos.

a.7) 	Tener su peso, dimensiones y relación potencia - peso adecuados a las normas de circulación que esta ley y su reglamentación establecen.

	

b) 	Los vehículos para el servicio de carga y pasajeros, poseer los dispositivos especiales, que la reglamentación exija de acuerdo a los fines de esta ley.

c) 	Los vehículos que se destinen al servicio de transporte de pasajeros estarán diseñados específicamente para esa función con las mejores condiciones de seguridad de manejo y comodidad del usuario, debiendo contar con:

		

c.1) 	Salidas de emergencia en relación a la cantidad de plazas;

c.2) 	El motor en cualquier ubicación, siempre que tenga un adecuado aislamiento termoacústico respecto al habitáculo. En los del servicio urbano de las unidades nuevas que se habiliten, deberá estar dispuesto en la parte trasera del vehículo.

c.3) 	Suspensión neumática en los del servicio urbano o equivalente para el resto de los servicios.

c.4) 	Dirección asistida.

c.5) 	Los del servicio urbano; caja automática para cambios de marcha.

c.6) 	Aislación termoacústica ignífuga o que retarde la propagación de llama.

c.7) 	El puesto de conductor diseñado ergonómicamente, con asiento de amortiguación propia.

c.8) 	Las unidades de transporte urbano de pasajeros que se utilicen en ciudades con alta densidad de tránsito, un equipo especial para el cobro de pasajes, o bien dicha tarea debe estar a cargo de una persona distinta de la que conduce.

	

d) 	Las casas rodantes motorizadas cumplirán en lo pertinente con el inciso anterior.



e) 	Los destinados a cargas peligrosas, emergencias o seguridad, deben habilitarse especialmente.

f) 	Los acoplados deben tener un sistema de acople para idéntico itinerario y otro de emergencia con dispositivo que lo detenga si se separa.

g) 	Las casas rodantes remolcadas deben tener el tractor, las dimensiones, pesos, estabilidad y condiciones de seguridad reglamentarias.

h) 	La maquinaria especial tendrá desmontable o plegable sus elementos sobresalientes.

i) 	Las motocicletas deben estar equipadas con casco antes de ser libradas a la circulación.

j) 	Los de los restantes tipos se fabricarán según este título en lo pertinente.

k) 	Las bicicletas estarán equipadas con elementos retrorreflectivos en pedales y ruedas, para facilitar su detección durante la noche.



Artículo 28.- Requisitos para automotores. Los automotores deben tener los siguientes dispositivos mínimos de seguridad:

	

a) 	Correajes y cabezales normalizados o dispositivos que los reemplacen, en los plazos y vehículos que determina la reglamentación. En el caso de vehículos de servicios de transporte de pasajeros de media y larga distancia, tendrán cinturones de seguridad en los asientos de la primera fila.

b) 	Paragolpes y guardabarros o carrocería que cumplan tales funciones. La reglamentación establece la uniformidad de las dimensiones y alturas de los paragolpes. 

c) 	Sistema autónomo de limpieza, lavado y desempañado de parabrisas.

d) 	Sistema retrovisor amplio, permanente y efectivo. 

e) 	Bocina de sonoridad reglamentada.

f) 	Vidrios de seguridad o elementos transparentes similares, normalizados y con el grado de tonalidad adecuados. 

g) 	Protección contra encandilamiento solar.

h) 	Dispositivo para corte rápido de energía.

i) 	Sistema motriz de retroceso.

j) 	Retrorreflectantes ubicados con criterio similar a las luces de posición. En el caso de vehículos para el servicio de transporte, deberán disponerse en bandas que delimiten los perímetros laterales y traseros.

k) 	Sistema de renovación de aire interior, sin posibilidad de ingreso de emanaciones del propio vehículo.

l) 	Sendos sistemas que impidan la apertura inesperada de sus puertas, baúl y capó.

ll) 	Traba de seguridad para niños en puertas traseras.

m) 	Sistemas de mandos e instrumental dispuestos del lado izquierdo de modo que el conductor no deba desplazarse ni desatender el manejo para accionarlos. Contendrá: 

	

m.1) 	Tablero de fácil visualización con ideogramas normalizados;

m.2) 	Velocímetro y cuentakilómetros.

m.3) 	Indicadores de luz de giro.

m.4) 	Testigos de luces alta y de posición.

	

n) 	Fusibles interruptores automáticos, ubicados en forma accesible y en cantidad suficiente como para que cada uno cubra distintos circuitos, de modo tal que su interrupción no anule todo un sistema.

ñ) 	Estar diseñados, construídos y equipados de modo que se dificulte o retarde la iniciación y propagación de incendios, la emanación de compuestos tóxicos y se asegure una rápida y efectiva evacuación de personas.



Artículo 29.- Sistema de iluminación. Los automotores para personas y cargas deben tener los siguientes sistemas y elementos de iluminación:

	

a) 	Faros delanteros: de luz blanca o amarilla en no más de dos pares, con alta y baja, ésta de proyección asimétrica;

b) 	Luces de posición: que indican junto con las anteriores, dimensión y sentido de marcha desde los puntos de observación reglamentados:

		

b.1) 	Delanteras de color blanco o amarillo.

b.2) 	Traseras de color rojo.

b.3) 	Laterales de color amarillo a cada costado, en los cuales por su largo las exija la reglamentación.

b.4) 	Indicadores diferenciales de color blanco, en los vehículos en los cuales por su ancho los exija la reglamentación.


	

c) 	Luces de giro: intermitentes de color amarillo, delante y atrás. En los vehículos que indique la reglamentación llevarán otras a los costados.

d) 	Luces de frenos traseras: de color rojo, encenderán al accionar el mando de frenos antes de actuar éste.

e) 	Luz para la patente trasera.

f) 	Luz de retroceso blanca.

g) 	Luces intermitentes de emergencia, que incluyen a todos los indicadores de giro.

h) 	Sistema de destello de luces frontales.

i) 	Los vehículos de otro tipo se ajustarán a lo precedente, en lo que corresponda y:

		

i.1) 	Los de tracción animal llevarán un artefacto luminoso en cada costado, que proyecten luz blanca hacia adelante y roja hacia atrás.

i.2) 	Los velocípedos llevarán una luz blanca hacia adelante y otra roja hacia atrás.

i.3) 	Las motocicletas cumplirán en lo pertinente con los incisos a) al e) y g).

i.4) 	Los acoplados cumplirán en lo pertinente con lo dispuesto en los incisos b), c), d), e), f) y g).

i.5) 	La maquinaria especial de conformidad a lo que establece el artículo 59 de esta ley y la reglamentación correspondiente.

	

	Queda prohibido a cualquier vehículo colocar o usar otros faros o luces que no sean los taxativamente establecidos en esta ley, salvo el agregado de hasta dos luces rompeniebla y sólo en vías de tierra el uso de faros buscahuellas.



Artículo 30.- Luces adicionales. Los vehículos que se especifican deben tener las siguientes luces adicionales:

	

a) 	Los camiones articulados o con acoplado: tres luces en la parte central superior, verdes adelantes y rojas atrás.

b) 	Las grúas para remolque: luces complementarias de las de freno y posición, que no queden ocultas por el vehículo remolcado.

c) 	Los vehículos de transporte de pasajeros: cuatro luces de color excluyendo el rojo, en la parte superior delantera y una roja en la parte superior trasera.

d) 	Los vehículos para transporte de menores de catorce (14) años: cuatro luces amarillas en la parte superior delantera y dos rojas y una amarilla central en la parte superior trasera, todas conectadas a las luces normales intermitentes de emergencia.

e) 	Los vehículos policiales y de seguridad: balizas azules intermitentes.

f) 	Los vehículos de bomberos y servicios de apuntalamiento, explosivos u otros de urgencias: balizas rojas intermitentes.

g) 	Las ambulancias y similares: balizas verdes intermitentes.

h) 	La maquinaria especial y los vehículos que por su finalidad de auxilio, reparación o recolección sobre la vía pública, no deban ajustarse a ciertas normas de circulación: balizas amarillas intermitentes.


Artículo 31.- Otros requerimientos. Respectos a los vehículos se debe, además: 

	

a) 	Ajustarse a los límites sobre emisión de contaminantes, ruidos y radiaciones parásitas. Tales límites y el procedimiento para detectar las emisiones son los que establece la reglamentación, según la legislación en la materia:

b) 	Dotarlos de por lo menos un dispositivo o cierre de seguridad antirrobo.

c) 	Implementar acciones o propaganda tendientes a disminuir el consumo excesivo de combustible.

d) 	Los vehículos además deben tener grabados indeleblemente los caracteres identificatorios que determina la reglamentación en los lugares que la misma establece. El motor y otros elementos podrán tener numeración propia.

e) 	Los automotores homologados por la autoridad competente serán diseñados en sus elementos motrices y de transmisión de tal manera que las velocidades máximas a desarrollar no superen en el 50% los valores máximos de esta ley.



CAPITULO II  -  PARQUE USADO



Artículo 32.- Revisión Técnica obligatoria. Las características de seguridad de los vehículos librados al tránsito, no pueden ser modificadas, salvo las excepciones que establezcan las reglamentaciones vigentes. La exigencia de incorporar a los automotores en uso, elementos o requisitos de seguridad que están contemplados en el capítulo anterior, y que no hayan figurado originalmente, serán considerados excepcionalmente, siempre que no impliquen una importante modificación de otro componente o parte del vehículo, para lo cual se deberá tener en cuenta una amplia difusión de la nueva exigencia.

	Todos los vehículos automotores, acoplados y semirremolques, destinados a usar la vía pública, están sujetos a la revisación técnica periódica a los efectos de constatar el estado de funcionamiento que posean las piezas y todo el sistema relacionado con la seguridad activa y pasiva, como así también el control sobre emisión de contaminantes y/o gases tóxicos.

	Las piezas y sistemas a examinar, la periodicidad de revisión, el procedimiento a emplear y el criterio para la evaluación de resultados, serán cumplimentados por la autoridad competente, por normas reglamentarias.

	El Poder Ejecutivo Provincial, delegará la revisión técnica obligatoria a Municipalidades y Comunas de la Provincia, las que podrán hacerlo en forma individual o a través de convenios interjurisdiccionales celebrados entre ellas, a éstos efectos. Podrán asimismo, concesionar a terceros la prestación de los servicios, siguiendo sus propias normas legales, o formalizar convenios con instituciones de educación técnica reconocidas oficialmente.

	La revisión técnica obligatoria del automotor radicado en la Provincia será válida cualquiera sea el taller en que se hubiese verificado siempre que el mismo estuviere ubicado en el territorio provincial.

	Los talleres habilitados para estas funciones, tendrán como actividad exclusiva la realización de las verificaciones a que refiere esta ley. Funcionarán bajo la dirección técnica de un matriculado con incumbencia profesional específica en la materia.

	Cada taller revisor, deberá contar con un registro obligatorio de revisiones, habilitado por la autoridad de aplicación.

	Lo recaudado por las Municipalidades y Comunas en concepto de derecho de verificación, canon de concesión, o la modalidad de retribución que se establezca, será depositado en cuentas especiales cuyos fondos sólo podrán ser destinados a los gastos que demande el cumplimiento de esta ley, en especial en materia de educación vial y señalización.



TITULO VI  -  LA CIRCULACIÓN

CAPITULO l  -  REGLAS GENERALES



Artículo 33.- Prioridad Normativa:



a) 	En la vía pública se debe circular respetando las indicaciones de la autoridad de comprobación o aplicación, las señales de tránsito y las normas legales, en ese orden de prioridad.

b) 	La circulación o paso por puentes, se ajustará a lo siguiente:

	

b.1) 	Cuando por circunstancias especiales sea necesario limitar la sobrecarga de los puentes por debajo de las normas fijadas para esta clase de obras, no se admitirá ningún paso por el mismo cuando el peso total exceda el inscripto en las señales indicadoras respectivas.

b.2) 	Cuando sea necesario utilizar el paso del puente, y el vehículo no responda a lo determinado en esta ley, se necesitará la autorización correspondiente de la autoridad provincial, municipal o comunal competente donde se encuentre el mismo, corriendo por cuenta del solicitante los gastos que, por cualquier concepto se originen con motivo del paso.

	

c) 	Los conductores deberán tener presente en los pasos a nivel:

	

c.1) 	Que cuando el mismo se encuentre cerrado, deberá quedar la unidad detenida en el lado derecho de la calzada, correspondiente a su marcha. Cuando por distintos motivos debiera permanecer cerrado el mismo y llegasen otros vehículos, cada uno de ellos deberá situarse detrás del que estuviese ya detenido, prohibiéndose la ocupación de la mitad izquierda de la calzada cuando esta sea de una sola mano. Cuando la misma sea ruta y/o avenida prohíbese la ocupación del lado opuesto correspondiente a la línea central de la misma.

c.2) 	Los peatones y los conductores de vehículo con animales, tienen la obligación de dejar libres las vías férreas instaladas a lo largo de las vías públicas o que crucen éstas.



Artículo 34.- Exhibición de documentos. Al sólo requerimiento de la autoridad competente se debe presentar la documentación exigible, la que debe ser devuelta inmediatamente de verificada, no pudiendo retenerse sino en las situaciones que la presente ley contempla.

	Se considera documentación exigible, según los casos:



a) 	Licencia de conductor acorde a la categoría del vehículo.

b) 	Cédula de identificación del automotor con vigencia, siendo admisible en forma complementaria, la autorización de manejo dada por el titular, debidamente certificada por autoridad judicial o notarial si el conductor no es titular del vehículo.


c) 	Póliza o certificado de cobertura de seguro, por responsabilidad civil contra terceros y terceros transportados, y el recibo del último pago.

d) 	Certificado de habilitación técnica, según lo determine la reglamentación del caso.

e) 	Recibo de control mensual de desinfección de servicios públicos.	

f) 	Carnet relevante en caso de no ser titular de la licencia de taxi.

g) 	Tarjeta de habilitación de equipo de gas, si el vehículo fuera propulsado por el mismo, expedida por la autoridad competente.

h) 	Habilitación como servicio público de transporte de sustancias alimenticias, si el vehículo así lo requiere.

i) 	Carta de Porte del transporte, de conformidad con la normativa nacional y/o provincial.

j) 	Recibo de patente del año fiscal en curso.



Artículo 35.- Peatones y discapacitados. Los peatones transitarán:



a) 	En zona urbana:

		

a.1) 	Únicamente por la acera u otros espacios habilitados a ese fin.

a.2) 	En las intersecciones, por la senda peatonal.

a.3) 	Excepcionalmente por la calzada, rodeando el vehículo, los ocupantes del asiento trasero, sólo para el ascenso-descenso del mismo.

	Las mismas disposiciones se aplican para sillas de lisiados, coches de bebés, y demás vehículos que no ocupen más espacio que el necesario para los peatones, ni superen la velocidad que establece la reglamentación.

	

b) 	En zona rural:

	Por sendas o lugares lo más alejado posible de la calzada. Cuando los mismos no existan, transitarán por la banquina en sentido contrario al tránsito del carril adyacente. Durante la noche portarán brazaletes u otros elementos retrorreflectivos para facilitar su detección.

	El cruce de la calzada se hará en forma perpendicular a la misma, respetando la prioridad de los vehículos.

c) 	En zonas urbanas y rurales si existen cruces a distinto nivel con senda para peatones, su uso es obligatorio para atravesar la calzada.



Artículo 36.- Condiciones para conducir. Los conductores deben:

	

a) 	Antes de ingresar a la vía pública, verificar que tanto él como su vehículo se encuentren en adecuadas condiciones de seguridad, de acuerdo con los requisitos legales, bajo su responsabilidad. No obstante, en caso de vehículos del servicio de transporte, la responsabilidad por sus condiciones de seguridad, se ajustará a lo dispuesto en el inciso a) del artículo 50 de esta ley.

b) 	En la vía pública, circular con cuidado y prevención, conservando en todo momento el dominio efectivo del vehículo o animal, teniendo en cuenta los riesgos propios de la circulación y demás circunstancias del tránsito.


        
Cualquier maniobra deben advertirla previamente y realizarla con precaución, sin crear riesgo ni afectar la fluidez del tránsito.

	Utilizarán únicamente la calzada, sobre la derecha y en el sentido señalizado, respetando las vías o carriles exclusivos y los horarios de tránsito establecidos.



Artículo 37.- Requisitos para circular. Para poder circular con automotor es indispensable:



a) 	Que su conductor esté habilitado para conducir ese tipo de vehículo y que lleve consigo la licencia correspondiente.

b) 	Que porte la cédula de identificación del mismo.

c) 	Que lleve el comprobante de seguro, en vigencia, que refiere el artículo 65 de esta ley.

d) 	Que el vehículo, incluyendo acoplados y semirremolques tenga colocadas las placas de identificación de dominio, con las características y en los lugares que establece la reglamentación. Las mismas deben ser legibles de tipos normalizados y sin aditamentos.

e) 	Que, tratándose de un vehículo del servicio de transporte o maquinaria especial, cumpla las condiciones requeridas para cada tipo de vehículo y su conductor porte la documentación especial prevista sólo en la presente ley.

f) 	Que posea matafuego y balizas portátiles normalizados, excepto las motocicletas.

g) 	Que el número de ocupantes guarde relación con la capacidad para la que fue construído y no estorben al conductor. Los menores de 10 años deben viajar en el asiento trasero, en silla, soporte u otro sistema de seguridad.

h) 	Que el vehículo y lo que transporta tengan las dimensiones, peso y potencia adecuados a la vía transitada y a las restricciones establecidas por la autoridad competente, para determinados sectores del camino.

i) 	Que posea los sistemas de seguridad originales en buen estado de funcionamiento.

j) 	Que tratándose de una motocicleta, sus ocupantes lleven puesto cascos normalizados, y si la misma no tiene parabrisas, su conductor use anteojos.

k) 	Que sus ocupantes usen los correajes de seguridad en los vehículos que por reglamentación deben poseerlos.



Artículo 38.- Prioridades. Todo conductor debe ceder siempre el paso en las encrucijadas al que circula desde su derecha. Esta prioridad es absoluta, y sólo se pierde ante:



a) 	La señalización específica en contrario.

b) 	Los vehículos ferroviarios.

c) 	Los vehículos del servicio público de urgencia, en cumplimiento de su misión.

d) 	Los vehículos que circulan por una semi autopista, antes de ingresar o cruzarla, se debe siempre detener la marcha.

e) 	Los peatones que cruzan la calzada por la senda peatonal o en zona peligrosa señalizada como tal; debiendo el conductor detener el vehículo si pone en peligro al peatón.

f) 	Las reglas especiales para rotondas.

g) 
	Cualquier circunstancia cuando
:


g.1) 	Se desemboque desde una vía de tierra a una pavimentada.

g.2) 	Se circule al costado de vías férreas, respecto del que sale del paso a nivel.

g.3) 	Se haya detenido la marcha o se vaya a girar para ingresar a otra vía.

g.4) 	Se conduzcan animales o vehículos de tracción a sangre.

	

	Si se dan juntas varias excepciones, la prioridad es según el orden de este artículo. Para cualquier otra maniobra, goza de prioridad quien conserva su derecha.



Artículo 39.- Adelantamiento. El adelantamiento a otro vehículo debe hacerse por la izquierda, conforme a las siguientes reglas:



a) 	El que sobrepase debe constatar previamente que a su izquierda la vía esté libre en una distancia suficiente para evitar todo riesgo, y que ningún conductor que le sigue lo esté a su vez sobrepasando.

b) 	Debe tener la visibilidad suficiente y no iniciar la maniobra si se aproxima a una encrucijada, curva, puente, cima de la vía o lugar peligroso.

c) 	Debe advertir al que le precede su intención de sobrepasarlo por medios de destellos de las luces frontales o la bocina en zona rural. En todos los casos, debe utilizar el indicador de giro izquierdo hasta concluir su desplazamiento lateral.

d) 	Debe efectuarse el sobrepaso rápidamente de forma tal de retomar su lugar a la derecha, sin interferir la marcha del vehículo sobrepasado; esta última acción debe realizarse con el indicador de giro derecho en funcionamiento.

e) 	El vehículo que ha de ser sobrepasado deberá una vez advertida la intención de sobrepaso, tomar las medidas necesarias para posibilitarlo, circular por la derecha de la calzada y mantenerse, y eventualmente reducir su velocidad.

f) 	Para indicar a los vehículos posteriores la inconveniencia de adelantarse, se pondrá la luz de giro izquierda, ante la cual los mismos se abstendrán del sobrepaso.

g) 	Los camiones y maquinaria especial facilitarán el adelantamiento en caminos angostos corriéndose a la banquina.

h) 	Excepcionalmente se puede adelantar por la derecha cuando:

		

h.1) 	El anterior ha indicado su intención de girar o de detenerse a su izquierda.

h.2) 	En un embotellamiento la fila de la izquierda no avanza o es más lenta.



Artículo 40.- Giros y Rotondas. Para realizar un giro debe respetarse la señalización y observar las siguientes reglas:

	

a) 	Advertir la maniobra con suficiente antelación, mediante la señal luminosa correspondiente, que se mantendrá hasta la salida de la encrucijada.

b) 	Circular desde treinta metros antes por el costado más próximo al giro a efectuar.

c) 	Reducir la velocidad paulatinamente, girando a una marcha moderada.

d) 	Reforzar con la señal manual cuando el giro se realice para ingresar en una vía de poca importancia o en un predio frentista.

e) 	Si se trata de una rotonda, la circulación a su alrededor será ininterrumpida sin detenciones y dejando la zona central no transitable de la misma, a la izquierda. Tiene prioridad de paso el que circula por ella sobre el que intenta ingresar debiendo cederla al que egresa, salvo señalización en contrario.



Artículo 41.- Vías semaforizadas. En las vías reguladas por semáforos:



a) 	Los vehículos deben:

		

a.1) 	Con luz verde a su frente, avanzar.

a.2) 	Con luz roja, detenerse antes de la línea de frenado marcada a tal efecto o de la senda peatonal, evitando luego cualquier movimiento.

a.3) 	Con luz amarilla detenerse, salvo que ya se encontrare transponiendo la encrucijada antes de la roja.

a.4) 	Con luz intermitente amarilla, que advierte la presencia de cruce riesgoso, efectuar el mismo con precaución.

a.5) 	Con luz intermitente roja, que advierte la presencia de cruce peligroso, detener la marcha y sólo reiniciarla cuando se observe que no existe riesgo alguno.

a.6) 	En un paso a nivel, el comienzo del descenso de la barrera equivale al significado de la luz amarilla del semáforo.

	

b) 	Los peatones deberán cruzar la calzada cuando:

		

b.1) 	Tengan a su frente semáforo peatonal con luz verde o blanca habilitante.

b.2) 	Sólo exista semáforo vehicular y el mismo dé paso a los vehículos que circulan en sentido paralelo.

b.3) 	No teniendo semáforo a la vista, el tránsito de la vía a cruzar esté detenido.

	No deben cruzar con luz roja o amarilla a su frente.

	

c) 	No rigen las normas comunes sobre el paso de encrucijada.

d) 	La velocidad máxima permitida es la señalizada para la sucesión coordinada de luces verdes sobre la misma vía.

e) 	Debe permitirse finalizar el cruce que otro hace y no iniciar el propio ni con luz verde, si del otro lado de la encrucijada no hay espacio suficiente para sí.

f) 	En vías de doble mano no se debe girar a la izquierda salvo señal que lo permita.



Artículo 42.- Vías Multicarriles. En las vías con más de dos carriles por mano, sin contar el ocupado por estacionamiento, el tránsito debe ajustarse a lo siguiente:

	

a) 	Se puede circular por carriles intermedios cuando no haya a la derecha otro igualmente disponible.

b) 	Se debe circular permaneciendo en un mismo carril y por el centro de éste.

c) 	Se debe advertir anticipadamente con la luz de giro correspondiente, la intención de cambiar de carril.

d) 	Ningún conductor debe estorbar la fluidez del tránsito, circulando a menor velocidad que la de operación de su carril.

e) 	Los vehículos de pasajeros y de carga, salvo automóviles y camionetas, deben circular únicamente por el carril derecho, utilizando el carril inmediato de su izquierda para sobrepaso.

f) 	Los vehículos de tracción a sangre, cuando les está permitido circular y no tuvieren carril exclusivo, deben hacerlo por el derecho únicamente.

g) 	Todo vehículo al que le haya advertido el que lo sigue su intención de sobrepaso, se debe desplazar hacia el carril inmediato a la derecha.



Artículo 43.- Autopistas. En las autopistas, además de lo establecido para las vías multicarril, rigen las siguientes reglas:



a) 	El carril extremo izquierdo se utilizará para el desplazamiento a la máxima velocidad admitida por la vía y a maniobras de adelantamiento.

b) 	No pueden circular peatones, vehículos propulsados por el conductor, vehículos de tracción a sangre, ciclomotores y maquinaria especial.

c) 	No se puede estacionar ni detener para ascenso y descenso de pasajeros, ni efectuar carga y descargas de mercaderías, salvo en las dársenas construidas al efecto si las hubiere.

d) 	Los vehículos remolcados por causa de accidentes, desperfecto mecánico, etc. deben abandonar la vía en la primera salida.

	

	En semi-autopistas son de aplicación los incisos b), c) y d).



Artículo 44.- Uso de las luces. En la vía pública los vehículos deben ajustarse a lo dispuesto en los artículos 29 y 30 de esta ley, y encender sus luces cuando la luz natural sea insuficiente o las condiciones de visibilidad o del tránsito lo reclamen, observando las siguientes reglas:



a) 	Luz baja: Su uso es obligatorio, excepto cuando corresponda la alta y en cruces ferroviales.

b) 	Luz alta: Su uso es obligatorio sólo en zona rural y autopistas, debiendo cambiar por luz baja en el momento previo al cruce con otro vehículo que circule en sentido contrario, al aproximarse a otro vehículo que lo precede y durante la noche si hubiere niebla.

c) 	Luces de posición: Deben permanecer encendidas junto con la alta o baja, la de la patente y las adicionales en su caso.

d) 	Destello: Debe usarse en los cruces de vías y para advertir los sobrepasos.

e) 	Luces intermitentes de emergencia: deben usarse para indicar la detención en zona peligrosa o la ejecución de maniobras riesgosas.

f) 	Luces rompenieblas: Deben usarse sólo para sus fines propios.

g) 	Las luces de freno, giro, retroceso e intermitentes de emergencia se encienden a sus fines propios, aunque la luz natural sea suficiente.



Artículo 45.- Prohibiciones. Está prohibido en la vía pública:



a) 	Conducir con impedimentos físicos o psíquicos, sin la licencia especial correspondiente, en estado de intoxicación alcohólica o drogadicción o habiendo tomado estupefacientes o medicamentos que disminuyan la aptitud para conducir.

b) 	Ceder o permitir la conducción a personas sin habilitación para ello.

c) 	A los vehículos, circular a contramano, sobre los separadores de tránsito o fuera de la calzada, salvo sobre la banquina en caso de emergencia.

d) 	Disminuir arbitraria y bruscamente la velocidad, realizar movimientos zigzagueantes o maniobras caprichosas e intempestivas.

e) 	A los menores de 18 años conducir bicicletas en zonas de gran concentración de vehículos o vías rápidas conforme lo determinen las reglamentaciones locales. Asimismo está prohibido, sin distinción de edades, trasladarse en rollers por la vía pública, plazas, y peatonales.

f) 	Obstruir el paso legítimo de peatones u otros vehículos en una bocacalle, avanzando sobre ella, aún con derecho a hacerlo, si del otro lado de la encrucijada no hay espacio suficiente que permita su despeje.

g) 	Conducir a una distancia del vehículo que lo precede menor de la prudente, de acuerdo a la velocidad de marcha.

h) 	Circular marcha atrás, excepto para estacionar, egresar de un garaje o de una calle sin salida.

i) 	La detención irregular sobre la calzada, el estacionamiento sobre la banquina y la detención en ella sin ocurrir emergencias.

j) 	En curvas, encrucijadas y otras zonas peligrosas, cambiar de carril o fila, adelantarse, no respetar la velocidad precautoria y detenerse.

k) 	Cruzar un paso a nivel si se percibiera la proximidad de un vehículo ferroviario, o si desde el cruce se estuvieran haciendo señales de advertencia o si las barreras estuviesen bajas o en movimiento, o la salida no estuviere expedita. También está prohibido detenerse sobre los rieles o a menos de cinco metros de ellos cuando no hubiere barreras, o quedarse en posición que pudiere obstaculizar el libre movimiento de las barreras.

l) 	Circular con cubiertas con fallas o sin la profundidad legal de los canales en su banda de rodamiento.

ll) 	A los conductores de velocípedos, de ciclomotores, cuatriciclos, y motocicletas, circular asidos de otros vehículos o enfilados inmediatamente tras otros automotores.

m) 	A los ómnibus y camiones transitar en los caminos manteniendo entre sí una distancia menor a 100 metros, salvo cuando tengan más de dos carriles por mano o para realizar una maniobra de adelantamiento.

n) 	Remolcar automotores, salvo para los vehículos destinados a tal fin. Los demás vehículos podrán hacerlo en caso de fuerza mayor utilizando elementos rígidos de acople y con la debida precaución.

ñ) 	Circular con un tren de vehículos integrado con más de un acoplado, salvo lo dispuesto para la maquinaria especial y agrícola.

o) 	Transportar residuos, escombros, tierra, arena, grava, aserrín, otra carga a granel, polvorientas, que difunda olor desagradable, emanaciones nocivas o sea insalubre en vehículos o continentes no destinados a ese fin.

p) 	Transportar cualquier carga o elemento que perturbe la visibilidad, afecte peligrosamente las condiciones aerodinámicas del vehículo, oculte luces o indicadores o sobresalga de los límites permitidos.

q) 	Efectuar reparaciones en zonas urbanas, salvo arreglos de circunstancia, en cualquier tipo de vehículo.

r) 	Dejar animales sueltos y arrear hacienda, salvo en este último caso por caminos de tierra y fuera de la calzada.

s) 	Estorbar u obstaculizar de cualquier forma la calzada o la banquina y hacer construcciones, instalarse o realizar venta de productos en zona alguna del camino, fuera de las permitidas en esta ley.

t) 	Circular en vehículos con bandas de rodamiento metálicas o con grapas, tetones, cadenas, uñas u otro elemento que dañe la calzada, salvo sobre el barro, y también los de tracción animal en caminos de tierra. Tampoco por estos podrán hacerlo los microómnibus, ómnibus, camiones o maquinaria especial, mientras estén enlodados. En este último caso, la autoridad local podrá permitir la circulación siempre que asegure la transitabilidad de la vía.

u) 	Usar la bocina o señales acústicas: salvo en caso de peligro o en zona rural y tener el vehículo sirena o bocina no autorizadas.

v) 	Circular con vehículos que emitan gases, humos, ruidos, radiaciones u otras emanaciones contaminantes del ambiente, que excedan los límites reglamentarios.

w) 	Conducir utilizando auriculares y sistemas de comunicación de operación manual continua.

x) 	Circular con vehículos que posean defensas delanteras y/o traseras, enganches sobresalientes, o cualquier otro elemento que, excediendo los límites de los paragolpes o laterales de la carrocería, puedan ser potencialmente peligrosos para el resto de los usuarios de la vía pública.



Artículo 46.- Estacionamiento. Es la detención de un vehículo en la vía pública, con o sin conductor, por más tiempo que el necesario para el ascenso y/o descenso de pasajeros y/o cargas o descargas de cosas.

	Los estacionamientos, conformes a las reglas son considerados:

	

1.- 	Permitidos: Son aquellos sobre la vía publica que están destinados a tal efecto.

	Pueden ser onerosos, a través del pago de una tasa por servicios o por precio; o gratuitos.

	En las zonas urbanas deben observarse las reglas siguientes, pudiendo la autoridad local establecer por reglamentación otras formas:

	

a) 	El estacionamiento se efectuará sobre el costado derecho de la calzada en forma paralela al cordón, dejando entre vehículos un espacio no menor de 0,50 m. entre unidades.

b) 	Cuando las arterias posean una sola mano, el estacionamiento deberá realizarse sobre el costado derecho de la calzada, en forma paralela al cordón y en sentido de la mano.

c) 	Cuando las arterias sean avenidas o calles de doble mano, el estacionamiento se hará sobre los números pares y de acuerdo al sentido de circulación.

d) 	Cuando las arterias denominadas avenidas o calles de doble mano, superen al ancho de los 16 metros, se consideraran como calles de una sola mano, permitiendo el estacionamiento en ambas manos sobre su derecha y de acuerdo a la circulación, siempre y cuando la Dirección de Tránsito de cada Municipalidad o Comuna disponga que no entorpezca la libre circulación.

e) 	El estacionamiento de unidades dentro del radio urbano será permitido, cuando el mismo se realice a no menos de 10 metros, detrás de la línea de edificación de las esquinas.

f) 	No existirán en la vía pública espacios reservados para determinados vehículos, salvo que mediare disposición fundada, previa señalización por la Dirección de Tránsito de cada jurisdicción, quien colocará en la misma el número del correspondiente permiso.

g) 	Cuando dentro del radio urbano existan calles con pendientes, los vehículos estarán autorizados a estacionar, colocando sus ruedas delanteras en ángulo con el cordón de la vereda.


h) 	Cuando existan arterias con paradas de ómnibus, micro ómnibus y colectivos con espacios asignados para el ascenso y descenso de pasajeros, los demás vehículos estacionarán a no menos de 10 metros del inicio o terminación de dichas paradas.

i) 	Los estacionamientos son considerados correctos, cuando la unidad además de cumplimentar con las reglas descriptas estuviera ubicada a no menos de 20 centímetros del cordón.

j) 	Cuando un conductor deba realizar un estacionamiento por imposibilidad de movilizar la unidad por averías, tomará los recaudos necesarios, marcando el peligro existente mediante balizas colocadas delante y detrás del vehículo a unos 30 y 50 metros respectivamente.

	

	En las Zonas Rurales:

	Los estacionamientos en zonas rurales se deberán efectuar, dejando libre de la línea de calzada y/o banquina, 1,50 metro.-

	

2.-	Prohibidos: Son aquellos sobre la vía pública que por razones técnicas, vinculadas generalmente a la fluidez y seguridad del tránsito deben permanecer libres, y disponibles para todo uso.

	No se debe estacionar ni autorizar el hacerlo:

	

a.- 	En todo lugar donde se pueda afectar la seguridad, visibilidad o fluidez del tránsito, o se oculte la señalización.

b.- 	En las esquinas, entre su vértice ideal y la línea imaginaria que resulte de prolongar la ochava, y en cualquier lugar peligroso.

c.- 	Sobre la senda para peatones o bicicletas, aceras, rieles, sobre la calzada y en los 10 metros anteriores y posteriores a la parada del transporte de pasajeros. Tampoco se admite la detención voluntaria. No obstante, se puede autorizar señal mediante, a estacionar en la parte externa de la vereda, cuando su ancho y el tránsito lo permita.

d.- 	Frente a la puerta de hospitales, escuelas y otros servicios públicos hasta 10 metros a cada lado de ellos, salvo los vehículos relacionados a la función del establecimiento.

e.- 	Frente a la salida de cines, teatros y similares, durante su funcionamiento.

f.- 	En los accesos de garajes en uso y de estacionamiento con ingreso habitual de vehículos, siempre que tengan la señal pertinente, con el respectivo horario de prohibición o restricción.

g.- 	Por un período mayor de 5 días o del lapso que fije la autoridad local.

h.- 	Ningún ómnibus, microbús, casa rodante, camión, acoplado, semiacoplado o maquinaria especial, excepto en los lugares que habilite a tal fin mediante la señalización pertinente.

	

3.- 	Remoción e inmovilizadores: Serán efectuadas o aplicables, según las reglamentaciones que se establezcan en jurisdicción provincial, municipal o comunal.-


CAPITULO II -  REGLAS DE VELOCIDAD



Artículo 47.- Velocidad precautoria. El conductor debe circular siempre a una velocidad tal que, teniendo en cuenta su salud, el estado del vehículo y su carga, la visibilidad existente, las condiciones de la vía y el tiempo y densidad del tránsito, tenga siempre el total dominio de su vehículo y no entorpezca la circulación. De no ser así, deberá abandonar la vía o detener la marcha.



Artículo 48.- Velocidad máxima. Los límites máximos de velocidad son:

	

a) 	En zona urbana:

		

a.1) 	En calles: 40 kilómetros por hora.

a.2) 	En avenidas: 60 kilómetros por hora.

a.3) 	En vías con semaforización coordinada y sólo para motocicletas y automóviles: la velocidad de coordinación de los semáforos.

	

b) 	En zona rural:

		

b.1) 	Para motocicletas, automóviles y camionetas: 110 kilómetros por hora.

b.2) 	Para microbús, ómnibus y casas rodantes motorizadas: 90 kilómetros por hora.

b.3) 	Para camiones y automotores con casa rodante acoplada: 80 kilómetros por hora.

b.4) 	Para transporte de sustancias peligrosas; 80 kilómetros por hora.

	

c) 	En semi autopistas: los mismos límites que en zona rural para los distintos tipos de vehículos, salvo el de 120 kilómetros por hora para motocicletas y automóviles.

	

d) 	En autopistas: los mismos del inciso b) salvo para motocicletas y automóviles que podrán llegar hasta 140 kilómetros por hora y los del punto 2 que tendrán el máximo de 100 kilómetros por hora.

	

e) 	Límites máximos especiales:

		

e.1) 	En las encrucijadas urbanas sin semáforo: la velocidad precautoria, nunca superior a 30 kilómetros por hora.

e.2) 	En los pasos a nivel sin barrera ni semáforos: la velocidad precautoria no superior a 20 kilómetros por hora y después de asegurarse el conductor que no viene un tren.

e.3) 	En proximidad de establecimientos escolares, deportivos, y de gran afluencia de personas: velocidad precautoria no mayor a 20 kilómetros por hora durante su funcionamiento.

e.4) 	En rutas que atraviesen zonas urbanas, 60 kilómetros por hora, salvo señalización en contrario.

		

e.5) 	Control de velocidades: De acuerdo a reglamentaciones .



Artículo 49.- Limites especiales. Se respetarán además los siguientes límites:


a) 	Mínimos: 

		

a.1) 	En zona urbana y autopistas: la mitad del máximo fijado para cada tipo de vía.

a.2) 	En caminos y semi autopistas: 40 kilómetros por hora, salvo los vehículos que deban portar permisos y las maquinarias especiales.

	

b) 	Señalizados: Los que establezca la autoridad del tránsito en los sectores del camino en los que así lo aconseje la seguridad y fluidez de la circulación.

c) 	Promocionales: Para promover el ahorro de combustible y una mayor ocupación de automóviles, se podrá aumentar el límite máximo del carril izquierdo en una autopista para tales fines.



CAPITULO III -  REGLAS PARA VEHÍCULOS DE TRANSPORTE



Artículo 50.- Exigencias comunes. Los propietarios de vehículos del servicio de transporte de pasajeros y carga, deben tener organizados el mismo, de modo que:

	

a) 	Los vehículos circulen en condiciones adecuadas de seguridad, siendo responsables de su cumplimiento, no obstante la obligación que pueda tener el conductor de comunicarles las anomalías que detecte.

b) 	No deben utilizar unidades con mayor antigüedad que la siguiente, salvo que se ajusten a las limitaciones de uso, tipo y cantidad de carga, velocidad y otras que se les fije en esta ley, como así en la revisión técnica periódica.

		

b.1) 	De 10 años para los de sustancias peligrosas y pasajeros.

b.2) 	De 20 años para los de carga.

	La autoridad competente del transporte puede establecer términos menores en función de la calidad de servicio que requiere.

	

c) 	Sin perjuicio de un diseño armónico con los fines de esta ley, los vehículos y su carga no deben superar las siguientes dimensiones máximas:

		

c.1)	Ancho : 2.60 metros.

c.2) 	Alto: 4.10 metros.

c.3) 	Largo



c.3.1) 	Camión simple: 13,20 metros.

c.3.2) 	Acoplado: 8.60 metros.

c.3.3) 	Camión con acoplado: 20 metros.

c.3.4) 	Camión y ómnibus articulado: 18 metros.

c.3.5) 	Unidad tractora con semirremolque articulado y acoplado: 20,50 metros.

c.3.6) 	Ómnibus: 14 metros. En urbanos, el límite puede ser menor en función de la normativa y característica de la zona a que están afectados.

	

d) 	Los vehículos y su carga no transmitirán a la calzada un peso mayor al indicado en los siguientes casos:

		

d.1) 	Por eje simple:

d.1.1) 	Con ruedas individuales:6 toneladas.

d.1.2) 	Con rodado doble: 10,50 toneladas.



d.2) 	Por conjunto tandem (doble eje).

d.2.1) 	Con ruedas individuales: 10 toneladas.

d.2.2) 	Ambos con rodado doble: 18 toneladas.

		

d.3) 	Por conjunto tandem (triple eje).

d.3.1) 	Con rodado doble: 25,50 toneladas.

		

d.4) 	En total para una formación normal de vehículos: 45 toneladas.

d.5) 	Para camión, acoplado y acoplado individualmente: 30 toneladas.

	La reglamentación definirá los límites intermedios de diversas combinaciones de ruedas, las dimensiones del tandem, las tolerancias, el uso de ruedas super anchas, las excepciones y restricciones para los vehículos especiales de transporte de otros vehículos sobre sí.

	

e) 	La relación entre la potencia efectiva al freno y el peso total de arrastre será desde la vigencia de esta ley, igual o superior a 3,25 CV DIN (caballo vapor DIN), por tonelada de peso. En el período de tiempo que establecerá la reglamentación de esta ley, la relación potencia peso deberá ser igual o superior al valor 4,25 CV DIN por tonelada de peso.

f) 	Obtengan la habilitación técnica de cada unidad, cuyo comprobante será requerido para cualquier trámite relativo al servicio o al vehículo.

g) 	Los vehículos, excepto los de transporte urbano de carga y pasajeros, estén equipados a efectos del control, para prevención e investigación de accidentes y de otros fines, con un dispositivo inviolable y de fácil lectura que permita conocer la velocidad, distancia, tiempo y otras variables sobre su comportamiento, permitiendo su control en cualquier lugar donde se encuentre el vehículo.

h) 	Los vehículos lleven en la parte trasera, sobre un círculo reflectivo, la cifra indicativa de la velocidad máxima que le está permitido desarrollar.

i) 	Los no videntes y demás discapacitados gocen en el servicio de transporte del beneficio de poder trasladarse con el animal guía o aparato de asistencia que se valgan.

j) 	En el servicio de transporte de pasajeros por carretera se brindarán al usuario las instrucciones necesarias para casos de siniestro.

k) 	Cuenten con el permiso, concesión, habilitación o inscripción del servicio, de parte de la autoridad de transporte correspondiente. Esta obligación comprende a todo automotor que no sea de uso particular exclusivo.

	

	Queda expresamente prohibido en todo el territorio provincial, la circulación en tránsito, de vehículos de transporte por automotor colectivo de pasajeros que no hayan cumplido con los requisitos establecidos por la autoridad nacional o provincial de esta o de otra jurisdicción y por los acuerdos internacionales bilaterales y multilaterales vigentes relativos al transporte automotor.

	Cuando se verificase la circulación de un vehículo en infracción a lo señalado en los párrafos anteriores, se dispondrá la paralización del servicio y la retención del vehículo utilizado hasta subsanarse las irregularidades comprobadas. Los pasajeros deberán en estos casos, llegar a su destino final bajo costo total y responsabilidad del transportista.

	El Poder Ejecutivo Provincial dispondrá las medidas que resulten pertinentes a fin de coordinar el accionar de los organismos de seguridad de las distintas jurisdicciones, a los efectos de posibilitar el cumplimiento de lo precedentemente establecido.

	Respecto a la antigüedad del parque automotor requerida en este artículo, la misma será exigible en el territorio provincial a los 3 años de entrar en vigencia ésta ley.



Artículo 51.- Transporte Público Urbano. En el servicio de transporte público de pasajeros regirán, además de las normas del artículo anterior, las siguientes reglas:

	

a) 	El ascenso y descenso de pasajeros se hará en las paradas establecidas.

b) 	Cuando no haya parada señalada, el ascenso y descenso se efectuará sobre el costado derecho de la calzada, antes de la encrucijada.

c) 	Entre las 22 y 6 horas del día siguiente, durante tormenta o lluvia, el ascenso y descenso debe hacerse antes de la encrucijada, en el lugar que el pasajero requiera, aunque no coincida con parada establecida. De igual beneficio gozarán permanentemente las personas con movilidad reducida (embarazadas, discapacitados, etc), que además tendrán preferencia para el uso de los asientos.

d) 	En toda circunstancia, la detención se hará paralelamente a la acera y junto a ella, de manera tal que permita el adelantamiento de otros vehículos por su izquierda, y lo impida por su derecha.

e) 	Queda prohibido en los vehículos en circulación, fumar, sacar los brazos o partes del cuerpo fuera de los mismos, o llevar sus puertas abiertas mientras está en movimiento.



Artículo 52.- Transporte de escolares. En el transporte de escolares o menores de 14 años, debe extremarse la prudencia en la circulación y cuando su cantidad lo requiera serán acompañados por una persona mayor para su control. No llevarán más pasajeros que plazas, y los mismos serán tomados y dejados en el lugar más cercano posible al de sus domicilios y destinos.

	Los vehículos tendrán en las condiciones que fije la reglamentación, sólo asientos fijos, elementos de seguridad y estructurales necesarios, distintivos identificatorios para una adecuada salubridad e higiene, y en lugar visible el nombre del titular dominial y de su conductor.

	Tendrán cinturones de seguridad en los asientos de primera fila.



Artículo 53.- Transporte de carga. Los propietarios de vehículos de carga dedicados al servicio de transporte, sean particulares o empresas, conductores o no, deben:

	

a) 	Estar inscriptos en el registro de transporte correspondiente.

b) 	Inscribir en sus vehículos la identificación y domicilio, la tar
a, el peso máximo de arrastre (
P.M.A.) y el tipo de los mismos, con las excepciones reglamentarias.

c) 	Proporcionar a sus choferes la pertinente carta de porte en los tipos de viajes y formas que fija esta ley y su reglamentación.

d) 	Proveer la pertinente cédula de acreditación para conducir cualquiera de sus unidades en los casos y formas que se reglamenten.


e) 	Transportar la carga excepcional e indivisible en vehículos especiales y con la portación del permiso otorgado por el ente vial competente previsto en esta ley.

f) 	Transportar los líquidos, carga a granel y otras como estiércol, animales muertos, residuos patológicos y/o sustancias análogas, arena, tierra, escombros, carbón, polvo de ladrillos, en vehículos cerrados, con su carga tapada y especialmente destinados a ese objeto.

	Las unidades destinadas a transporte de animales o sustancias nauseabundas deberán ser lavados en el lugar de descarga y en cada ocasión, salvo las excepciones reglamentarias que se fijen para cada zona.

g) 	Transportar ganado en vehículos habilitados a esos fines.

h) 	Colocar los contenedores normalizados en vehículos adaptados y con los dispositivos de sujeción que cumplan las condiciones de seguridad reglamentarias y la debida señalización perimetral con elementos retrorreflectivos.

i) 	Cuando transporten sustancias peligrosas: estar provistos de los elementos distintivos y de seguridad reglamentarios, ser conducidos y tripulados por personal con capacitación especializada en el tipo de carga que llevan y estar en un todo de acuerdo - en lo pertinente - a la Ley Nacional Nº 24.051.



Artículo 54.- Exceso de cargas. Permisos. Es responsabilidad del transportista y del titular de dominio la distribución o descarga fuera de la vía pública, y de la carga que exceda las dimensiones o peso máximo permitidos.

	Cuando una carga excepcional no puede ser transportada en otra forma o por otro medio, la autoridad jurisdiccional competente, con intervención del responsable de la estructura vial, si juzga aceptable el tránsito del modo solicitado, otorgará un permiso especial para exceder los pesos y dimensiones máximos permitidos, lo cual no exime de responsabilidad por los daños que se causen, ni del pago compensatorio por disminución de la vida útil de la vía.

	Podrá delegarse a una entidad provincial, municipal o comunal el otorgamiento de los permisos.

	El transportista y el titular de dominio responden por el daño que ocasionen a la vía pública como consecuencia de la extralimitación en el peso o dimensiones de su vehículo. También el cargador y todo el que intervenga en la contratación o prestación del servicio, responde solidariamente por multas y daños. El receptor de cargas debe facilitar a la autoridad competente los medios y constancias que disponga; caso contrario, incurre en infracción.



Artículo 55.- Revisores de carga. Los revisores designados por la autoridad jurisdiccional, podrán examinar los vehículos de carga para comprobar si se cumple, respecto de ésta, con las exigencias de la presente y su reglamentación.

	La autoridad policial y de seguridad deben prestar auxilio, tanto para retener el vehículo como para hacer cumplir las indicaciones de ello.

	No pueden ser detenidos ni demorados los transportes de valores bancarios o postales debidamente acreditados. 


CAPITULO IV  -  REGLAS PARA CASOS ESPECIALES




Artículo 56.- Obstáculos. La detención de todo vehículo o la presencia de carga u objetos sobre la calzada o banquina, debido a caso fortuito o fuerza mayor, debe ser advertida a los usuarios de la vía pública, al menos con la inmediata colocación de balizas reglamentarias.

	La autoridad presente debe remover el obstáculo sin dilación, por sí sola o con la colaboración del responsable si lo hubiera y estuviere en posibilidad de hacerlo.

	Asimismo, los trabajadores que cumplen tareas sobre la calzada y los funcionarios de aplicación y comprobación, deben utilizar vestimenta que los destaque suficientemente, por su color de día y por sus retrorreflectancias de noche.

	La autoridad de aplicación puede disponer la suspensión temporal de la circulación, cuando situaciones climáticas o de emergencia lo hagan aconsejable.



Artículo 57.- Uso especial de la vía. El uso de la vía pública para festivales, exhibiciones y competencias deportivas debe ser previamente autorizado por la autoridad correspondiente solamente si: 



a) 	El tránsito pueda mantenerse con similar fluidez por vías alternativas de reemplazo.

b) 	Los organizadores acrediten que se adoptarán en el lugar las medidas necesarias de seguridad para personas y cosas.

c) 	Los organizadores se responsabilizan por sí o contratando un seguro, por los eventuales daños a terceros o a la estructura vial, que pudieran surgir de la realización de un acto que implique riesgos.



Artículo 58.- Vehículos de emergencia. Los vehículos de seguridad y de los servicios de emergencia pueden, excepcionalmente y en cumplimiento estricto de su misión específica, no respetar las normas referentes a circulación, velocidad y estacionamiento, si ello les fuera absolutamente imprescindible en la ocasión que se trate. 

	Estos vehículos tendrán habilitación técnica especial.

	Sólo en tal circunstancia deben circular, para advertir su presencia, con sus balizas distintivas de emergencia en funcionamiento y agregando el sonido de una sirena si su cometido requiriera extraordinaria urgencia.

	Los demás usuarios de la vía pública tienen la obligación de tomar todas las medidas necesarias a su alcance para facilitar el avance de esos vehículos en tales circunstancias, y no pueden seguirlos.

	La sirena debe usarse simultáneamente con las balizas distintivas, con la máxima moderación posible.



Artículo 59.- Maquinaria especial. La maquinaria especial que transite por la vía pública, debe ajustarse a las normas de esta ley y su reglamentación en lo pertinente, y hacerlo de día, sin niebla, prudentemente, a no más de 30 kilómetros por hora, a una distancia de por lo menos 100 metros del vehículo que la preceda y sin adelantarse a otro en movimiento.

	Si el camino es pavimentado o mejorado, no debe usar la calzada siempre que sea posible utilizar otro sector.

	La posibilidad de ingresar a una zona céntrica urbana debe surgir de una autorización otorgada al efecto conforme las disposiciones de esta ley, o de las ordenanzas municipales o comunales.

	Si excede las dimensiones máximas permitidas en no más de un 15 % se otorgará una autorización general para circular, con las restricciones que correspondan.

	En los casos en que la infracción se verifique cuando haya pasajeros transportados, la prohibición de circular solo se efectivizará en caso de falta grave que ponga en peligro la seguridad de la misma.

	Si el exceso en las dimensiones es mayor del 15% o lo es en el peso, debe contar con las autorizaciones especiales de las autoridades provinciales, municipales o comunales, pero no puede transmitir a la calzada una presión por superficie de contacto, de cada rueda, superior a la que autoriza el reglamento, o las normas municipales o comunales.

	A la maquinaria especial agrícola podrá agregársele además de una casa rodante, hasta dos acoplados con sus accesorios y elementos desmontables, siempre que no supere la longitud máxima permitida en cada caso.



Artículo 60.- Franquicias especiales. Los siguientes beneficiarios gozarán de las franquicias que la reglamentación les otorgue a cada uno, en virtud de sus necesidades, en cuyo caso deben llevar adelante y atrás del vehículo que utilicen en forma visible, el distintivo reglamentario, sin perjuicio de la placa patente correspondiente:



a) 	Los lisiados, conductores o no.

b) 	Los diplomáticos extranjeros acreditados en el país.

c) 	Los profesionales en prestación de un servicio público o privado de carácter urgente y bien común.

d) 	Los automotores antiguos de colección y prototipos experimentales que no reúnan las condiciones de seguridad requeridas para vehículos, pueden solicitar de la autoridad provincial, municipal o comunal, la franquicia que los exceptúe de ciertos requisitos para circular en los lugares, ocasiones y lapsos determinados.

e) 	Los chasis o vehículos incompletos en traslado para su complementación gozan de autorización general, en el itinerario que les fije la autoridad provincial, municipal o comunal. 

f) 	Los acoplados especiales para traslado de material deportivo no comercial.

g) 	Los vehículos para transporte postal y de valores bancarios.

h) 	Los vehículos afectados al servicio de prensa.

	

	Queda prohibida toda otra forma de franquicia en esta materia, y el libre tránsito o estacionamiento.



CAPITULO V  -  ACCIDENTES



Artículo 61.- Presunciones. Se considera accidente de tránsito todo hecho que produzca daño en personas o cosas como consecuencia de la circulación.

	Se presume responsable de un accidente al que carecía de prioridad de paso o cometió una infracción relacionada con la causa del mismo, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda corresponderles a los que, aún respetando las disposiciones, pudiendo haberlo evitado voluntariamente, no lo hicieron.

	El peatón goza del beneficio de la duda y presunciones en su favor, en tanto no incurra en violaciones a las reglas del tránsito.



Artículo 62.- Obligaciones. Es obligatorio para partícipes de un accidente de tránsito:

	

a) 	Detenerse inmediatamente.

b) 	Suministrar los datos de su licencia de conducir y del seguro obligatorio a la otra parte y a la autoridad interviniente. Si los mismos no estuviesen presentes, debe adjuntar tales datos adhiriéndolos eficazmente al vehículo dañado.

c) 	Denunciar el hecho ante cualquier autoridad de aplicación.

d) 	Comparecer y declarar ante la autoridad administrativa de investigación y juzgamiento cuando sean citados.



Artículo 63.- Investigacion accidentológica. Los accidentes del tránsito serán estudiados y analizados a los fines estadísticos y para establecer su causalidad y obtener conclusiones que permitan aconsejar medidas para su prevención. Los datos son de carácter reservado. Para su obtención se emplean los siguientes mecanismos:

	

a) 	En todos los accidentes no comprendidos en los incisos siguientes, la autoridad de aplicación labrará un acta de choque con los datos que compruebe y denuncia de las partes, entregando a éstas original y copia a los fines del cumplimiento de todo lo normado para el seguro obligatorio.

b) 	En los accidentes en que corresponda sumario penal, la autoridad de aplicación en base a los datos de su conocimiento, confeccionará la ficha accidentológica, que remitirá al organismo encargado de la estadística.

c) 	En los siniestros que por su importancia, habitualidad u originalidad se justifique, se ordenará una investigación técnica - administrativa profunda a través del Consejo Provincial de Seguridad Vial, el que tendrá acceso para investigar piezas y personas involucradas, pudiendo requerir si corresponde, el auxilio de la fuerza pública e informes de organismos oficiales.



Artículo 64.- Sistema de evacuación y auxilio. Las autoridades competentes locales, organizarán un sistema de auxilio para emergencias, prestando, requiriendo y coordinando los socorros necesarios mediante la armonización de los medios de comunicación, de transporte y asistenciales.

	Centralizarán igualmente el intercambio de datos para la atención de heridos en el lugar del accidente y su forma de traslado hacia los centros asistenciales.



Artículo 65.- Seguro obligatorio. Todo vehículo automotor, acoplado o semiacoplado, que circule en jurisdicción provincial, debe estar cubierto por seguro, de acuerdo a las condiciones que fije la autoridad nacional, que cubra eventuales daños causados a terceros, transportados o no. 

	Igualmente resultará obligatorio el seguro para las motocicletas, ciclomotores, triciclos y cuatriciclos en las mismas condiciones que rige para los automotores.

	Este seguro obligatorio podrá contratarse con cualquier entidad autorizada para operar en el ramo, la que debe otorgar al asegurado el comprobante que exige esta ley como requisito para circular.




TITULO VIII  -  BASES Y PRINCIPIOS PARA EL PROCEDIMIENTO

CAPITULO I  -  REGLAS PROCESALES



Artículo 66.- Principios básicos. El procedimiento para aplicar esta ley y su reglamentación, es el que establezcan en cada jurisdicción, las autoridades provinciales, municipales o comunales.

	La aplicación de normas en los procedimientos, se ajustarán a los siguientes principios:



a) 	Asegurar el debido proceso y el derecho a defensa del presunto contraventor.

b) 	Los Jueces competentes del lugar donde se haya cometido la contravención, aplicarán las sanciones que surjan de ésta ley, u ordenanzas municipales o comunales, en las causas en que intervengan, de las cuales resulte la comisión de contravenciones, y no haya recaído otra pena.

c) 	Reconocer validez plena a los actos de autoridad competente de las jurisdicciones con las que exista reciprocidad.

d) 	Tener por válidas las notificaciones efectuadas con constancia de ellas, en el domicilio fijado en la licencia habilitante del presunto contraventor, o en su actual domicilio real.

e) 	Conferir a la constancia de recepción de copia del acta de comprobación, fuerza de citación suficiente para comparecer ante el Juez respectivo, en el lugar y plazo que la misma indique, el que no podrá ser inferior a 5 días hábiles, sin perjuicio del comparendo voluntario;

f) 	Adoptar en la documentación de uso general un sistema práctico y uniforme que permita la fácil detección de su falsificación o violación.



Artículo 67.- Deber de las autoridades. Las autoridades provinciales, municipales o comunales, deben observar las siguientes reglas:



a) 	En materia de comprobación de faltas;

		

a.1)	Actuar de oficio o por denuncia de personas capaces.

a.2) 	Investigar la posible comisión de faltas en todo accidente de tránsito.

a.3) 	Identificarse ante el presunto contraventor, indicándole la dependencia inmediata a la que pertenece y su número de placa o credencial, la que deberá portar en forma visible. 

a.4) 	Utilizar el formulario de acta reglamentario, entregando copia al presunto contraventor, salvo que se negare a identificarse o se diere a la fuga, circunstancias que se harán constar en ella.

a.5) 	Prohibir el otorgamiento de gratificaciones a quienes constaten contravenciones, sea por la cantidad que se comprueben o por las recaudaciones que se realicen.

	

b) 	En materia de juzgamiento:


b.1) 	Aplicar esta ley y su reglamentación con prioridad sobre cualquier otra norma que pretenda regular la misma materia, en oposición a ésta.

b.2) 	Evaluar el acta de comprobación de contravención, con sujeción a las reglas de la sana crítica razonada.

b.3) 	Hacer traer por la fuerza pública a los incomparecientes debidamente citados, rebeldes o prófugos, salvo los casos excepcionales previstos en esta ley.

b.4) 	La autoridad de juzgamiento deberá atender todos los días hábiles administrativos, durante seis horas como mínimo.



CAPÍTULO II  -  MEDIDAS CAUTELARES



Artículo 68.- Retención preventiva. La autoridad de comprobación o aplicación debe retener, dando inmediato conocimiento a la autoridad de juzgamiento.

	

a) 	A los conductores cuando:

		

a.1) 	Sean sorprendidos in fraganti en estado de intoxicación alcohólica, bajo los efectos de drogas, de estupefacientes u otra sustancia que altere las condiciones psicofísicas normales, o en su defecto, ante la presunción de alguno de los estados anteriormente enumerados.

	La retención, deberá operarse por el tiempo necesario para recuperar el estado normal. Toda retención no deberá exceder de 6 horas.

a.2) 	Fuguen habiendo participado en un accidente o habiendo cometido algunas de las infracciones penadas con arresto en 

los términos de esta ley, y por el término necesario para labrar las actuaciones policiales correspondientes, el que no podrá exceder el tiempo establecido en el apartado anterior.

	

b) 	A las Licencias habilitantes, cuando:

		

b.1) 	Estuvieren vencidas.

b.2) 	Hubieren caducado por cambio de datos no denunciados oportunamente.

b.3) 	Hayan sido adulteradas o surja una evidente violación a los requisitos exigidos en esta ley.

b.4) 	Sea evidente la disminución de las condiciones psicofísicas del titular, con relación a la exigible al serle otorgada, excepto a los discapacitados debidamente habilitados, debiéndose proceder a su suspensión por ineptitud.

b.5) 	El titular se encuentre inhabilitado o suspendido para conducir.

	

c) 	A los vehículos:

		

c.1) 	Que no cumplan con las exigencias de seguridad reglamentaria, se les labrará acta provisional, salvo en los casos de vehículos afectados al transporte automotor de pasajeros o carga. Presentándose el vehículo dentro de los 3 días ante la autoridad competente, y acreditando haber subsanado la falta, el acta quedará anulada. El incumplimiento del procedimiento precedente convertirá el acta en definitiva.

	La retención durará el tiempo necesario para labrar el acta, excepto si el requisito faltante es tal que pone en peligro cierto la seguridad de tránsito o implique inobservancia de las condiciones de ejecución que para los servicios de transporte automotor de pasajeros o de carga establece la autoridad competente.

	En tales casos, la retención durará hasta que se repare el defecto o se regularicen las condiciones de ejecución del servicio indicado.

c.2) 	Si son conducidos por personas no habilitadas para el tipo de vehículos que conducen; inhabilitadas por autoridad competente; o con habilitación suspendida.

	En tales situaciones, luego de labrada el acta, el vehículo podrá ser liberado bajo la conducción de otra persona habilitada. Caso contrario, el vehículo será removido y remitido a los depósitos que indique la autoridad de comprobación donde será entregado a quienes acrediten su propiedad o tenencia legítima, previo pago de los gastos que haya demandado el traslado.

c.3) 	Cuando se comprobare que estuviere o circulare excedido en peso, o en sus dimensiones, o en infracción a la normativa vigente sobre transporte de carga en general o de sustancias peligrosas, ordenando la desafectación y verificación técnica del vehículo utilizado en la comisión de la falta.

c.4) 	Cuando estén prestando un servicio de transporte de pasajeros o de carga, careciendo del permiso, autorización, concesión, habilitación o inscripción exigidos o con carga excesiva, sin perjuicio de la sanción pertinente, la autoridad de aplicación dispondrá la paralización preventiva del servicio en infracción, en el tiempo y lugar de verificación, ordenando la desafectación e inspección técnica del vehículo utilizado en la comisión de la falta, siendo responsable el transportista o el titular de dominio respecto de los pasajeros y terceros damnificados.

c.5) 	Que estando estacionados en lugares donde está prohibido hacerlo, obstruyan la circulación o la visibilidad, los que ocupen lugares destinados a vehículos de emergencias o de servicio público de pasajeros; los abandonados en la vía pública y los que por haber sufrido deterioros no pueden circular y no fueren reparados o retirados de inmediato, serán remitidos a depósitos que indique la autoridad de comprobación, donde serán entregados a quienes acrediten la propiedad o tenencia, fijando la reglamentación el plazo máximo de permanencia y el destino a darles una vez vencido el mismo.- Los gastos que demande el procedimiento serán con cargo a los propietarios y abonados previo a su retiro.

c.6) 	Que transporten valores bancarios o postales por el tiempo necesario para su acreditación y el labrado del acta respectiva si así correspondiera, por tener que subsanar las deficiencias detectadas en el lugar de destino.

	

d) 	Las cosas que creen riesgos en la vía pública o se encuentren abandonadas. Si se trata de vehículos u otros elementos que pudieran tener valor, serán remitidos a los depósitos que indique la autoridad de comprobación, dándose inmediato conocimiento al propietario si fuere habido.

e) 	La documentación de los vehículos particulares, de transporte de pasajeros público o privado o de carga, cuando:

		

e.1) 	No cumpla con los requisitos exigidos por la normativa vigente.

e.2) 	Esté adulterada o no haya verosimilitud entre lo declarado en la reglamentación y las condiciones fácticas verificadas.

e.3) 	Se infrinjan normas referidas especialmente a la circulación de los mismos o su habilitación.

e.4) 	Cuando estén prestando un servicio de transporte por automotor de pasajeros careciendo de permiso, autorización, concesión, habilitación o inscripción exigidos en la normativa vigente sin perjuicio de la sanción pertinente.



Artículo 69.- Control preventivo. Todo conductor debe sujetarse a las pruebas expresamente autorizadas por el Poder Ejecutivo, autoridad municipal o comunal, destinadas a determinar su estado de intoxicación alcohólica o uso de drogas o estupefacientes prohibidos, para conducir. La negativa a realizar la prueba constituye falta, además de la presunta infracción, a la prohibición de conducir en la vía pública en tales condiciones.

	En caso de accidente o a pedido del interesado, la autoridad debe tomar las pruebas lo antes posible y asegurar su acreditación.

	Los médicos que detecten en sus pacientes una enfermedad, intoxicación o pérdida de función o miembro que tenga incidencia negativa en la idoneidad para conducir vehículos, deben advertirles que no pueden hacerlo o las precauciones que deberán adoptar en su caso. Igualmente, cuando prescriban drogas que produzcan tal efecto.



CAPÍTULO III -  RECURSOS JUDICIALES



Artículo 70.- Clases. Sin perjuicio de las instancias que se dispongan para el procedimiento contravencional de faltas en cada jurisdicción, pueden interponerse los siguientes recursos ante los tribunales competentes:

	

a) 	De apelación con efecto suspensivo, que se planteará y fundamentará dentro de los 5 días de notificada la sentencia ante la autoridad de juzgamiento. Las actuaciones serán elevadas dentro de los 3 días siguientes. Podrá deducirse junto con el recurso de nulidad.

b) 	De queja, cuando se encuentran vencidos los plazos para dictar sentencia, o para elevar los recursos interpuestos, o cuando ellos sean denegados.



TÍTULO VIII  -  RÉGIMEN DE SANCIONES

CAPÍTULO I  -  PRINCIPIOS GENERALES



Artículo 71.- Responsabilidad. Son responsables para esta ley:



a) 	Las personas que incurran en las conductas antijurídicas previstas en el artículo 73, aun sin intencionalidad.

b) 	Los mayores de 14 años. Los comprendidos entre 14 y 18 años, no pueden ser sancionados con arresto. Sus representantes legales serán solidariamente responsables por las multas que se les apliquen.

c) 	Cuando no se identifique al conductor contraventor, recaerá una presunción de comisión de la contravención en el propietario del vehículo, a no ser que este pruebe que lo había enajenado o que no estaba bajo su tenencia o custodia.



Artículo 72.- Personas Jurídicas. Las personas jurídicas, públicas o privadas son responsables de las contravenciones de sus dependientes respecto de las reglas de circulación. No obstante, deben individualizar a éstos a pedido de la autoridad provincial, municipal o comunal.



CAPITULO II  -  CLASIFICACIÓN DE LAS FALTAS



Artículo 73.- Faltas graves. Constituyen faltas graves, las que se establecen a continuación:



a) 	Las que violando las disposiciones vigentes en la presente ley y su reglamentación, resulten atentatorias a la seguridad del tránsito y de las personas:

		

a.1) 	Conducir en estado de intoxicación alcohólica, o bajo los efectos de drogas o estupefacientes u otra sustancia que altere las condiciones psicofísicas normales.

a.2) 	Disputar carreras en la vía pública.

a.3) 	Trasponer semáforos en luz roja.

a.4) 	Cruzar pasos o vías ferroviarias sin tener expedito el paso.

a.5) 	No obedecer indicaciones o señales de tránsito, en la conducción.

a.6) 	Circular con mayor cantidad de ocupantes que los permitidos; con menores en forma prohibida; sin utilización de los accesorios de seguridad, o con vehículos en condiciones potencialmente peligrosas para el resto de los usuarios de la vía pública.

a.7) 	Conducir superando el doble de la velocidad permitida.

	

b) 	Las que obstruyan intencionalmente la circulación de cualquier manera o forma.

c) 	Las que dificulten o impidan la libre circulación, el estacionamiento o la detención de los vehículos de organismos de seguridad y emergencias, en los lugares reservados.

d) 	Los que ocupen espacios reservados por razones de seguridad y servicios de emergencias, recreación, ingresos, o visibilidad.

e) 	Las que afecten por ruido y/o contaminación al medio ambiente y/o el hábitat ciudadano.

f) 	La conducción de vehículos sin estar debidamente habilitados para hacerlo, cualquiera sea el medio utilizado.

g) 	La circulación con vehículos que no tengan colocadas sus chapas patentes reglamentarias o estén adulteradas, o sin el seguro obligatorio vigente, o en condiciones de inseguridad, o a la velocidad prohibida, o en contramano, o por zonas prohibidas, o que dañen la calzada.

h) 	Fugarse o negarse a suministrar documentación o información quienes estén obligados a hacerlo.

i) 	No cumplir con lo exigido en caso de accidente.

j) 	No cumplir los talleres mecánicos, comercios de venta de repuestos y escuelas de conducción, con lo exigido en la presente ley y su reglamentación.

k) 	Librar al tránsito vehículos fabricados o armados en el país o importados, que no cumplan con lo exigido en esta ley.

l) 	Circular con vehículos de transporte de pasajeros o carga, sin contar con la habilitación extendida por autoridad competente o que teniéndola no cumpliera con lo allí exigido;


m) 	Las que, por excederse en el peso, provoquen una reducción en la vida útil de la estructura vial.

	

	Faltas leves: Constituyen faltas leves las conductas no determinadas como graves en este ordenamiento, que signifiquen contravenciones a lo normado por esta ley, ordenanzas municipales y comunales.



CAPÍTULO III  -  SANCIONES



Artículo 74.- Clases. Las sanciones por infracciones a esta ley son de cumplimiento efectivo, no pueden ser aplicadas con carácter condicional ni en suspenso, y consisten en:

	

a) 	Arresto.

b) 	Inhabilitación para conducir vehículos o determinada categoría de ellos en cuyo caso se debe retener la licencia habilitante;

c) 	Multa;

d) 	Concurrencia a cursos especiales de educación y capacitación para el correcto uso de la vía pública. Esta sanción puede ser aplicada como alternativa de la multa.

	En tal caso la aprobación del curso redime de ella; en cambio su incumplimiento triplicará la sanción de multa;

e) 	Decomiso de los elementos cuya comercialización, uso o transporte en los vehículos esté expresamente prohibido.



Artículo 75.- Multa. El valor de la multa se determina en unidades fijas denominadas UF, cada una de las cuales equivale al menor precio de venta al público de 1 litro de nafta especial y se abonará su equivalente en dinero al momento de hacerse efectivo el pago.

	Las multas por las contravenciones a lo normado en esta ley serán aplicadas con los montos que para cada caso establezca la reglamentación o las ordenanzas respectivas sin exceder cuando se trate de faltas de comportamiento conductivo de 500 UF por las faltas leves y de 5.000 UF para las faltas graves.



Artículo 76.- Pago de la multa. La sanción de multa puede:



a) 	Abonarse con una reducción del 25% cuando corresponda a normas de circulación en la vía pública y exista reconocimiento voluntario de la contravención. Si se trata de faltas graves este pago voluntario tendrá los efectos de condena firme y sólo podrá usarse hasta dos veces al año.

b) 	Ser exigida mediante un sistema de cobro por vía de Apremio cuando no se haya abonado en término, para lo cual será título suficiente el certificado expedido por la autoridad de juzgamiento.

c) 	Abonarse en cuotas, en caso de infractores de escasos recursos.


	
La recaudación por el pago de multas se aplicará para costear programas y acciones destinados a cumplir con los fines de esta ley. De este monto cada jurisdicción miembro del Consejo Provincial de Seguridad Vial destinará un porcentaje para su funcionamiento.



Artículo 77.- Arresto. El arresto procede sólo en los siguientes casos:



a) 	Por conducir en estado de intoxicación alcohólica o por alteraciones producidas por uso de drogas o estupefacientes.

b) 	Por conducir un automotor sin habilitación.

c) 	Por hacerlo estando inhabilitado o con la habilitación suspendida.

d) 	Por participar u organizar, en la vía pública, competencias no autorizadas de destreza o velocidad con automotores.

e) 	Por ingresar a una encrucijada con semáforo en luz roja, a partir de la tercera reincidencia;

f) 	Por cruzar las vías del tren sin tener el paso expedito;

g) 	Por pretender fugar habiendo participado de un accidente.



Artículo 78.- Aplicación del arresto. La sanción de arresto se ajustará a las siguientes reglas:



a) 	No debe exceder de 30 días por falta, ni de 60 días en los casos de concurso o reincidencia;

b) 	Puede ser cumplido en sus respectivos domicilios por:

		

b.1) 	Los mayores de 65 años.

b.2) 	Las personas enfermas o lisiadas, a criterio del juez.

b.3) 	Las mujeres embarazadas o en período de lactancia.

	El incumplimiento del arresto domiciliario obliga a cumplir el doble del tiempo restante de la sanción;

c) 	Será cumplida en lugares especiales, separado de encausados o condenados penales, y a no más de 60 kilómetros del domicilio del contraventor;

d) 	Su cumplimiento podrá ser diferido por el juez cuando el contraventor acredite una necesidad que lo justifique o reemplazado por la realización de trabajo comunitario en tareas relacionadas con esta ley. 

	

	Su incumplimiento tornará efectivo el arresto, quedando revocada la opción.



Artículo 79.- Eximentes. La autoridad de juzgamiento podrá eximir de sanción, cuando se den las siguientes situaciones:



a) 	Una necesidad debidamente acreditada.

b) 	Cuando el presunto contraventor no pudo evitar cometer la falta.



Artículo 80.- Atenuantes. La sanción podrá disminuirse en un tercio cuando, atendiendo a la falta de gravedad de la contravención ésta resulta intranscendente.



Artículo 81.- Agravantes. La sanción podrá aumentarse hasta el triple, cuando se haya:


a) 	Puesto en inminente peligro la salud de las personas o haya causado daño en las cosas.

b) 	Cometido la falta fingiendo la prestación de un servicio de urgencia, de emergencia u oficial o utilizando una franquicia indebidamente o que no le correspondía.

c) 	Producido la contravención abusando de reales situaciones de urgencia o emergencia, o del cumplimiento de un servicio público u oficial;

d) 	Entorpecido la prestación de un servicio público.

e) 	Cometido la falta por funcionario público abusando de tal carácter.



Artículo 82.- Concurso de faltas. En caso de concurso real o ideal de faltas, las sanciones se acumularán aún cuando sean de distinta especie.



Artículo 83.- Reincidencia. Hay reincidencia cuando el contraventor cometa una nueva falta habiendo sido sancionado anteriormente en cualquier jurisdicción, dentro de un plazo no superior a 1 año en faltas leves y de 2 años en faltas graves.

	En estos plazos no se cuentan los lapsos de inhabilitación impuesta en una condena.

	La reincidencia se computa separadamente para faltas leves y graves y sólo en éstas se aplica la inhabilitación.

	En los casos de reincidencia se observarán las siguientes reglas:

	

a) 	La sanción de multa se aumenta:

		

a.1) 	Para la primera, en un cuarto.

a.2) 	Para la segunda, en un medio.

a.3) 	Para la tercera, en tres cuartos.

a.4) 	Para las siguientes, se multiplica el valor de la multa originaria, por la cantidad de reincidencia menos 2.

	

b) 	La sanción de inhabilitación debe aplicarse accesoriamente, sólo en caso de faltas graves.

		

b.1) 	Para la primera, hasta 9 meses, a criterio del Juez.

b.2) 	Para la segunda, hasta 12 meses, a criterio del Juez.

b.3) 	Para la tercera, hasta 18 meses, obligatoriamente.

b.4) 	Superados los casos precedentes la inhabilitación será definitiva.

	

	En todos los casos, las inhabilitaciones serán debidamente publicadas, haciéndose conocer el nombre, apellido y domicilio del infractor.



CAPÍTULO IV  -  EXTINCIÓN DE ACCIONES Y SANCIONES

NORMA SUPLETORIA



Artículo 84.- Causas. La extinción de acciones y sanciones se opera:



a) 	Por muerte del imputado o sancionado;

b) 	Por prescripción.

c) 	Por caducidad.


Articulo 85.- Prescripción. La prescripción se opera:


	

a) 	Al año para la acción por falta leve;

b) 	A los 2 años para la acción por falta grave y para sanciones. Sobre éstas opera aunque no haya sido notificada la sentencia.

	

	En todos los casos, se interrumpe por la comisión de una falta grave o por la secuela del juicio contravencional, o de apremio judicial.



Artículo 86.- Caducidad. La caducidad se opera si no hubiere actividad impulsoria durante el plazo de un año.



Artículo 87.- Legislación supletoria. En el presente régimen es de aplicación supletoria, en lo pertinente el Código Procesal Penal de la Provincia y la parte general del Código Penal.



TÍTULO IX  -  DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS

CAPÍTULO I  -  DE LAS ADHESIONES



Artículo 88.- Municipalidades y Comunas. Invítase a las Municipalidades y Comunas de la Provincia de Santa Fe, a adherir a las disposiciones de la presente ley, y a sancionar sus respectivas normas locales.



CAPÍTULO II  -  ASIGNACIÓN DE COMETIDOS



Artículo 89.- El Poder Ejecutivo Provincial deberá:



1.- 	Dictar la reglamentación de esta ley, dentro de los 180 días de publicada la presente.

2.- 	Dar amplia difusión a esta ley, entregando con cada licencia de conducir un ejemplar de la misma a todos los conductores de la provincia que accedan a ella.



CAPÍTULO III  -  AGREGADO AL CÓDIGO PROCESAL PENAL



Artículo 90.- Incorpórase al Título III, Capítulo V, del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe, el siguiente artículo:

	“Artículo 328 bis.- En las causas por infracción a los artículos 84 y 94 del Código Penal, cuando las lesiones o muerte sean consecuencia del uso de automotores, el Juez podrá en el auto de procesamiento inhabilitar provisoriamente al procesado para conducir, reteniéndole a tal efecto la licencia habilitante y comunicando la resolución a los Registros Nacional y Provincial de Antecedentes del Tránsito.

	El período efectivo de inhabilitación provisoria puede ser computado para el cumplimiento de la sanción de inhabilitación sólo si el imputado aprobare un curso de los contemplados en el artículo 74, inciso d), de la ley de Tránsito y Seguridad Vial de la Provincia de Santa Fe.


CAPÍTULO IV -  ESPECIFICACIONES




Artículo 91.- Deróganse todas las normas provinciales que se opongan a la presente a partir de su entrada en vigencia.



Artículo 92.- Las erogaciones presupuestarias que genere la presente ley, serán imputadas a Rentas Generales.



Artículo 93.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de la Comisión, 2 de octubre de 1997.-
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comisión ley general de aguas



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha estudiado el proyecto de resolución (Expte. Nº 4277 - U.C.R.) presentado por los diputados Jove, Pinasco de Julierac, Rava de Carreras, Rosenthal, Buyatti y Ciccarelli, creando una Comisión para que se aboque al estudio y redacción de un Proyecto de Ley General de Aguas; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:



LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

R E S U E L V E:

� EÍ "rcomisión ley general de aguas" �

Articulo 1º: Créase una Comisión que estará integrada por: un diputado de cada uno de los Bloques reconocidos, en representación del Cuerpo; el Director de Hidráulica de la Provincia en representación del Poder Ejecutivo; un representante de la Universidad Nacional del Litoral y un representante de la Universidad Nacional de Rosario a través de las Unidades Académicas competentes en el tema.

	La Comisión a crearse se abocará al estudio y redacción de un Proyecto de Ley General de Aguas o Código para la Provincia de Santa Fe.-



Articulo 2º: La Comisión tendrá un término de funcionamiento de ciento ochenta (180) días, contados a partir de la fecha de su integración.-



Articulo 3º: Una vez creada la Comisión, deberá tomar como punto de partida para la elaboración del proyecto, las conclusiones registradas en las “Bases para la Formulación de una Legislación de Aguas Provincia de Santa Fe”, elaborada en comisión anterior creada por Resolución de esta Cámara de fecha 11.6.92.-



Articulo 4º: Se invitará a la Cámara de Senadores a integrarse en igualdad de condiciones a la Comisión que por esta Resolución se cree.-



Articulo 5º: Regístrese, hágase saber y archívese.-

Sala de la Comisión, 17 de setiembre de 1997.-

Jove - Merino - Cecchi - Mionis de Galotto - 

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.



SRA. JOVE.- Pido la palabra.

� EÍ "rcomisión ley general de aguas (modificación propuesta por la señora diputada jove)" �

	Solicito se agregue en el texto del dictamen que en la Comisión pueda estar representado un funcionario perteneciente al MAGIC



SR. PRESIDENTE (Castro).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con el agregado propuesto por la señora diputada Jove.

-	Resulta aprobado.
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prevención y manejo de suelos



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 4267 - U.C.R.) presentado por la diputada Jove, solicitando un informe en torno a controles sobre trabajos de prevención y manejo de suelos, implementados por el M.A.G.I.C. y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:



� EÍ "cprevención y manejo de suelos" �	“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, informe:



1) 	Si se están efectuando controles sobre explotación y manejo de suelos en la provincia. Especificar resultados y demás datos de interés.

2) 	Si se efectuan trabajos de prevención, con recuperación y mejoramiento de suelos, en consonancia a lo establecido en la Ley Nº 10.552. Especificar resultados.

3) 	Si se han tomado recaudos frente a tareas de desmontes realizados en el Departamento 9 de Julio, a fin de evitar el agotamiento y degradación de suelos.

4) 	Si se han hecho relevamientos sobre arrendatarios y si es verdad que estos realizan explotaciones irracionales en el Departamento 9 de Julio. En tal caso, si se han impuesto sanciones contempladas en la Ley Nº 10.552”.

Sala de la Comisión, 17 de setiembre de 1997.-

Jove - Merino - Cecchi - Mionis de Galotto - 

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.
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informes sobre túnel subfluvial



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 4.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 4219 - U.C.R.), presentado por los diputados Drincovich, Altare y Ciccarelli, en el cual solicitan al Poder Ejecutivo a través del organismo correspondiente, informe sobre aspectos vinculados al Túnel Subfluvial “Uranga-Silvestre Begnis“; atento a los fundamentos expuestos por los autores del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que, sin modificaciones, se transcribe:

� EÍ "cinformes sobre túnel subfluvial" �

	“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe sobre los siguientes aspectos vinculados al Túnel Subfluvial “Uranga - Silvestre Begnis”: 



1- 	Si la Comisión Administradora por medio de la Dirección Técnica, División Hidrometría ha realizado controles referidos al comportamiento del río aguas arriba y abajo de la zona del eje del túnel durante 1996 y 1997, en caso afirmativo fechas en que fueron efectuados y resultados obtenidos.-

2- 	Se envíe copia del estudio elaborado por la Facultad de Ingeniería y Ciencias Hídricas de la Universidad Nacional del Litoral para determinar los parámetros hidráulico-morfológico del río que puedan influir sobre el comportamiento futuro de la obra de protección del Túnel.-

3- 	Si el Ente ha decidido ejecutar el tramo faltante de carpeta de GEOTEXTIL, en caso afirmativo plazos previstos, y formas contractuales a ser empleadas.-

4- 	Se indique monto previsto para la obra faltante, señalándose disponibilidades del Ente y de ser necesarias partidas presupuestarias complementarias”.-

Sala de la Comisión, 11 de setiembre de 1997.

	Mercier - Pinasco de Julierac - Arcando - Merino - Drincovich - Gurdulich - Mionis de Galotto - Mehauod.

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.
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ix curso internacional de posgrado en carreteras



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 5.

-	Se lee:

Señores diputados:

	Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 4240 - P.J.), presentado por la diputada Gurdulich, en el cual solicita al Poder Ejecutivo a través del organismo correspondiente, declare de interés provincial el “IX Curso Internacional de Posgrado en Carreteras, Gerenciamiento de Entidades Viales Públicas y Privadas “, a realizarse en la ciudad de Rosario; atento a los fundamentos expuestos por la autora del mismo y las razones que dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al texto que, sin modificaciones, se transcribe

� EÍ "cix curso internacional de posgrado en carreteras" �

	“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo declare de Interés Provincial el “IX Curso Internacional de Posgrado en Carreteras, Gerenciamiento de Entidades Viales Públicas y Privadas”, organizadas por la Facultad de Ciencias Exactas, Ingeniería y Agrimensura de la Universidad Nacional de Rosario conjuntamente con la Organización de los Estados Americanos y el Instituto Panamericano de Carreteras, a realizarse en la ciudad de Rosario, del 3 al 28 de noviembre de 1997”.-

Sala de la Comisión, 11 de setiembre de 1997.

	Mercier - Pinasco de Julierac - Arcando - Merino - Drincovich - Gurdulich - Mionis de Galotto - Mehauod. 

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.
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subsidio comuna “la brava”



SR. PRESIDENTE (Castro).- Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 6.

-	Se lee:

Señores diputados :

	Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha analizado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 4151 - U.C.R.), presentado por el diputado Cardelli, solicitando al Poder Ejecutivo otorgue un subsidio a la Comuna de La Brava en el Departamento San Javier; y, por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

� EÍ "csubsidio comuna \“la brava\”" �

	“La Cámara de Diputados, vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda, arbitre las medidas necesarias para otorgar un subsidio a la Comuna de “La Brava”, Departamento San Javier, para la compra de una ambulancia”.-

Sala de la Comisión, 10 de setiembre de 1997.

Bearzotti - Cardelli - Venesia - Rosenthal. 

SR. PRESIDENTE (Castro).- En consideración.

	Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

-	Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Castro).- No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

-	Eran las 20 y 45.



zunilda IRENE Pérez

Directora General del Cuerpo de Taquígrafos
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